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PRESENTACIÓN 
 
 
En el sistema político mexicano, la fiscalización y la rendición de cuentas se han 
convertido en elementos fundamentales, pues su observancia permite elevar la 
credibilidad social sobre las instituciones, fortalecer el marco institucional y jurídico del 
Estado, favorecer la probidad y eficiencia en el quehacer público, y refrendar la 
vocación democrática de la ciudadanía. 
 
A través de la fiscalización, no sólo se previenen y combaten irregularidades en el 
manejo de los recursos públicos, sino también se impulsa un uso más eficiente de los 
mismos y una mayor calidad en la gestión pública, de ahí que, hoy por hoy, fiscalización 
y rendición de cuentas, sean temas fundamentales de la agenda nacional y, por ende, 
del trabajo parlamentario. 
 
A través de las reformas constitucionales de 1999, la promulgación de la Ley de 
Fiscalización Superior de la Federación, la creación de la Auditoría Superior de la 
Federación y de la propia Unidad de Evaluación y Control, así como del intenso trabajo 
legislativo que se ha emprendido en los años recientes y que se ha materializado con 
reformas al marco jurídico sobre fiscalización superior, el Poder Legislativo ha logrado 
importantes avances para mejorar el sistema de fiscalización superior en el país. 
 
A pesar de ello, sigue siendo evidente la necesidad de profundizar en estos esfuerzos 
para consolidar a la fiscalización superior como un instrumento de evaluación de las 
acciones del Estado, así como un medio para mejorar la actuación de los entes públicos 
y para garantizar el uso eficiente de los recursos públicos. 
 
La demanda social por mejorar la calidad de la oferta de los servicios públicos, reducir 
el dispendio y combatir la corrupción, exige mantener una estrategia permanente de 
estudio y análisis sobre el sistema de fiscalización superior y su marco jurídico, pues es 
éste el principio básico para avanzar en la construcción de unidades modernas y 
eficientes de fiscalización. 
 
Con la presente publicación, se pone a disposición del público en general una nueva 
edición del Compendio Jurídico en materia de Fiscalización Superior, que contiene una 
actualización de la normatividad expedida en la materia, esperando que estos 
materiales sirvan como valiosa herramienta de consulta. 
 
 

Lic. Roberto Michel Padilla 
Titular de la Unidad de Evaluación y Control 
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NORMAS CONSTITUCIONALES RELACIONADAS CON LA REVISIÓN 

Y FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA FEDERAL 
 

 
FACULTAD DEL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA LEGISLAR EN MATERIA DE 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 
 
 
Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
 
 
 

….…………………………………………………………………………………………… 
XXIV. Para expedir la Ley que regule la organización de la entidad de fiscalización superior de la 
Federación y las demás que normen la gestión, control y evaluación de los Poderes de la Unión y de los 
entes públicos federales; 
XXV:-………………………………………………………………………………………… 
 
REFORMA AL ARTÍCULO 73 FRACCIÓN XXIV  
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 30 de julio de 1999, por el que se reforman los artículos 73, 
74, 78 y 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Iniciativa Presentada por: Ejecutivo 
Fecha de Presentación: 28-11-1995 
Turnada a las Comisiones: Gobernación y Puntos Constitucionales 
Fecha de la 1ª. Lec.: 14-12-1998.- 2ª. Lec: 29-04-1999 Declaratoria: 14-VII-1999 
 
 
 
 
 
 
 
 

FACULTAD DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS PARA REVISAR LA CUENTA PÚBLICA 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados: 
 
 
 
 

.................................................................................................................................... 
II. Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de gestión, el desempeño de las funciones 
de la entidad de fiscalización superior de la Federación, en los términos que disponga la ley; 
……………………………………………………………………………………………….. 
IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, previo examen, discusión y, en su 
caso, modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Federal, una vez aprobadas las contribuciones 
que, a su juicio, deben decretarse para cubrirlo, así como revisar la Cuenta Pública del año anterior. 
 
El Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la Iniciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presupuesto 
de Egresos de la Federación a más tardar el día 8 del mes de septiembre, debiendo comparecer el 
secretario de despacho correspondiente a dar cuenta de los mismos. La Cámara de Diputados deberá 
aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación a más tardar el día 15 del mes de noviembre. 
 
Cuando inicie su encargo en la fecha prevista por el artículo 83, el Ejecutivo Federal hará llegar a la 
Cámara la Iniciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación a más 
tardar el día 15 del mes de diciembre. 
 
No podrá haber otras partidas secretas, fuera de las que se consideren necesarias, con ese carácter, en 
el mismo presupuesto; las que emplearán los secretarios por acuerdo escrito del Presidente de la 
República. 
 
La revisión de la Cuenta Pública tendrá por objeto conocer los resultados de la gestión financiera, 
comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados por el Presupuesto y el cumplimiento de los 
objetivos contenidos en los programas. 
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Para la revisión de la Cuenta Pública, la Cámara de Diputados se apoyará en la entidad de fiscalización 
superior de la Federación. Si del examen que ésta realice aparecieran discrepancias entre las cantidades 
correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o 
no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán 
las responsabilidades de acuerdo con la Ley. La Cuenta Pública del año anterior deberá ser presentada a 
la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión dentro de los diez primeros días del mes de junio. 
 
Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de la iniciativa de Ley de Ingresos y del Proyecto de 
Presupuesto de Egresos, así como de la Cuenta Pública, cuando medie solicitud del Ejecutivo 
suficientemente justificada a juicio de la Cámara o de la Comisión Permanente, debiendo comparecer en 
todo caso el Secretario del Despacho correspondiente a informar de las razones que lo motiven; 
 
V………………………………………………………………………………………………  
 
REFORMAS AL ARTÍCULO 74 FRACCIONES II Y IV 
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 6 de diciembre de 1977, que reforma y adiciona los 
artículos 6º., 41, 51, 52, 53, 54, 55, 60, 61, 65, 70, 73, 74, 76, 93, 97 y 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
Iniciativa Presentada por: Ejecutivo 
Fecha de Presentación: 06-10-1977 
Turnada a las Comisiones: Puntos Constitucionales; Estudios Legislativos 
Fecha de la 1ª. Lec.: 18-10-1977 Fecha de la 2ª. Lec.: 19-10-1977 Declaratoria: 01-12-1977 
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 17 de noviembre de 1982, que reforma el párrafo segundo 
de la fracción IV del artículo 74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Iniciativa Presentada por: Ejecutivo 
Fecha de Presentación: 06-09-1982 
Turnada a las Comisiones: Gobernación y Puntos Constitucionales; Programación, Presupuesto y Cuenta Pública 
Fecha de 1ª. Lec.: 14-09-1982 Fecha de la 2ª. Lec.: 21-09-1982 Declaratoria: 16-11-1982 
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 17 de marzo de 1987, que reforma el párrafo sexto de la 
fracción IV del artículo 74 de la Constitución General de la República, para quedar en los términos que se indican. 
Iniciativa Presentada por: Diputado Jesús Murillo Karam PRI 
Fecha de Presentación: 12-11-1986 
Turnada a las Comisiones: Gobernación y Puntos Constitucionales 
Fecha de 1ª. Lec.: 02-12-1986 Fecha de la 2ª. Lec.: 03-12-1986 Declaratoria: 18-02-1987 
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 25 de octubre de 1993, por el que se reforman los artículos 
31, 44, 73, 74, 79, 89, 104, 105, 107, 122, así como la denominación del Título Quinto, adición de una fracción IX al 
artículo 76 y un primer párrafo al 119 y se deroga la fracción XVII del artículo 89 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
Iniciativa Presentada por: Ejecutivo 
Fecha de Presentación: 06-07-1993 
Turnada a las Comisiones: Gobernación y Puntos Constitucionales 
Fecha de la 1ª. Lec.: 02-09-1993 Fecha de la 2ª. Lec.: 03-09-1993 Declaratoria: 20-10-1993 
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 30 de julio de 1999, por el que se reforman los artículos 73, 
74, 78 y 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Iniciativa Presentada por: Ejecutivo 
Fecha de Presentación: 28-11-1995 
Turnada a las Comisiones: Gobernación y Puntos Constitucionales 
Fecha de 1ª. Lec.: 14-12-1998.- 2ª. Lec: 29-04-1999 Declaratoria: 14-VII-1999 
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 30 de julio de 2004, que reforma el artículo 74, fracción IV 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativa al proceso presupuestal. 
Iniciativa Presentada por: Dip. Juan Carlos Pérez Góngora, PRI 
Fecha de Presentación: 13 de abril de 2004 
Turnada a Comisiones: Puntos Constitucionales 
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Fecha de Dictamen 1ª. Lec.: 15 de abril de 2004 
Declaratoria: 07 de julio de 2004 
Periodo: 2º. Ordinario Año: 1 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

FACULTADES DE LA ENTIDAD DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN DE 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 79. La entidad de fiscalización superior de la Federación, de la Cámara de Diputados, tendrá 
autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización 
interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley.  
 
Esta entidad de fiscalización superior de la Federación tendrá a su cargo: 
 
I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egresos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y 
recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, así como el cumplimiento de los 
objetivos contenidos en los programas federales, a través de los informes que se rendirán en los términos 
que disponga la ley. 
 
También fiscalizará los recursos federales que ejerzan las entidades federativas, los municipios y los 
particulares. 
 
Sin perjuicio de los informes a que se refiere el primer párrafo de esta fracción, en las situaciones 
excepcionales que determine la ley, podrá requerir a los sujetos de fiscalización que procedan a la 
revisión de los conceptos que estime pertinentes y le rindan un informe. Si estos requerimientos no fueren 
atendidos en los plazos y formas señalados por la ley, se podrá dar lugar al fincamiento de las 
responsabilidades que corresponda. 
 
II. Entregar el informe del resultado de la revisión de la Cuenta Pública a la Cámara de Diputados a más 
tardar el 31 de marzo del año siguiente al de su presentación. Dentro de dicho informe se incluirán los 
dictámenes de su revisión y el apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento 
de los programas, que comprenderá los comentarios y observaciones de los auditados, 
mismo que tendrá carácter público. 
 
La entidad de fiscalización superior de la Federación deberá guardar reserva de sus actuaciones y 
observaciones hasta que rinda los informes a que se refiere este artículo; la ley establecerá las sanciones 
aplicables a quienes infrinjan esta disposición. 
 
III. Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, 
egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales, y efectuar visitas domiciliarias, 
únicamente para exigir la exhibición de libros, papeles o archivos indispensables para la realización de 
sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos, y  
 
IV. Determinar los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los 
entes públicos federales y fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones 
pecuniarias correspondientes, así como promover ante las autoridades competentes el fincamiento de 
otras responsabilidades; promover las acciones de responsabilidad a que se refiere el Título Cuarto de 
esta Constitución, y presentar las denuncias y querellas penales, en cuyos procedimientos tendrá la 
intervención que señale la ley. 
 
La Cámara de Diputados designará al titular de la entidad de fiscalización por el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación. Dicho titular 
durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por una sola vez. Podrá ser 
removido, exclusivamente, por las causas graves que la ley señale, con la misma votación requerida para  
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su nombramiento, o por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de esta 
Constitución. 
 
Para ser titular de la entidad de fiscalización superior de la Federación se requiere cumplir, además de los 
requisitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de esta Constitución, los que 
señale la ley. Durante el ejercicio de su encargo no podrá formar parte de ningún partido político, ni 
desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, 
docentes, artísticas o de beneficencia. 
 
Los Poderes de la Unión y los sujetos de fiscalización facilitarán los auxilios que requiera la entidad de 
fiscalización superior de la Federación para el ejercicio de sus funciones. 
 
El Poder Ejecutivo Federal aplicará el procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias a que se refiere la fracción IV del presente artículo. 
 
ÚLTIMA REFORMA AL ARTÍCULO 79 
 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 30 de julio de 1999, por el que se reforman los artículos 73, 
74, 78 y 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Iniciativa Presentada por: Ejecutivo 
Fecha de Presentación: 28-11-1995 
Turnada a las Comisiones: Gobernación y Puntos Constitucionales 
Fecha de la 1ª. Lec.: 14-12-1998.- 2ª. Lec: 29-04-1999 Declaratoria: 14-VII-1999 
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LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

 
 

Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 2000 
 
 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

 
VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 
 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 
 
 

LEY DE FISCALIZACION SUPERIOR DE LA FEDERACION 
 

TITULO PRIMERO 
Disposiciones Generales 

 
Capítulo Unico 

 
Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y tiene por objeto regular la revisión de la Cuenta 

Pública y su Fiscalización Superior. 
 
Artículo 2.- Para efectos de la presente Ley, se entenderá por: 
 
I. Poderes de la Unión: Los Poderes Legislativo, Judicial y Ejecutivo, comprendidas en este último 

las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como la Procuraduría 
General de la República; 

 
II. Cámara: La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; 
 
III. Auditoría Superior de la Federación: La Entidad de Fiscalización Superior de la Federación; 
 
IV. Comisión: La Comisión de Vigilancia de la Cámara encargada de la coordinación y evaluación del 

desempeño de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
V. Entes públicos federales: Los organismos públicos constitucionalmente autónomos para el 

desempeño de sus funciones sustantivas, y las demás personas de derecho público de carácter 
federal autónomas por disposición legal, así como los órganos jurisdiccionales que determinen 
las leyes; 

 
VI. Entidades fiscalizadas: Los Poderes de la Unión, los entes públicos federales, las entidades 

federativas y municipios que ejerzan recursos públicos federales; los mandatarios, fiduciarios o 
cualquier otra figura análoga, así como el mandato o fideicomiso público o privado que 
administren, cuando hayan recibido por cualquier título, recursos públicos federales y, en general, 
cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada que haya recaudado, administrado, 
manejado o ejercido recursos públicos federales; 

Fracción reformada DOF 04-04-2005 
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VII. Gestión financiera: La actividad de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, 

respecto de la administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos, egresos, fondos y 
en general, de los recursos públicos que éstos utilicen para la ejecución de los objetivos 
contenidos en los programas federales aprobados, en el periodo que corresponde a una Cuenta 
Pública, sujeta a la revisión posterior de la Cámara, a través de la Auditoría Superior de la 
Federación, a fin de verificar que dicha gestión se ajusta a las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas aplicables, así como el cumplimiento de los programas 
señalados; 

 
VIII. Cuenta Pública: El informe que los Poderes de la Unión y los entes públicos federales rinden de 

manera consolidada a través del Ejecutivo Federal, a la Cámara sobre su gestión financiera, a 
efecto de comprobar que la recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de los 
ingresos y egresos federales durante un ejercicio fiscal comprendido del 1o. de enero al 31 de 
diciembre de cada año, se ejercieron en los términos de las disposiciones legales y 
administrativas aplicables, conforme a los criterios y con base en los programas aprobados; 

 
IX. Informe de avance de Gestión Financiera: El Informe, que como parte integrante de la Cuenta 

Pública, rinden los Poderes de la Unión y los entes públicos federales de manera consolidada a 
través del Ejecutivo Federal, a la Cámara sobre los avances físicos y financieros de los 
programas federales aprobados, a fin de que la Auditoría Superior de la Federación fiscalice en 
forma posterior a la conclusión de los procesos correspondientes, los ingresos y egresos; el 
manejo, la custodia y la aplicación de sus fondos y recursos, así como el grado de cumplimiento 
de los objetivos contenidos en dichos programas; 

 
X. Proceso concluido: Aquél que los Poderes de la Unión y entes públicos federales reporten como 

tal, en el informe de Avance de Gestión Financiera, con base en los Informes de gasto 
devengado conforme a la estructura programática autorizada; 

 
XI. Fiscalización superior: Facultad ejercida por la Auditoría Superior de la Federación, para la 

revisión de la Cuenta Pública, incluyendo el Informe de Avance de Gestión Financiera, a cargo de 
la Cámara; 

 
XII. Programas: Los contenidos en los presupuestos aprobados a los que se sujeta la gestión o 

actividad de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, y 
 
XIII. Servidores públicos: Los que se consideran como tales en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
 
 
 
 

Artículo 3.- La revisión de la Cuenta Pública, está a cargo de la Cámara, la cual se apoya para tales 
efectos, en la Auditoría Superior de la Federación, misma que tiene a su cargo la fiscalización superior de 
la propia Cuenta Pública y goza de autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su organización 
interna, funcionamiento y resoluciones, de conformidad con lo establecido en esta Ley. 

 
 
 
 
 

Artículo 4.- Son sujetos de fiscalización superior, los Poderes de la Unión, los entes públicos 
federales y las demás entidades fiscalizadas. 

 
 
 
 

Artículo 5.- La fiscalización superior que realice la Auditoría Superior de la Federación se ejerce de 
manera posterior a la gestión financiera, tiene carácter externo y por lo tanto se lleva a cabo de manera 
independiente y autónoma de cualquier otra forma de control o fiscalización interna de los Poderes de la 
Unión y de los entes públicos federales. 

 
Artículo 6.- A falta de disposición expresa en la ley, se aplicarán en forma supletoria y en lo 

conducente, la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal; el Código Fiscal de la 
Federación; la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, así como las disposiciones relativas del Derecho Común, substantivo y procesal. 
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TITULO SEGUNDO 

De la Cuenta Pública, su Revisión y Fiscalización Superior 
 

Capítulo I 
De la Cuenta Pública 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 7.- Para los efectos de esta Ley, la Cuenta Pública estará constituida por: 
 
 
 
 
 
 

a) Los Estados Contables, Financieros, Presupuestarios, Económicos y Programáticos; 
 
b) La información que muestre el registro de las operaciones derivadas de la aplicación de la Ley de 

Ingresos y del ejercicio del Presupuesto de Egresos de la Federación; 
 
c) Los efectos o consecuencias de las mismas operaciones y de otras cuentas en el activo y pasivo 

totales de la Hacienda Pública Federal y en su patrimonio neto, incluyendo el origen y aplicación 
de los recursos, y 

 
d) El resultado de las operaciones de los Poderes de la Unión y entes públicos federales, además 

de los estados detallados de la Deuda Pública Federal. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 8.- La Cuenta Pública del año anterior deberá ser presentada por el Ejecutivo Federal a la 
Cámara, y en sus recesos, si es el caso, a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, dentro de 
los diez primeros días del mes de junio. Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de la Cuenta 
Pública, cuando medie solicitud del Ejecutivo suficientemente justificada a juicio de la Cámara o de la 
Comisión Permanente, debiendo comparecer en todo caso el Secretario del despacho correspondiente a 
informar de las razones que lo motiven. En ningún caso la prórroga excederá de cuarenta y cinco días 
naturales. 

 
Asimismo, los Poderes de la Unión y los entes públicos federales rendirán a la Auditoría Superior de la 

Federación, a más tardar el 31 de agosto del año en que se ejerza el presupuesto respectivo, el Informe 
de Avance de Gestión Financiera sobre los resultados físicos y financieros de los programas a su cargo, 
por el periodo comprendido del 1o. de enero al 30 de junio del ejercicio fiscal en curso. Dicho informe 
será consolidado y remitido por el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 9.- A fin de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo anterior, los Poderes de la Unión 
y los entes públicos federales harán llegar con la debida anticipación al Ejecutivo Federal, por conducto 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la información que dicha dependencia les solicite. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 10.- La Cuenta Pública que se rinda a la Cámara deberá consolidar la información del 
Informe de Avance de Gestión Financiera, así como la correspondiente al segundo semestre del año que 
corresponda. 

 
 
 
 
 

Artículo 11.- El contenido del Informe de Avance de Gestión Financiera se referirá a los programas a 
cargo de los Poderes de la Unión y los entes públicos federales, para conocer el grado de cumplimiento 
de los objetivos, metas y satisfacción de necesidades en ellos proyectados y contendrá: 

 
 
 
 
 
 

I. El flujo contable de ingresos y egresos al 30 de junio del año en que se ejerza el presupuesto; 
 
II. El avance del cumplimiento de los programas con base en los indicadores estratégicos 

aprobados en el presupuesto, y 
 
III. Los procesos concluidos. 
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Artículo 12.- La Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en 

el ámbito de sus respectivas competencias, considerando las propuestas que formulen los Poderes de la 
Unión y de los entes públicos federales, expedirán las bases y normas para la baja de documentos 
justificatorios y comprobatorios para efecto de destrucción, guarda o custodia de los que deban 
conservarse, microfilmarse o procesarse electrónicamente, sujetándose a las disposiciones legales 
establecidas en la materia. 

 
Los microfilms y los archivos guardados mediante procesamiento electrónico a que se refiere el 

párrafo anterior, tendrán el valor que, en su caso, establezcan las disposiciones legales aplicables a las 
operaciones en que aquellos se apliquen. 

 
Artículo 13.- La Auditoría Superior de la Federación conservará en su poder la Cuenta Pública de 

cada ejercicio fiscal y los informes de resultados de su revisión, mientras no prescriban sus facultades 
para fincar las responsabilidades derivadas de las supuestas irregularidades que se detecten en las 
operaciones objeto de revisión. También se conservarán las copias autógrafas de las resoluciones en las 
que se finquen responsabilidades y los documentos que contengan las denuncias o querellas penales, 
que se hubieren formulado como consecuencia de los hechos presuntamente delictivos que se hubieren 
evidenciado durante la referida revisión. 

 
 

Capítulo II 
De la Revisión y Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 

 
Artículo 14.- La revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública tienen por objeto determinar: 
 
I. Si los programas y su ejecución se ajustan a los términos y montos aprobados; 
 
II. Si las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, se ajustan o corresponden a 

los conceptos y a las partidas respectivas; 
 
III. El desempeño, eficiencia, eficacia y economía, en el cumplimiento de los programas con base en 

los indicadores aprobados en el presupuesto; 
 
IV. Si los recursos provenientes de financiamiento se obtuvieron en los términos autorizados y se 

aplicaron con la periodicidad y forma establecidas por las leyes y demás disposiciones aplicables, 
y si se cumplieron los compromisos adquiridos en los actos respectivos; 

 
V. En forma posterior a la conclusión de los procesos correspondientes, el resultado de la gestión 

financiera de los Poderes de la Unión y los entes públicos federales; 
 
VI. Si en la gestión financiera se cumple con las leyes, decretos, reglamentos y demás disposiciones 

aplicables en materia de sistemas de registro y contabilidad gubernamental; contratación de 
servicios, obra pública, adquisiciones, arrendamientos, conservación, uso, destino, afectación, 
enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles; almacenes y demás activos y recursos 
materiales; 

 
VII. Si la recaudación, administración, manejo y aplicación de recursos federales, y si los actos, 

contratos, convenios, concesiones u operaciones que las entidades fiscalizadas celebren o 
realicen, se ajustan a la legalidad, y si no han causado daños o perjuicios en contra del Estado en 
su Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales; 

 
VIII. Las responsabilidades a que haya lugar, y 
 
IX. La imposición de las sanciones resarcitorias correspondientes en los términos de esta Ley. 
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Artículo 15.- La Cuenta Pública será turnada a la Auditoría Superior de la Federación para su revisión 

y fiscalización superior, a través de la Comisión de la Cámara. 
 
 
 
 
 

Artículo 16.- Para la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública, la Auditoría Superior de la 
Federación tendrá las atribuciones siguientes: 

 
 
 
 
 
 
 

I. Establecer los criterios para las auditorías, procedimientos, métodos y sistemas necesarios para 
la revisión y fiscalización de la Cuenta Pública y del Informe de Avance de Gestión Financiera, 
verificando que ambos sean presentados, en los términos de esta Ley y de conformidad con los 
principios de contabilidad aplicables al Sector Público; 

 
 
 
 
 
 

II. Establecer las normas, procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y de archivo, de los 
libros y documentos justificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto público, así como 
todos aquellos elementos que permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones, de 
conformidad con las propuestas que formulen los Poderes de la Unión y los entes públicos 
federales y las características propias de su operación; 

 
 
 
 
 
 
 

III. Evaluar el Informe de Avance de Gestión Financiera respecto de los avances físico y financiero 
de los programas autorizados y sobre procesos concluidos; 

 
 
 
 
 
 
 
 

IV. Evaluar el cumplimiento final de los objetivos y metas fijadas en los programas federales, 
conforme a los indicadores estratégicos aprobados en el presupuesto, a efecto de verificar el 
desempeño de los mismos y la legalidad en el uso de los recursos públicos; 

 
 
 
 
 
 
 

V. Verificar que las entidades fiscalizadas que hubieren recaudado, manejado, administrado o 
ejercido recursos públicos, lo hayan realizado conforme a los programas aprobados y montos 
autorizados, así como, en el caso de los egresos, con cargo a las partidas correspondientes, 
además con apego a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables; 

 
 
 
 
 
 

VI. Verificar que las operaciones que realicen los Poderes de la Unión y los entes públicos federales 
sean acordes con la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos de la Federación y se efectúen 
con apego a las disposiciones respectivas del Código Fiscal de la Federación y leyes fiscales 
sustantivas; las leyes General de Deuda Pública; de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público 
Federal; orgánicas del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, de la Administración 
Pública Federal, del Poder Judicial de la Federación y demás disposiciones legales y 
administrativas aplicables a estas materias; 

 
 
 
 
 
 
 

VII. Verificar obras, bienes adquiridos y servicios contratados, para comprobar si las inversiones y 
gastos autorizados a los Poderes de la Unión y entes públicos federales se han aplicado legal y 
eficientemente al logro de los objetivos y metas de los programas aprobados; 

 
 
 
 
 
 
 

VIII. Solicitar, en su caso, a los auditores externos copias de los informes o dictámenes de las 
auditorías y revisiones por ellos practicadas; 

 
 
 
 
 
 
 

IX. Requerir, en su caso, a terceros que hubieran contratado, bienes o servicios mediante cualquier 
título legal con los Poderes de la Unión y entes públicos federales y, en general, a cualquier 
entidad o persona pública o privada que haya ejercido recursos públicos, la información 
relacionada con la documentación justificativa y comprobatoria de la Cuenta Pública a efecto de 
realizar las compulsas correspondientes; 
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X. Solicitar y obtener toda la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones. Por lo 

que hace a la información relativa a las operaciones de cualquier tipo proporcionada por las 
instituciones de crédito, les será aplicable a todos los servidores públicos de la Auditoría Superior 
de la Federación, así como a los profesionales contratados para la práctica de auditorías, la  

 obligación de guardar la reserva a que aluden los artículos 27 y 28 y la prohibición a que se 
refiere la fracción III del artículo 80 de esta Ley; 

 
 La Auditoría Superior de la Federación sólo tendrá acceso a la información que las disposiciones 

legales consideren como de carácter reservado o que deba mantenerse en secreto, cuando esté 
relacionada con la recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos y 
egresos federales, y tendrá la obligación de mantener la misma reserva o secrecía hasta en tanto 
no se derive de su revisión el fincamiento de responsabilidades o el señalamiento de las 
observaciones que correspondan en el Informe del Resultado. 

 
XI. Fiscalizar los subsidios que los Poderes de la Unión y los entes públicos federales, hayan 

otorgado con cargo a su presupuesto, a entidades federativas, particulares y, en general, a 
cualquier entidad pública o privada, cualesquiera que sean sus fines y destino, así como verificar 
su aplicación al objeto autorizado; 

 
XII. Investigar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones que impliquen alguna 

irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y 
recursos federales; 

 
XIII. Efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de los libros y papeles 

indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes respectivas y a 
las formalidades prescritas para los cateos; 

 
XIV. Formular pliegos de observaciones, en los términos de esta Ley; 
 
XV. Determinar los daños y perjuicios que afecten al Estado en su Hacienda Pública Federal o al 

patrimonio de los entes públicos federales y fincar directamente a los responsables las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes; 

 
XVI. Fincar las responsabilidades e imponer las sanciones correspondientes a los responsables, por el 

incumplimiento a sus requerimientos de información en el caso de las revisiones que haya 
ordenado tratándose de las situaciones excepcionales que determina esta Ley; 

 
XVII. Conocer y resolver sobre el recurso de reconsideración que se interponga en contra de las 

resoluciones y sanciones que aplique, así como condonar total o parcialmente las multas 
impuestas; 

 
XVIII. Concertar y celebrar convenios con las entidades federativas, con el propósito de dar 

cumplimiento al objeto de esta Ley; 
 
XIX. Elaborar estudios relacionados con las materias de su competencia y publicarlos; 
 
XX. Celebrar convenios con organismos y participar en foros nacionales e internacionales, cuyas 

funciones sean acordes con sus atribuciones, y 
 
XXI. Las demás que le sean conferidas por esta Ley o cualquier otro ordenamiento. 
 
Artículo 17.- Respecto del Informe de Avance de Gestión Financiera, la Auditoría Superior de la 

Federación únicamente podrá auditar los conceptos reportados en él como procesos concluidos por los 
Poderes de la Unión y los entes públicos federales. 
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Al efecto, la Auditoría Superior de la Federación podrá realizar observaciones, disponiendo los 

Poderes de la Unión y los entes públicos federales de cuarenta y cinco días para formular los 
comentarios que procedan. 

 
 
 
 
 

Artículo 18.- Las observaciones a que se refiere el artículo anterior, deberán notificarse a los Poderes 
de la Unión y a los entes públicos federales a más tardar el 31 de enero del año siguiente al de la 
presentación de dicho informe, con el propósito de que sus comentarios se integren al Informe del 
Resultado de la revisión de la Cuenta Pública correspondiente. 

 
 
 
 
 

Artículo 19.- La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus facultades de fiscalización, 
podrá realizar visitas y auditorías durante el ejercicio fiscal en curso, respecto de los procesos reportados 
como concluidos en el Informe de Avance de Gestión Financiera, en caso contrario, sólo podrá realizar 
visitas y auditorías a partir de que la Comisión de la Cámara le haga entrega de la Cuenta Pública. 

 
 
 
 
 

Artículo 20.- La fiscalización del Informe de Avance de Gestión Financiera y la revisión de la Cuenta 
Pública están limitadas al principio de anualidad a que se refiere la fracción IV del artículo 74 
constitucional, por lo que un proceso que abarque en su ejecución dos o más ejercicios fiscales, sólo 
podrá ser revisado y fiscalizado anualmente en la parte ejecutada precisamente en ese ejercicio, al 
rendirse la Cuenta Pública; lo mismo ocurrirá cuando el proceso se declare como concluido. En virtud de 
lo anterior, la revisión de conceptos ya fiscalizados con motivo del Informe de Avance de Gestión 
Financiera, no deberán duplicarse a partir de la revisión de la Cuenta Pública. 

 
Sin perjuicio del principio de anualidad a que se refiere el párrafo anterior, la Auditoría Superior de la 

Federación podrá revisar de manera casuística y concreta, información y documentos relacionados con 
conceptos específicos de gasto correspondientes a ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en 
revisión, cuando el programa o proyecto contenido en el presupuesto aprobado, abarque para su 
ejecución y pago diversos ejercicios fiscales, sin que con este motivo se entienda, para todos los efectos 
legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio correspondiente a la revisión específica 
señalada. 

 
 
 
 
 

Artículo 21.- La Auditoría Superior de la Federación tendrá acceso a los datos, libros y 
documentación justificativa y comprobatoria relativa al ingreso y gasto público de los Poderes de la Unión 
y de los entes públicos federales, así como a la demás información que resulte necesaria, siempre que al 
solicitarla se expresen los fines a que se destine dicha información. Por lo que hace a la relativa a las 
operaciones de cualquier tipo, proporcionada por instituciones de crédito, les será aplicable a todos los 
servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación, así como a los profesionales contratados 
para la práctica de auditorías, la obligación de guardar la reserva a que aluden los artículos 27 y 28 y la 
prohibición a que se refiere la fracción III del artículo 80 de esta Ley. 

 
 
 
 
 

Artículo 22.- Cuando conforme a esta Ley los órganos de control interno de los Poderes de la Unión y 
de los entes públicos federales, deban colaborar con la Auditoría Superior de la Federación en lo que 
concierne a la revisión de la Cuenta Pública, deberá establecerse una coordinación entre ambos a fin de 
garantizar el debido intercambio de información que al efecto se requiera, y otorgar las facilidades que 
permitan a los auditores llevar a cabo el ejercicio de sus funciones. Asimismo, deberán proporcionar la 
documentación que les solicite dicha Auditoría Superior de la Federación sobre los resultados de la 
fiscalización que realicen o cualquier otra que se les requiera. 

 
 
 
 
 

Artículo 23.- La información y datos que para el cumplimiento de lo previsto en los artículos anteriores 
se proporcionen, estarán afectos exclusivamente al objeto de esta Ley y demás ordenamientos 
aplicables. 

 
 
 
 
 

Artículo 24.- Las auditorías, visitas e inspecciones que se efectúen en los términos de este Título, se 
practicarán por el personal expresamente comisionado para el efecto por la Auditoría Superior de la 
Federación o mediante la contratación de profesionales de auditoría independientes, habilitados por la 
misma para efectuar visitas o inspecciones, siempre y cuando no exista conflicto de intereses. 
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Artículo 25.- Las personas a que se refiere el artículo anterior tendrán el carácter de representantes 

de la Auditoría Superior de la Federación en lo concerniente a la comisión conferida. Para tal efecto, 
deberán presentar previamente el oficio de comisión respectivo e identificarse plenamente como personal 
actuante de dicha Auditoría Superior de la Federación. 

 
Artículo 26.- Durante sus actuaciones los comisionados o habilitados que hubieren intervenido en las 

revisiones, deberán levantar actas circunstanciadas en presencia de dos testigos, en las que harán 
constar hechos y omisiones que hubieren encontrado. Las actas, declaraciones, manifestaciones o 
hechos en ellas contenidos harán prueba en los términos de ley. 

 
Artículo 27.- Los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación y, en su caso, los 

profesionales contratados para la práctica de auditorías, deberán guardar estricta reserva sobre la 
información y documentos que con motivo del objeto de esta Ley conozcan, así como de sus actuaciones 
y observaciones. 

 
Artículo 28.- Los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación, cualesquiera que sea 

su categoría y los profesionales contratados para la práctica de auditorías, serán responsables, en los 
términos de las disposiciones legales aplicables, por violación a dicha reserva. 

 
Artículo 29.- La Auditoría Superior de la Federación será responsable solidaria de los daños y 

perjuicios que en términos de este artículo causen los servidores públicos y profesionales contratados 
para la práctica de auditorías actuando ilícitamente. 

 
 

Capítulo III 
Del Informe del Resultado de la Revisión y Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 

 
Artículo 30.- La Auditoría Superior de la Federación, tendrá un plazo improrrogable que vence el 31 

de marzo del año siguiente a aquél en que la Cámara, o en su caso, la Comisión Permanente, reciba la 
Cuenta Pública, para realizar su examen y rendir en dicha fecha a la Cámara, por conducto de la 
Comisión, el informe del resultado correspondiente, mismo que tendrá carácter público y mientras ello no 
suceda, la Auditoría Superior de la Federación deberá guardar reserva de sus actuaciones e 
informaciones. 

 
Artículo 31.- El Informe del Resultado a que se refiere el artículo anterior deberá contener como 

mínimo lo siguiente: 
 
a) Los dictámenes de la revisión de la Cuenta Pública; 
 
b) El apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento de los programas, 

con respecto a la evaluación de la consecución de sus objetivos y metas, así como de la 
satisfacción de las necesidades correspondientes, bajo criterios de eficiencia, eficacia y 
economía; 

 
c) El cumplimiento de los principios de contabilidad gubernamental y de las disposiciones 

contenidas en los ordenamientos legales correspondientes; 
 
d) Los resultados de la gestión financiera; 
 
e) La comprobación de que los Poderes de la Unión, y los entes públicos federales, se ajustaron a 

lo dispuesto en la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos de la Federación y en las demás 
normas aplicables en la materia; 

 
f) El análisis de las desviaciones presupuestarias, en su caso, y 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

23 

 
g) Los comentarios y observaciones de los auditados. 
 
En el supuesto de que conforme al apartado b) de este artículo, no se cumplan con los objetivos y 

metas establecidas en los programas aprobados, la Auditoría Superior de la Federación hará las 
observaciones y recomendaciones que a su juicio sean procedentes. 

 
Artículo 32.- La Auditoría Superior de la Federación en el Informe del Resultado, dará cuenta a la 

Cámara de los pliegos de observaciones que se hubieren fincado, de los procedimientos iniciados para el 
fincamiento de responsabilidades y de la imposición de las sanciones respectivas, así como de la 
promoción de otro tipo de responsabilidades y denuncias de hechos presuntamente ilícitos, que realice de 
conformidad con lo dispuesto en esta Ley. 

 
 

TITULO TERCERO 
De la Fiscalización de Recursos Federales Ejercidos por Entidades Federativas, 

Municipios y Particulares 
 

Capítulo Unico 
 

Artículo 33.- Para efectos de la fiscalización de recursos federales que se ejerzan por las entidades 
federativas y por los municipios, incluyendo a sus administraciones públicas paraestatales, la Auditoría 
Superior de la Federación propondrá los procedimientos de coordinación con las legislaturas de los 
Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para que en el ejercicio de las atribuciones de 
control que éstas tengan conferidas, colaboren con aquélla en la verificación de la aplicación correcta de 
los recursos federales, recibidos por dichos órdenes de gobierno. 

 
Dichos procedimientos comprenderán además la comprobación de la aplicación adecuada de los 

recursos que reciban particulares, en concepto de subsidios otorgados por las entidades federativas y los 
municipios con cargo a recursos federales. 

 
Artículo 34.- El Auditor Superior de la Federación, con sujeción a los convenios celebrados, acordará 

la forma y términos en que, en su caso, el personal a su cargo realizará la fiscalización de los recursos de 
origen federal que ejerzan las entidades federativas y los municipios. 

 
Artículo 35.- Cuando se acrediten afectaciones al Estado en su Hacienda Pública Federal, atribuibles 

a las autoridades estatales, municipales o del Distrito Federal, la Auditoría Superior de la Federación 
procederá a fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones pecuniarias 
correspondientes, y promoverá ante los órganos o autoridades competentes las responsabilidades 
administrativas, civiles, políticas y penales a que hubiere lugar. 

 
 
 
 
 
 
 
 

TITULO CUARTO 
De la Revisión de Situaciones Excepcionales 

 
Capítulo Unico 

 
Artículo 36.- Para los efectos de lo previsto en el párrafo tercero de la fracción I, del artículo 79 

constitucional, cuando se presenten denuncias debidamente fundadas o por otras circunstancias pueda 
suponerse el presunto manejo, aplicación o custodia irregular de recursos públicos federales, o de su 
desvío, la Auditoría Superior de la Federación procederá a requerir a las entidades fiscalizadas, 
revisiones de conceptos específicos vinculados de manera directa a las denuncias presentadas. El 
requerimiento deberá aportar indicios probatorios razonables, mediante los cuales se presuma que la 
irregularidad cometida ocasionó un daño al Estado en su Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los 
entes públicos federales. 
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Artículo 37.- Las entidades fiscalizadas, deberán rendir a la Auditoría Superior de la Federación, en 

un plazo que no excederá setenta y cinco días contados a partir de la recepción del requerimiento, un 
Informe del Resultado de sus actuaciones y, en su caso, de las sanciones que se hubieren impuesto o a 
que se hubieren hecho acreedores los servidores públicos involucrados. Este informe en ningún caso 
contendrá información de carácter reservado. 

 
Artículo 38.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por situaciones excepcionales aquéllas en 

las cuales, de la denuncia que al efecto se presente, se deduzca alguna de las circunstancias siguientes: 
 
a) Un daño patrimonial que afecte a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes 

públicos federales, por un monto que resulte superior a cien mil veces el salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal; 

 
b) Hechos de corrupción determinados por autoridad competente; 
 
c) La afectación de áreas estratégicas o prioritarias de la economía; 
 
d) El riesgo de que se paralice la prestación de servicios públicos esenciales para la comunidad, o 
 
e) El desabasto de productos de primera necesidad. 
 
Artículo 39.- Los sujetos de fiscalización estarán obligados a realizar la revisión que la Auditoría 

Superior de la Federación les requiera, sin que dicha revisión interfiera u obstaculice el ejercicio de las 
funciones o atribuciones que conforme a la ley competa a las autoridades y a los servidores públicos de 
los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales. 

 
Artículo 40.- Si transcurrido el plazo señalado en el artículo 37 de esta Ley, la entidad fiscalizada, sin 

causa justificada, no presenta el informe a que el mismo numeral se refiere, la Auditoría Superior de la 
Federación procederá a fincar las responsabilidades que corresponda e impondrá a los servidores 
públicos responsables una multa de cien a seiscientos días de salario mínimo general vigente en el 
Distrito Federal. Su reincidencia se podrá castigar con una multa hasta del doble de la ya impuesta, 
además de que podrá promover la destitución de los responsables ante las autoridades competentes. 

 
Artículo 41.- El fincamiento de responsabilidades y la imposición de sanciones no relevará al infractor 

de cumplir con las obligaciones o regularizar las situaciones que motivaron las multas. 
 
Artículo 42.- Cuando la Auditoría Superior de la Federación, además de imponer la sanción 

respectiva, requiera al infractor para que en un plazo determinado, que nunca será mayor a cuarenta y 
cinco días, cumpla con la obligación omitida motivo de la sanción y éste incumpla, será sancionado como 
reincidente. 

 
Artículo 43.- Para imponer la multa que corresponda, la Auditoría Superior de la Federación debe oír 

previamente al presunto infractor y tener en cuenta sus condiciones económicas, así como la gravedad 
de la infracción cometida, su nivel jerárquico y la necesidad de evitar prácticas tendientes a contravenir 
las disposiciones contenidas en esta Ley. 

 
Artículo 44.- Lo dispuesto en el presente Capítulo, no excluye la imposición de las sanciones que 

conforme a ésta u otras leyes fueren aplicables por la Auditoría Superior de la Federación ni del 
fincamiento de otras responsabilidades. 
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TITULO QUINTO 
De la Determinación de Daños y Perjuicios y del Fincamiento de Responsabilidades 

 

Capítulo I 
De la Determinación de Daños y Perjuicios 

 
Artículo 45.- Si de la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública, aparecieran 

irregularidades que permitan presumir la existencia de hechos o conductas que produzcan daños o 
perjuicios al Estado en su Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, la 
Auditoría Superior de la Federación procederá a: 

 
I. Determinar los daños y perjuicios correspondientes y fincar directamente a los responsables las 

indemnizaciones y sanciones pecuniarias respectivas; 
 
II. Promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades; 
 
III. Promover las acciones de responsabilidad a que se refiere el Título Cuarto de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 
IV. Presentar las denuncias y querellas penales, a que haya lugar, y 
 
V. Coadyuvar con el Ministerio Público en los procesos penales investigatorios y judiciales 

correspondientes. En estos casos, el Ministerio Público recabará previamente la opinión de la 
Auditoría Superior de la Federación, respecto de las resoluciones que dicte sobre el no ejercicio o 
el desistimiento de la acción penal. 

 
 

Capítulo II 
Del Fincamiento de Responsabilidades Resarcitorias 

 
Artículo 46.- Para los efectos de esta Ley incurren en responsabilidad: 
 
I. Los servidores públicos y los particulares, personas físicas o morales, por actos u omisiones que 

causen daño o perjuicio estimable en dinero al Estado en su Hacienda Pública Federal o al 
patrimonio de los entes públicos federales; 

 
II. Los servidores públicos de los Poderes de la Unión y entes públicos federales que no rindan o 

dejen de rendir sus Informes acerca de la solventación de los pliegos de observaciones 
formulados y remitidos por la Auditoría Superior de la Federación, y 

 
III. Los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación, cuando al revisar la Cuenta 

Pública no formulen las observaciones sobre las situaciones irregulares que detecten. 
 
Artículo 47.- Las responsabilidades que conforme a esta Ley se finquen, tienen por objeto resarcir al 

Estado y a los entes públicos federales, el monto de los daños y perjuicios estimables en dinero que se 
hayan causado, respectivamente, a su Hacienda Pública Federal y a su patrimonio. 

 
Artículo 48.- Las responsabilidades resarcitorias a que se refiere este Capítulo se constituirán en 

primer término a los servidores públicos o personas físicas o morales que directamente hayan ejecutado 
los actos o incurran en las omisiones que las hayan originado y, subsidiariamente, y en ese orden al 
servidor público jerárquicamente inmediato que por la índole de sus funciones, hayan omitido la revisión o 
autorizado tales actos, por causas que impliquen dolo, culpa o negligencia por parte de los mismos. 

 
Serán responsables solidarios con los servidores públicos, los particulares, persona física o moral, en 

los casos en que hayan participado y originado una responsabilidad resarcitoria. 
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Artículo 49.- Las responsabilidades resarcitorias señaladas, se fincarán independientemente de las 

que procedan con base en otras leyes y de las sanciones de carácter penal que imponga la autoridad 
judicial. 

 
 
 
 
 

Artículo 50.- Las responsabilidades que se finquen a los servidores públicos de los Poderes de la 
Unión y de los entes públicos federales y de la Auditoría Superior de la Federación, no eximen a éstos ni 
a las empresas privadas o a los particulares, de sus obligaciones, cuyo cumplimiento se les exigirá aun 
cuando la responsabilidad se hubiere hecho efectiva total o parcialmente. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 51.- La Auditoría Superior de la Federación, con base en las disposiciones de esta Ley, 
formulará a los Poderes de la Unión y entes públicos federales los pliegos de observaciones derivados de 
la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública, en los que se determinará en cantidad líquida, la 
presunta responsabilidad de los infractores, la cual deberá contabilizarse de inmediato. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 52.- Los Poderes de la Unión y entes públicos federales, dentro de un plazo improrrogable de 
45 días hábiles contado a partir de la fecha de recibo de los pliegos de observaciones, deberán solventar 
los mismos ante la Auditoría Superior de la Federación. Cuando los pliegos de observaciones no sean 
solventados dentro del plazo señalado, o bien, la documentación y argumentos presentados no sean 
suficientes a juicio de la Auditoría Superior de la Federación para solventar las observaciones, iniciará el 
procedimiento para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias a que se refiere el siguiente 
capítulo, y, en su caso, aplicará las sanciones pecuniarias a que haya lugar, en los términos de esta Ley. 

 
 

Capítulo III 
Del Procedimiento para el Fincamiento de Responsabilidades Resarcitorias 

 
 
 
 
 
 

Artículo 53.- El fincamiento de las responsabilidades resarcitorias se sujetará al procedimiento 
siguiente: 

 
I. Se citará personalmente al presunto o presuntos responsables a una audiencia, haciéndoles 

saber los hechos que se les imputan y que sean causa de responsabilidad en los términos de 
esta Ley, señalando el lugar, día y hora, en que tendrá verificativo dicha audiencia y su derecho a 
ofrecer pruebas y alegar en la misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de un 
defensor; apercibidos que de no comparecer sin justa causa, se tendrá por precluido su derecho 
para ofrecer pruebas o formular alegatos, y se resolverá con los elementos que obren en el 
expediente respectivo. 

 
 A la audiencia podrá asistir el representante de los Poderes de la Unión o de los entes públicos 

federales, que para tal efecto designen. 
 
 Entre la fecha de citación y la de la audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni 

mayor de quince días hábiles; 
 
II. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la Auditoría Superior de la Federación resolverá dentro 

de los sesenta días hábiles siguientes sobre la existencia o inexistencia de responsabilidad y 
fincará, en su caso, el pliego definitivo de responsabilidades en el que se determine la 
indemnización correspondiente, a el o los sujetos responsables, y notificará a éstos dicho pliego, 
remitiendo un tanto autógrafo del mismo a la Tesorería de la Federación, para el efecto de que si 
en un plazo de quince días naturales contados a partir de la notificación, éste no es cubierto, se 
haga efectivo en términos de ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución. Cuando 
los responsables sean servidores públicos, dicho pliego será notificado al representante de los 
Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, según corresponda y al órgano de control 
interno respectivo. 
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 La indemnización invariablemente deberá ser suficiente para cubrir los daños y perjuicios 

causados, o ambos, y se actualizará para efectos de su pago, en la forma y términos que 
establece el Código Fiscal de la Federación en tratándose de contribuciones y aprovechamientos. 

 
 La Auditoría Superior de la Federación podrá solicitar a la Tesorería de la Federación proceda al 

embargo precautorio de los bienes de los presuntos responsables a efecto de garantizar el cobro 
de la sanción impuesta, sólo cuando haya sido determinada en cantidad líquida el monto de la 
responsabilidad resarcitoria respectiva. 

 
 El presunto o presuntos responsables podrán solicitar la sustitución del embargo precautorio, por 

cualquiera de las garantías que establece el Código Fiscal de la Federación, a satisfacción de la 
Auditoría Superior de la Federación, y 

 
III. Si en la audiencia la Auditoría Superior de la Federación encontrara que no cuentan con 

elementos suficientes para resolver o advierta elementos que impliquen nueva responsabilidad a 
cargo del presunto o presuntos responsables o de otras personas, podrá disponer la práctica de 
investigaciones y citar para otras audiencias. 

 
Artículo 54.- En todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en este Capítulo, así 

como en la apreciación de las pruebas, y desahogo del recurso de reconsideración, se observarán las 
disposiciones de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

 
Artículo 55.- Las multas y sanciones resarcitorias a que se refiere la presente Ley, tendrán el carácter 

de créditos fiscales y se fijarán en cantidad líquida por la Auditoría Superior de la Federación, haciéndose 
efectivas conforme al procedimiento administrativo de ejecución que establece la legislación aplicable. 

 
Artículo 56.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, deberá informar semestralmente a la 

Auditoría Superior de la Federación y a la Comisión, de los trámites que se vayan realizando para la 
ejecución de los cobros respectivos y el monto recuperado. 

 
Artículo 57.- El importe de las sanciones resarcitorias que se recuperen en los términos de esta Ley, 

deberá ser entregado, por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a las respectivas tesorerías de los 
Poderes de la Unión y entes públicos federales que sufrieron el daño o perjuicio respectivo. Dicho importe 
quedará en las tesorerías en calidad de disponibilidades y sólo podrá ser ejercido de conformidad con lo 
establecido en el presupuesto. 

 
Artículo 58.- La Auditoría Superior de la Federación podrá abstenerse de sancionar al infractor, por 

una sola vez, cuando lo estimen pertinente, justificando las causas de la abstención, siempre que se trate 
de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y 
circunstancias del infractor y el daño causado por éste no exceda de cien veces el salario mínimo general 
mensual vigente en el Distrito Federal en la fecha en que cometa la infracción. 

 
 

Capítulo IV 
Del Recurso de Reconsideración 

 
Artículo 59.- Las sanciones y demás resoluciones que emita la Auditoría Superior de la Federación 

conforme a esta Ley, podrán ser impugnadas por el servidor público o por los particulares, personas 
físicas o morales, ante la propia Auditoría Superior de la Federación, mediante el recurso de 
reconsideración o bien, mediante juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. El recurso de reconsideración se interpondrá dentro de los 15 días siguientes a la fecha 
en que surta efectos la notificación del pliego o resolución recurrida. 

Artículo reformado DOF 31-12-2000 
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Artículo 60.- La tramitación del recurso se sujetará a las disposiciones siguientes: 
 
I. Se iniciará mediante escrito en el que se deberán expresar los agravios que a juicio del servidor 

público o del particular, persona física o moral, le cause la multa o resolución impugnada, 
acompañando copia de ésta y constancia de la notificación de la misma, así como el ofrecimiento 
de pruebas que considere necesario rendir; 

 
II. La Auditoría Superior de la Federación acordará sobre la admisión del recurso y de las pruebas 

ofrecidas, desechando de plano las que no fuesen idóneas para desvirtuar los hechos en que se 
base la resolución, y 

 
III. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la autoridad emitirá resolución dentro de los sesenta 

días hábiles siguientes, notificándola al interesado. 
 
Artículo 61.- La interposición del recurso suspenderá la ejecución del pliego o resolución recurrida, si 

el pago de la sanción correspondiente se garantiza en términos que prevenga el Código Fiscal de la 
Federación. 

 
Artículo 62.- Los servidores públicos en todo momento durante el procedimiento a que se refiere el 

artículo 53 de esta Ley, o bien, para la interposición del recurso de reconsideración respectivo, podrán 
consultar los expedientes administrativos donde consten los hechos que se les imputen y obtener copias 
certificadas de los documentos correspondientes. 

 
 

Capítulo V 
De la Prescripción de Responsabilidades 

 
Artículo 63.- Las facultades de la Auditoría Superior de la Federación para fincar responsabilidades e 

imponer las sanciones a que se refiere este Título prescribirán en cinco años. 
 
El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la 

responsabilidad o a partir del momento en que hubiese cesado, si fue de carácter continuo. 
 
En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al notificarse el inicio del 

procedimiento establecido en el artículo 53 de esta Ley. 
 
Artículo 64.- Las responsabilidades de carácter civil, administrativo y penal que resulten por actos u 

omisiones, prescribirán en la forma y tiempo que fijen las leyes aplicables. 
 
Artículo 65.- Cualquier gestión de cobro que haga la autoridad competente al responsable, interrumpe 

la prescripción de la sanción impuesta, prescripción que, en su caso, comenzará a computarse a partir de 
dicha gestión. 

 
TITULO SEXTO 

Relaciones con la Cámara de Diputados 
 

Capítulo Unico 
De la Comisión de Vigilancia 

 
Artículo 66.- Para los efectos de lo dispuesto en la fracción II del artículo 74 constitucional, la Cámara 

contará con una Comisión que tendrá por objeto, coordinar las relaciones entre ésta y la Auditoría 
Superior de la Federación, evaluar el desempeño de esta última y constituir el enlace que permita 
garantizar la debida coordinación entre ambos órganos. 
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Artículo 67.- Son atribuciones de la Comisión: 
 
I. Ser el conducto de comunicación entre la Cámara y la Auditoría Superior de la Federación; 
 
II. Recibir de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, el Informe de Avance de Gestión 

Financiera y la Cuenta Pública y turnarlos a la Auditoría Superior de la Federación; 
 
III. Presentar a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara, el informe del resultado 

de la revisión de la Cuenta Pública; 
 
IV. Conocer el programa anual de actividades que para el debido cumplimiento de sus funciones, 

elabore la Auditoría Superior de la Federación, así como sus modificaciones, y evaluar su 
cumplimiento; 

 
V. Citar, por conducto de su Mesa Directiva, al Auditor Superior de la Federación para conocer en lo 

específico el Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública; 
 
VI. Conocer el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior de la Federación, así como el 

informe anual de su ejercicio, y turnarlo a la Junta de Coordinación Política de la Cámara para los 
efectos legales conducentes; 

 
VII. Evaluar si la Auditoría Superior de la Federación cumple con las funciones que conforme a la 

Constitución y esta Ley le corresponden y proveer, lo necesario para garantizar su autonomía 
técnica y de gestión. 

 
VIII. Presentar a la Cámara la propuesta de los candidatos a ocupar el cargo de Auditor Superior de la 

Federación, así como la solicitud de su remoción, en términos de lo dispuesto por el tercer 
párrafo del artículo 79 constitucional; 

 
IX. Proponer al Pleno de la Cámara al Titular de la Unidad de Evaluación y Control y los recursos 

materiales, humanos y presupuestales con los que deben contar la propia unidad; 
 
X. Proponer al Pleno de la Cámara el Reglamento Interior de la Unidad de Evaluación y Control; 
 
XI. Aprobar el programa de actividades de la Unidad de Evaluación y Control y requerirle todo tipo de 

información relativa a sus funciones; 
 
XII. Ordenar a la Unidad de Evaluación y Control, la práctica de auditorías a la entidad de 

fiscalización superior de la Federación; 
 
XIII. De acuerdo a las posibilidades presupuestales, contratar Asesores Externos para el adecuado 

cumplimiento de sus atribuciones, y 
 
XIV. Las demás que establezca esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

 
TITULO SEPTIMO 

Organización de la Auditoría Superior de la Federación 
 
 

Capítulo I 
Integración y Organización 

 
 
 

Artículo 68.- Al frente de la Auditoría Superior de la Federación habrá un Auditor Superior de la 
Federación designado conforme a lo previsto por el párrafo tercero del artículo 79 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Cámara. 
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Artículo 69.- La designación del Auditor Superior de la Federación se sujetará al procedimiento 

siguiente: 
 
 
 
 
 

I. La Comisión formulará la convocatoria pública correspondiente, a efecto de recibir durante un 
periodo de diez días contados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria, las 
solicitudes para ocupar el puesto de Auditor Superior de la Federación; 

 
II. Concluido el plazo anterior y recibidas las solicitudes con los requisitos y documentos que señale 

la convocatoria, la Comisión, dentro de los cinco días siguientes, procederá a la revisión y 
análisis de las mismas; 

 
III. Del análisis de las solicitudes los integrantes de la Comisión entrevistarán por separado para la 

evaluación respectiva y dentro de los cinco días siguientes, a los candidatos que, a su juicio, 
considere idóneos para la conformación de una terna; 

 
IV. Conformada la terna, en un plazo que no deberá exceder de tres días, la Comisión formulará su 

dictamen, a fin de proponer al Pleno los tres candidatos, para que éste proceda, en los términos 
del artículo anterior, a la designación del Auditor Superior de la Federación, y 

 
V. La persona designada para ocupar el cargo, protestará ante el Pleno de la Cámara. 
 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 70.- En caso de que ningún candidato de la terna propuesta en el dictamen para ocupar el 
cargo de Auditor Superior de la Federación, haya obtenido la votación de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara de Diputados, se volverá a someter una nueva propuesta en los 
términos del artículo anterior. Ningún candidato propuesto en el dictamen rechazado por el Pleno podrá 
participar de nueva cuenta en el proceso de selección. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 71.- El Auditor Superior de la Federación durará en el encargo ocho años y podrá ser 
nombrado nuevamente por una sola vez. Podrá ser removido por la Cámara por las causas graves a que 
se refiere el artículo 81 de esta Ley, con la misma votación requerida para su nombramiento, así como 
por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Si esta situación se presenta estando en receso la Cámara de 
Diputados, la Comisión Permanente podrá convocar a un periodo extraordinario para que resuelva en 
torno a dicha remoción. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 72.- Durante el receso de la Cámara, el Auditor Especial que corresponda conforme al 
Reglamento Interior, ejercerá el cargo hasta en tanto dicha Cámara designe al Auditor Superior en el 
siguiente periodo de sesiones. 

 
 
 
 
 
 
 

El Auditor Superior será suplido en sus ausencias temporales por los auditores especiales en el orden 
que señale el reglamento interior de la Auditoría Superior de la Federación. En caso de falta definitiva, la 
Comisión dará cuenta a la Cámara para que designe, en términos del artículo 71 de esta Ley, al Auditor 
que concluirá el encargo. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 73.- Para ser Auditor Superior de la Federación se requiere satisfacer los siguientes 
requisitos: 

 
 
 
 
 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus 
derechos civiles y políticos; 

 
 
 
 
 
 

II. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación; 
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III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito intencional que amerite pena 

corporal de más de un año de prisión; pero si se tratara de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que afecte seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el 
cargo, cualquiera que haya sido la pena; 

 
 
 
 
 

IV. Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la designación; 
 
 
 
 
 
 

V. No haber sido Secretario de Estado, Jefe de Departamento Administrativo, Procurador General 
de la República o de Justicia del Distrito Federal, Senador, Diputado Federal, Gobernador de 
algún Estado o Jefe del Gobierno del Distrito Federal, ni dirigente de algún partido político, ni 
haber sido postulado para cargo de elección popular en los cuatro años anteriores a la propia 
designación; 

 
 
 
 
 
 

VI. Contar al momento de su designación con una experiencia de cinco años en el control, manejo o 
fiscalización de recursos, y 

 
 
 
 
 

VII. Contar el día de su designación, con antigüedad mínima de diez años, con título profesional de 
contador público, licenciado en derecho o abogado, licenciado en economía, licenciado en 
administración o cualquier otro título profesional relacionado con las actividades de fiscalización, 
expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello. 

 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 74.- El Auditor Superior tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 
 
 

I. Representar a la Auditoría Superior de la Federación ante las entidades fiscalizadas, autoridades 
federales y locales, entidades federativas, municipios y demás personas físicas y morales; 

 
 
 
 
 
 

II. Elaborar el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior de la Federación atendiendo a 
las previsiones del ingreso y del gasto público federal; 

 
 
 
 
 
 

III. Administrar los bienes y recursos a cargo de la Auditoría Superior de la Federación y resolver 
sobre la adquisición y enajenación de bienes muebles y la prestación de servicios de la entidad, 
sujetándose a lo dispuesto en el artículo 134 Constitucional, sus leyes reglamentarias y a lo 
previsto en la Ley General de Bienes Nacionales, así como gestionar la incorporación, destino y 
desincorporación de bienes inmuebles del dominio público de la Federación, afectos a su 
servicio; 

 
 
 
 
 
 

IV. Aprobar el programa anual de actividades de la entidad a su cargo, así como el programa anual 
de auditorías, visitas e inspecciones; 

 
 
 
 
 
 

V. Expedir, de conformidad con lo establecido en esta Ley y sujeto a la ratificación de la Comisión 
de Vigilancia de la Cámara de Diputados, el Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la 
Federación, en el que se distribuirán las atribuciones a sus unidades administrativas y sus 
titulares, además de establecer la forma en que deberán ser suplidos estos últimos en sus 
ausencias, debiendo ser publicado dicho reglamento interior en el Diario Oficial de la 
Federación; 

 
 
 
 
 
 

VI. Expedir los manuales de organización y procedimientos que se requieran para la debida 
organización y funcionamiento de la Auditoría Superior de la Federación, los que deberán ser 
ratificados por la Comisión de Vigilancia de la Cámara de Diputados y publicados posteriormente 
en el Diario Oficial de la Federación; 

 
 
 
 
 
 

VII. Nombrar al personal de mandos superiores de la Auditoría Superior de la Federación; 
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VIII. Establecer las normas, procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y de archivo de los 

libros y documentos justificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto público, así como 
todos aquellos elementos que permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones, de 
conformidad con las propuestas que formulen los Poderes de la Unión y los entes públicos 
federales y las características propias de su operación; 

 
 
 
 
 
 

IX. Ser el enlace entre la Auditoría Superior de la Federación y la Comisión de la Cámara; 
 
 
 
 
 
 

X. Solicitar a las entidades fiscalizadas, servidores públicos y a las personas físicas y morales la 
información que con motivo de la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública se 
requiera; 

 
XI. Solicitar a los Poderes de la Unión y a los entes públicos federales el auxilio que necesite para el 

ejercicio expedito de las funciones de revisión y fiscalización superior; 
 
 
 
 
 
 

XII. Ejercer las atribuciones que corresponden a la Auditoría Superior de la Federación en los 
términos de la Constitución, la presente Ley y del Reglamento Interior de la propia Auditoría; 

 
 
 
 
 
 

XIII. Resolver el recurso de reconsideración interpuesto en contra de sus resoluciones; 
 
 
 
 
 
 

XIV. Recibir de la Comisión el Informe de Avance de la Gestión Financiera y la Cuenta Pública para su 
revisión y fiscalización; 

 
 
 
 
 
 

XV. Formular y entregar, por conducto de la Comisión, el Informe del Resultado de la revisión de la 
Cuenta Pública a la Cámara, a más tardar el 31 de marzo del año siguiente al de su 
presentación; 

 
XVI. Presentar denuncias y querellas en los términos del Código Federal de Procedimientos Penales, 

en los casos de presuntas conductas delictivas de servidores públicos y en contra de particulares 
cuando tenga conocimiento de hechos que pudieran implicar la comisión de un delito relacionado 
con daños al Estado en su Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos 
federales, así como denuncias de juicio político de conformidad con lo señalado en el Título 
Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

 
 
 
 

XVII. Celebrar convenios de coordinación o colaboración con los Poderes de la Unión y los Gobiernos 
estatales y municipales, así como con los organismos internacionales que agrupen a entidades 
de fiscalización superior homólogas, con éstas directamente y con el sector privado; 

 
 
 
 
 

XVIII. Dar cuenta comprobada a la Cámara de la aplicación de su presupuesto aprobado, dentro de los 
treinta primeros días del mes siguiente al que corresponda su ejercicio por conducto de la 
Comisión; 

 
XIX. Solicitar ante las autoridades competentes el cobro de las multas y sanciones resarcitorias que se 

impongan en los términos de esta Ley, y 
 
XX. Las demás que señale esta Ley y demás disposiciones legales aplicables. 
 
 
 

Las atribuciones previstas en las fracciones II, IV, V, VII, VIII, IX, XIII, XIV, XV, XVI y XVIII son de 
ejercicio directo del Auditor Superior y, por tanto, no podrán ser delegadas. 

 
Artículo 75.- El Auditor Superior será auxiliado en sus funciones por tres Auditores Especiales, así 

como por los titulares de unidades, directores generales, directores, subdirectores, auditores, y demás 
servidores públicos que al efecto señale el Reglamento Interior, de conformidad con el presupuesto 
autorizado. 
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Artículo 76.- Para ejercer el cargo de Auditor Especial se deberán cumplir los siguientes requisitos: 
 
I. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 
 
II. Cumplir los requisitos señalados en las fracciones III a VI del artículo 73 de esta Ley, y 
 
III. Contar, el día de su designación, con antigüedad mínima de siete años, con título profesional de 

contador público, licenciado en derecho, licenciado en economía, licenciado en administración o 
cualquier otro título profesional relacionado con las actividades de fiscalización, expedido por 
autoridad o institución legalmente facultada para ello. 

 
Artículo 77.- Sin perjuicio de su ejercicio directo por el Auditor Superior y de conformidad con la 

distribución de competencias que establezca el Reglamento Interior, corresponden a los Auditores 
Especiales las facultades siguientes: 

 
I. Planear, conforme a los programas aprobados por el Auditor Superior, las actividades 

relacionadas con la revisión de la Cuenta Pública y elaborar los análisis temáticos que sirvan de 
insumos para la preparación del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública; 

 
II. Revisar la Cuenta Pública del año anterior, incluido el Informe de Avance de la Gestión 

Financiera que se rinda en términos del artículo 8o. de esta Ley; 
 
III. Requerir a las entidades fiscalizadas y a los terceros que hubieren celebrado operaciones con 

aquéllas, la información y documentación que sea necesaria para realizar la función de 
fiscalización; 

 
IV. Ordenar y realizar auditorías, visitas e inspecciones a los Poderes de la Unión y a los entes 

públicos federales conforme al programa aprobado por el Auditor Superior de la Federación; 
 
V. Designar a los inspectores, visitadores o auditores encargados de practicar las visitas, 

inspecciones y auditorías a su cargo o, en su caso, celebrar los contratos de prestación de 
servicios a que se refiere el artículo 24 de esta Ley; 

 
VI. Revisar, analizar y evaluar la información programática incluida en la Cuenta Pública del 

Gobierno Federal; 
 
VII. Formular las recomendaciones y los pliegos de observaciones que deriven de los resultados de 

su revisión y de las auditorías, visitas o investigaciones, las que remitirá a los Poderes de la 
Unión y a los entes públicos federales; 

 
VIII. Instruir los procedimientos para el fincamiento de las responsabilidades resarcitorias a que den 

lugar las irregularidades en que incurran los servidores públicos por actos u omisiones de los que 
resulte un daño o perjuicio estimable en dinero que afecten al Estado en su Hacienda Pública 
Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, conforme a los ordenamientos legales y 
reglamentarios aplicables; 

 
IX. Resolver el recurso de reconsideración que se interponga en contra de sus resoluciones; 
 
X. Recabar e integrar la documentación y comprobación necesaria para ejercitar las acciones 

legales en el ámbito penal que procedan como resultado de las irregularidades que se detecten 
en la revisión, auditorías o visitas que practiquen; 

 
XI. Promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades en que 

incurran los servidores públicos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales; 
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XII. Formular el proyecto de Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, así como de 

los demás documentos que se le indique, y 
 
XIII. Las demás que señale la Ley, el Reglamento Interior y demás disposiciones aplicables. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 78.- La Auditoría Superior de la Federación contará con una Unidad de Asuntos Jurídicos, 
cuyo titular tendrá las siguientes atribuciones: 

 
 
 
 
 
 
 

I. Asesorar en materia jurídica al Auditor Superior de la Federación y a los Auditores Especiales, 
así como actuar como su órgano de consulta; 

 
II. Instruir el recurso de reconsideración previsto en esta Ley; 
 
III. Ejercitar las acciones judiciales, civiles y contencioso-administrativas en los juicios en los que la 

Auditoría Superior de la Federación sea parte, contestar demandas, presentar pruebas y 
alegatos, y actuar en defensa de los intereses jurídicos de la propia Auditoría, dando el debido 
seguimiento a los procesos y juicios en que actúe; 

 
IV. Representar a la Auditoría Superior de la Federación ante el Tribunal Federal de Conciliación y 

Arbitraje en los conflictos que se susciten con motivo de la aplicación de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado; 

 
V. Elaborar los documentos necesarios para que la Auditoría Superior de la Federación presente 

denuncias y querellas penales en el caso de conductas que pudieran constituir ilícitos en contra 
de la Hacienda Pública o el patrimonio de los entes públicos federales, así como para que 
promueva ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades; 

 
VI. Asesorar y expedir lineamientos sobre el levantamiento de las actas administrativas que 

procedan como resultado de las visitas, inspecciones y auditorías que practique la Auditoría 
Superior de la Federación, y 

 
VII. Las demás que señale la ley y otras disposiciones aplicables. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 79.- La Auditoría Superior de la Federación contará con una Unidad General de 
Administración que tendrá las siguientes atribuciones: 

 
 
 
 
 
 
 

I. Administrar los recursos financieros, humanos y materiales de la Auditoría Superior de la 
Federación de conformidad con las disposiciones legales y reglamentarias que la rijan y con las 
políticas y normas emitidas por el Auditor Superior de la Federación; 

 
II. Prestar los servicios que en general se requieran para el debido funcionamiento de las 

instalaciones en que se encuentre operando la propia Auditoría Superior de la Federación; 
 
III. Preparar el anteproyecto de Presupuesto anual de la Auditoría Superior de la Federación, ejercer 

y glosar el ejercicio del presupuesto autorizado y elaborar la cuenta comprobada de su 
aplicación, así como implantar y mantener un sistema de contabilidad de la institución que 
permita registrar el conjunto de operaciones que requiera su propia administración; 

 
IV. Nombrar al demás personal de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
V. Adquirir los bienes y servicios y celebrar los contratos que permitan suministrar los recursos 

materiales que solicitan sus unidades administrativas para su debido funcionamiento, y 
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VI. Las demás que le señale el Auditor Superior y las disposiciones legales y administrativas 

aplicables. 
 
 
 
 

Artículo 80.- El Auditor Superior de la Federación y los Auditores Especiales durante el ejercicio de su 
cargo, tendrán prohibido: 

 
I. Formar parte de partido político alguno, participar en actos políticos partidistas y hacer cualquier 

tipo de propaganda o promoción partidista; 
 
II. Desempeñar otro empleo o encargo en los sectores público, privado o social, salvo los no 

remunerados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de beneficencia, y 
 
III. Hacer del conocimiento de terceros o difundir de cualquier forma, la información confidencial o 

reservada que tenga bajo su custodia la Auditoría Superior de la Federación para el ejercicio de 
sus atribuciones, la cual deberá utilizarse sólo para los fines a que se encuentra afecta. 

 
 
 
 

Artículo 81.- El Auditor Superior de la Federación podrá ser removido de su cargo por las siguientes 
causas graves de responsabilidad administrativa: 

 
I. Ubicarse en los supuestos de prohibición establecidas en el artículo anterior; 
 
II. Utilizar en beneficio propio o de terceros la documentación e información confidencial en los 

términos de la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias; 
 
III. Dejar sin causa justificada, de fincar indemnizaciones o aplicar sanciones pecuniarias, en el 

ámbito de su competencia y en los casos previstos en la ley y disposiciones reglamentarias, 
cuando esté debidamente comprobada la responsabilidad e identificado el responsable como 
consecuencia de las revisiones e investigaciones que en el ejercicio de sus atribuciones realicen; 

 
IV. Ausentarse de sus labores por más de un mes sin mediar autorización de la Cámara; 
 
V. Abstenerse de presentar en el año correspondiente y en los términos de la presente Ley, sin 

causa justificada, el Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública; 
 
VI. Sustraer, destruir, ocultar o utilizar indebidamente la documentación e información que por razón 

de su cargo tenga a su cuidado o custodia o que exista en la Auditoría Superior de la Federación, 
con motivo del ejercicio de sus atribuciones, y 

 
VII. Aceptar la injerencia de los partidos políticos en el ejercicio de sus funciones y de esta 

circunstancia, conducirse con parcialidad en el proceso de revisión de la Cuenta Pública y en los 
procedimientos de fiscalización e imposición de sanciones a que se refiere esta Ley. 

 
Artículo 82.- La Cámara dictaminará sobre la existencia de los motivos de la remoción del Auditor 

Superior de la Federación por causas graves de responsabilidad administrativa, y deberá dar derecho de 
audiencia al afectado. La remoción requerirá del voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes. 

 
Los Auditores Especiales podrán ser removidos por las causas graves a que se refiere el artículo 

anterior, por el Auditor Superior de la Federación o la Comisión de Vigilancia. 
 
Artículo 83.- El Auditor Superior de la Federación y los Auditores Especiales sólo estarán obligados a 

absolver posiciones o rendir declaración en juicio, en representación de la Auditoría Superior de la 
Federación o en virtud de sus funciones, cuando las posiciones y preguntas se formulen por medio de 
oficio expedido por autoridad competente, misma que contestarán por escrito dentro del término 
establecido por dicha autoridad. 
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Artículo 84.- El Auditor Superior de la Federación podrá adscribir orgánicamente las unidades 

administrativas establecidas en el Reglamento Interior. Los acuerdos en los cuales se deleguen 
facultades o se adscriban unidades administrativas se publicarán en el Diario Oficial de la Federación. 

 
Artículo 85.- La Auditoría Superior de la Federación deberá establecer un servicio civil de carrera, que 

permita la objetiva y estricta selección de sus integrantes, mediante exámenes de ingreso y que en 
atención a su capacidad, eficiencia, calidad y sujeción a los ordenamientos legales aplicables, garantice, 
a través de evaluaciones periódicas, su permanencia y la excelencia en la prestación del servicio a su 
cargo. 

 
Artículo 86.- La Auditoría Superior de la Federación elaborará su proyecto de presupuesto anual que 

contenga, de conformidad con las previsiones de gasto, los recursos necesarios para cumplir con su 
encargo, el cual será remitido por el Auditor Superior de la Federación a la Junta de Coordinación Política 
de la Cámara para su inclusión en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación. La Auditoría 
Superior de la Federación ejercerá autónomamente, con sujeción a las disposiciones aplicables, su 
presupuesto aprobado. 

 
Artículo 87.- Los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación se clasifican como 

trabajadores de confianza y trabajadores de base, y se regirán por el Apartado B del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado. 

 
Artículo 88.- Son trabajadores de confianza: El Auditor Superior de la Federación, los Auditores 

Especiales, los titulares de las unidades previstas en esta Ley, los directores generales, directores, los 
auditores, visitadores, inspectores, los subdirectores, los jefes de departamento, los asesores, los 
secretarios particulares y los demás trabajadores que tengan tal carácter conforme a lo previsto en la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y el Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la 
Federación. 

 
Artículo 89.- Son trabajadores de base los que desempeñen labores en puestos no incluidos en el 

párrafo anterior y que estén previstos con tal carácter en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado. 

 
La relación jurídica de trabajo se entiende establecida entre la Auditoría Superior de la Federación, a 

través de su Auditor Superior de la Federación, y los trabajadores a su servicio para todos los efectos. 
 

Capítulo II 
De la Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación 

 
Artículo 90.- El Auditor Superior de la Federación, los auditores especiales y los demás servidores 

públicos de la Auditoría Superior de la Federación en el desempeño de sus funciones, se sujetarán a la 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y a las demás disposiciones legales 
aplicables. 

 
Artículo 91.- Para los efectos de la fracción VII del artículo 67 de esta Ley, existirá una unidad 

especializada de vigilar el estricto cumplimiento de las funciones a cargo de los servidores públicos de la 
Auditoría Superior de la Federación, a fin de aplicar, en su caso, las medidas disciplinarias y sanciones 
administrativas previstas en el ordenamiento citado en el artículo anterior, denominada Unidad de 
Evaluación y Control, la cual formará parte de la estructura de la Comisión. 

 
Artículo 92.- La Unidad de Evaluación y Control de la Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Vigilar que los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación se conduzcan en 

términos de lo dispuesto por esta Ley y demás disposiciones legales aplicables; 
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II. A instancia de la Comisión, podrá practicar por sí o a través de Auditores Externos, auditorías 

para verificar el desempeño, el cumplimiento de los objetivos y metas de los programas anuales 
de la Auditoría Superior, así como la debida aplicación de los recursos a cargo de ésta; 

 
III. Recibir quejas y denuncias derivadas del incumplimiento de las obligaciones por parte del Auditor 

Superior de la Federación, auditores especiales y demás servidores públicos de la Auditoría 
Superior de la Federación, iniciar investigaciones y, en su caso, con la aprobación de la 
Comisión, fincar las responsabilidades a que hubiere lugar e imponer las sanciones que 
correspondan, en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos; 

 
IV. Conocer y resolver el recurso de reconsideración que interpongan los servidores públicos 

sancionados conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos; 

 
V. Realizar la defensa jurídica de las resoluciones que se emitan ante las diversas instancias 

jurisdiccionales; 
 
VI. A instancia de la Comisión, presentar denuncias o querellas ante la autoridad competente, en 

caso de detectar conductas presumiblemente constitutivas de delito, imputables a los servidores 
públicos de la Auditoría Superior de la Federación; 

 
VII. Llevar el registro y análisis de la situación patrimonial de los servidores públicos adscritos a la 

Auditoría Superior de la Federación; 
 
VIII. Conocer y resolver de las inconformidades que presenten los proveedores o contratistas, por el 

incumplimiento de las disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 

 
IX. Recibir, tramitar y resolver las solicitudes de los particulares relacionadas con servidores públicos 

de la Auditoría Superior de la Federación, en términos de lo dispuesto por el artículo 77 bis de la 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, y 

 
X. Las demás que le atribuyan expresamente las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 
 
 
 
 
 
 

Los Poderes de la Unión y los entes públicos federales tendrán la facultad de formular queja ante la 
Unidad de Evaluación y Control sobre los actos del Auditor Superior de la Federación que contravengan 
las disposiciones de esta Ley, en cuyo caso dicha Unidad sustanciará la investigación preliminar por vía 
especial, para dictaminar si ha lugar a iniciar el procedimiento de remoción a que se refiere este 
ordenamiento, o bien el previsto en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 
notificando al quejoso el dictamen correspondiente. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 93.- El titular de la Unidad de Evaluación y Control de la Comisión de Vigilancia, será 
propuesto por la propia Comisión y designado por la Cámara, mediante el voto mayoritario de sus 
miembros presentes en la sesión respectiva, debiendo cumplir los requisitos que esta Ley establece para 
el Auditor Superior. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 94.- El titular de la Unidad de Evaluación y Control de la Comisión será responsable 
administrativamente ante la propia Cámara, a la cual deberá rendir un informe anual de su gestión, con 
independencia de que pueda ser citado extraordinariamente por ésta, cuando así se requiera, para dar 
cuenta del ejercicio de sus funciones. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 95.- Son atribuciones del titular de la Unidad de Evaluación y Control de la Comisión: 
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I. Planear, programar y efectuar auditorías, inspecciones o visitas a las diversas áreas 

administrativas que integran la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

II. Recibir, tramitar y resolver las solicitudes de los particulares relacionadas con servidores públicos 
de la Auditoría Superior de la Federación, en términos de lo dispuesto por el artículo 77 bis de la 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 

 
 
 
 
 
 

III. Requerir a las unidades administrativas de la Auditoría Superior de la Federación, la información 
necesaria para cumplir con sus atribuciones; 

 
 
 
 
 
 

IV. Expedir certificaciones de los documentos que obren en los archivos del órgano interno de 
control, y 

 
 
 
 
 
 

V. Las demás que le atribuyan expresamente las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 96.- Para el ejercicio de las atribuciones que tiene conferidas la Unidad de Evaluación y 
Control, contará con los servidores públicos, las unidades administrativas y los recursos económicos que 
a propuesta de la Comisión de Vigilancia apruebe la Cámara y se determinen en el presupuesto. 

 
El Reglamento que sobre dicha Unidad expida la Cámara establecerá la competencia de las áreas a 

que alude el párrafo anterior y aquellas otras unidades administrativas que sean indispensables para el 
debido funcionamiento de la misma. 

 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, y se aplicará lo dispuesto en los artículos transitorios siguientes. 

 
SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 1978, conforme a lo dispuesto en los transitorios 
subsecuentes y se derogarán todas las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas que 
contravengan o se opongan a la Ley de Fiscalización Superior de la Federación. 

 
TERCERO.- La Auditoría Superior de la Federación iniciará sus funciones a la entrada en vigor del 

presente Decreto, y su titular será el actual Contador Mayor de Hacienda, hasta el 31 de diciembre del 
año 2001. 

 
Podrá ser ratificado para continuar en dicho encargo hasta completar el periodo de 8 años a que se 

refiere el artículo 79 constitucional o llevarse a cabo, por primera vez, el nombramiento del Auditor 
Superior de la Federación, en los términos señalados por el citado precepto, a más tardar el 15 de 
diciembre del año 2001, con efectos a partir del día 1o. de enero del siguiente año. 

 
CUARTO.- La revisión de la Cuenta Pública, que incluye al Informe de Avance de Gestión Financiera, 

conforme a las disposiciones de esta Ley, se efectuará a partir de la Cuenta Pública del año 2001. Las 
revisiones de las cuentas públicas de los años 1998, 1999 y 2000 se efectuarán conforme a las 
disposiciones vigentes en dichos ejercicios. 

 
QUINTO.- En todas las disposiciones legales o administrativas; resoluciones, contratos, convenios o 

actos expedidos o celebrados con anterioridad a la vigencia de la Ley materia del presente Decreto, en 
que se haga referencia a la Contaduría Mayor de Hacienda, se entenderán referidos a la Auditoría 
Superior de la Federación. 
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SEXTO.- Todos los inmuebles, equipos, archivos, expedientes, papeles y en general los bienes de la 

Contaduría Mayor de Hacienda, pasarán a la Auditoría Superior de la Federación quedando destinados y 
afectos a su servicio. La Auditoría Superior de la Federación igualmente se subroga en todos los 
derechos y obligaciones de aquélla. 

 
 
Los servidores públicos de la Contaduría Mayor de Hacienda pasarán a formar parte de la Auditoría 

Superior de la Federación y se respetarán sus derechos en los términos de ley. 
 
SEPTIMO.- Los asuntos que se encuentren en trámite o en proceso en la Contaduría Mayor de 

Hacienda al entrar en vigor la Ley materia del presente Decreto, continuarán tramitándose, por la 
Auditoría Superior de la Federación en los términos de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de 
Hacienda. 

 
México, D.F., a 20 de diciembre de 2000.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Ricardo 

Francisco García Cervantes, Presidente.- Sen. Yolanda González Hernández, Secretario.- Dip. 
Manuel Medellín Milán, Secretario.- Rúbricas". 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintisiete días del 
mes de diciembre de dos mil.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMA 
 
 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES FISCALES. 
 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 2000 
 
 

Disposiciones Transitorias de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación 
 

Artículo Décimo Primero. En relación con las modificaciones a que se refiere el Artículo Décimo de 
este Decreto, se estará a lo siguiente: 

 
I. La reforma al artículo 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, entrará en vigor 

el 1o. de febrero de 2001. 
 
II. Para los efectos del artículo 31 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, las 

demandas presentadas antes del 1o. de enero de 2001, serán competencia de la Sala Regional 
que corresponda, de conformidad con el citado artículo 31, vigente hasta el 31 de diciembre de 
2000. 

 
III. Se reforma la denominación del Tribunal Fiscal de la Federación por la de Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. En consecuencia, se reforma la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal 
de la Federación tanto en su título como en sus disposiciones, así como en todas aquellas 
contenidas en el Código Fiscal de la Federación y en las demás leyes fiscales y administrativas 
federales, en las que se cite al Tribunal Fiscal de la Federación, para sustituir ese nombre por el 
de Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

 
 

TRANSITORIOS 
 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el 1o. de enero de 2001. 
 
Segundo. Las menciones hechas en el presente Decreto a las Secretarías cuyas denominaciones se 

modificaron por efectos del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el jueves 30 de 
noviembre de 2000, mediante el cual se reformó la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, se 
entenderán conforme a la denominación que para cada una se estableció en este último. 

 
México, D.F., a 28 de diciembre de 2000.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Ricardo 

Francisco García Cervantes, Presidente.- Sen. Yolanda González Hernández, Secretario.- Dip. 
Manuel Medellín Milán, Secretario.- Rúbricas". 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintinueve días 
del mes de diciembre de dos mil.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Santiago Creel Miranda.- Rúbrica. 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMA 
 
 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA 
FEDERACIÓN. 

 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de abril de 2005 
 
 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción VI, del artículo 2 de la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación, para quedar como sigue: 

 
.......... 

 
TRANSITORIO 

 
Único.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
 
México, D.F., a 22 de febrero de 2005.- Dip. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente.- Sen. Diego 

Fernández de Cevallos Ramos, Presidente.- Dip. Marcos Morales Torres, Secretario.- Sen. Sara 
Isabel Castellanos Cortés, Secretaria.- Rúbricas.” 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintinueve días 
del mes de marzo de dos mil cinco.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Santiago Creel Miranda.- Rúbrica. 
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REGLAMENTO INTERIOR DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

 
 

Nuevo Reglamento publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de septiembre de 2001 
 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Auditoría Superior de 
la Federación. 
 
GREGORIO GUERRERO POZAS, Auditor Superior de la Federación de la Cámara de Diputados, con 
fundamento en el artículo 74, fracción V, de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, expido el 
siguiente: 
 
 

REGLAMENTO INTERIOR DE LA AUDITORIA SUPERIOR DE LA FEDERACION 
 

CAPITULO I 
Del Ambito de Competencia y Organización de la Auditoría Superior de la Federación 

 
 

ARTICULO 1o.- La Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados es la entidad de 
fiscalización superior de la Federación que tiene a su cargo la revisión de la Cuenta Pública, así como las 
demás funciones que expresamente le encomienden la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Ley de Fiscalización Superior de la Federación y demás ordenamientos legales aplicables. 
 
ARTICULO 2o.- Para el ejercicio de sus atribuciones y el despacho de los asuntos que le competen, la 
Auditoría Superior de la Federación contará con los siguientes servidores públicos y Unidades 
Administrativas adscritas a los mismos: 
 
1. Auditor Superior de la Federación 
2. Auditor Especial de Cumplimiento Financiero 
2.1 Dirección General de Auditoría de Ingresos Federales 
2.1.1 Dirección de Auditoría de Ingresos 
�������� Subdirección de Auditoría de la Recaudación “A” 
�������� Subdirección de Auditoría de la Recaudación “B” 
2.1.2 Dirección de Auditoría de la Recaudación 
�������� Subdirección de Auditoría de la Recaudación “C” 
�������� Subdirección de Auditoría de la Recaudación “D” 
2.1.3 Dirección de Auditoría de Deuda Pública y Movimiento de Fondos Federales 
�������� Subdirección de Auditoría de Movimientos de Fondos Federales 
�������� Subdirección de Auditoría de Deuda Pública Federal 
2.2 Dirección General de Auditoría al Gasto Público Federal 
2.2.1 Dirección de Auditoría de Egresos “A” 
�������� Subdirección de Auditoría de Egresos “A1” 
�������� Subdirección de Auditoría de Egresos “A2” 
�������� Subdirección de Auditoría de Egresos “A3” 
2.2.2 Dirección de Auditoría de Egresos “B” 
�������� Subdirección de Auditoría de Egresos “B1” 
�������� Subdirección de Auditoría de Egresos “B2” 
2.2.3 Dirección de Auditoría de Egresos “C” 
�������� Subdirección de Auditoría de Egresos “C1” 
�������� Subdirección de Auditoría de Egresos “C2” 
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2.3 Dirección General de Auditoría a la Administración Paraestatal Federal 
2.3.1 Dirección de Auditoría a Entidades de los Sectores de Comunicaciones y Servicios 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades del Sector Comunicaciones 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades del Sector Servicios 
2.3.2 Dirección de Auditoría a Entidades de los Sectores Agropecuario y Abasto 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades del Sector Agropecuario 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades del Sector Abasto 
2.3.3 Dirección de Auditoría a Entidades del Sector Energético Industrial 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades del Sector Energético 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades del Sector Industrial 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades del Sector Minería 
2.4 Dirección General de Auditoría de Inversiones Físicas Federales 
2.4.1 Dirección de Auditoría a los Sectores Desarrollo Social, Servicios y Administración 
�������� Subdirección de Auditoría al Sector Desarrollo Social 
�������� Subdirección de Auditoría a los Sectores Servicios y Administración 
2.4.2 Dirección de Auditoría al Sector Infraestructura 
�������� Subdirección de Auditoría al Sector Infraestructura del Transporte 
�������� Subdirección de Auditoría al Sector Infraestructura Hidráulica 
2.4.3 Dirección de Auditoría al Sector Producción 
�������� Subdirección de Auditoría al Sector Petrolero 
�������� Subdirección de Auditoría al Sector Eléctrico 
2.4.4 Dirección de Auditoría de Proyecto 
�������� Subdirección de Auditoría de Proyecto 
�������� Subdirección de Auditoría a la Inversión Física 
2.5 Dirección General de Auditoría a los Recursos Federales en Estados y Municipios 
2.5.1 Dirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “A” 
�������� Subdirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “A1” 
�������� Subdirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “A2” 
2.5.2 Dirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “B” 
�������� Subdirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “B1” 
�������� Subdirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “B2” 
2.5.3 Dirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “C” 
�������� Subdirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “C1” 
�������� Subdirección de Auditoría de Recursos Federales Transferidos “C2” 
3. Auditor Especial de Desempeño 
3.1 Dirección General de Auditoría de Desempeño a las Funciones Productivas y de Infraestructura 
3.1.1 Dirección de Auditoría de Desempeño a las Funciones Productivas 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a las Funciones Productivas “A”  
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a las Funciones Productivas “B”  
3.1.2 Dirección de Auditoría de Desempeño a las Funciones de Infraestructura  
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a las Funciones de Infraestructura “A” 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a las Funciones de Infraestructura “B” 
3.2 Dirección General de Auditoría de Desempeño a las Funciones de Servicios y Desarrollo Social 
3.2.1 Dirección de Auditoría de Desempeño al Sector Salud y Educación 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Salud, Seguridad Social y Educación 

“A” 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Salud, Seguridad Social y Educación 

“B” 
3.2.2 Dirección de Auditoría de Desempeño al Sector Abasto y Desarrollo Social 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Abasto, Asistencia Social Laboral y 

Desarrollo Regional y Urbano “A” 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Abasto, Asistencia Social Laboral y 

Desarrollo Regional y Urbano “B” 
3.3 Dirección General de Auditoría de Desempeño a las Funciones de Gestión Gubernamental y 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

47 

Finanzas 
3.3.1 Dirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Medio Ambiente, Recursos Naturales y 

Pesca, Soberanía del Territorio Nacional y Procuración e Impartición de Justicia 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Medio Ambiente, Recursos Naturales 

y Pesca, Soberanía del Territorio Nacional y Procuración e Impartición de Justicia “A” 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Medio Ambiente, Recursos Naturales 

y Pesca, Soberanía del Territorio Nacional y Procuración e Impartición de Justicia “B” 
3.3.2 Dirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Gobernación, Organización de los 

Procesos Electorales y Legislación 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Gobernación, Organización de los 

Procesos Electorales y Legislación “A” 
�������� Subdirección de Auditoría de Desempeño a los Sectores Gobernación, Organización de los 

Procesos Electorales y Legislación “B” 
3.4 Dirección General de Auditorías Especiales 
3.4.1 Dirección de Evaluación de Proyectos Prioritarios 
�������� Subdirección de Evaluación de Proyectos Prioritarios “A” 
�������� Subdirección de Evaluación de Proyectos Prioritarios “B” 
3.4.2 Dirección de Auditoría a Entidades Financieras 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades Financieras “A” 
�������� Subdirección de Auditoría a Entidades Financieras “B” 
4. Auditor Especial de Planeación e Información 
4.1 Dirección General de Análisis e Investigación Económica 
4.1.1 Dirección de Análisis de las Finanzas Públicas 
�������� Subdirección de Análisis del Gasto del Gobierno Federal 
�������� Subdirección de Análisis de Ingresos del Gobierno Federal 
�������� Subdirección de Análisis del Sector Paraestatal 
4.1.2 Dirección de Investigación Económica 
�������� Subdirección de Estudios Económicos Sectoriales 
�������� Subdirección de Análisis Macroeconómico y Deuda Pública 
�������� Subdirección de Estudios Econométricos 
4.2 Dirección General de Planeación y Normatividad Técnica 
4.2.1 Dirección de Planeación 
�������� Subdirección de Análisis y Planeación de Auditorías 
�������� Subdirección de Programas de Auditoría 
4.2.2 Dirección de Normatividad Técnica 
�������� Subdirección de Normatividad Técnica 
�������� Subdirección de Metodología para la Fiscalización 
4.2.3 Dirección de Evaluación de Procesos 
�������� Subdirección de Control de Calidad 
�������� Subdirección de Evaluación Técnica 
�������� Subdirección de Informes Especiales 
4.3 Dirección General de Informes y Control de Resultados de Auditoría 
4.3.1 Dirección Editorial de Informes de Auditoría 
�������� Subdirección de Integración Editorial 
�������� Subdirección de Revisión 
�������� Subdirección de Estadística 
4.3.2 Dirección de Control y Seguimiento de Resultados de Auditoría 
�������� Subdirección de Control de Resultados de Auditoría 
�������� Subdirección de Seguimiento de Resultados de Auditoría 
5. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos 
5.1 Dirección General Jurídica 
5.1.1 Dirección Consultiva 
�������� Subdirección de Asesoría Jurídica a Dependencias y Organos Autónomos 
�������� Subdirección de Asesoría Jurídica a Entidades 
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5.1.2 Dirección Contenciosa 
�������� Subdirección de Asuntos Administrativos 
�������� Subdirección de Asuntos Contenciosos 
5.1.3 Dirección Jurídica de Asistencia Técnica 
�������� Subdirección de Apoyo a Auditorías 
�������� Subdirección de Asistencia Penal 
5.2 Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial 
5.2.1 Dirección de Responsabilidades y Sanciones 
�������� Subdirección de Responsabilidades y Sanciones al Sector Central 
�������� Subdirección de Responsabilidades y Sanciones a Servidores Públicos y Entes Públicos 

Federales 
5.2.2 Dirección de Situación Patrimonial 
�������� Subdirección de Declaraciones de Situación Patrimonial 
�������� Subdirección de Determinación de Daños y Control de Procesos y de Gestión 
6. Titular de la Unidad General de Administración 
6.1 Dirección General de Administración 
6.1.1 Dirección de Recursos Humanos 
	������� Subdirección de Administración de Personal 
	������� Subdirección de Planeación y Desarrollo 
	������� Centro de Desarrollo Infantil 
6.1.2 Dirección de Servicios Generales 
	������� Subdirección de Abastecimientos 
	������� Subdirección de Servicios Técnicos 
	������� Subdirección de Servicios Administrativos 
6.2 Dirección General de Recursos Financieros 
6.2.1 Dirección de Tesorería y Finanzas 
	������� Subdirección de Tesorería 
	������� Subdirección de Control de Pagos 
6.2.2 Dirección de Presupuesto y Contabilidad 
	������� Subdirección de Presupuesto 
	������� Subdirección de Contabilidad 
6.3 Dirección General de Sistemas 
6.3.1 Dirección de Desarrollo de Sistemas 
	������� Subdirección de Desarrollo de Sistemas 
	������� Subdirección de Programación 
6.3.2 Dirección de Tecnología 
	������� Subdirección de Mantenimiento 
	������� Subdirección de Apoyo Logístico 
	������� Subdirección de Operación y Datos 
6.4 Instituto de Capacitación y Desarrollo en Fiscalización Superior  
6.4.1 Dirección de Investigación 
	������� Subdirección de Investigación “A” 
	������� Subdirección de Investigación “B” 
6.4.2 Dirección de Capacitación 
	������� Subdirección de Organización y Programación 
	������� Subdirección de Documentación y Programas Especiales 
7. Jefes de Departamento 
8. Auditores 
 
El Auditor Superior de la Federación contará además con el apoyo de las siguientes unidades 
administrativas: Coordinación de Asesores, Coordinación de Relaciones Institucionales, Coordinación de 
Control y Auditoría Interna y Secretaría Técnica, las cuales ejercerán las atribuciones que mediante 
acuerdo determine el propio Auditor Superior de la Federación y las que se señalen en los Manuales de 
Organización y Procedimientos de la Auditoría Superior de la Federación. 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

49 

 
ARTICULO 3o.- La Auditoría Superior de la Federación, conducirá sus actividades en forma programada 
y conforme a las políticas que, para el logro de los objetivos institucionales, establezca el Auditor Superior 
de la Federación. 
 
Se establece un Consejo de Dirección como órgano de consulta y análisis de las estrategias 
institucionales de la Auditoría Superior de la Federación, presidido por el Auditor Superior de la 
Federación e integrado por los Auditores Especiales de Cumplimiento Financiero, de Desempeño y de 
Planeación e Información, los Titulares de las Unidades de Asuntos Jurídicos y General de 
Administración, los Coordinadores de: Asesores, de Relaciones Institucionales y de Control y Auditoría 
Interna, así como el Secretario Técnico.  
 
Los Directores Generales y el Titular del Instituto de Capacitación y Desarrollo en Fiscalización Superior, 
podrán participar en las reuniones del Consejo de Dirección, cuando sean invitados por el Auditor 
Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 

CAPITULO II 
De las Atribuciones del Auditor Superior de la Federación 

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 4o.- Al Auditor Superior de la Federación corresponde originalmente la representación de la 
entidad de fiscalización superior de la Federación, el trámite y resolución de los asuntos de su 
competencia en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de 
Fiscalización Superior de la Federación.  
 
Para la mejor distribución y desarrollo del trabajo podrá delegar sus facultades en forma general o 
particular, mediante acuerdo que se publique en el Diario Oficial de la Federación, a servidores públicos 
subalternos, sin perjuicio de que las ejerza directamente cuando lo estime pertinente. 
 
En ningún caso podrá delegar las facultades a que se refiere el artículo 6o. de este Reglamento. 
 
ARTICULO 5o.- El Auditor Superior de la Federación tendrá las siguientes atribuciones que podrán ser 
delegables: 
 
I. Representar a la Auditoría Superior de la Federación ante las entidades fiscalizadas, autoridades 
federales y locales, entidades federativas, municipios y demás personas físicas y morales; 
 
II. Administrar los bienes y recursos a cargo de la Auditoría Superior de la Federación y resolver sobre la 
adquisición y enajenación de bienes muebles y la prestación de servicios de la entidad, sujetándose a lo 
dispuesto en el artículo 134 Constitucional, sus leyes reglamentarias y a lo previsto en la Ley General de 
Bienes Nacionales, así como gestionar la incorporación, destino y desincorporación de bienes inmuebles 
del dominio público de la Federación, afectos a su servicio; 
 
III. Solicitar la información que se requiera a las entidades fiscalizadas, servidores públicos y a las 
personas físicas y morales, con motivo de la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública; 
 
IV. Solicitar a los Poderes de la Unión y a los entes públicos federales la colaboración y auxilio que 
requiera para el ejercicio expedito de las funciones de revisión y fiscalización superior; 
 
V. Celebrar convenios de coordinación o colaboración con los Poderes de la Unión y los Gobiernos 
estatales y municipales, así como con los organismos internacionales que agrupen a entidades de 
fiscalización superior homólogas, con éstas directamente y con el sector privado; 
 
VI. Solicitar ante las autoridades competentes de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el cobro de 
las multas y sanciones resarcitorias que se impongan en los términos de la Ley de Fiscalización Superior 
de la Federación; 
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VII. Revisar la Cuenta Pública del año anterior, incluido el Informe de Avance de la Gestión Financiera 
que se rinda en términos del artículo 8o. de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

VIII. Designar a los inspectores, visitadores o auditores encargados de practicar las inspecciones, visitas 
y auditorías a su cargo o, en su caso, habilitar mediante la celebración de contratos de prestación de 
servicios a que se refiere el artículo 24 de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, a 
profesionales de auditoría independientes; 
 
 
 
 
 
 

IX. Revisar y evaluar la información programática incluida en la Cuenta Pública del Gobierno Federal; 
 
 
 
 
 
 

X. Formular las recomendaciones y los pliegos de observaciones que deriven de los resultados de la 
revisión de la Cuenta Pública, las que remitirá a los Poderes de la Unión, a los entes públicos federales y 
a las entidades fiscalizadas, según corresponda; 
 
 
 
 
 
 

XI. Instruir los procedimientos para el fincamiento de las responsabilidades resarcitorias a que den lugar 
las irregularidades en que incurran los servidores públicos por actos u omisiones de los que resulte un 
daño o perjuicio que afecte al Estado en su Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes 
públicos federales, conforme a los ordenamientos legales y reglamentarios aplicables; y 
 
 
 
 
 
 

XII. Promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades en que 
incurran los servidores públicos de los Poderes de la Unión, de los entes públicos federales y de las 
entidades fiscalizadas. 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 6o.- El Auditor Superior de la Federación tendrá además, las siguientes atribuciones no 
delegables: 
 
 
 
 
 
 

I. Aprobar el Programa Anual de Actividades de la Auditoría Superior de la Federación y hacerlo del 
conocimiento de la Comisión de Vigilancia de la Cámara de Diputados; 
 
II. Aprobar el Programa Anual de Auditorías, Visitas e Inspecciones de la entidad, así como sus 
adecuaciones y modificaciones; 
 
III. Elaborar el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior de la Federación y remitirlo a la 
Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados para su inclusión en el Proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Federación; 
 
IV. Dar cuenta comprobada a la Cámara de Diputados, por conducto de la Comisión de Vigilancia, sobre 
la aplicación de su presupuesto aprobado, dentro de los treinta primeros días del mes siguiente al que 
corresponda su ejercicio; 
 
V. Formular y entregar a la Cámara de Diputados por conducto de la Comisión de Vigilancia, el Informe 
del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública en los términos y plazos que establecen la Ley de 
Fiscalización Superior de la Federación; 
 
VI. Aprobar las normas técnicas a que deban sujetarse las visitas, inspecciones y auditorías que ordene 
y, procurar que se actualicen de acuerdo con los avances científicos y técnicos que se produzcan en la 
materia; 
 
VII. Autorizar los pliegos de observaciones que procedan; 
 
 
 
 
 

VIII. Autorizar la solventación de las recomendaciones formuladas a los entes auditados con motivo de 
las revisiones que practique la Auditoría Superior de la Federación y que hayan sido plenamente 
atendidas; 
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IX. Expedir los nombramientos del personal de mandos superiores de la Auditoría Superior de la 
Federación a partir del nivel de Director General y homólogos, así como resolver sobre la terminación de 
los efectos de dichos nombramientos; 
 
X. Asignar la coordinación de programas específicos a los Auditores Especiales, a los Titulares de las 
Unidades o a cualquiera otra área de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
XI. Expedir los manuales general de organización y de procedimientos de la Auditoría Superior de la 
Federación, y someterlos a la ratificación de la Comisión de Vigilancia para su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación; 
 
XII. Crear los comités internos que estime convenientes para la adecuada coordinación de las actividades 
en materia de capacitación, adquisiciones, arrendamientos, servicios e inversiones físicas federales, así 
como emitir las normas para su organización y funcionamiento, oyendo la opinión del Consejo de 
Dirección; 
 
XIII. Presentar denuncias y querellas en los casos de presuntas conductas delictivas de servidores 
públicos y particulares, cuando tenga conocimiento de hechos que pudieran implicar un daño o perjuicio 
al Estado en su Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales; 
 
XIV. Requerir a las entidades fiscalizadas, cuando se presenten situaciones excepcionales, para que 
rindan el informe a que se refiere la Ley de Fiscalización Superior de la Federación; 
 
XV. Establecer normas, procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y de archivo de los libros y 
documentos justificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto público, así como todos aquellos 
elementos que permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones, de conformidad con las 
propuestas que formulen los Poderes de la Unión y los entes públicos federales y las características 
propias de su operación; 
 
XVI. Expedir las bases y normas para la baja de documentos justificatorios y comprobatorios para efecto 
de destrucción, guarda y custodia de los que deban conservarse, microfilmarse o procesarse 
electrónicamente, sujetándose a las disposiciones legales establecidas en la materia; 
 
XVII. Promover las denuncias de juicio político a que se refiere la fracción XVI del artículo 74 de la Ley de 
Fiscalización Superior de la Federación; 
 
XVIII. Resolver el recurso de reconsideración interpuesto en contra de sus resoluciones; 
 
XIX. Aplicar a los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación las sanciones que 
procedan por responsabilidades administrativas en el desempeño de sus funciones, distintas a las que 
corresponda aplicar a la Unidad de Evaluación y Control, por acuerdo de la Comisión; 
 
XX. Adscribir orgánicamente las Unidades Administrativas de la Auditoría Superior de la Federación y 
delegar las facultades que se señalan en el artículo anterior, mediante acuerdos que deberán ser 
publicados en el Diario Oficial de la Federación; 
 
XXI. Ser el enlace entre la Auditoría Superior de la Federación y la Comisión de Vigilancia de la Cámara 
de Diputados;  
 
XXII. Fincar las responsabilidades a que se refiere la Ley de Fiscalización Superior de la Federación y 
solventar los pliegos de observaciones. 
 
XXIII. Recibir de la Comisión el Informe de Avance de Gestión Financiera y la Cuenta Pública para su 
revisión y fiscalización; y 
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XXIV. Expedir los acuerdos de reformas y adiciones al Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la 
Federación y someterlos a la ratificación de la Comisión de Vigilancia para su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 

CAPITULO III 
De las Atribuciones de los Auditores Especiales 

 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 7o.- Para el ejercicio de sus funciones, el Auditor Superior de la Federación contará con el 
auxilio de los Auditores Especiales de Cumplimiento Financiero, Desempeño y Planeación e Información, 
los cuales tendrán, además de lo dispuesto en otros artículos de este Reglamento, las siguientes 
atribuciones generales: 
 
 
 
 
 
 

I. Suplir en sus ausencias al Auditor Superior de la Federación, de conformidad con lo establecido en el 
Capítulo VIII del presente Reglamento; 
 
 
 
 
 
 
 

II. Dar cuenta al Auditor Superior de la Federación del despacho de los asuntos de su competencia, así 
como de los programas cuya coordinación se les hubiere asignado; 
 
 
 
 
 
 

III. Coordinar la planeación y programación de las actividades de las Direcciones Generales a su cargo y 
someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación sus programas anuales de actividades y 
de auditorías, visitas e inspecciones, así como las adecuaciones y modificaciones de este último; 
 
 
 
 
 
 
 

IV. Requerir la información y documentación a las entidades fiscalizadas para facilitar la planeación y 
práctica de auditorías, visitas e inspecciones; 
 
 
 
 
 
 
 

V. Participar en la evaluación del Informe de Avance de Gestión Financiera y en la elaboración del 
Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, en la forma en que determine el Auditor 
Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 
 

VI. Dar seguimiento y promover la atención de las recomendaciones y observaciones ante las entidades 
fiscalizadas, para solventar las irregularidades detectadas y, propiciar la adopción de prácticas de buen 
gobierno para mejorar la administración; 
 
 
 
 
 
 
 

VII. Participar en la preparación de estudios y proyectos que competan a la Auditoría Superior de la 
Federación, en la forma que determine el Auditor Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 
 

VIII. Desempeñar las comisiones y, en su caso, participar en las auditorías, visitas e inspecciones que el 
Auditor Superior de la Federación les encomiende y mantenerlo informado sobre el desarrollo de sus 
actividades; 
 
 
 
 
 
 
 

IX. Vigilar el cumplimiento de la normatividad aplicable al funcionamiento de las Direcciones Generales a 
su cargo y, en su caso, proponer al Auditor Superior de la Federación las modificaciones que estimen 
convenientes; 
 
 
 
 
 
 
 

X. Proponer al Auditor Superior de la Federación los programas y cursos de formación y capacitación 
para elevar el nivel técnico y profesional del personal que tengan adscrito, así como evaluar su 
desempeño conforme a las políticas y procedimientos establecidos en la Auditoría Superior de la 
Federación; 
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XI. Proponer los nombramientos del personal de confianza que integran las Unidades Administrativas que 
tengan adscritas, con excepción de los que tengan el nivel de Director General y homólogos, así como 
resolver sobre la terminación de los efectos de dichos nombramientos; 
 
XII. Aportar la información que les corresponda para formular el proyecto de presupuesto anual de la 
Auditoría Superior de la Federación, así como integrar la información correspondiente a las Direcciones 
Generales de su adscripción; 
 
XIII. Coordinarse entre sí y con los Titulares de las Unidades de Asuntos Jurídicos y General de 
Administración, para el mejor desempeño de sus atribuciones; 
 
XIV. Adscribir al personal de las unidades administrativas que dependan de ellos; 
 
XV. Proponer al Auditor Superior de la Federación, las bases y normas para la baja de documentos 
justificatorios y comprobatorios para efectos de destrucción, guarda y custodia de los que deban 
conservarse, microfilmarse o procesarse electrónicamente, sujetándose a las disposiciones legales 
establecidas en la materia; 
 
XVI. Solicitar por escrito a los Poderes de la Unión y a los entes públicos federales el auxilio que se 
requiera para el ejercicio expedito de las funciones de revisión y fiscalización superior;  
 
XVII. Proponer al Auditor Superior de la Federación, los proyectos de convenios de coordinación o 
colaboración a celebrarse con los Poderes de la Unión y los gobiernos estatales y municipales y con los 
organismos internacionales que agrupen a entidades de fiscalización homólogas, con éstas directamente 
y con el sector privado;  
 
XVIII. Conocer y aprobar las recomendaciones y observaciones que se formulen a las entidades 
fiscalizadas con motivo de las auditorías practicadas por las Direcciones Generales de su adscripción; 
 
XIX. Dar seguimiento y promover la imposición de las sanciones que procedan al personal de su 
adscripción, cuando incurran en responsabilidades administrativas en el desempeño de sus funciones; 
 
XX. Designar a los inspectores, visitadores o auditores encargados de practicar las inspecciones, visitas y 
auditorías a su cargo o, en su caso, celebrar los contratos o convenios de prestación de servicios con 
profesionales de auditoría independientes, en los términos de lo dispuesto por los artículos 24 y 77, 
fracción V de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación; 
 
XXI. Instruir los procedimientos para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias a que den lugar las 
irregularidades por los daños y perjuicios que afecten al Estado en su Hacienda Pública Federal o al 
patrimonio de los entes públicos federales, conforme a los ordenamientos legales aplicables; 
 
XXII. Recabar e integrar la documentación necesaria para ejercitar las acciones legales que proceda, 
como resultado de las irregularidades que se detecten en las revisiones, auditorías o visitas que se 
practiquen; 
 
XXIII. Someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación el requerimiento a los Poderes de 
la Unión y a los entes públicos federales, para las revisiones de las situaciones excepcionales previstas 
por la Ley de Fiscalización Superior de la Federación;  
 
XXIV. Verificar que las auditorías incluyan la revisión de los resultados presupuestales, económicos y 
financieros consignados en la Cuenta Pública; así como los resultados contables y su incidencia en 
cuentas patrimoniales o de balance;  
 
XXV. Resolver el recurso de reconsideración que se interponga en contra de sus resoluciones; 
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XXVI. Solicitar la información que se requiera a las entidades fiscalizadas, servidores públicos y a las 
personas físicas y morales, con motivo de la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública; 
 
XXVII. Verificar que las auditorías a su cargo incluyan el examen de que los entes públicos federales han 
establecido mecanismos adecuados para medir e informar sobre la eficacia de las acciones y la adopción 
de las prácticas más convenientes para la gestión pública; 
 
XXVIII. Ordenar y realizar auditorías, visitas e inspecciones a los Poderes de la Unión y a los entes 
públicos federales conforme al programa aprobado por el Auditor Superior de la Federación. 
 
XXIX. Formular los pliegos de observaciones que procedan; 
 
XXX. Coordinar y supervisar las auditorías, visitas e inspecciones practicadas por las Direcciones 
Generales a su cargo; y 
 
XXXI. Las demás que en la esfera de sus competencias les confieran las disposiciones normativas 
aplicables y el Auditor Superior de la Federación. 
 
Los Auditores Especiales, para el despacho de los asuntos de su competencia, serán auxiliados por los 
Directores Generales, Directores y Subdirectores señalados en el artículo 2o. de este Reglamento, así 
como por los jefes de departamento. La denominación, organización y funciones de las Unidades 
Administrativas que no se señalen en este Reglamento, se precisarán en el Manual de Organización de la 
Auditoría Superior de la Federación. 
 
ARTICULO 8o.- Al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero corresponde: 
 
I. Supervisar la ejecución de auditorías para verificar que los ingresos, incluyendo los captados por 
financiamientos, correspondan a los estimados y que fueron obtenidos, registrados y controlados de 
conformidad con la normatividad aplicable; así como que los pagos por concepto de deuda pública se 
realizaron conforme a lo previsto y en cumplimiento de las disposiciones legales que rigen en la materia; 
 
II. Coordinar y supervisar las auditorías, visitas e inspecciones para constatar que los egresos se 
ajustaron a lo presupuestado, o en su caso, que los presupuestos se modificaron de acuerdo con las 
disposiciones normativas establecidas para tal efecto; asimismo, constatar que las erogaciones fueron 
debidamente justificadas y comprobadas y, que los recursos asignados o transferidos, se aplicaron con 
apego a los programas aprobados; 
 
III. Ordenar y supervisar la práctica de exámenes a los sistemas administrativos y mecanismos de control 
interno de las entidades fiscalizadas, para constatar que existen, se aplican y están correctamente 
diseñados para salvaguardar sus activos y recursos; 
 
IV. Coordinar la práctica de auditorías, visitas e inspecciones a los Poderes de la Unión y a los entes 
públicos federales, para verificar que la contratación de servicios diversos, inversiones físicas federales, 
adquisiciones y arrendamientos, así como también que el uso, destino, afectación, baja y destino final de 
bienes muebles e inmuebles, se hayan ejecutado conforme a las disposiciones legales vigentes; 
 
V. Supervisar las auditorías programadas con el propósito de vigilar que los recursos federales 
transferidos y reasignados a las entidades federativas y a los municipios, se hayan recibido y aplicado a 
los fines previstos; 
 
VI. Ordenar que se revisen las inversiones físicas, bienes adquiridos y servicios contratados, para 
comprobar si las inversiones y gastos autorizados a los Poderes de la Unión y entes públicos federales se 
han efectuado con sujeción a las disposiciones legales aplicables para el logro de los objetivos y metas 
de los programas aprobados; 
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VII. Constatar que mediante las intervenciones de la Auditoría Superior de la Federación, se verifique que 
los recursos recaudados, captados y ejercidos, así como el manejo de los fondos federales, se hayan 
efectuado y registrado en la contabilidad de conformidad con la legislación y la normatividad aplicables; 
 
 
 
 
 

VIII. Ordenar y coordinar inspecciones para comprobar que los entes públicos federales operan de 
conformidad con el objeto que se les fijó en el instrumento jurídico por el cual fueron creados y si sus 
órganos administrativos, jurídicos y de control vigilan que en todos los aspectos de su gestión se 
observen las disposiciones legales aplicables; 
 
 
 
 
 

IX. Constatar que las operaciones que realicen los Poderes de la Unión y los entes públicos federales 
sean acordes con la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos de la Federación, y que se efectúen 
con apego a las disposiciones respectivas del Código Fiscal de la Federación, las leyes fiscales 
sustantivas y demás disposiciones legales y administrativas aplicables; y 
 
 
 
 
 
 

X. Promover la coordinación con los órganos internos de control y con las dependencias globalizadoras 
responsables de la contabilidad y auditoría gubernamentales, a efecto de intercambiar información y, de 
este modo, mejorar la calidad de las revisiones practicadas por la Auditoría Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 9o.- Al Auditor Especial de Desempeño corresponde: 
 
 
 
 
 
 

I. Coordinar y supervisar las auditorías, visitas e inspecciones de las Direcciones Generales a su cargo, 
con el propósito de revisar en forma sistemática, organizada y objetiva, los programas gubernamentales, 
proyectos especiales, políticas sectoriales o regionales, estrategias empresariales del sector público 
federal, así como el funcionamiento de las entidades fiscalizadas; 
 
 
 
 
 
 

II. Supervisar que durante las intervenciones de las Direcciones Generales a su cargo, se constate que 
en la ejecución de los programas, proyectos y acciones se hayan efectuado los registros esenciales y que 
los procedimientos aplicados hayan sido suficientes para salvaguardar y controlar debidamente los 
bienes públicos y para garantizar un control eficaz de la estimación, recaudación y asignación de los 
ingresos de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

III. Coordinar y supervisar la práctica de auditorías de desempeño y especiales orientadas a verificar que 
los gastos correspondieron a los autorizados y se efectuaron con economía, eficacia y eficiencia; 
asimismo, que los bienes y servicios necesarios para la operación se adquirieron y contrataron en los 
términos del artículo 134 Constitucional;  
 
 
 
 
 
 

IV. Coordinar y supervisar que las auditorías de desempeño y estudios permitan constatar que los bienes 
producidos y servicios ofrecidos por las entidades fiscalizadas correspondieron a los recursos erogados y 
cumplieron las metas propuestas con eficacia, eficiencia y economía; 
 
 
 
 
 
 

V. Verificar que las auditorías a su cargo incluyan el examen de que las entidades fiscalizadas hayan 
establecido mecanismos adecuados para medir e informar sobre la eficacia de las acciones y la adopción 
de las prácticas más convenientes para la gestión pública; 
 
 
 
 
 
 

VI. Planear y vigilar que en las auditorías y revisiones se evidencie que el impacto de los programas, 
proyectos, políticas y acciones gubernamentales corresponda a lo planeado y que cumplieron con las 
expectativas previstas en términos de costo-beneficio para la sociedad; 
 
 
 
 
 
 
 

VII. Promover que la rendición de cuentas por parte de las entidades fiscalizadas, incluya indicadores de 
gestión y de desempeño institucional que permitan evaluar los resultados, así como constatar la 
administración responsable, productiva y transparente de los recursos públicos; 
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VIII. Supervisar que en las auditorías especiales y evaluaciones a los procesos de: creación, fusión, venta 
o desincorporación de las entidades paraestatales; concesión de servicios públicos federales, y de apoyo 
para saneamiento financiero, se constate el cumplimiento de la legislación aplicable y que las acciones 
resulten rentables en términos financieros y socio-económicos; 
 
 
 
 
 
 

IX. Constatar que los programas y proyectos sujetos a verificación, se hayan concebido y ejecutado 
considerando los efectos ambientales, conforme a las disposiciones legales aplicables; y 
 
 
 
 
 
 
 

X. Verificar el cumplimiento final de los objetivos y metas fijadas en los programas federales, conforme a 
los indicadores estratégicos aprobados en el presupuesto anual a efecto de constatar el desempeño de 
los mismos y la legalidad en el uso de los recursos públicos. 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 10.- Al Auditor Especial de Planeación e Información corresponde: 
 
 
 
 
 
 
 

I. Determinar y disponer la preparación de los análisis temáticos para efectos de la planeación e 
integración del programa anual de auditorías visitas e inspecciones y la preparación del Informe del 
Resultado de la revisión de la Cuenta Pública;  
 
 
 
 
 
 

II. Coordinar y supervisar la elaboración de los análisis de los temas debatidos en las comparecencias, 
ante las Comisiones Legislativas del H. Congreso de la Unión, de los Titulares y servidores públicos de 
los entes sujetos a fiscalización, a fin de identificar sectores, programas, proyectos y otros elementos 
significativos para la planeación de las auditorías; 
 
 
 
 
 

III. Establecer los criterios para el análisis del Informe Presidencial, las memorias de labores de los entes 
sujetos de revisión y los informes que por ley deben rendir los entes públicos federales y dirigir la 
elaboración de estudios sobre el comportamiento de la economía nacional y de las finanzas públicas; 
 
 
 
 
 

IV. Coordinar y supervisar el análisis del Presupuesto de Egresos de la Federación y la Ley de Ingresos 
de la Federación; a fin de producir documentos que coadyuven en la elaboración del Informe del 
Resultado sobre la revisión de la Cuenta Pública; 
 
 
 
 
 

V. Organizar y supervisar el examen de la información económica, financiera, programática y 
presupuestal que se presente en la Cuenta Pública y en el Informe de Avance de Gestión Financiera, 
cuidando en todo momento que ambos documentos sean presentados conforme a lo dispuesto por la Ley 
de Fiscalización Superior de la Federación y con sujeción a los principios de contabilidad gubernamental; 
 
VI. Establecer la metodología para la planeación de las revisiones sobre la Cuenta Pública y el Informe de 
Avance de Gestión Financiera; 
 
 
 
 
 

VII. Coordinar la integración y actualización del marco normativo general para la fiscalización de la 
gestión gubernamental, a cargo de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

VIII. Promover ante las instancias competentes la expedición, derogación o modificación de normas, 
procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y archivo, así como de otros elementos que permitan 
la práctica idónea de las auditorías y revisiones a cargo de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

IX. Planear y coordinar la integración del programa anual de auditorías, visitas e inspecciones y someterlo 
a la aprobación del Auditor Superior de la Federación, así como informar de los avances en su ejecución; 
 
X. Promover y establecer mecanismos de coordinación y de intercambio de información y colaboración 
con instancias de control y auditoría interna de los entes públicos susceptibles de fiscalización, a efecto 
de mejorar la calidad de las revisiones practicadas por la Auditoría Superior de la Federación; 
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XI. Coordinar y supervisar la participación de las Direcciones Generales de su adscripción en la 
planeación, práctica, supervisión, control y evaluación de auditorías; 
 
XII. Aportar los elementos metodológicos, asistencia técnica y evaluaciones de calidad en el desempeño 
de la función fiscalizadora que le sean requeridos por el Auditor Superior de la Federación; 
 
XIII. Planear y coordinar la elaboración del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, que 
debe rendir la Auditoría Superior de la Federación a la Cámara de Diputados; 
 
XIV. Coordinar el diseño y supervisar el funcionamiento del sistema de seguimiento y constatación de la 
atención y solventación a las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas, derivadas de las 
auditorías, inspecciones, visitas y evaluaciones practicadas por la Auditoría Superior de la Federación; y 
 
XV. Disponer lo conducente para la integración, actualización y conservación del archivo de información 
básica de su competencia para apoyar la función fiscalizadora a cargo de la Auditoría Superior de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 

CAPITULO IV 
De las Atribuciones de los Titulares de las Unidades 

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 11.- Corresponde a los Titulares de las Unidades, sin perjuicio de lo dispuesto en otros 
artículos de este Reglamento, las siguientes atribuciones generales: 
 
I. Acordar con el Auditor Superior de la Federación el despacho de los asuntos relacionados con las 
Direcciones Generales de su adscripción o de los programas cuya coordinación se les hubieren asignado; 
 
II. Coordinar la planeación y programación de las actividades de las Direcciones Generales de su 
adscripción y someter sus correspondientes programas a la consideración del Auditor Superior de la 
Federación; 
 
III. Organizar, dirigir, supervisar, controlar y evaluar el desarrollo de las funciones y la ejecución de los 
programas de las Direcciones Generales de su adscripción conforme a los lineamientos y criterios 
generales que establezca el Auditor Superior de la Federación; 
 
IV. Elaborar y proponer al Auditor Superior de la Federación los proyectos sobre la organización y el 
funcionamiento de las Direcciones Generales de su adscripción; 
 
V. Proponer al Auditor Superior de la Federación los programas y cursos de formación y capacitación 
para elevar el nivel técnico y profesional del personal y evaluar su desempeño conforme a las políticas y 
procedimientos establecidos en la Auditoría Superior de la Federación y por el Estatuto del Servicio 
Fiscalizador de Carrera; así como intervenir en los ingresos, licencias, promociones, remociones y 
terminación de la relación laboral tanto del personal a su cargo, como de las Direcciones Generales de su 
adscripción; 
 
VI. Desempeñar las comisiones que el Auditor Superior de la Federación les encomiende y mantenerlo 
informado sobre el desarrollo de sus actividades; 
 
VII. Aportar la información para formular el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior de la 
Federación, así como validar e integrar la información correspondiente de las Direcciones Generales de 
su adscripción; 
 
VIII. Participar en la preparación de estudios y proyectos que competan a la Auditoría Superior de la 
Federación, en la forma que determine el Auditor Superior de la Federación; 
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IX. Participar en la elaboración del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, en el ámbito 
de sus respectivas competencias y atribuciones; 
 
X. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones laborales y de la normatividad aplicable al funcionamiento 
de las Direcciones Generales de su adscripción y, en su caso, proponer las modificaciones procedentes; 
 
XI. Gestionar la imposición de las sanciones procedentes, tanto al personal a su cargo como al de las 
Direcciones Generales de su adscripción, así como aplicar las que determine la autoridad competente; 
 
XII. Adscribir internamente al personal de las Direcciones Generales que dependan de ellos; 
 
 
 
 
 
 

XIII. Coordinarse entre sí y con los Auditores Especiales para el mejor desempeño de sus atribuciones; y 
 
 
 
 
 
 

XIV. Las demás que en la esfera de su competencia les confieran las disposiciones normativas aplicables 
y el Auditor Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 

Los Titulares de las Unidades, para el despacho de los asuntos de su competencia, serán auxiliados por 
los Directores Generales; Directores y Subdirectores señalados en el artículo 2o. de este Reglamento, así 
como por los jefes de departamento. La denominación, organización y funciones de las Unidades 
Administrativas que no se señalen en este Reglamento, se precisarán en el Manual de Organización de la 
Auditoría Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 12.- Al Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos le corresponde: 
 
 
 
 
 
 

I. Representar a la Auditoría Superior de la Federación ante los Tribunales de la República y ejercer las 
acciones inherentes en los procedimientos civiles, penales, administrativos o de cualquier otra índole que 
se instauren con motivo de los resultados del ejercicio de las facultades de la Auditoría Superior de la 
Federación o en aquéllos en que sea requerida su intervención; 
 
II. Coordinar y supervisar el asesoramiento jurídico a las diversas áreas de la Auditoría Superior de la 
Federación y los estudios, proyectos e investigaciones que requiera el desempeño de sus atribuciones, 
así como expedir los lineamientos sobre el levantamiento de las actas administrativas que correspondan; 
 
III. Sistematizar y unificar los criterios de interpretación de las disposiciones jurídicas que regulen el 
funcionamiento de la Auditoría Superior de la Federación, así como coordinar su difusión; 
 
IV. Someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación los proyectos de documentos 
mediante los cuales se promueva el fincamiento de responsabilidades civiles, penales, políticas o 
administrativas, así como el ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, derivadas del cumplimiento 
de las atribuciones legales de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
V. Elaborar y someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación, las denuncias y querellas 
penales que procedan como consecuencia del cumplimiento de las atribuciones legales conferidas a la 
Auditoría Superior de la Federación, así como coadyuvar con el Ministerio Público en los procesos 
penales investigatorios y judiciales de los que forme parte; 
 
VI. Elaborar y someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación las denuncias de juicio 
político a que se refiere la fracción XVI del artículo 74 de la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación; 
 
VII. Someter a la consideración del Auditor Superior y de los Auditores Especiales, los pliegos de 
observaciones que se deriven de las auditorías, visitas e inspecciones que practiquen las áreas auditoras 
de la Auditoría Superior de la Federación; 
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VIII. Admitir e instruir los recursos de reconsideración previstos en la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación hasta ponerlos en estado de resolución; 
 
 
 
 
 

IX. Promover por acuerdo del Auditor Superior de la Federación la solicitud a la Tesorería de la 
Federación para que proceda al embargo precautorio de los bienes de los presuntos responsables; 
 
 
 
 
 
 

X. Proponer las normas y lineamientos que regulen la integración y actualización del registro de 
servidores públicos sancionados por la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

XI. Supervisar el registro y seguimiento del cobro de los resarcimientos y ejecución de las sanciones 
impuestas por la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

XII. Proponer las normas y lineamientos que regulen el procedimiento de recepción, registro y control de 
las declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos del Poder Legislativo Federal, en 
términos de ley, y supervisar su aplicación; 
 
 
 
 
 
 

XIII. Someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación, los acuerdos de reformas y 
adiciones al Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

XIV. Proponer los nombramientos del personal de confianza que integran las Unidades Administrativas 
que tenga adscritas, con excepción de los que tengan el nivel de Director General y homólogos; y 
 
 
 
 
 
 

XV. Someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación, los acuerdos de delegación de sus 
atribuciones a servidores públicos subalternos y los de adscripción o readscripción de las Direcciones 
Generales de la Auditoría Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 13.- Al Titular de la Unidad General de Administración le corresponde: 
 
 
 
 
 
 
 

I. Administrar los recursos financieros, humanos, técnicos y materiales de la Auditoría Superior de la 
Federación, de conformidad con las disposiciones legales, administrativas y reglamentarias que la rigen y 
con las políticas y normas que emita el Auditor Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

II. Coordinar y supervisar la preparación del anteproyecto del presupuesto anual de la Auditoría Superior 
de la Federación, así como controlar el ejercicio presupuestal; 
 
 
 
 
 

III. Expedir los nombramientos del personal de la Auditoría Superior de la Federación, hasta el nivel de 
mandos medios, y resolver sobre sus movimientos y los casos de terminación de los efectos de dichos 
nombramientos, de acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables; 
 
 
 
 
 

IV. Autorizar, de acuerdo con las disposiciones normativas aplicables, la contratación de las 
adquisiciones, los arrendamientos y los servicios relacionados con bienes muebles e inmuebles, 
capacitación y las inversiones físicas, que soliciten las áreas de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 

V. Coordinar las actividades de capacitación e investigación en que participen los servidores públicos de 
la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

VI. Supervisar el desarrollo e implantación de políticas y sistemas de informática de la Auditoría Superior 
de la Federación;  
 
 
 
 

VII. Someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación, los manuales de organización y de 
procedimientos administrativos de la Auditoría Superior de la Federación; 
 



 
 

COMPILACIÓN JURÍDICA 

  

60 

 
VIII. Supervisar la organización y funcionamiento del Servicio Fiscalizador de Carrera, dentro de la 
Auditoría Superior de la Federación, así como proponer al Auditor Superior de la Federación el proyecto 
de Estatuto correspondiente; 
 
IX. Autorizar el nombramiento y remoción de los trabajadores de base, con sujeción a las disposiciones 
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado “B” del Artículo 
123 Constitucional y del Reglamento de Escalafón correspondiente; y 
 
X. Imponer a los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación las sanciones legales que 
procedan cuando incurran en responsabilidades administrativas en el desempeño de sus funciones. 
 

CAPITULO V 
De las Atribuciones de los Directores Generales 

 
ARTICULO 14.- Los Titulares de las Direcciones Generales tendrán, sin perjuicio de lo dispuesto en otros 
artículos de este Reglamento, las siguientes atribuciones generales: 
 
I. Planear y programar anualmente las actividades correspondientes a la Dirección General a su cargo y 
someterlos a la consideración de su superior jerárquico; 
 
II. Ejecutar y controlar los programas específicos y presupuestos asignados para el desarrollo de las 
funciones de la competencia de las Unidades Administrativas de su adscripción; 
 
III. Acordar con su superior jerárquico la resolución de los asuntos cuya tramitación se encuentre dentro 
del ámbito de su competencia; 
 
IV. Formular los estudios, opiniones, dictámenes, informes y demás documentos que les sean requeridos 
por su superior jerárquico; 
 
V. Proporcionar, conforme a sus atribuciones y de acuerdo con las políticas y normas establecidas en la 
materia, la información, documentación, datos, informes y asesorías o cooperación técnica que le 
requieran otras áreas de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
VI. Intervenir en la forma que determine su superior jerárquico, en la evaluación del Informe de Avance de 
Gestión Financiera y en la formulación del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, en 
el marco de sus respectivos ámbitos de competencia; 
 
VII. Desempeñar las comisiones que determine su superior jerárquico, así como mantenerlo informado 
sobre los resultados de sus actividades; 
 
VIII. Supervisar la aplicación de los mecanismos de control y evaluación para el mejoramiento de la 
eficiencia operativa y funcional del área a su cargo, tanto en el ámbito interno como hacia el resto de las 
áreas de la Auditoría Superior de la Federación, de acuerdo con los manuales de organización y el de 
procedimientos administrativos; 
 
IX. Proporcionar la información que se les requiera para elaborar el anteproyecto de presupuesto anual 
de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
X. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones laborales aplicables al funcionamiento de las Unidades 
Administrativas a su cargo y, en su caso, promover la imposición de las sanciones procedentes; 
 
XI. Proponer y promover ante el Instituto de Capacitación y Desarrollo en Fiscalización Superior la 
implantación de programas de formación, capacitación y especialización para mejorar la preparación 
técnica y profesional del personal de las áreas administrativas a su cargo; 
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XII. Proponer los nombramientos del personal de confianza de las áreas a su cargo a su superior 
jerárquico, así como la terminación de la relación laboral del mismo personal;  
 
 
 
 
 
 

XIII. Formular y proponer los proyectos de manuales de organización y de procedimientos 
correspondientes a la Dirección General a su cargo, así como las modificaciones requeridas; 
 
 
 
 
 
 

XIV. Proponer a su superior jerárquico su programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, el 
personal que deba intervenir en ellas y, en su caso, comunicarle los cambios que se efectúen al respecto, 
así como la contratación de profesionales especializados en apoyo a trabajos específicos; 
 
 
 
 
 
 

XV. Participar con su superior jerárquico en la obtención de los resultados relevantes de las auditorías 
practicadas por los Organos Internos de Control, adscritos a las dependencias y entidades y de la 
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, así como evaluar su inclusión en los programas de 
auditorías y solicitar, en su caso, a los auditores externos de las entidades, copia de los dictámenes e 
informes de las auditorías y revisiones por ellos practicadas; 
 
 
 
 
 

XVI. Establecer comunicación con las entidades fiscalizadas para facilitar la práctica de las auditorías, 
visitas e inspecciones a su cargo, de acuerdo con las normas que al respecto dicte el Auditor Superior de 
la Federación; 
 
 
 
 
 

XVII. Efectuar, previa autorización, visitas domiciliarias únicamente para exigir la exhibición de los libros y 
papeles en relación con la práctica de auditorías, visitas e inspecciones que se lleven a efecto a las 
entidades fiscalizadas, de la competencia de la Auditoría Superior de la Federación, sujetándose a las 
leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos; 
 
 
 
 
 

XVIII. Investigar en el ámbito de su competencia los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad 
o conducta ilícita; 
 
XIX. Recabar, integrar y presentar a la Unidad de Asuntos Jurídicos, previo acuerdo con su superior 
jerárquico, la documentación necesaria para ejercitar las acciones legales que procedan como resultado 
de las irregularidades que detecte en las visitas, inspecciones y auditorías que practique; 
 
XX. Elaborar y someter a la consideración de su superior jerárquico los oficios de señalamiento que se 
dirijan a las autoridades fiscales por errores u omisiones detectadas en las manifestaciones y 
declaraciones de los contribuyentes; 
 
XXI. Elaborar y someter a la consideración de su superior jerárquico las recomendaciones y 
observaciones que, en el ámbito de su competencia, se deben formular a las entidades fiscalizadas; 
 
XXII. Dar seguimiento a las recomendaciones y observaciones a que se refiere la fracción anterior y 
promover su solventación y desahogo; 
 
XXIII. Proponer a su superior jerárquico los criterios para la selección de auditorías, procedimientos, 
métodos y sistemas para la revisión y fiscalización de la Cuenta Pública y del Informe de Avance de 
Gestión Financiera; 
 
XXIV. Supervisar que los comisionados o habilitados que hubieren intervenido en las auditorías, visitas o 
revisiones, levanten actas circunstanciadas en presencia de dos testigos, en las que harán constar 
hechos y omisiones que hubieren encontrado;  
 
XXV. Desempeñar las comisiones y, en su caso, participar en las auditorías, visitas e inspecciones que el 
Auditor Superior de la Federación les encomiende o su superior jerárquico y mantenerlos informados 
sobre el desarrollo de sus actividades; y 
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XXVI. Las demás que les confiera el Auditor Superior de la Federación mediante el acuerdo delegatorio 
de facultades correspondientes. 
 
ARTICULO 15.- La Dirección General de Auditoría de Ingresos Federales estará adscrita al Auditor 
Especial de Cumplimiento Financiero y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Proponer al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero el Programa Anual de Auditorías de Ingresos 
y Deuda Pública, así como los criterios, procedimientos, métodos y sistemas para la revisión y 
fiscalización de la Cuenta Pública y del Informe de Avance de Gestión Financiera; 
 
II. Practicar auditorías, visitas e inspecciones, conforme a los programas de trabajo aprobados por el 
Auditor Superior de la Federación, a fin de comprobar que la recaudación de los ingresos y el movimiento 
de fondos de la Federación, así como las operaciones relacionadas con la deuda pública, se hayan 
realizado de acuerdo con las leyes aplicables; 
 
III. Verificar que las operaciones de ingresos y de deuda pública que realicen los Poderes de la Unión y 
los entes públicos sean acordes con la Ley de Ingresos de la Federación y la Ley General de Deuda 
Pública;  
 
IV. Proponer al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero normas, procedimientos, métodos o 
sistemas para la integración de la contabilidad y archivo, de los libros y documentos justificativos y 
comprobatorios del ingreso y deuda pública; y  
 
V. Verificar que la recaudación de los ingresos y el movimiento de fondos de la Federación, se hayan 
efectuado y registrado en la contabilidad de las entidades fiscalizadas de conformidad con la legislación 
aplicable, reflejando adecuadamente las operaciones realizadas. 
 
ARTICULO 16.- La Dirección General de Auditoría al Gasto Público Federal estará adscrita al Auditor 
Especial de Cumplimiento Financiero y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Practicar auditorías, visitas e inspecciones, conforme a los programas de trabajo aprobados por el 
Auditor Superior de la Federación, a fin de verificar que los egresos de las dependencias del Poder 
Ejecutivo y de los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, se hayan ajustado a lo 
establecido en las leyes aplicables; 
 
II. Proponer al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero normas, procedimientos, métodos o sistemas 
para la integración de la contabilidad y archivo, de los libros y documentos justificativos y comprobatorios 
del gasto público federal;  
 
III. Practicar auditorías a los subsidios que los Poderes de la Unión y los entes públicos hayan otorgado 
con cargo a su presupuesto a entidades federativas, particulares, y en general a cualquier entidad pública 
o privada, para verificar su aplicación al objeto autorizado; en cumplimiento con las normas legales 
correspondientes; y 
 
IV. Verificar que los egresos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, se hayan 
efectuado y registrado en la contabilidad de las entidades fiscalizadas de conformidad con la legislación 
aplicable, reflejando adecuadamente las operaciones realizadas. 
 
ARTICULO 17.- La Dirección General de Auditoría a la Administración Paraestatal Federal estará 
adscrita al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero y tendrá las siguientes atribuciones: 
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I. Practicar auditorías, visitas e inspecciones, conforme a los programas de trabajo aprobados por el 
Auditor Superior de la Federación, a fin de verificar que las operaciones de los ingresos y el ejercicio del 
gasto de las entidades paraestatales del Ejecutivo Federal se hayan ajustado a lo establecido en las 
leyes aplicables; 
 
II. Requerir de las entidades paraestatales del Ejecutivo Federal sujetas a fiscalización, los estados 
financieros dictaminados por contador público independiente, para su análisis y utilización en la práctica 
de auditorías. En su caso, solicitar a los auditores externos las aclaraciones que se juzguen pertinentes; 
 
III. Proponer al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero, normas, procedimientos, métodos o 
sistemas para la integración de la contabilidad y archivo, de los libros y documentos justificativos y 
comprobatorios del ingreso y gasto de las entidades paraestatales; y 
 
IV. Requerir a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo los informes elaborados por los 
comisarios o delegados de las entidades fiscalizadas. 
 
 
 
 
 

ARTICULO 18.- La Dirección General de Auditoría de Inversiones Físicas Federales estará adscrita al 
Auditor Especial de Cumplimiento Financiero y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 

I. Practicar auditorías, visitas e inspecciones, conforme a los programas de trabajo aprobados y que 
autorice el Auditor Superior de la Federación, a fin de comprobar que la planeación, programación, 
presupuestación, adjudicación, ejecución, avance y destino de las inversiones físicas federales a cargo 
de las entidades fiscalizadas, se hayan ajustado a lo establecido en las leyes de la materia; así como que 
las erogaciones correspondientes estén debidamente comprobadas y justificadas, cumpliéndose con los 
requisitos fiscales; 
 
II. Proponer al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero las dependencias, entidades, proyectos, 
contratos de inversiones físicas federales susceptibles de fiscalizar; así como los criterios de selección 
para la práctica de auditorías, visitas o inspecciones; y 
 
III. Practicar auditorías a los subsidios para inversiones físicas que los Poderes de la Unión y los entes 
públicos hayan otorgado con cargo a su presupuesto a entidades federativas, particulares y en general a 
cualquier entidad pública o privada, así como verificar su aplicación al objeto autorizado. 
 
 
 
 
 

ARTICULO 19.- La Dirección General de Auditoría a los Recursos Federales en Estados y Municipios 
estará adscrita al Auditor Especial de Cumplimiento Financiero y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 

I. Establecer la comunicación, coordinación y colaboración necesaria con las autoridades estatales, para 
intervenir en las auditorías, visitas e inspecciones que deban practicarse de acuerdo con el programa 
anual de auditorías que al respecto autorice el Auditor Superior de la Federación; 
 
II. Promover la celebración de Convenios de Coordinación o Colaboración con las entidades de 
fiscalización superior de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y de los Congresos de las Entidades 
Federativas, para coordinar las acciones de la fiscalización respecto de los recursos federales que 
ejerzan las entidades federativas y los municipios; 
 
III. Practicar auditorías a los recursos que los Poderes de la Unión y los entes públicos federales, hayan 
otorgado con cargo a su presupuesto, a entidades federativas, particulares y, en general, a cualquier 
entidad pública o privada, para verificar su aplicación al objeto autorizado, en cumplimiento con las 
normas legales correspondientes; y 
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IV. Verificar que los recursos que los Poderes de la Unión y los entes públicos federales, hayan otorgado 
con cargo a su presupuesto, a entidades federativas, municipios, particulares y, en general, a cualquier 
entidad pública o privada, se registró en la contabilidad de las entidades fiscalizadas de conformidad con 
la legislación aplicable y reflejen adecuadamente las operaciones realizadas. 
 
 
 
 
 

ARTICULO 20.- La Dirección General de Auditoría de Desempeño a las Funciones Productivas y de 
Infraestructura estará adscrita al Auditor Especial de Desempeño y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Elaborar y proponer a su superior jerárquico, los programas específicos de trabajo para la realización 
de auditorías de desempeño, que permitan evaluar la congruencia, eficiencia, eficacia, economía, 
impacto socio-económico y, en su caso, ambiental de los programas gubernamentales, proyectos 
especiales, políticas y estrategias regionales ejecutados por los entes públicos pertenecientes a las 
funciones de producción e infraestructura del Gobierno Federal; 
 
II. Revisar y evaluar la información programática incluida en la Cuenta Pública relativa a las funciones de 
producción e infraestructura; 
 
III. Practicar auditorías de desempeño conforme a los programas de trabajo aprobados y que autorice el 
Auditor Superior de la Federación, a fin de comprobar la eficacia, eficiencia y economía con que operan 
las unidades administrativas de los entes públicos sujetos a fiscalización dentro de las funciones de 
producción e infraestructura, el grado de cumplimiento de objetivos y metas establecidas en los 
programas de gobierno, proyectos especiales, políticas y estrategias regionales a que se refiera el 
Presupuesto de Egresos de la Federación y demás ordenamientos aplicables, así como verificar el 
cumplimiento del marco jurídico correspondiente; y 
 
IV. Proponer al Auditor Especial en las auditorías de desempeño a su cargo, encuestas y demás trabajos 
complementarios; así como las investigaciones y servicios que requieran ser contratados con 
profesionales especializados. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 21.- La Dirección General de Auditoría de Desempeño a las Funciones de Servicios y 
Desarrollo Social estará adscrita al Auditor Especial de Desempeño y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 
 

I. Elaborar y proponer a su superior jerárquico los programas específicos para la realización de auditorías 
de desempeño, que permitan evaluar la congruencia, eficacia, eficiencia, economía, impacto socio-
económico de los programas gubernamentales, proyectos especiales, políticas y estrategias regionales 
ejecutados por los entes públicos pertenecientes a las funciones de servicios y desarrollo social del 
Gobierno Federal; 
 
II. Revisar y evaluar la información programática incluida en la Cuenta Pública relativa a las funciones de 
servicios y desarrollo social; 
 
III. Practicar auditorías de desempeño, conforme a los programas de trabajo aprobados y que autorice el 
Auditor Superior de la Federación, a fin de comprobar la eficacia, eficiencia y economía con que operan 
las unidades administrativas de los entes públicos sujetos a fiscalización dentro de las funciones de 
servicios y desarrollo social, el grado de cumplimiento de objetivos y metas establecidas en los 
programas de gobierno, proyectos especiales, políticas y estrategias regionales a que se refiera el 
Presupuesto de Egresos de la Federación y demás ordenamientos aplicables, así como verificar el 
cumplimiento del marco jurídico correspondiente; y 
 
IV. Proponer al Auditor Especial en las auditorías de desempeño a su cargo, encuestas y demás trabajos 
complementarios; así como las investigaciones y servicios que requieran ser contratados con 
profesionales especializados. 
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ARTICULO 22.- La Dirección General de Auditoría de Desempeño a las Funciones de Gestión 
Gubernamental y Finanzas estará adscrita al Auditor Especial de Desempeño y tendrá las siguientes 
atribuciones: 
 
 
 
 
 

I. Elaborar y proponer a su superior jerárquico, los programas específicos de trabajo para la realización 
de auditorías de desempeño, que permitan evaluar la congruencia, eficacia, eficiencia, economía, 
impacto socio-económico de los programas gubernamentales, proyectos especiales, políticas y 
estrategias regionales ejecutados por los entes públicos pertenecientes a las funciones de gestión 
gubernamental y finanzas del Gobierno Federal; 
 
II. Revisar y evaluar la información programática incluida en la Cuenta Pública relativa a las funciones de 
gestión gubernamental y finanzas del Gobierno Federal;  
 
 
 
 
 
 

III. Practicar auditorías de desempeño, conforme a los programas de trabajo aprobados y que autorice el 
Auditor Superior de la Federación, a fin de comprobar la eficacia, eficiencia y economía con que operan 
las Unidades Administrativas de los entes públicos sujetos a fiscalización dentro de las funciones de 
gestión gubernamental y finanzas y el grado de cumplimiento de objetivos y metas establecidos en los 
programas de gobierno, proyectos especiales, políticas y estrategias regionales a que se refiere el 
Presupuesto de Egresos de la Federación y demás ordenamientos aplicables, así como verificar el 
cumplimiento del marco legal correspondiente; y 
 
 
 
 
 
 

IV. Proponer al Auditor Especial en las auditorías de desempeño a su cargo, encuestas y demás trabajos 
complementarios; así como las investigaciones y servicios que requieran ser contratados con 
profesionales especializados. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 23.- La Dirección General de Auditorías Especiales estará adscrita al Auditor Especial de 
Desempeño y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 
 

I. Elaborar y proponer a su superior jerárquico, los programas específicos para la realización de 
auditorías, revisiones y evaluaciones de carácter especial, en función de propósitos definidos con base en 
las particularidades de la materia o de los entes públicos federales y entidades fiscalizadas a revisar; 
 
 
 
 
 
 

II. Practicar auditorías, visitas e inspecciones, conforme a los programas de trabajo en las 
particularidades de la materia investigada, aprobados y que autorice el Auditor Superior de la Federación, 
a fin de comprobar el correcto manejo de los recursos federales, los resultados alcanzados por los entes 
públicos federales y las entidades fiscalizadas, y su apego a los ordenamientos legales; 
 
 
 
 
 

III. Practicar las auditorías, visitas e inspecciones que en cualquier momento le ordene el Auditor Superior 
de la Federación, por conducto de su superior jerárquico, derivadas del interés de la Cámara de 
Diputados, o por la manifiesta preocupación de la sociedad sobre aspectos o temas especiales;  
 
 
 
 
 
 

IV. Proponer al Auditor Especial de Desempeño en las auditorías especiales a su cargo, encuestas y 
demás trabajos complementarios; así como las investigaciones y servicios que requieran ser contratados 
con profesionales especializados; y 
 
 
 
 
 

V. Verificar que en las auditorías especiales y evaluaciones a los procesos de: creación, fusión, venta o 
desincorporación de las entidades paraestatales; concesión de servicios públicos federales, y de apoyo 
para saneamiento financiero, se constate el cumplimiento de la legislación aplicable y que las acciones 
resulten rentables en términos financieros y socio-económicos. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 24.- La Dirección General de Análisis e Investigación Económica estará adscrita al Auditor 
Especial de Planeación e Información y tendrá las siguientes atribuciones: 
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I. Asesorar en materia económica y presupuestal a la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

II. Desarrollar de acuerdo con lo aprobado por su superior jerárquico, los análisis temáticos para la 
preparación del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública; 
 
 
 
 
 
 

III. Analizar la información económica, financiera, programática y presupuestal que se presente en la 
Cuenta Pública y en el Informe de Avance de Gestión Financiera, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
de Fiscalización Superior de la Federación y demás disposiciones aplicables; 
 
 
IV. Analizar el Informe Presidencial y los informes financieros, memorias de labores y otra información 
que por ley deban de rendir los entes públicos federales, tanto a la Cámara de Diputados, como para 
otros efectos legales, con objeto de elaborar estudios sobre el comportamiento de la economía nacional, 
las finanzas públicas y los resultados programáticos y presupuestales de su actividad institucional; 
 
 
 
 
 

V. Recopilar y analizar la información sobre las comparecencias de los Titulares y servidores públicos de 
los entes sujetos a fiscalización ante las Comisiones Legislativas del H. Congreso de la Unión; 
 
 
 
 
 

VI. Analizar el Presupuesto de Egresos de la Federación y la Ley de Ingresos de la Federación, a fin de 
producir documentos que coadyuven en la elaboración del Informe del Resultado de la revisión de la 
Cuenta Pública; 
 
 
 
 
 

VII. Elaborar, a partir de los objetivos y prioridades del Plan Nacional de Desarrollo, la metodología de la 
planeación genérica, con el propósito de identificar los programas sectoriales, ramos, funciones, 
proyectos y actividades institucionales de mayor importancia para la fiscalización superior; 
 
 
 
 
 
 

VIII. Diseñar y difundir metodologías y técnicas de investigación, muestreo y análisis de información, para 
mejorar la calidad de las revisiones a cargo de la Auditoría Superior de la Federación; y 
 
 
 
 
 

IX. Participar en las auditorías, visitas e inspecciones a las entidades fiscalizadas conforme a los 
programas de trabajo aprobados y que autorice el Auditor Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 25.- La Dirección General de Planeación y Normatividad Técnica estará adscrita al Auditor 
Especial de Planeación e Información y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 
 

I. Proponer a su superior jerárquico el marco normativo para la fiscalización de la gestión gubernamental 
y difundirlo, previa aprobación del Auditor Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

II. Elaborar y mantener actualizados los manuales generales y específicos para la fiscalización, así como 
los procedimientos y guías de auditoría; 
 
 
 
 
 

III. Analizar y someter a consideración de su superior jerárquico, la pertinencia y factibilidad de 
establecer, derogar y modificar disposiciones, procedimientos, métodos y sistemas de contabilidad y 
archivo, entre otros elementos normativos, que permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones 
a los Poderes de la Unión y a los entes públicos federales; 
 
 
 
 
 

IV. Proponer la expedición, derogación o modificación de las bases y normas para la baja de documentos 
justificatorios y comprobatorios del ingreso y gasto público de los entes sujetos a fiscalización, para efecto 
de destrucción, guarda o custodia de los que deban conservarse, microfilmarse o archivarse 
electrónicamente, sujetándose a las disposiciones legales establecidas en la materia; 
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V. Analizar la información y los datos de la gestión de los Poderes de la Unión y de los entes públicos, 
contenidos en los diversos documentos e informes que están obligados a rendir, para orientar la 
selección y programación de auditorías, visitas e inspecciones; 
 
 
 
 
 
 

VI. Proponer la concertación y operación de los mecanismos e instrumentos de coordinación e 
intercambio de información con las instancias de control y auditoría interna de los entes públicos 
susceptibles de fiscalización; 
 
 
 
 
 
 

VII. Proponer los criterios específicos e indicadores de revisión para la selección y programación de 
auditorías a practicar por la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
VIII. Integrar el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones para la revisión de la Cuenta Pública 
y del Informe de Avance de Gestión Financiera y someterlo a la consideración del Auditor Superior de la 
Federación, a través de su superior jerárquico; 
 
IX. Participar en el análisis, desarrollo e implantación de sistemas automatizados de apoyo a la función 
fiscalizadora y promover su utilización extensiva; 
 
X. Realizar evaluaciones de calidad sobre la práctica y desarrollo de las auditorías, en todas sus etapas, 
para retroalimentar y mejorar los procesos de planeación, ejecución y elaboración de informes de 
resultados; y 
 
XI. Participar en el diseño e integración del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública y de 
las observaciones derivadas de las auditorías y verificaciones sobre el Informe de Avance de Gestión 
Financiera. 
 
 
 
 
 

ARTICULO 26.- La Dirección General de Informes y Control de Resultados de Auditoría estará adscrita al 
Auditor Especial de Planeación e Información y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 
 

I. Proponer a su superior jerárquico la metodología para la elaboración, redacción y presentación de los 
informes de auditoría derivados de la revisión de la Cuenta Pública y del Informe de Avance  
de Gestión Financiera; 
 
 
 
 
 

II. Revisar los informes elaborados por las áreas auditoras, efectuar la corrección gramatical y de estilo, 
uniformar su presentación y sugerir los cambios pertinentes, para efectos de la integración del Informe del 
Resultado de la revisión de la Cuenta Pública; 
 
 
 
 
 

III. Coordinar la integración y supervisar la edición del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta 
Pública, así como de los demás documentos que le indique su superior jerárquico; 
 
 
 
 
 
 

IV. Participar en el análisis, desarrollo e implantación de sistemas automatizados de apoyo a la función 
fiscalizadora y aprovecharlos para incorporar indicadores de control de la gestión, que permitan evaluar e 
informar a las áreas auditoras y a sus superiores jerárquicos, del avance de las actividades sustantivas 
de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

V. Integrar, custodiar y actualizar el archivo de información básica de referencia para apoyar la función 
fiscalizadora a cargo de la Auditoría Superior de la Federación, que contendrá entre otros documentos, la 
Cuenta Pública de cada ejercicio fiscal y los Informes del Resultado de su revisión, mientras no 
prescriban las facultades para fincar responsabilidades por las irregularidades detectadas; 
 
 
 
 
 

VI. Diseñar, alimentar y operar el sistema de control y seguimiento de los resultados de auditoría y 
producir los informes requeridos para coadyuvar en la oportuna atención y solventación de las 
observaciones, recomendaciones y acciones promovidas; 
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VII. Constatar selectivamente las medidas y actos que los entes auditados, implementaron para atender y 
solventar las acciones promovidas por la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

VIII. Proponer al Auditor Especial de Planeación e Información los criterios para la selección de auditorías 
y revisiones de seguimiento; y 
 
 
 
 
 

IX. Practicar auditorías, revisiones, visitas e inspecciones conforme a los programas que autorice el 
Auditor Especial de Planeación e Información, referentes al seguimiento y constatación de la atención 
dada a las observaciones-recomendaciones y demás acciones emprendidas por la Auditoría Superior de 
la Federación. 
 
ARTICULO 27.- La Dirección General Jurídica estará adscrita al Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos 
y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Proporcionar asesoría en materia jurídica a las áreas de la Auditoría Superior de la Federación, así 
como a las Direcciones Generales auditoras en el desarrollo de sus auditorías, visitas, inspecciones o 
revisiones; 
 
II. Analizar, revisar, formular y someter a la consideración del Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos, 
los estudios de leyes, decretos, reglamentos, circulares y demás disposiciones jurídicas en las materias 
que sean competencia de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
III. Analizar y proponer a la consideración del Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos, los criterios de 
interpretación y de aplicación de las disposiciones jurídicas que normen el funcionamiento y actuación de 
la Auditoría Superior de la Federación; 
 
IV. Participar en la elaboración del Informe del Resultado sobre la revisión de la Cuenta Pública, en el 
ámbito de su competencia; 
 
V. Ejercer las acciones civiles, penales, administrativas o de cualquier otra índole en los juicios y 
procedimientos en que la Auditoría Superior de la Federación sea parte, contestar demandas, presentar 
pruebas y alegatos, interponer toda clase de recursos, dando debido seguimiento a dichos juicios y 
procurar, ante quien corresponda, que se cumplimenten las resoluciones que en ellos se dicten; 
 
VI. Representar a la Auditoría Superior de la Federación, ante los Tribunales de la República en general y 
ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje en particular, en los conflictos que se susciten con 
motivo de la aplicación de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y del Reglamento 
Interior de las Condiciones Generales de Trabajo de la Auditoría Superior de la Federación, formular 
dictámenes y demandas de terminación de la relación laboral de los servidores públicos de la institución, 
contestar demandas laborales y formular pliegos de posiciones y todas aquellas promociones que se 
requieran en el curso de los procedimientos; 
 
VII. Preparar, en los juicios de amparo, los informes previo y justificado que deba rendir la Auditoría 
Superior de la Federación y aquéllos en los que sus servidores públicos sean señalados como 
autoridades responsables. Intervenir cuando la Auditoría Superior de la Federación tenga el carácter de 
tercera perjudicada y, en general, formular todas las promociones que se refieran a dichos juicios; 
 
VIII. Expedir copias certificadas de constancias que obren en los archivos de la Auditoría Superior de la 
Federación cuando deban ser exhibidas ante las autoridades judiciales, administrativas o laborales y, en 
general, en cualquier procedimiento, proceso o averiguación, salvo que su contenido tenga el carácter de 
confidencial; 
 
 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

69 

 
IX. Elaborar y someter a la consideración del Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos los pliegos de 
observaciones, así como los documentos mediante los cuales se promueva el ejercicio de la facultad de 
comprobación fiscal o se dé por terminada cualquier acción legal de la Auditoría Superior de la 
Federación, así como proceder a su notificación; 
 
X. Asesorar y, cuando sea necesario, intervenir en el levantamiento de las actas administrativas que 
procedan como resultado de las visitas, inspecciones y auditorías que practique la Auditoría Superior de 
la Federación, así como de las que se elaboren internamente con motivo de la aplicación de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado; 
 
XI. Revisar jurídicamente los oficios de recomendaciones, los de señalamiento a las autoridades 
hacendarias, así como los demás documentos relacionados con aspectos legales que elaboren las 
distintas áreas de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
XII. Elaborar proyectos de contratos en base a la información que proporcione el área responsable de 
suscribirlos; 
 
XIII. Participar en la preparación de estudios, proyectos e investigaciones que competan a la Auditoría 
Superior de la Federación, en la forma que determine el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos; 
 
 
 
 
 

XIV. Compilar y difundir las normas jurídicas relacionadas con las funciones de la Auditoría Superior de la 
Federación; 
 
XV. Opinar sobre las sanciones administrativas a que se hicieren acreedores los servidores públicos de la 
Auditoría Superior de la Federación, siempre y cuando no trate de las aplicadas a través de la Unidad de 
Evaluación y Control de la Comisión de Vigilancia; 
 
 
 
 
 

XVI. Efectuar la revisión de los aspectos legales contenidos en los informes de auditoría formulados por 
las áreas auditoras de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

XVII. Elaborar la documentación necesaria para la práctica de visitas domiciliarias, inspecciones y 
revisiones que le requieran las Direcciones Generales Auditoras; 
 
 
 
 
 
 

XVIII. Efectuar las auditorías o revisiones de legalidad que en cualquier momento le solicite el Auditor 
Superior de la Federación, por conducto de su superior jerárquico, derivadas del interés de la Cámara de 
Diputados o por la manifiesta preocupación de la sociedad sobre aspectos o temas específicos; 
 
 
 
 
 

XIX. Recabar, integrar y presentar a su superior jerárquico la documentación necesaria para la 
presentación de las denuncias o querellas penales que procedan como resultado de las irregularidades 
que se detecten en la revisión de la Cuenta Pública; 
 
XX. Dar seguimiento al trámite de atención y solventación de las recomendaciones, pliegos de 
observaciones y otras acciones formuladas a los entes auditados, de acuerdo con los plazos, 
procedimientos y disposiciones legales aplicables; 
 
 
 
 
 

XXI. Tramitar los recursos distintos al de reconsideración previsto en la Ley de Fiscalización Superior de 
la Federación que se interpongan en contra de las resoluciones que emita la Auditoría Superior de la 
Federación; 
 
XXII. Elaborar los acuerdos mediante los cuales el Auditor Superior de la Federación delegue sus 
atribuciones, en forma general, o particular, a servidores públicos subalternos, así como aquéllos en los 
que se proponga la adscripción o readscripción de las Unidades Administrativas establecidas en este 
Reglamento; y 
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XXIII. Elaborar los proyectos de reformas y adiciones al Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la 
Federación, en los términos que le señale el Auditor Superior de la Federación a través de su superior 
jerárquico. 
 
 
 
 
 

ARTICULO 28.- La Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial estará adscrita al 
Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 

I. Auxiliar a los Auditores Especiales cuando así lo requieran, en el trámite de los procedimientos para el 
fincamiento de las responsabilidades resarcitorias; 
 
 
 
 
 

II. Gestionar los procedimientos administrativos de responsabilidades sancionatorias y sustanciar el de 
imposición de multas, que planteen en los dictámenes las áreas auditoras de la Auditoría Superior de la 
Federación; 
 
 
III. Proponer las normas y lineamientos que regulen la integración y actualización del registro de 
servidores públicos sancionados por la Auditoría Superior de la Federación; 
 
IV. Proporcionar asesoría para la determinación o cuantificación de los daños o perjuicios provocados a la 
Hacienda Pública Federal, o al patrimonio de los entes públicos federales, y la indemnización 
correspondiente, en coordinación con las áreas de auditoría promotoras; 
 
V. Llevar el registro y seguimiento del cobro de los resarcimientos y ejecución de las sanciones impuestas 
por la Auditoría Superior de la Federación; 
 
VI. Proponer las normas y lineamientos que regulen el procedimiento de recepción, registro y control de 
las declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos del Poder Legislativo Federal, en 
término de ley; 
 
VII. Solicitar la información necesaria, para determinar la veracidad de los datos contenidos en las 
declaraciones de situación patrimonial; 
 
 
 
 
 

VIII. Realizar estudios y emitir opiniones en materia de responsabilidades y situación patrimonial de los 
servidores públicos y sobre la normatividad que le sea aplicable; y 
 
IX. Solicitar en el ámbito de su competencia información y documentación a los Poderes de la Unión, 
entes públicos federales y entidades fiscalizadas, así como a servidores públicos, proveedores, 
contratistas y prestadores de servicios que tengan relación con las operaciones celebradas con aquéllos, 
para contar con los elementos de juicio y elaborar la resolución que proceda. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 29.- La Dirección General de Administración estará adscrita al Titular de la Unidad General 
de Administración y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 
 
 

I. Administrar los recursos humanos y materiales de la Auditoría Superior de la Federación de acuerdo 
con las disposiciones legales, administrativas y reglamentarias, conforme a las políticas y normas 
dictadas por el Auditor Superior de la Federación; 
 
II. Elaborar y someter a la consideración del Titular de la Unidad General de Administración, la expedición 
de los nombramientos del personal de base de la Auditoría Superior de la Federación, así como los 
movimientos y los casos de terminación de los efectos de dichos nombramientos, de acuerdo con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 
 
I 
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II. Elaborar y someter a la consideración del Auditor Superior de la Federación, por conducto del Titular 
de la Unidad General de Administración, la expedición de los nombramientos del personal de mandos 
superiores de la Auditoría Superior de la Federación, a partir del nivel de Director General y homólogos, 
de acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables; 
 
IV. Aplicar los lineamientos y normas en materia de administración y desarrollo del personal adscrito a la 
Auditoría Superior de la Federación; 
 
V. Participar en la revisión de las Condiciones Generales de Trabajo de la Auditoría Superior de la 
Federación, difundirlas entre el personal y vigilar su cumplimiento; 
 
 
 
 
 
 

VI. Aplicar los sistemas de estímulos y recompensas que determine el Auditor Superior de la Federación 
y las disposiciones legales respectivas; 
 
 
 
 
 
 

VII. Elaborar los manuales de organización y de procedimientos administrativos de la Auditoría Superior 
de la Federación; 
 
VIII. Organizar el sistema del Servicio Fiscalizador de Carrera; así como participar en la elaboración e 
implementación del proyecto de Estatuto correspondiente; 
 
 
 
 
 
 

IX. Adquirir los bienes y servicios que requiera la Auditoría Superior de la Federación y suministrar los 
recursos materiales que soliciten sus áreas, con sujeción a las disposiciones legales aplicables; 
 
 
 
 
 

X. Implantar y mantener los mecanismos y procedimientos que sean necesarios para salvaguardar los 
bienes de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

XI. Proporcionar los servicios de apoyo administrativo que requieran las áreas de la Auditoría Superior de 
la Federación; 
 
 
 
 
 

XII. Implantar y operar los sistemas de mantenimiento preventivo y correctivo para garantizar el 
funcionamiento adecuado de los bienes muebles e inmuebles de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 

XIII. Controlar y salvaguardar el archivo general de la Auditoría Superior de la Federación y facilitar su 
consulta; y 
 
 
 
 

XIV. Establecer, controlar y evaluar el Programa Interno de Protección Civil para el personal, 
instalaciones e información de la Auditoría Superior de la Federación, de acuerdo a las normas 
aprobadas para su operación, desarrollo y vigilancia. 
 
 
 
 

ARTICULO 30.- La Dirección General de Recursos Financieros estará adscrita al Titular de la Unidad 
General de Administración y tendrá las siguientes atribuciones: 
 
 
 
 

I. Recibir y administrar los recursos financieros asignados a la Auditoría Superior de la Federación de 
acuerdo con las disposiciones legales, administrativas y reglamentarias, y conforme a las políticas y 
normas dictadas por el Auditor Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

II. Elaborar e integrar el anteproyecto de presupuesto anual de la Auditoría Superior de la Federación y 
someterlo a la consideración de su superior jerárquico; 
 
 
 
 
 

III. Ejercer y controlar el presupuesto aprobado y elaborar los informes correspondientes; 
 
 
 
 
 

IV. Operar el sistema de contabilidad de la Auditoría Superior de la Federación, con apego a las normas y 
procedimientos establecidos, mantener actualizados los registros contables y elaborar los estados 
financieros y demás informes internos y externos que se requieran, de acuerdo con las disposiciones 
aplicables; 
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V. Proponer las normas y criterios técnicos para el proceso interno de programación y presupuestación 
de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 

VI. Operar y, en su caso, tramitar las adecuaciones presupuestarias que se requieran para el óptimo 
aprovechamiento de los recursos financieros asignados a la Auditoría Superior de la Federación; 
 
 
 
 
 
 

VII. Proporcionar mensualmente, dentro de los diez días siguientes al cierre de cada periodo, información 
a las áreas responsables de programas y subprogramas, sobre su presupuesto ejercido durante el mismo 
periodo, de acuerdo con las asignaciones establecidas; 
 
 
 
 
 
 

VIII. Difundir y vigilar el cumplimiento de las normas aplicables al proceso de formulación, ejecución, 
evaluación y control de los presupuestos asignados a los programas y áreas de la Auditoría Superior de 
la Federación; 
 
IX. Autorizar la documentación necesaria para el ejercicio del presupuesto anual y presentar al Auditor 
Superior de la Federación, por conducto de su superior jerárquico, lo que corresponda a las erogaciones 
que deban de ser autorizadas conforme a las disposiciones aplicables; 
 
 
 
 
 

X. Retener al personal de la Auditoría Superior de la Federación las cantidades que procedan y hacer los 
enteros correspondientes a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a la 
representación sindical y a terceros; 
 
 
 
 
 
 

XI. Efectuar los enteros correspondientes a las obligaciones contraídas con cargo al presupuesto 
aprobado de la Auditoría Superior de la Federación con sujeción a la legislación aplicable; y 
 
 
 
 
 
 
 

XII. Proporcionar a las unidades administrativas el presupuesto anual autorizado y el calendario para el 
ejercicio de los recursos, dentro del primer mes de cada ejercicio anual. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 31.- La Dirección General de Sistemas estará adscrita al Titular de la Unidad General de 
Administración y tendrá las siguientes atribuciones 
 
 
 
 
 
 

I. Establecer las normas y emitir las políticas en materia de informática y comunicaciones de la Auditoría 
Superior de la Federación, previa aprobación de su superior jerárquico; 
 
 
 
 
 

II. Asesorar en materia de informática y comunicaciones a las áreas de la Auditoría Superior de la 
Federación; 
 
 
 
 
 

III. Elaborar estudios de factibilidad para optimizar la plataforma tecnológica de la Auditoría Superior de la 
Federación, mediante la adquisición, ampliación o sustitución de los recursos informáticos; 
 
IV. Desarrollar los sistemas y aplicaciones de informática que requieran las diversas áreas de la Auditoría 
Superior de la Federación y, en su caso, proponer la contratación de servicios externos complementarios; 
 
V. Implantar los sistemas de información automatizados en las diversas áreas de la Auditoría Superior de 
la Federación que lo requieran y participar en la capacitación de su personal, para el manejo de los 
equipos y la operación de los programas; y 
 
VI. Vigilar la adecuada utilización de los equipos de cómputo de la Auditoría Superior de la Federación, la 
adquisición y renovación de las licencias de uso de programas y proponer los planes de mantenimiento 
preventivo y correctivo que se requieran. 
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ARTICULO 32.- El Instituto de Capacitación y Desarrollo en Fiscalización Superior estará adscrito al 
Titular de la Unidad General de Administración y su Titular tendrá, además de las atribuciones señaladas 
en las fracciones I, II, III, IV, V, VII, VIII, IX, X, XII y XIV del artículo 14 de este Reglamento, las siguientes: 
 
 
 
 
 
 

I. Proponer, para aprobación de su superior jerárquico, las políticas, normas y procedimientos relativos a 
la capacitación del personal de la Auditoría Superior de la Federación y verificar su aplicación; 
 
II. Supervisar el proceso de capacitación del personal de las diversas áreas de la Auditoría Superior de la 
Federación; 
 
III. Determinar periódicamente, las necesidades de capacitación de las diferentes áreas; 
 
IV. Elaborar, en coordinación con las diversas áreas de la Auditoría Superior de la Federación, el 
programa anual de capacitación y formular mensualmente los programas y cronogramas de los eventos 
que celebren; 
 
V. Proponer, coordinar y actualizar los convenios de intercambio en materia de capacitación y 
adiestramiento del personal de la Auditoría Superior de la Federación con otras instituciones afines, 
nacionales o extranjeras; 
 
VI. Organizar y coordinar los cursos y eventos de capacitación tanto internos como externos y proponer 
las normas a que debe sujetarse la capacitación del personal de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
VII. Capacitar al personal de nuevo ingreso en la aplicación de la metodología, las técnicas, los 
procedimientos y las normas de auditoría, fiscalización y control gubernamental que se utilizan en la 
Auditoría Superior de la Federación, a fin de que se incorporen a sus centros de trabajo con los 
conocimientos indispensables para el desempeño de sus funciones; 
 
VIII. Evaluar los resultados de los cursos impartidos y el desempeño del personal capacitado en el 
desarrollo de sus actividades y, en su caso, promover la formación de instructores internos; 
 
IX. Programar el uso de auditorios y aulas de capacitación de la Auditoría Superior de la Federación, a fin 
de lograr su máximo aprovechamiento, compatibilizando las solicitudes de capacitación que formulen las 
áreas de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
X. Elaborar los programas del Instituto conforme a la legislación aplicable; someterlos a la consideración 
de su superior jerárquico y, una vez aprobados, ejecutarlos y reportar periódicamente su avance; 
 
XI. Participar en la organización y supervisión del funcionamiento del Servicio Fiscalizador de Carrera, así 
como proponer el proyecto de Estatuto correspondiente;  
 
XII. Llevar a cabo los estudios e investigaciones en las materias relacionadas con la actividad de 
fiscalización superior y coordinar su difusión; y 
 
XIII. Someter a la consideración de su superior jerárquico la contratación de expositores, instructores, 
cursos y servicios externos, en materia de capacitación. 
 
 
 
 
 
 
 
 

CAPITULO VI 
De las Atribuciones de los Directores y Subdirectores 

 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 33.- Los Directores tendrán, sin perjuicio de lo dispuesto en el Manual de Organización de la 
Auditoría Superior de la Federación, las siguientes atribuciones generales: 
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I. Planear y programar las actividades correspondientes a la Dirección a su cargo, de acuerdo a los 
lineamientos que en esta materia estén establecidos y someter a la consideración de su superior 
jerárquico, su programa anual de actividades; 
 
II. Proponer y acordar con su superior jerárquico, la resolución de los asuntos cuya tramitación se 
encuentre dentro del ámbito de su competencia; 
 
III. Formular los estudios, opiniones, dictámenes, informes y demás documentos que les sean requeridos 
por su superior jerárquico; 
 
IV. Proporcionar, conforme a sus atribuciones y de acuerdo con las instrucciones de su superior 
jerárquico, la información, documentación, datos, informes y asesorías o cooperación técnica que le 
requieran otras áreas de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
V. Intervenir en la forma que determine su superior jerárquico, en la evaluación del Informe de Avance de 
Gestión Financiera y en la formulación del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, en 
el marco de sus respectivos ámbitos de competencia; 
 
VI. Proponer a su superior jerárquico la aplicación de los mecanismos de coordinación, programación, 
control, evaluación y de mejoramiento de la eficiencia operativa y funcional del área a su cargo, tanto en 
el ámbito interno como hacia el resto de las áreas de la Auditoría Superior de la Federación, de acuerdo 
con los manuales de organización y de procedimientos administrativos; 
 
VII. Proponer a su superior jerárquico, la implantación de programas de formación, capacitación y 
especialización para mejorar la preparación técnica y profesional del personal a su cargo; 
 
VIII. Formular y proponer a su superior jerárquico, los proyectos de manuales de organización y de 
procedimientos correspondientes a la Dirección a su cargo; 
 
IX. Proponer a su superior jerárquico su programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, el personal 
que deba intervenir en ellas y, en su caso, comunicarle los cambios que se efectúen al respecto, así 
como la contratación de profesionales especializados en apoyo a trabajos específicos; 
 
X. Efectuar, previa autorización de su superior jerárquico, visitas domiciliarias, únicamente para exigir la 
exhibición de los libros y papeles indispensables para la realización de investigaciones, sujetándose a las 
leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos; 
 
XI. Proponer a su superior jerárquico la investigación, en el ámbito de su competencia, de los actos u 
omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita; 
 
XII. Recabar, integrar y presentar a su superior jerárquico, la documentación necesaria para ejercitar las 
acciones legales que procedan como resultado de las irregularidades que se detecten en las visitas, 
inspecciones y auditorías que practiquen; 
 
XIII. Elaborar y someter a la consideración de su superior jerárquico, las recomendaciones y 
observaciones que en el ámbito de su competencia, se deban formular a los entes públicos federales y 
las entidades fiscalizadas; 
 
XIV. Dar seguimiento a las recomendaciones y observaciones a que se refiere la fracción anterior y, 
promover ante su superior jerárquico, su solventación y desahogo; 
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XV. Proponer a su superior jerárquico los criterios para la selección de auditorías, procedimientos, 
métodos y sistemas para la revisión y fiscalización de la Cuenta Pública y del Informe de Avance de 
Gestión Financiera; 
 
XVI. Supervisar y comunicar a su superior jerárquico, que los comisionados o habilitados que hubieren 
intervenido en las auditorías, visitas o inspecciones, levanten actas circunstanciadas en presencia de dos 
testigos, en las que harán constar los hechos y omisiones que hubieren encontrado; 
 
XVII. Participar en la práctica de auditorías, visitas e inspecciones a los Poderes de la Unión, entes 
públicos federales y entidades fiscalizadas, cuando así se ordene por su superior jerárquico o por el 
Auditor Superior de la Federación; 
 
XVIII. Desempeñar las comisiones y, en su caso, participar en las auditorías, visitas e inspecciones que el 
Auditor Superior de la Federación les encomiende o su superior jerárquico y mantenerlos informados 
sobre el desarrollo de sus actividades, y 
 
XIX. Las demás que le confieran las disposiciones jurídicas aplicables, sus superiores jerárquicos o el 
Auditor Superior de la Federación. 
 
ARTICULO 34.- Los Subdirectores tendrán, sin perjuicio de lo dispuesto en el Manual de Organización de 
la Auditoría Superior de la Federación, las siguientes atribuciones generales: 
 
I. Planear y programar las actividades correspondientes a la Subdirección a su cargo, de acuerdo a los 
lineamientos que en esta materia estén establecidos; 
 
 
 
 

II. Formular los estudios, opiniones, dictámenes, informes y demás documentos que les sean requeridos 
por su superior jerárquico; 
 
 
 
 

III. Proporcionar, conforme a sus atribuciones y de acuerdo con las instrucciones de su superior 
jerárquico, la información, documentación, datos, informes y asesorías o cooperación técnica que le 
requieran otras áreas de la Auditoría Superior de la Federación; 
 
IV. Intervenir en la forma que determine su superior jerárquico, en la evaluación del Informe de Avance de 
Gestión Financiera y en la formulación del Informe del Resultado de la revisión de la Cuenta Pública, en 
el marco de sus respectivos ámbitos de competencia; 
 
V. Proponer a su superior jerárquico su programa anual de auditorías, visitas e inspecciones, el personal 
que deba intervenir en ellas y, en su caso, comunicarle los cambios que se efectúen al respecto; 
 
VI. Participar en las auditorías, visitas e inspecciones para las cuales sean comisionados por el Director 
General de su adscripción o por el Auditor Superior de la Federación; 
 
VII. Efectuar, previa autorización de su superior jerárquico, visitas domiciliarias, únicamente para exigir la 
exhibición de los libros y papeles indispensables para la realización de investigaciones, sujetándose a las 
leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos; 
 
VIII. Proponer a su superior jerárquico la investigación, en el ámbito de su competencia, de los actos u 
omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita; 
 
IX. Recabar, integrar y presentar a su superior jerárquico, la documentación necesaria para ejercitar las 
acciones legales que procedan como resultado de las irregularidades que se detecten en las visitas, 
inspecciones y auditorías que practiquen; 
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X. Elaborar y someter a la consideración de su superior jerárquico, las recomendaciones y observaciones 
que en el ámbito de su competencia, se deban formular a los entes públicos federales y las entidades 
fiscalizadas; 
 
XI. Dar seguimiento a las recomendaciones y observaciones a que se refiere la fracción anterior y 
promover ante su superior jerárquico, su solventación y desahogo; 
 
XII. Proponer a su superior jerárquico los criterios para la selección de auditorías, procedimientos, 
métodos y sistemas para la revisión y fiscalización de la Cuenta Pública y del Informe de Avance de 
Gestión Financiera; 
 
XIII. Supervisar y comunicar a su superior jerárquico, que los comisionados o habilitados que hubieren 
intervenido en las auditorías, visitas o revisiones, levanten actas circunstanciadas en presencia de dos 
testigos, en las que harán constar los hechos y omisiones que hubieren encontrado; 
 
XIV. Proponer y promover a su superior jerárquico, la implantación de programas de formación, 
capacitación y especialización para mejorar la preparación técnica y profesional del personal a su cargo; 
 
XV. Desempeñar las comisiones y, en su caso, participar en las auditorías, visitas e inspecciones que el 
Auditor Superior de la Federación les encomiende o su superior jerárquico y mantenerlos informados 
sobre el desarrollo de sus actividades, y 
 
XVI. Las demás que le confieran las disposiciones jurídicas aplicables, sus superiores jerárquicos o el 
Auditor Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 

CAPITULO VII 
De las Atribuciones de los Servidores Públicos Auxiliares 

 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 35.- Corresponde a los jefes de departamento de acuerdo a su área de adscripción, auxiliar 
al Auditor Superior de la Federación, Auditores Especiales, Titulares de las Unidades, Directores 
Generales, Directores y Subdirectores en el desarrollo de las funciones que a éstos les señala la 
Constitución, la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, el presente Reglamento y los manuales 
de organización y procedimientos de la Auditoría Superior de la Federación. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 36.- Corresponde a los auditores las siguientes atribuciones generales: 
 
 
 
 
 
 

I. Realizar las auditorías, visitas e inspecciones para las cuales sean comisionados, sujetándose a las 
leyes respectivas, y ser el representante de la Auditoría Superior de la Federación en lo concerniente a la 
comisión conferida; 
 
 
 
 
 

II. Levantar actas circunstanciadas en presencia de dos testigos, en las que se harán constar hechos y 
omisiones que hubieren encontrado durante sus actuaciones; 
 
 
 
 
 
 

III. Solicitar y obtener toda la información y documentación necesaria para el cumplimiento de la comisión 
conferida; 
 
 
 
 
 

IV. Investigar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad; 
 
 
 
 
 
 

V. Revisar y evaluar la información y documentación que se les proporcione en la práctica de las 
auditorías, visitas e inspecciones; 
 
 
 
 
 
 

VI. Recabar y elaborar los papeles de trabajo correspondientes a cada auditoría; 
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VII. Elaborar las cédulas de observaciones y proponer las recomendaciones correspondientes de la 
auditoría; 
 
 
 
 
 
 

VIII. Elaborar el proyecto de Informe Final de las auditorías en las que participen; 
 
 
 
 
 
 

IX. Integrar los expedientes con los papeles de trabajo que se deriven de las auditorías; 
 
 
 
 

X. Organizar, clasificar, archivar y salvaguardar, de acuerdo a las disposiciones aplicables, la información 
y documentación correspondiente a cada auditoría; 
 
 
 
 
 
 

XI. Verificar el cumplimiento de parte del ente auditado del marco legal y normativo de la auditoría;  
 
 
 
 
 
 

XII. Dar seguimiento a las observaciones-recomendaciones derivadas de las auditorías en que 
participaron y promover su solventación y desahogo, y 
 
 
 
 
 
 

XIII. Las demás que les confieran en los acuerdos delegatorios de facultades correspondientes y las que 
deriven de las demás disposiciones legales aplicables a las auditorías. 
 
 
 
 
 

Las atribuciones previstas en este precepto, las ejercerán los auditores dentro del ámbito de competencia 
de la Dirección General a la cual estén adscritos.  
 
 
 
 
 
 
 
 

CAPITULO VIII 
De la Suplencia de los Funcionarios de la Auditoría Superior de la Federación 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 37.- En las ausencias temporales del Auditor Superior de la Federación, será suplido por los 
Auditores Especiales de Cumplimiento Financiero, de Desempeño y de Planeación e Información, en ese 
orden. 
 
ARTICULO 38.- En caso de falta definitiva del Auditor Superior de la Federación y, en tanto sea 
designado un nuevo Titular conforme a las disposiciones y al procedimiento señalado en el Capítulo I, del 
Título Séptimo, de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, se aplicará el mismo orden de la 
suplencia en el caso de ausencias temporales a que se refiere el artículo anterior, y sólo a falta o 
ausencia de todos ellos, deberá encargarse provisionalmente de la Auditoría Superior de la Federación, 
el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos. 
 
ARTICULO 39.- Las ausencias temporales de los Auditores Especiales y Titulares de las Unidades, serán 
suplidas por el Director General que corresponda a su adscripción, según el orden señalado en el artículo 
2o. de este Reglamento. 
 
En los casos de ausencias definitivas, el Auditor Superior de la Federación procederá a efectuar la 
designación del nuevo servidor público que corresponda. 
 
ARTICULO 40.- En los casos de ausencias temporales de los Directores Generales y de los Directores 
de Area, la suplencia se cubrirá por el servidor público más antiguo en el cargo, de jerarquía inmediata 
inferior, adscrito a la Unidad Administrativa correspondiente. 
 
 
 
 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO.- El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
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SEGUNDO.- Se abroga el Reglamento Interior de la Contaduría Mayor de Hacienda, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación de fecha 10 de agosto de 2000. 
 
TERCERO.- En tanto se autoriza la estructura orgánica de la Unidad de Evaluación y Control de la 
Comisión de Vigilancia de la Cámara de Diputados y se designe a su titular, las declaraciones de 
situación patrimonial de los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación, continuarán 
recibiéndose en la Dirección General de Responsabilidades y Situación Patrimonial, para ser entregadas 
a dicha Unidad una vez que se constituya formalmente e inicie sus funciones. 
 
 
CUARTO.- Las funciones de Contraloría Interna contenidas en el artículo 32 del Reglamento Interior de la 
Contaduría Mayor de Hacienda publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 10 de agosto 
de 2000, seguirán realizándose por el Coordinador de Control y Auditoría Interna, hasta en tanto no se 
constituya formalmente e inicie sus funciones la Unidad de Evaluación y Control de la Comisión de 
Vigilancia de la Cámara de Diputados. 
 
QUINTO.- Las promociones de fincamiento de responsabilidades administrativas del personal que con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente Reglamento fueron recibidas por la Dirección General 
Jurídica, continuarán siendo tramitadas hasta su conclusión por esa Dirección General. 
 
México, D.F., a 5 de septiembre de 2001.- El Auditor Superior de la Federación, Gregorio Guerrero 
Pozas.- Rúbrica. 
 
 
En sesión de fecha cinco de septiembre de dos mil uno, la Comisión de Vigilancia de la Cámara de 
Diputados acordó, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 74 fracción V de la Ley de Fiscalización 
Superior de la Federación, ratificar el presente Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la 
Federación expedido por el Auditor Superior de la Federación el cinco de septiembre de dos mil uno y se 
suscribe por triplicado, para efecto de que uno obre en los archivos de la Comisión de Vigilancia, el otro 
en el archivo de la Auditoría Superior de la Federación y el último se remita al Diario Oficial de la 
Federación para su publicación.- El Presidente, Manuel Galán Jiménez.- Rúbrica.- Los Secretarios: 
Francisco Cárdenas Elizondo, Abel Ignacio Cuevas Melo, Amado Olvera Castillo, José Antonio 
Magallanes Rodríguez, José Antonio Arévalo González y José Narro Céspedes.- Rúbricas. 
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REGLAMENTO INTERIOR DE LA UNIDAD DE 
EVALUACIÓN Y CONTROL DE LA COMISIÓN DE 
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PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 14 DE 
NOVIEMBRE DE 2001 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

COMPILACIÓN JURÍDICA 

  

80 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

81 

 
REGLAMENTO INTERIOR DE LA UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL DE LA 

COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 
 
 

Nuevo Reglamento publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de noviembre de 2001 

 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Cámara de Diputados. 
 
 

REGLAMENTO INTERIOR DE LA UNIDAD DE EVALUACION Y CONTROL DE LA 
COMISION DE VIGILANCIA DE LA CAMARA DE DIPUTADOS. 

 
Capítulo I  

De la Competencia y Organización 
 
 
Artículo 1. El presente Reglamento tiene por objeto regular la actividad del órgano técnico denominado 
Unidad de Evaluación y Control de la Comisión de Vigilancia de la Cámara de Diputados. 
 
Artículo 2. Para efectos del presente Reglamento se entenderá por: 
 
Cámara: La Cámara de Diputados del Congreso General. 
 
Comisión: La Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación. 
 
Auditoría Superior: El órgano técnico de la Cámara denominado por la Ley como Auditoría Superior de 
la Federación. 
 
Unidad: La Unidad de Evaluación y Control de la Comisión de Vigilancia de la Cámara de Diputados. 
 
Ley: La Ley de Fiscalización Superior de la Federación. 
 
Reglamento: El Reglamento Interior de la Unidad de Evaluación y Control de la Comisión de Vigilancia 
de la Cámara de Diputados. 
 
Artículo 3. La Unidad de Evaluación y Control es el órgano técnico de la Comisión de Vigilancia, por cuyo 
conducto ésta vigilará el estricto cumplimiento de las funciones de los servidores públicos de la Auditoría 
Superior de la Federación, así como las demás que expresamente le encomiende la Ley de Fiscalización 
Superior de la Federación. 
 
Artículo 4. Para el ejercicio de las atribuciones y el despacho de los asuntos que le competen, la Unidad 
contará con los servidores públicos y las Direcciones siguientes: 
 
I.  Titular de la Unidad de Evaluación y Control; 
  
II.  Director de Evaluación y Control de la Gestión Técnica. 
  
II.1  Subdirección de Evaluación y Control de Planeación y Programas de Evaluación y Auditorías. 
  
II.2  Subdirección de Evaluación y Control de Revisiones Programático Presupuestales y Económico 

Financieras, y 
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II.3  Subdirección de Evaluación y Control de Revisiones de Regularidad. 
  
III.  Director de Evaluación y Control de la Gestión Administrativa. 
  
III.1  Subdirección de Contraloría. 
  
III.2  Subdirección de Registro y Control Patrimonial. 
  
IV.  Director de Asuntos Jurídicos. 
  
IV.1  Subdirección Jurídica. 
  
V.  Coordinador Administrativo, y 
  
VI.  Secretaría Técnica. 
 
 
Para el despacho de los asuntos de su competencia, el titular de la Unidad contará con una Secretaría 
Particular, la que ejercerá las funciones que acuerde el Titular y los manuales de organización que 
apruebe la Comisión. 
 
Artículo 5. La Unidad, por conducto de sus servidores públicos y Direcciones, llevará a cabo sus 
actividades en forma programada y conforme a las políticas que para el logro de sus objetivos establezca 
su Titular con el acuerdo de la Comisión. 
 
 

Capítulo II 
De la Comisión de Vigilancia 

 
 
 
 
 
 

Artículo 6. La Comisión se apoyará en la Unidad, para evaluar si la Auditoría Superior cumple con las 
funciones que, conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley, le 
corresponden. 
 
Artículo 7. A la Comisión, en ejercicio de las facultades que le confieren los artículos 67 fracción VII, 91 y 
demás relativos de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, corresponde: 
 
I. Proponer, en los términos de la Ley al Pleno de la Cámara, el nombramiento o remoción del Titular de 
la Unidad; 
 
II. Aprobar y presentar al Pleno de la Cámara, por conducto de la Junta de Coordinación Política, el 
anteproyecto de presupuesto anual de la Unidad; 
 
III. Aprobar el programa anual de actividades, el manual general de organización, lineamientos y criterios 
generales, y demás manuales administrativos de la Unidad; 
 
IV. Aprobar las normas técnicas y los procedimientos a que deban sujetarse las visitas, inspecciones y 
auditorías que se practiquen a la Auditoría Superior; 
 
V. Ordenar a la Unidad, la práctica de auditorías, inspecciones y visitas a la Auditoría Superior, para que 
las practique por sí o de manera externa; 
 
VI. Autorizar la solventación de las recomendaciones formuladas a la Auditoría Superior, derivadas de las 
revisiones practicadas por la Unidad, y vigilar que hayan sido plenamente atendidas; 
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VII. Presentar denuncias o querellas ante la autoridad competente, en caso de detectar conductas 
presumiblemente constitutivas de delito, imputables a los servidores públicos de la Auditoría Superior de 
la Federación, a través de la Unidad de Evaluación y Control; 
 
VIII. Ser el conducto de comunicación entre la Cámara y la Unidad; 
 
IX. Autorizar el nombramiento y remoción del personal de mando de la Unidad, a partir del nivel de 
Director; 
 
 
X. Autorizar el nombramiento y remoción de los trabajadores de confianza con que cuente la Unidad; 
 
XI. Interpretar el presente Reglamento, aclarar y resolver las consultas sobre su aplicación; 
 
XII. Presentar a la Cámara el informe anual de gestión de la Unidad, y 
 
XIII. Las demás que se deriven de la Ley, del presente Reglamento, y de los Acuerdos de la Cámara. 
 
 

Capítulo III 
De las atribuciones de la Unidad 

 
Artículo 8. La Unidad tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Vigilar que los servidores públicos de la Auditoría Superior de la Federación se conduzcan en términos 
de lo dispuesto por la Ley y demás disposiciones legales aplicables; 
 
II. Por acuerdo de la Comisión, practicar por sí o a través de auditores externos, auditorías, visitas e 
inspecciones, para verificar el desempeño, el cumplimiento de objetivos y metas de los programas 
anuales de la Auditoría Superior, así como la debida aplicación de los recursos a cargo de ésta; 
 
III. Recibir quejas y denuncias derivadas del incumplimiento de las obligaciones por parte del Auditor 
Superior de la Federación y demás servidores públicos de la Auditoría Superior, iniciar investigaciones y, 
en su caso, con la aprobación de la Comisión, fincar las responsabilidades a que hubiere lugar e imponer 
las sanciones que correspondan, en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos; 
 
IV. Conocer y resolver el recurso de reconsideración que interpongan los servidores públicos 
sancionados conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos; 
 
V. Realizar la defensa jurídica de las resoluciones que se emitan ante las diversas instancias 
jurisdiccionales; 
 
VI. Por acuerdo de la Comisión, presentar denuncias o querellas ante la autoridad competente, en caso 
de detectar conductas presumiblemente constitutivas de delito, imputables a los servidores públicos de la 
Auditoría Superior; 
 
VII. Llevar el registro y análisis de la situación patrimonial de los servidores públicos de la Auditoría 
Superior; 
 
VIII. Conocer y resolver de las inconformidades que presenten los proveedores o contratistas, por el 
incumplimiento de las disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 
Público y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 
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IX. Recibir, tramitar y resolver las solicitudes de los particulares relacionadas con servidores públicos de 
la Auditoría Superior de la Federación, en términos de lo dispuesto por el artículo 77 bis de la Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 
 
X. Sustanciar la investigación preliminar por vía especial, para dictaminar si ha lugar a iniciar el 
procedimiento de remoción a que se refiere la Ley, relacionado con las quejas que reciba de los Poderes 
de la Unión y de los entes públicos federales sobre los actos del Auditor Superior de la Federación; 
 
XI. A instancias de la Comisión, opinar sobre la existencia de los motivos de remoción de los Auditores 
Especiales de la Auditoría Superior, y 
 
XII. Las demás que le atribuyan expresamente la Ley, demás disposiciones legales y reglamentarias 
aplicables, y los Acuerdos de la Cámara y la Comisión. 
 
 
 
 
 
 
 
 

Capítulo IV 
Del Titular de la Unidad 

 
Artículo 9. El Titular de la Unidad será responsable administrativamente ante la propia Cámara. Durará 
en su encargo por el periodo de cuatro años. A propuesta de la Comisión, la Cámara podrá prorrogar su 
nombramiento hasta por otro periodo igual. 
 
Artículo 10. El Titular de la Unidad podrá ser removido cuando en el desempeño de su cargo incurriere 
en falta de honradez, notoria ineficiencia, incapacidad física o mental, o cometa algún delito intencional. 
 
En tales casos, la Comisión propondrá a la Cámara, motivada y fundadamente, su remoción, la que 
resolverá, previo conocimiento de lo que el Titular de la Unidad hubiere alegado en su defensa. 
 
Durante el receso de la Cámara, la Comisión podrá suspenderlo en el ejercicio de sus funciones para que 
aquélla resuelva en el siguiente periodo ordinario de sesiones. 
 
Artículo 11. Al Titular de la Unidad corresponde: 
 
I. Representar legalmente a la Unidad ante autoridades, entidades y personas físicas y morales; 
 
II. Elaborar el anteproyecto de presupuesto anual de la Unidad, que será sometido a la Cámara por 
conducto de la Comisión; 
 
III. Administrar y ejercer el presupuesto mensual, dando cuenta comprobada de su aplicación a la 
Comisión dentro de los diez primeros días del mes siguiente al que corresponda su ejercicio; 
 
IV. Informar a la Comisión, dentro de los treinta días siguientes al término del ejercicio del presupuesto 
anual, acerca de su aplicación; 
 
V. Rendir a la Cámara, por conducto de la Comisión, el informe anual de su gestión; 
 
VI. Proponer a la Comisión el nombramiento y remoción de los directores, subdirectores, coordinadores, 
secretario técnico y demás personal de confianza de la Unidad; 
 
VII. Rendir los informes de los resultados de las auditorías, visitas e inspecciones practicados a la 
Auditoría Superior, y los demás que le soliciten la Cámara y la Comisión; 
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VIII. Definir, formular y establecer los sistemas de control interno y de evaluación, procurando que 
asuman un carácter integral, congruente y homogéneo, de conformidad con las disposiciones legales 
vigentes; 
 
IX. Proponer las políticas, procedimientos y programas por las que se realizarán las auditorías, visitas e 
inspecciones a la Auditoría Superior; 
 
X. Planear, programar y llevar a cabo las auditorías, visitas e inspecciones a las diversas áreas 
administrativas de la Auditoría Superior; 
 
XI. Planear, programar y proponer a la Comisión, la práctica de auditorías, visitas o inspecciones de 
carácter externo a la Auditoría Superior; 
 
XII. Comunicar a la Comisión lo relacionado con el personal que intervendrá en las auditorías, visitas e 
inspecciones que realice la Unidad a la Auditoría Superior; 
 
XIII. Resolver las solicitudes de particulares relacionadas con servidores públicos de la Auditoría 
Superior, en términos de lo dispuesto por el artículo 77 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos; 
 
XIV. Cumplir y vigilar que se cumplan los acuerdos y lineamientos emitidos por la Cámara y la Comisión; 
 
XV. Presentar denuncias o querellas ante la autoridad competente, imputables a los servidores públicos 
de la Auditoría Superior, en caso de detectar conductas que puedan constituir delito; 
 
XVI. Fincar las responsabilidades a que hubiere lugar e imponer las sanciones que correspondan a los 
servidores públicos de la Auditoría Superior, en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos, previa aprobación de la Comisión; 
 
XVII. Imponer a los Servidores Públicos de la Unidad las sanciones legales que procedan cuando 
incurran en responsabilidades administrativas en el desempeño de sus funciones; 
 
XVIII. Resolver el recurso de reconsideración que interpongan los servidores públicos de la Auditoría 
Superior sancionados conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos; 
 
XIX. Mantener comunicación con el Auditor Superior y los titulares de las áreas de la Auditoría Superior 
para facilitar la práctica de auditorías, visitas e inspecciones; 
 
XX. Requerir a las unidades administrativas de la Auditoría Superior la información necesaria para 
cumplir con sus funciones; 
 
XXI. Certificar copias de los documentos que obren en los archivos de la Unidad, y 
 
XXII. Los demás que le otorgue la Ley, el presente Reglamento y los Acuerdos que emitan la Cámara o la 
Comisión. 
 
Para la mejor distribución y desarrollo del trabajo de la Unidad, el Titular podrá delegar sus facultades, en 
forma general o particular, a servidores públicos subalternos, sin perjuicio de que las ejerza directamente; 
teniendo carácter de indelegables las que se mencionan en las fracciones IV, V, VI, de este artículo. 
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Capítulo V 
De las Atribuciones de las Direcciones 

 
 
 
 
 

Artículo 12. Para el ejercicio de sus funciones, el Titular de la Unidad contará con Direcciones y 
Subdirecciones, las que tendrán sin perjuicio de lo dispuesto en otros artículos, las siguientes 
atribuciones generales: 
 
I. Suplir las ausencias del Titular de la Unidad, de conformidad a lo dispuesto en el presente Reglamento; 
 
II. Acordar con su superior jerárquico el despacho de los asuntos relacionados con la oficina a su cargo, o 
los programas cuya coordinación se le hubieren asignado; 
 
III. Planear y programar las actividades de las oficinas a su cargo y someterlas a la consideración del 
Titular de la Unidad; 
 
IV. Dirigir, supervisar y evaluar el desarrollo de las funciones y la ejecución de los programas de la 
Dirección a su cargo, de conformidad con los lineamientos y criterios generales que apruebe la Comisión; 
 
V. Proponer los planes y programas de auditorías, visitas e inspecciones a la Auditoría Superior, al Titular 
de la Unidad, así como los programas de la Dirección; 
 
VI. Supervisar la práctica de auditorías, visitas e inspecciones a la Auditoría Superior; 
 
VII. Elaborar los informes de los resultados de las auditorías, visitas e inspecciones que se realicen a la 
Auditoría; 
 
VIII. Dar seguimiento a la atención de las recomendaciones formuladas a la Auditoría Superior, derivadas 
de las auditorías, visitas e inspecciones; 
 
IX. Participar en la preparación de estudios, planes, programas y proyectos que competan a la Unidad, en 
la forma que lo determine el Titular, el Manual General de Organización y los acuerdos de la Cámara y la 
Comisión; 
 
X. Aportar la información que corresponda para formular el anteproyecto de presupuesto anual de la 
Unidad, así como la correspondiente para el informe anual de la Unidad; 
 
XI. Proponer al titular de la Unidad el personal que deba intervenir en las Auditorías, visitas e 
inspecciones a su cargo, y en su caso, comunicar los cambios que se efectúen al respecto;  
 
XII. Requerir a las distintas áreas de la Auditoría Superior, y a particulares y terceros que hubieren 
celebrado operaciones con aquélla, la información y documentación que sea necesaria para realizar las 
labores de auditoría, visita o inspección, y 
 
XIII. Las demás que les otorguen el presente Reglamento, el Manual General de Organización, el Titular 
de la Unidad, y los Acuerdos de la Cámara y la Comisión. 
 
Para el despacho de los asuntos de su competencia, los Directores podrán ser auxiliados por 
Subdirecciones, departamentos y demás unidades administrativas. La organización y funciones de las 
mismas se precisarán en el Manual General de Organización de la Unidad. 
 
Artículo 13. Al Director de Evaluación y Control de la Gestión Técnica corresponde: 
 
I. Planear, programar y ejecutar la evaluación, seguimiento y control de los programas de auditorías y 
evaluaciones que realiza la Auditoría Superior, vigilando el desarrollo de las mismas; 
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II. Informar al Titular de la Unidad y determinar la responsabilidad de los servidores públicos de la 
Auditoría Superior, cuando al revisar la Cuenta Pública no formulen observaciones sobre las situaciones 
irregulares que detecten; 
 
III. Verificar que los resultados obtenidos por la Auditoría Superior se apeguen a los objetivos trazados 
por la Cámara y la Comisión; 
 
IV. Verificar que las actividades de los servidores públicos de la Auditoría Superior se apeguen a la 
normatividad aplicable; 
 
V. Verificar que los servidores públicos de la Auditoría Superior cumplan con las Normas Generales de 
Auditoría Pública y con las normas, políticas y procedimientos que tenga establecidos; 
 
VI. Evaluar el contenido de los informes derivados de la práctica de auditorías, visitas e inspecciones, y 
conforme a sus resultados, proponer al Titular de la Unidad las acciones pertinentes; 
 
VII. Investigar los actos u omisiones de los servidores públicos de la Auditoría Superior, que pudieran 
constituir posibles irregularidades o responsabilidades administrativas, y 
 
VIII. Las demás que le atribuyan expresamente el Titular de la Unidad, el Manual General de 
Organización y la Comisión. 
 
Artículo 14. Al Director de Evaluación y Control de la Gestión Administrativa, corresponde: 
 
I. Planear las políticas, bases, lineamientos, criterios técnicos y operativos para regular el funcionamiento 
sobre la recepción y atención de las quejas y denuncias relacionadas con el desempeño de los servidores 
públicos de la Auditoría Superior; 
 
II. Investigar, por medio de las denuncias o quejas, a los servidores públicos de la Auditoría Superior, 
determinar si existen indicios de responsabilidad y dictaminar sobre la imposición de sanciones en los 
términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y demás disposiciones 
legales aplicables; 
 
III. Investigar los actos u omisiones de los servidores públicos de la Auditoría Superior que pudieran 
constituir probable irregularidad o responsabilidad administrativas; 
 
IV. Llevar y dirigir el registro, evaluación y control de las declaraciones de situación patrimonial de los 
servidores públicos adscritos a la entidad de Fiscalización Superior de la Federación; 
 
V. Dirigir las acciones de coordinación con otras instancias de fiscalización para la expedición de 
constancias que acrediten la no existencia de registro de inhabilitación, y 
 
VI. Las demás que le atribuyan expresamente el titular de la Unidad y la Comisión. 
 
Artículo 15. Al Director de Asuntos Jurídicos corresponde: 
 
I. Asesorar en materia jurídica a la Unidad y actuar como su órgano de consulta cuando lo requiera la 
Comisión; 
 
II. Estudiar, revisar y formular al Titular de la Unidad proyectos de Reglamento, circulares y demás 
disposiciones jurídicas en las materias que sean competencia de la Unidad; 
 
III. Representar al Titular de la Unidad ante los tribunales de la República y demás autoridades 
administrativas; 
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IV. Ejercitar las acciones judiciales, civiles y administrativas en las que la Unidad sea parte, contestar 
demandas, oponer excepciones, presentar y objetar pruebas y alegatos, interponer toda clase de 
recursos, y en general, dar debido seguimiento a los juicios; 
 
V. Por acuerdo del Titular de la Unidad, presentar denuncias y querellas relacionadas con hechos u 
omisiones que puedan constituir delito que cometieren los servidores públicos de la Auditoría Superior; 
 
VI. Expedir copias certificadas de las constancias que obren en los archivos de la Unidad, cuando deban 
ser exhibidas ante las autoridades judiciales, administrativas o laborales, salvo que se traten de 
documentos confidenciales; 
 
VII. Asesorar y, cuando sea necesario, intervenir en el levantamiento de las actas administrativas que 
procedan como resultado de las auditorías, visitas e inspecciones que practique la Unidad a la Auditoría 
Superior; así como las que se elaboren internamente con motivo de la aplicación de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado; 
 
VIII. Dictaminar sobre las sanciones administrativas a que se hicieren acreedores los servidores públicos 
de la Auditoría Superior; 
 
IX. Sancionar los proyectos de recomendaciones u observaciones y demás documentos relacionados con 
aspectos legales que elaboren las distintas áreas de la Unidad; 
 
X. Tramitar y resolver los recursos o medios de impugnación que procedan y hagan valer los servidores 
públicos de la Auditoría Superior respecto de las resoluciones en las que se impongan sanciones 
administrativas; 
 
XI. Por orden de la Comisión, dictaminar sobre la existencia de los motivos de remoción de los Auditores 
Especiales de la Auditoría Superior; 
 
XII. Analizar y dictaminar las solicitudes de particulares para que se reconozca la responsabilidad de 
indemnizar reparaciones de daños relacionadas con los servidores públicos de la Auditoría Superior de la 
Federación, en términos de lo dispuesto por el artículo 77 bis de la Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos; 
 
XIII. Compilar y difundir las normas jurídicas relacionadas con las atribuciones de la Comisión y de la 
Unidad; 
 
XIV. Ser enlace por parte de la Unidad, en asuntos jurídicos, con las áreas correspondientes de la 
Auditoría Superior y de la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo, y 
 
XV. Las demás que le atribuyan el Manual General de Organización, el Titular de la Unidad y la Comisión. 
 
Artículo 16. La Subdirección de Evaluación y Control de Planeación y Programas de Evaluación y 
Auditorías, estará adscrita a la Dirección de Evaluación y Control de la Gestión Técnica y le corresponde: 
 
I. Proponer los mecanismos de control para la ejecución de las auditorías, visitas e inspecciones, que 
permitan evaluar la operación y funcionamiento de las diversas áreas de la Auditoría Superior; 
 
II. Diseñar los mecanismos de control para la ejecución de las auditorías que lleve a cabo la Unidad en 
materia de vigilancia de las revisiones programático presupuestales, económico financieras y las de 
regularidad; así como para evaluar el proceso de planeación y programación de las actividades de la 
Auditoría Superior; 
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III. Proponer las políticas, procedimientos y programas en materia de los procesos de auditoría y 
supervisión que llevará a cabo la Unidad para la evaluación de las actividades de los servidores públicos 
de la Auditoría Superior; 
 
IV. Diseñar y coordinar la formulación de las guías de auditoría que aplicará la Unidad conforme a los 
programas ejecutados en las unidades administrativas de la Auditoría Superior, precisando sus alcances 
y objetivos; 
 
 
V. Evaluar las revisiones que la Auditoría Superior practique a los sujetos de fiscalización superior, 
analizando los criterios de selección, el procedimiento aplicado y la eficacia, así como el grado de 
cumplimiento de los objetivos planteados; 
 
VI. Dar seguimiento a las observaciones y recomendaciones, pliegos de responsabilidades y aplicación 
de sanciones que determinó la Auditoría Superior en su informe de resultados de la cuenta pública; 
 
VII. Verificar que la operación y funcionamiento de los sistemas de control de información de la Auditoría 
Superior se apeguen a la normatividad aplicable, y en su caso, proponer las medidas correctivas que 
procedan, y 
 
VIII. Las demás que le confieran el Manual General de Organización de la Unidad y la Comisión. 
 
Artículo 17. La Subdirección de Evaluación y Control de Revisiones Programático Presupuestales y 
Económico Financieras estará adscrita a la Dirección de Evaluación y Control de la Gestión Técnica y le 
corresponde: 
 
I. Verificar que los resultados obtenidos por la Auditoría Superior, sean congruentes con los objetivos 
trazados por la Cámara y su programa de actividades; 
 
II. Verificar si en las auditorías de desempeño que practique la Auditoría Superior a los sujetos de 
fiscalización superior se cumplieron los objetivos trazados en su planeación; 
 
III. Verificar si los actos realizados por los servidores públicos de la Auditoría Superior se apegan a lo 
establecido en las disposiciones legales aplicables; 
 
IV. Verificar que los servidores públicos de la Auditoría Superior cumplan con las Normas Generales de 
Auditoría Pública, políticas y procedimientos que tenga establecidos; 
 
V. Analizar el contenido de los informes derivados de la práctica de auditorías, visitas e inspecciones a la 
Auditoría Superior, y conforme a los resultados, proponer las acciones pertinentes; 
 
VI. Informar si del resultado de sus auditorías, visitas e inspecciones a la Auditoría Superior existen 
presunciones de responsabilidad en contra de los servidores públicos de aquélla para, en su caso, 
proponer la aplicación de sanciones en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos y demás disposiciones legales aplicables; 
 
VII. Investigar los actos u omisiones de los servidores públicos de la Auditoría Superior que puedan 
constituir posibles irregularidades o responsabilidades administrativas, y 
 
VIII. Las demás que le confieran el Manual General de Organización de la Unidad y la Comisión. 
 
Artículo 18. La Subdirección de Evaluación y Control de Revisiones de Regularidad estará adscrita a la 
Dirección de Evaluación y Control de la Gestión Técnica y le corresponde: 
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I. Verificar que los resultados obtenidos por la Auditoría Superior, sean congruentes con los objetivos 
trazados por la Cámara, y con su programa de actividades; 
 
II. Practicar auditorías, visitas e inspecciones a la Auditoría Superior, para verificar si en sus revisiones a 
los sujetos de fiscalización superior, se observó el cumplimiento de las disposiciones legales y normativas 
para la ejecución y registro de los recursos federales asignados; 
 
III. Verificar si los actos realizados por los servidores públicos de la Auditoría Superior se apegan a lo 
establecido en las disposiciones legales aplicables; 
 
IV. Verificar que los servidores públicos de la Auditoría Superior cumplan con las Normas Generales de 
Auditoría Pública, políticas y procedimientos que tenga establecidos; 
 
V. Analizar el contenido de los informes derivados de la práctica de sus auditorías, visitas e inspecciones, 
y conforme a sus resultados, proponer a sus superiores las acciones pertinentes; 
 
VI. Informar si del resultado de sus auditorías, visitas e inspecciones a la Auditoría Superior existen 
presunciones de responsabilidad en contra de los servidores públicos de aquélla, para en su caso 
proponer la aplicación de sanciones en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos y demás disposiciones legales aplicables; 
 
VII. Investigar los actos u omisiones de los servidores públicos de la Auditoría Superior que pudieran 
constituir posibles irregularidades o responsabilidades administrativas, y 
 
VIII. Las demás que le confieran el Manual General de Organización de la Unidad y la Comisión. 
 
Artículo 19. La Subdirección de Contraloría estará adscrita a la Dirección de Evaluación y Control de la 
Gestión Administrativa, y le corresponde: 
 
I. Planear y coordinar el programa de auditorías de la Unidad, así como diseñar y ejecutar los planes y 
programas de trabajo específicos en materia de control y evaluación; 
 
II. Apoyar a la Comisión, mediante la realización de auditorías internas a la Unidad en coordinación con la 
Dirección de Contraloría de la Cámara, verificando que los sistemas de control interno y el ejercicio del 
presupuesto se apeguen a las disposiciones vigentes; 
 
III. Coordinar la administración y operación permanente de un sistema de indicadores de desempeño que 
permitan analizar y evaluar el comportamiento de los resultados obtenidos en el desarrollo de las 
actividades de la Unidad; 
 
IV. Sustanciar la investigación preliminar por vía especial, cuando se formule queja sobre los actos del 
Auditor Superior o de los Auditores Especiales, notificando al quejoso el dictamen correspondiente; 
 
V. Resolver las inconformidades que presenten los proveedores o contratistas de la Auditoría Superior 
por incumplimiento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y de la Ley 
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 
 
VI. Elaborar y proponer los mecanismos de control para la ejecución de las auditorías que lleve a cabo la 
Unidad en materia de vigilancia de la gestión administrativa de la Auditoría Superior; 
 
VII. Verificar que las unidades administrativas y financieras de la Auditoría Superior realicen el manejo y 
aplicación de los recursos asignados, con eficiencia y de acuerdo a las políticas de racionalidad, 
austeridad y disciplina presupuestal; 
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VIII. Investigar los actos u omisiones de los servidores públicos adscritos a la Unidad que puedan 
constituir responsabilidades, de acuerdo a la normatividad aplicable; 
 
IX. Participar, en el ámbito de su competencia, en los procesos de licitación que realice la Unidad en 
materia de adquisiciones y contratación de servicios de obra pública; así como en el proceso de licitación 
de auditorías externas que se practicarán a la Auditoría Superior, y 
 
X. Las demás que le confieran el Manual General de Organización de la Unidad y la Comisión. 
 
 
 
Artículo 20. La Subdirección de Registro y Control Patrimonial estará adscrita a la Dirección de 
Evaluación y Control de la Gestión Administrativa, y le corresponde: 
 
I. Proponer y ejecutar los programas preventivos en materia de responsabilidad de los servidores públicos 
de la Auditoría Superior; 
 
II. Proponer y ejecutar la recepción de las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos de la 
Auditoría Superior; 
 
III. Llevar el registro y análisis de la situación patrimonial de los servidores públicos adscritos a la 
Auditoría Superior; 
 
IV. Proponer los mecanismos de coordinación con otras instancias de fiscalización para la obtención y 
expedición de constancias que acrediten la no existencia de registro de inhabilitación, y 
V. Las demás que le confieran el Manual General de Organización de la Unidad y la Comisión. 
 
Artículo 21. La Subdirección Jurídica estará adscrita a la Dirección de Asuntos Jurídicos y le 
corresponde: 
 
I. Presentar a la consideración del Director de Asuntos Jurídicos los proyectos de escritos de demandas, 
contestaciones, recursos y alegatos de los juicios en que la Unidad sea parte: 
 
II. Por acuerdo del Titular de la Unidad y del Director de Asuntos Jurídicos, presentar denuncias y 
querellas relacionadas con hechos que puedan constituir delito que cometieren los servidores públicos de 
la Auditoría Superior; 
 
III. Dar seguimiento a los juicios civiles, penales, administrativos y laborales en que la Unidad sea parte; 
 
IV. Presentar a la consideración del Director de Asuntos Jurídicos los dictámenes sobre las sanciones 
administrativas a que se hicieren acreedores los servidores públicos de la Auditoría Superior; 
 
V. Dictaminar los proyectos de recomendaciones y de observaciones, así como los demás documentos 
relacionados con aspectos legales que elaboren las distintas áreas de la Unidad; 
 
VI. Dictaminar y presentar a la consideración del Director de Asuntos Jurídicos los proyectos de recursos 
o medios de impugnación que procedan y hagan valer los servidores públicos de la Auditoría Superior, 
respecto de las resoluciones en las que se impongan sanciones administrativas, y 
 
VII. Las demás que le atribuyan el Manual General de Organización, el Titular de la Unidad, la Comisión y 
el Director de Asuntos Jurídicos. 
 
Artículo 22. Al Coordinador Administrativo de la Unidad le corresponde: 
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I. Coordinar la administración de los recursos financieros, humanos, técnicos y materiales de la Unidad, 
de conformidad con las disposiciones legales y con las políticas y normas que emita la Comisión; 
 
II. Coordinar y preparar el anteproyecto de presupuesto anual de la Unidad, así como controlar su 
ejercicio; 
 
III. Proponer al Titular de la Unidad los manuales administrativos internos que presenten las diversas 
áreas de la Unidad; 
 
IV. Elaborar los informes mensual y anual correspondientes de los presupuestos ejercidos por la Unidad; 
 
 
V. Mantener actualizados los registros contables y elaborar los estados financieros y demás informes 
internos de la Unidad; 
 
 
 
 
 

VI. Proponer al Titular de la Unidad las adecuaciones presupuestarias que se requieran para el óptimo 
aprovechamiento de los recursos financieros asignados a la Unidad, y 
 
 
 
 
 
 

VII. Las demás que le confieran el Manual General de organización, el Titular de la Unidad y la Comisión. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 23. El Secretario Técnico será el auxiliar de las labores del Titular de la Unidad para el despacho 
de los asuntos de su competencia, ejercerá las funciones que acuerde el Titular y las que se dispongan 
en los manuales de organización que apruebe la Comisión. 
 
 

Capítulo VI 
Del régimen laboral 

 
 
 
 
 

Artículo 24. Los servidores Públicos de la Unidad se clasifican como trabajadores de confianza y sus 
relaciones laborales se regirán conforme a lo establecido por el Apartado B del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
 
 
 
 
 

La relación jurídica de trabajo se entiende establecida entre la Unidad de Evaluación y Control, a través 
de su Titular, y los trabajadores a su servicio, para todos sus efectos. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 25. A efecto de que reciban las prestaciones de seguridad social, el titular de la Unidad, por 
acuerdo de la Comisión, celebrará los convenios pertinentes con el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado. 
 
 

Capítulo VII 
De los Requisitos para Directores y Coordinadores de la Unidad 

 
Artículo 26. Para ser Director o Coordinador de la Unidad, se requiere: 
 
I. Ser mexicano, mayor de treinta años y en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 
 
II. Contar con título profesional de Contador Público, Licenciado en Derecho, en Economía, en 
Administración o cualquier otro título profesional relacionado con actividades de fiscalización, legalmente 
expedido por autoridad o institución facultada para ello; 
 
En el caso de la Dirección de Asuntos Jurídicos, el título profesional deberá ser de Licenciado en 
Derecho. 
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III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito intencional; 
 
IV. No prestar servicios profesionales a los sujetos de fiscalización superior durante el desempeño de su 
cargo; 
 
V. No haber desempeñado puestos de elección popular, cuando menos dos años antes al momento de 
su designación, y 
 
VI. Contar al día de su designación con una experiencia de cinco años en el ejercicio de su profesión. 
 
 

Capítulo VIII 
De las suplencias 

 
Artículo 27. El Titular de la Unidad será suplido en sus ausencias por el Director de Asuntos Jurídicos o 
por los Directores de Evaluación de la Gestión Técnica o de Evaluación de la gestión Administrativa, en 
ese orden, siempre que las ausencias no excedan de tres meses. Si la ausencia fuere mayor, la Comisión 
dará cuenta a la Cámara para que resuelva lo procedente. 
 
Durante los Recesos, el Director de Asuntos Jurídicos ejercerá el cargo hasta en tanto la Cámara designe 
al titular en el siguiente periodo de sesiones. 
 
Artículo 28. Durante las ausencias temporales de los Directores, el despacho y la resolución de los 
asuntos correspondientes, quedarán a cargo de los subdirectores de su adscripción, en el ámbito de sus 
respectivas competencias. 
 
 

TRANSITORIOS 
 

Primero. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
Segundo. El Manual General de Organización de la Unidad de Evaluación y Control, deberá ser 
expedido noventa días posteriores a la entrada en vigor del presente reglamento. 
 
Tercero. En tanto se expidan los manuales que este Reglamento menciona, la Comisión podrá facultar al 
Titular de la Unidad para que resuelva las cuestiones internas de la Unidad. 
 
Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión.- México, D.F., a 7 
de noviembre de 2001.- La Diputada Presidenta, Beatriz Elena Paredes Rangel.- Rúbrica.- El Diputado 
Secretario, Rodolfo Dorador Pérez Gavilán.- Rúbrica. 
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LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS 
 
 

Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de 2002 
 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 
 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 
 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 
 
 
ARTICULO PRIMERO.- Se expide la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos para quedar como sigue: 
 
 
LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 

PUBLICOS 
 

TITULO PRIMERO 
 

Capitulo Unico 
Disposiciones Generales 

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 1.- Esta Ley tiene por objeto reglamentar el Título Cuarto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia de: 

 
I.- Los sujetos de responsabilidad administrativa en el servicio público; 
 
II.- Las obligaciones en el servicio público; 
 
III.- Las responsabilidades y sanciones administrativas en el servicio público; 
 
IV.- Las autoridades competentes y el procedimiento para aplicar dichas sanciones, y 
 
V.- El registro patrimonial de los servidores públicos. 
 
ARTICULO 2.- Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos federales mencionados en el párrafo 

primero del artículo 108 Constitucional, y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos 
públicos federales. 

 
ARTICULO 3.- En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la presente 

Ley: 
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I.- Las Cámaras de Senadores y Diputados del Congreso de la Unión; 
 
II.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura Federal; 
 
III.- La Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo; 
 
IV.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; 
 
V.- Los tribunales de trabajo y agrarios; 
 
VI.- El Instituto Federal Electoral; 
 
VII.- La Auditoría Superior de la Federación; 
 
VIII.- La Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 
 
IX.- El Banco de México, y 
 
X.- Los demás órganos jurisdiccionales e instituciones que determinen las leyes. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 4.- Para la investigación, tramitación, sustanciación y resolución, en su caso, de los 
procedimientos y recursos establecidos en la presente Ley, serán autoridades competentes los 
contralores internos y los titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades de los 
órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la 
Procuraduría General de la República. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
 
Ley: A la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 
 
Secretaría: A la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo. 
 
 
 
 
 
 

Contralorías internas: A los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como de la Procuraduría General de la República. 

 
 
 
 
 
 

Contralores internos y titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades: A los 
titulares de las contralorías internas y a los de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades, 
designados por la Secretaría. 

 
Dependencias: A las consideradas como tales en la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, incluidos sus órganos administrativos desconcentrados, así como la Procuraduría General de la 
República. 

 
Entidades: A las consideradas como entidades paraestatales en la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 6.- Cuando los actos u omisiones de los servidores públicos, materia de las quejas o 
denuncias, queden comprendidos en más de uno de los casos sujetos a sanción y previstos en el artículo 
109 Constitucional, los procedimientos respectivos se desarrollarán en forma autónoma según su 
naturaleza y por la vía procesal que corresponda, debiendo las autoridades a que alude el artículo 3 
turnar las quejas o denuncias a quien deba conocer de ellas. No podrán imponerse dos veces por una 
sola conducta sanciones de la misma naturaleza. 
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TITULO SEGUNDO 
Responsabilidades Administrativas 

 
 
 
 
 
 

CAPITULO I 
Principios que rigen la función pública, sujetos de responsabilidad administrativa y 

obligaciones en el servicio público 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 7.- Será responsabilidad de los sujetos de la Ley ajustarse, en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones, a las obligaciones previstas en ésta, a fin de salvaguardar los principios 
de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en el servicio público. 

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 8.- Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones: 
 
I.- Cumplir el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause 

la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, 
cargo o comisión; 

 
II.- Formular y ejecutar los planes, programas y presupuestos correspondientes a su competencia, y 

cumplir las leyes y la normatividad que determinen el manejo de recursos económicos públicos; 
 
III.- Utilizar los recursos que tenga asignados y las facultades que le hayan sido atribuidas para el 

desempeño de su empleo, cargo o comisión, exclusivamente para los fines a que están afectos; 
 
IV.- Rendir cuentas sobre el ejercicio de las funciones que tenga conferidas y coadyuvar en la 

rendición de cuentas de la gestión pública federal, proporcionando la documentación e 
información que le sea requerida en los términos que establezcan las disposiciones legales 
correspondientes; 

 
V.- Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o 

comisión, tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar su uso, sustracción, destrucción, 
ocultamiento o inutilización indebidos; 

 
VI.- Observar buena conducta en su empleo, cargo o comisión, tratando con respeto, diligencia, 

imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga relación con motivo de éste; 
 
VII.- Comunicar por escrito al titular de la dependencia o entidad en la que preste sus servicios, las 

dudas fundadas que le suscite la procedencia de las órdenes que reciba y que pudiesen implicar 
violaciones a la Ley o a cualquier otra disposición jurídica o administrativa, a efecto de que el 
titular dicte las medidas que en derecho procedan, las cuales deberán ser notificadas al servidor 
público que emitió la orden y al interesado; 

 
VIII.- Abstenerse de ejercer las funciones de un empleo, cargo o comisión, por haber concluido el 

período para el cual se le designó, por haber sido cesado o por cualquier otra causa legal que se 
lo impida; 

 
IX.- Abstenerse de disponer o autorizar que un subordinado no asista sin causa justificada a sus 

labores, así como de otorgar indebidamente licencias, permisos o comisiones con goce parcial o 
total de sueldo y otras percepciones; 

 
X.- Abstenerse de autorizar la selección, contratación, nombramiento o designación de quien se 

encuentre inhabilitado por resolución de autoridad competente para ocupar un empleo, cargo o 
comisión en el servicio público; 
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XI.- Excusarse de intervenir, por motivo de su encargo, en cualquier forma en la atención, tramitación 

o resolución de asuntos en los que tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo 
aquéllos de los que pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge o parientes 
consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, o parientes civiles, o para terceros con los 
que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las 
que el servidor público o las personas antes referidas formen o hayan formado parte. 

 
 El servidor público deberá informar por escrito al jefe inmediato sobre la atención, trámite o 

resolución de los asuntos a que hace referencia el párrafo anterior y que sean de su 
conocimiento, y observar sus instrucciones por escrito sobre su atención, tramitación y 
resolución, cuando el servidor público no pueda abstenerse de intervenir en ellos; 

 
XII.- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones, de solicitar, aceptar o recibir, por sí o por 

interpósita persona, dinero, bienes muebles o inmuebles mediante enajenación en precio 
notoriamente inferior al que tenga en el mercado ordinario, donaciones, servicios, empleos, 
cargos o comisiones para sí, o para las personas a que se refiere la fracción XI de este artículo, 
que procedan de cualquier persona física o moral cuyas actividades profesionales, comerciales o 
industriales se encuentren directamente vinculadas, reguladas o supervisadas por el servidor 
público de que se trate en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y que implique 
intereses en conflicto. Esta prevención es aplicable hasta un año después de que se haya 
retirado del empleo, cargo o comisión. 

 
 Habrá intereses en conflicto cuando los intereses personales, familiares o de negocios del 

servidor público puedan afectar el desempeño imparcial de su empleo, cargo o comisión. 
 
 Una vez concluido el empleo, cargo o comisión, el servidor público deberá observar, para evitar 

incurrir en intereses en conflicto, lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley; 
 
XIII.- Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin obtener o pretender obtener beneficios adicionales 

a las contraprestaciones comprobables que el Estado le otorga por el desempeño de su función, 
sean para él o para las personas a las que se refiere la fracción XI; 

 
XIV.- Abstenerse de intervenir o participar indebidamente en la selección, nombramiento, designación, 

contratación, promoción, suspensión, remoción, cese, rescisión del contrato o sanción de 
cualquier servidor público, cuando tenga interés personal, familiar o de negocios en el caso, o 
pueda derivar alguna ventaja o beneficio para él o para las personas a las que se refiere la 
fracción XI; 

 
XV.- Presentar con oportunidad y veracidad las declaraciones de situación patrimonial, en los términos 

establecidos por la Ley; 
 
XVI.- Atender con diligencia las instrucciones, requerimientos o resoluciones que reciba de la 

Secretaría, del contralor interno o de los titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de 
responsabilidades, conforme a la competencia de éstos; 

 
XVII.- Supervisar que los servidores públicos sujetos a su dirección, cumplan con las disposiciones de 

este artículo; 
 
XVIII.- Denunciar por escrito ante la Secretaría o la contraloría interna, los actos u omisiones que en 

ejercicio de sus funciones llegare a advertir respecto de cualquier servidor público que pueda 
constituir responsabilidad administrativa en los términos de la Ley y demás disposiciones 
aplicables; 
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XIX.- Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda la información y datos solicitados por la institución 

a la que legalmente le competa la vigilancia y defensa de los derechos humanos; 
 
XX.- Abstenerse, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, de celebrar o autorizar la 

celebración de pedidos o contratos relacionados con adquisiciones, arrendamientos y 
enajenación de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la 
contratación de obra pública o de servicios relacionados con ésta, con quien desempeñe un 
empleo, cargo o comisión en el servicio público, o bien con las sociedades de las que dichas 
personas formen parte. Por ningún motivo podrá celebrarse pedido o contrato alguno con quien 
se encuentre inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público; 

 
XXI.- Abstenerse de inhibir por sí o por interpósita persona, utilizando cualquier medio, a los posibles 

quejosos con el fin de evitar la formulación o presentación de denuncias o realizar, con motivo de 
ello, cualquier acto u omisión que redunde en perjuicio de los intereses de quienes las formulen o 
presenten; 

 
XXII.- Abstenerse de aprovechar la posición que su empleo, cargo o comisión le confiere para inducir 

a que otro servidor público efectúe, retrase u omita realizar algún acto de su competencia, que le 
reporte cualquier beneficio, provecho o ventaja para sí o para alguna de las personas a que se 
refiere la fracción XI; 

 
XXIII.- Abstenerse de adquirir para sí o para las personas a que se refiere la fracción XI, bienes 

inmuebles que pudieren incrementar su valor o, en general, que mejoren sus condiciones, como 
resultado de la realización de obras o inversiones públicas o privadas, que haya autorizado o 
tenido conocimiento con motivo de su empleo, cargo o comisión. Esta restricción será aplicable 
hasta un año después de que el servidor público se haya retirado del empleo, cargo o comisión, y 

 
XXIV.- Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición 

legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público. 
 
El incumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo dará lugar al procedimiento y a las sanciones 

que correspondan, sin perjuicio de las normas específicas que al respecto rijan en el servicio de las 
fuerzas armadas. 

 
ARTICULO 9.- El servidor público que deje de desempeñar su empleo, cargo o comisión deberá 

observar, hasta un año después de haber concluido sus funciones, lo siguiente: 
 
a) En ningún caso aprovechará su influencia u obtendrá alguna ventaja derivada de la función que 

desempeñaba, para sí o para las personas a que se refiere la fracción XI del artículo anterior;  
 
b) No usar en provecho propio o de terceros, la información o documentación a la que haya tenido 

acceso en su empleo, cargo o comisión y que no sea del dominio público, y 
 
c) Los servidores públicos que se hayan desempeñado en cargos de Dirección en el Instituto 

Federal Electoral, sus Consejeros, y los Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, se abstendrán de participar en cualquier encargo público de la administración 
encabezada por quien haya ganado la elección que ellos organizaron o calificaron. 

 
CAPITULO II 

Quejas o Denuncias, Sanciones Administrativas y Procedimientos para aplicarlas 
 
ARTICULO 10.- En las dependencias y entidades se establecerán unidades específicas, a las que el 

público tenga fácil acceso, para que cualquier interesado pueda presentar quejas o denuncias por 
incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos. 
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Las quejas o denuncias deberán contener datos o indicios que permitan advertir la presunta 

responsabilidad del servidor público. 
 
La Secretaría establecerá las normas y procedimientos para que las quejas o denuncias del público 

sean atendidas y resueltas con eficiencia. 
 
ARTICULO 11.- Las autoridades a que se refieren las fracciones I, II y IV a X del artículo 3, conforme 

a la legislación respectiva, y por lo que hace a su competencia, establecerán los órganos y sistemas para 
identificar, investigar y determinar las responsabilidades derivadas del incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en el artículo 8, así como para imponer las sanciones previstas en el presente Capítulo. 

 
ARTICULO 12.- Los servidores públicos de la Secretaría que incurran en responsabilidad por 

incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 8, serán sancionados conforme al presente 
Capítulo por la contraloría interna de dicha Secretaría. El titular de esta contraloría será designado por el 
Presidente de la República y sólo será responsable administrativamente ante él. 

 
ARTICULO 13.- Las sanciones por falta administrativa consistirán en: 
 
I.- Amonestación privada o pública; 
 
II.- Suspensión del empleo, cargo o comisión por un período no menor de tres días ni mayor a un 

año; 
 
III.-  Destitución del puesto; 
 
IV.- Sanción económica, e 
 
V.- Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público. 
 
Cuando no se cause daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se impondrán de seis 

meses a un año de inhabilitación. 
 
Cuando la inhabilitación se imponga como consecuencia de un acto u omisión que implique beneficio 

o lucro, o cause daños o perjuicios, será de un año hasta diez años si el monto de aquéllos no excede de 
doscientas veces el salario mínimo general mensual vigente en el Distrito Federal, y de diez a veinte años 
si excede de dicho límite. Este último plazo de inhabilitación también será aplicable por conductas graves 
de los servidores públicos. 

 
En el caso de infracciones graves se impondrá, además, la sanción de destitución. 
 
En todo caso, se considerará infracción grave el incumplimiento a las obligaciones previstas en las 

fracciones VIII, X a XIV, XVI, XIX, XXII y XXIII del artículo 8 de la Ley. 
 
Para que una persona que hubiere sido inhabilitada en los términos de la Ley por un plazo mayor de 

diez años, pueda volver a desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público una vez 
transcurrido el plazo de la inhabilitación impuesta, se requerirá que el titular de la dependencia o entidad 
a la que pretenda ingresar, dé aviso a la Secretaría, en forma razonada y justificada, de tal circunstancia. 

 
La contravención a lo dispuesto por el párrafo que antecede será causa de responsabilidad 

administrativa en los términos de la Ley, quedando sin efectos el nombramiento o contrato que en su 
caso se haya realizado. 
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ARTICULO 14.- Para la imposición de las sanciones administrativas se tomarán en cuenta los 

elementos propios del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en 
la falta, que a continuación se refieren: 

 
I.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de suprimir prácticas que 

infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de la Ley o las que se dicten con base en ella; 
 
II.- Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; 
 
III.- El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la antigüedad en el servicio;  
 
IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 
 
V.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 
 
VI.- El monto del beneficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del incumplimiento de obligaciones. 
 
 
 
 
 
 

Para los efectos de la Ley, se considerará reincidente al servidor público que habiendo sido declarado 
responsable del incumplimiento a alguna de las obligaciones a que se refiere el artículo 8 de la Ley, 
incurra nuevamente en una o varias conductas infractoras a dicho precepto legal. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 15.- Procede la imposición de sanciones económicas cuando por el incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el artículo 8 de la Ley, se produzcan beneficios o lucro, o se causen daños o 
perjuicios, las cuales podrán ser de hasta tres tantos de los beneficios o lucro obtenidos o de los daños o 
perjuicios causados. 

 
En ningún caso la sanción económica que se imponga podrá ser menor o igual al monto de los 

beneficios o lucro obtenidos o de los daños o perjuicios causados. 
 
El monto de la sanción económica impuesta se actualizará, para efectos de su pago, en la forma y 

términos que establece el Código Fiscal de la Federación, en tratándose de contribuciones y 
aprovechamientos. 

 
Para los efectos de la Ley se entenderá por salario mínimo mensual, el equivalente a treinta veces el 

salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 16.- Para la imposición de las sanciones a que hace referencia el artículo 13 se 
observarán las siguientes reglas: 

 
 
 
 
 
 

I.- La amonestación pública o privada a los servidores públicos será impuesta por la Secretaría, el 
contralor interno o el titular del área de responsabilidades y ejecutada por el jefe inmediato; 

 
II.- La suspensión o la destitución del puesto de los servidores públicos, serán impuestas por la 

Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades y ejecutadas por el titular 
de la dependencia o entidad correspondiente;  

 
III.- La inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público será 

impuesta por la Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades, y 
ejecutada en los términos de la resolución dictada, y  

 
IV.- Las sanciones económicas serán impuestas por la Secretaría, el contralor interno o el titular del 

área de responsabilidades, y ejecutadas por la Tesorería de la Federación.  
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Cuando los presuntos responsables desaparezcan o exista riesgo inminente de que oculten, enajenen 

o dilapiden sus bienes a juicio de la Secretaría, del contralor interno o del titular del área de 
responsabilidades, se solicitará a la Tesorería de la Federación, en cualquier fase del procedimiento 
administrativo a que se refiere el artículo 21 de la Ley, proceda al embargo precautorio de sus bienes, a 
fin de garantizar el cobro de las sanciones económicas que llegaren a imponerse con motivo de la 
infracción cometida. Impuesta la sanción económica, el embargo precautorio se convertirá en definitivo y 
se procederá en los términos del tercer párrafo del artículo 30 de la Ley.  

 
El incumplimiento a lo dispuesto en este artículo por parte del jefe inmediato, del titular de la 

dependencia o entidad correspondiente o de los servidores públicos de la Tesorería de la Federación, 
será causa de responsabilidad administrativa en los términos de la Ley. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 17.- La Secretaría impondrá las sanciones correspondientes a los contralores internos y a 
los titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades cuando se abstengan 
injustificadamente de investigar o sancionar a los infractores, o que al hacerlo no se ajusten a las 
disposiciones jurídicas o administrativas aplicables, así como cuando incurran en actos u omisiones que 
impliquen responsabilidad administrativa. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 18.- Cuando por la naturaleza de los hechos denunciados o la gravedad de las presuntas 
infracciones la Secretaría estime que ella debe instruir el procedimiento disciplinario, requerirá al contralor 
interno, al titular del área de responsabilidades o al titular del área de quejas el envío del expediente 
respectivo, e impondrá, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 19.- Si la Secretaría o el contralor interno tuvieran conocimiento de hechos que impliquen 
responsabilidad penal, deberán denunciarlos ante el Ministerio Público o, en su caso, instar al área 
jurídica de la dependencia o entidad respectiva a que formule las querellas a que hubiere lugar, cuando 
así se requiera. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 20.- Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Secretaría, el contralor interno o los 
titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades, llevarán a cabo investigaciones 
debidamente motivadas o auditorías respecto de las conductas de los servidores públicos que puedan 
constituir responsabilidades administrativas, para lo cual éstos, las dependencias o entidades deberán 
proporcionar la información y documentación que les sean requeridas.  

 
La Secretaría o el contralor interno podrán comprobar el cumplimiento de las obligaciones de los 

servidores públicos a través de operativos específicos de verificación, en los que participen en su caso 
los particulares que reúnan los requisitos que aquélla establezca. 

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 21.- La Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades impondrán 
las sanciones administrativas a que se refiere este Capítulo mediante el siguiente procedimiento: 

 
 
 
 
 
 
 

I.- Citará al presunto responsable a una audiencia, notificándole que deberá comparecer 
personalmente a rendir su declaración en torno a los hechos que se le imputen y que puedan ser 
causa de responsabilidad en los términos de la Ley, y demás disposiciones aplicables. 

 
 En la notificación deberá expresarse el lugar, día y hora en que tendrá verificativo la audiencia; la 

autoridad ante la cual se desarrollará ésta; los actos u omisiones que se le imputen al servidor 
público y el derecho de éste a comparecer asistido de un defensor. 

 
 Hecha la notificación, si el servidor público deja de comparecer sin causa justificada, se tendrán 

por ciertos los actos u omisiones que se le imputan.  
 
  



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

105 

 
         La notificación a que se refiere esta fracción se practicará de manera personal al presunto 

responsable. 
 
 Entre la fecha de la citación y la de la audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni 

mayor de quince días hábiles; 
 
II.- Concluida la audiencia, se concederá al presunto responsable un plazo de cinco días hábiles 

para que ofrezca los elementos de prueba que estime pertinentes y que tengan relación con los 
hechos que se le atribuyen; 

 
III.- Desahogadas las pruebas que fueren admitidas, la Secretaría, el contralor interno o el titular del 

área de responsabilidades resolverán dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes 
sobre la inexistencia de responsabilidad o impondrá al infractor las sanciones administrativas 
correspondientes y le notificará la resolución en un plazo no mayor de diez días hábiles. Dicha 
resolución, en su caso, se notificará para los efectos de su ejecución al jefe inmediato o al titular 
de la dependencia o entidad, según corresponda, en un plazo no mayor de diez días hábiles.  

 
 
 
 
 
 

 La Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades podrán ampliar el 
plazo para dictar la resolución a que se refiere el párrafo anterior, por única vez, hasta por 
cuarenta y cinco días hábiles, cuando exista causa justificada a juicio de las propias autoridades;  

 
 
 
 
 
 
 

IV.- Durante la sustanciación del procedimiento la Secretaría, el contralor interno o el titular del área 
de responsabilidades, podrán practicar todas las diligencias tendientes a investigar la presunta 
responsabilidad del servidor público denunciado, así como requerir a éste y a las dependencias o 
entidades involucradas la información y documentación que se relacione con la presunta 
responsabilidad, estando obligadas éstas a proporcionarlas de manera oportuna.  

 
 
 
 
 
 

 Si las autoridades encontraran que no cuentan con elementos suficientes para resolver o 
advirtieran datos o información que impliquen nueva responsabilidad administrativa a cargo del 
presunto responsable o de otros servidores públicos, podrán disponer la práctica de otras 
diligencias o citar para otra u otras audiencias, y  

 
 
 
 
 
 

V.- Previa o posteriormente al citatorio al presunto responsable, la Secretaría, el contralor interno o el 
titular del área de responsabilidades podrán determinar la suspensión temporal de su empleo, 
cargo o comisión, si a su juicio así conviene para la conducción o continuación de las 
investigaciones. La suspensión temporal no prejuzga sobre la responsabilidad que se le impute. 
La determinación de la Secretaría, del contralor interno o del titular del área de responsabilidades 
hará constar expresamente esta salvedad. 

 
 
 
 
 
 

La suspensión temporal a que se refiere el párrafo anterior suspenderá los efectos del acto que haya 
dado origen a la ocupación del empleo, cargo o comisión, y regirá desde el momento en que sea 
notificada al interesado. 

 
 
 
 
 
 

La suspensión cesará cuando así lo resuelva la Secretaría, el contralor interno o el titular del área de 
responsabilidades, independientemente de la iniciación o continuación del procedimiento a que se refiere 
el presente artículo en relación con la presunta responsabilidad del servidor público. En todos los casos, 
la suspensión cesará cuando se dicte la resolución en el procedimiento correspondiente. 

 
 
 
 
 
 

En el supuesto de que el servidor público suspendido temporalmente no resultare responsable de los 
hechos que se le imputan, la dependencia o entidad donde preste sus servicios lo restituirán en el goce 
de sus derechos y le cubrirán las percepciones que debió recibir durante el tiempo en que se halló 
suspendido. 
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Se requerirá autorización del Presidente de la República para dicha suspensión si el nombramiento 

del servidor público de que se trate incumbe al Titular del Poder Ejecutivo. Igualmente, se requerirá 
autorización de la Cámara de Senadores, o en su caso de la Comisión Permanente, si dicho 
nombramiento requirió ratificación de aquélla en los términos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

 
 
 
 
 
 

En caso de que la Secretaría, por cualquier medio masivo de comunicación, difundiera la suspensión 
del servidor público, y si la resolución definitiva del procedimiento fuere de no responsabilidad, esta 
circunstancia deberá hacerse pública por la propia Secretaría. 

 
ARTICULO 22.- En los lugares en los que no residan los contralores internos o los titulares de las 

áreas de quejas y de responsabilidades, los servidores públicos de las dependencias o entidades que 
residan en dichos lugares, practicarán las notificaciones o citaciones que en su auxilio aquéllos les 
encomienden mediante comunicación escrita. 

 
En dicha comunicación deberá señalarse expresamente la diligencia cuya práctica se solicita; los 

datos de identificación y localización del servidor público respectivo, y el plazo en el cual deberá 
efectuarse aquélla, así como acompañarse de la documentación correspondiente. 

 
El incumplimiento de lo anterior por parte de los servidores públicos de las dependencias o entidades 

a los que se les solicite el auxilio a que se refiere este artículo, será causa de responsabilidad 
administrativa en los términos de la Ley. 

 
ARTICULO 23.- Se levantará acta circunstanciada de todas las diligencias que se practiquen, 

teniendo la obligación de suscribirla quienes intervengan en ella, si se negaren a hacerlo se asentará 
dicha circunstancia en el acta. Asimismo, se les apercibirá de las penas en que incurren quienes falten a 
la verdad. 

 
ARTICULO 24.- Las resoluciones y acuerdos de la Secretaría, del contralor interno o del titular del 

área de responsabilidades durante el procedimiento a que se refiere este Capítulo constarán por escrito. 
Las sanciones impuestas se asentarán en el registro a que se refiere el artículo 40 de la Ley. 

 
ARTICULO 25.- Los servidores públicos que resulten responsables en los términos de las 

resoluciones administrativas que se dicten conforme a lo dispuesto por la Ley, podrán optar entre 
interponer el recurso de revocación o impugnarlas directamente ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa. 

 
Las resoluciones que se dicten en el recurso de revocación serán también impugnables ante el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 
 
ARTICULO 26.- El recurso de revocación se interpondrá ante la propia autoridad que emitió la 

resolución, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación 
respectiva. 

 
La tramitación del recurso se sujetará a las normas siguientes: 
 
I.- Se iniciará mediante escrito en el que deberán expresarse los agravios que a juicio del servidor 

público le cause la resolución, así como el ofrecimiento de las pruebas que considere necesario 
rendir; 

 
II.- La autoridad acordará sobre la admisibilidad del recurso y de las pruebas ofrecidas, desechando 

de plano las que no fuesen idóneas para desvirtuar los hechos en que se base la resolución, y  
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III.- Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la autoridad emitirá resolución dentro de los treinta días 

hábiles siguientes, notificándolo al interesado en un plazo no mayor de setenta y dos horas. 
 
ARTICULO 27.- La interposición del recurso suspenderá la ejecución de la resolución recurrida, si lo 

solicita el promovente, conforme a estas reglas: 
 
I.- En tratándose de sanciones económicas, si el pago de éstas se garantiza en los términos que 

prevenga el Código Fiscal de la Federación, y  
 
II.- En tratándose de otras sanciones, se concederá la suspensión si concurren los siguientes 

requisitos: 
 

 
a) Que se admita el recurso; 
 
b) Que la ejecución de la resolución recurrida produzca daños o perjuicios de difícil reparación 

en contra del recurrente, y  
 
c) Que la suspensión no traiga como consecuencia la consumación o continuación de actos u 

omisiones que impliquen perjuicios al interés social o al servicio público. 
 
ARTICULO 28.- En los juicios ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en los que 

se impugnen las resoluciones administrativas dictadas conforme a la Ley, las sentencias firmes que se 
pronuncien tendrán el efecto de revocar, confirmar o modificar la resolución impugnada. En el caso de ser 
revocada o de que la modificación así lo disponga, se ordenará a la dependencia o entidad en la que el 
servidor público preste o haya prestado sus servicios, lo restituya en el goce de los derechos de que 
hubiese sido privado por la ejecución de las sanciones impugnadas, en los términos de la sentencia 
respectiva, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

 
El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrá otorgar la suspensión cumpliendo los 

requisitos a que se refiere el artículo anterior. 
 
No procederá la suspensión de la ejecución de las resoluciones administrativas que se impugnen 

mediante la interposición del recurso o ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
tratándose de infracciones graves o casos de reincidencia. 

 
ARTICULO 29.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

podrán ser impugnadas por la Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades, 
según corresponda. 

 
ARTICULO 30.- La ejecución de las sanciones administrativas se llevará a cabo de inmediato, una 

vez que sean impuestas por la Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades, y 
conforme se disponga en la resolución respectiva. 

 
Tratándose de los servidores públicos de base, la suspensión y la destitución se ejecutarán por el 

titular de la dependencia o entidad correspondiente, conforme a las causales de suspensión, cesación del 
cargo o rescisión de la relación de trabajo y de acuerdo a los procedimientos previstos en la legislación 
aplicable. 

 
Las sanciones económicas que se impongan constituirán créditos fiscales a favor del Erario Federal, 

se harán efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución, tendrán la prelación prevista 
para dichos créditos y se sujetarán en todo a las disposiciones fiscales aplicables. 
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ARTICULO 31.- Si el servidor público presunto responsable confesare su responsabilidad por el 

incumplimiento de las obligaciones a que hace referencia la Ley, se procederá de inmediato a dictar 
resolución, a no ser que quien conoce del procedimiento disponga la recepción de pruebas para acreditar 
la veracidad de la confesión. En caso de que se acepte la plena validez probatoria de la confesión, se 
impondrá al servidor público dos tercios de la sanción aplicable, si es de naturaleza económica, pero en 
lo que respecta a indemnización, ésta en todo caso deberá ser suficiente para cubrir los daños o 
perjuicios causados, y siempre deberá restituirse cualquier bien o producto que se hubiese percibido con 
motivo de la infracción. Quedará a juicio de quien resuelve disponer o no la suspensión, destitución o 
inhabilitación. 

 
ARTICULO 32.- Para el cumplimiento de las atribuciones que les confiere la Ley, la Secretaría, el 

contralor interno o los titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades, podrán 
emplear los siguientes medios de apremio: 

 
I.- Multa de hasta veinte veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, y 
 
 
II.- Auxilio de la fuerza pública. 
 
Si existe resistencia al mandamiento legítimo de autoridad, se estará a lo que prevenga la legislación 

penal. 
 
ARTICULO 33.- (Se deroga). 

Artículo derogado DOF 31-12-2004 
 
ARTICULO 34.- Las facultades de la Secretaría, del contralor interno o del titular del área de 

responsabilidades, para imponer las sanciones que la Ley prevé prescribirán en tres años, contados a 
partir del día siguiente al en que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que 
hubieren cesado, si fueren de carácter continuo. 

 
En tratándose de infracciones graves el plazo de prescripción será de cinco años, que se contará en 

los términos del párrafo anterior. 
 
La prescripción se interrumpirá al iniciarse los procedimientos previstos por la Ley. Si se dejare de 

actuar en ellos, la prescripción empezará a correr nuevamente desde el día siguiente al en que se 
hubiere practicado el último acto procedimental o realizado la última promoción. 

 
(Último párrafo se deroga). 

Párrafo derogado DOF 31-12-2004 
 

TITULO TERCERO 
 

CAPITULO UNICO 
Registro Patrimonial de los Servidores Públicos 

 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 35.- La Secretaría llevará el registro y seguimiento de la evolución de la situación 
patrimonial de los servidores públicos de las dependencias y entidades, así como de las autoridades a 
que se refieren las fracciones IV y V del artículo 3, en los términos de la Ley y demás disposiciones 
aplicables. 
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Las atribuciones que este Título otorga a la Secretaría se confieren a las autoridades a que aluden las 

fracciones I, II y VI a X del artículo 3, en el ámbito de sus respectivas competencias, conforme a la Ley y 
demás disposiciones aplicables. 

 
 
 
 
 
 
 

Para los efectos del párrafo que antecede, las citadas autoridades conforme a su propia legislación, 
determinarán los órganos encargados de ejercer dichas atribuciones, así como los sistemas que se 
requieran para tal propósito. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 36.- Tienen obligación de presentar declaraciones de situación patrimonial, ante la 
autoridad competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 35, bajo protesta de decir verdad, en los 
términos que la Ley señala: 

 
 
 
 
 
 
 

I.- En el Congreso de la Unión: Diputados y Senadores, Secretarios Generales, Tesoreros y 
Directores de las Cámaras; 

 
 
 
 
 
 
 

II.- En la Administración Pública Federal Centralizada: Todos los servidores públicos, desde el nivel 
de jefe de departamento u homólogo hasta el de Presidente de la República, y los previstos en 
las fracciones IV, VII y XIII de este artículo; 

 
 
III.- En la Administración Pública Federal Paraestatal: Todos los servidores públicos, desde el nivel 

de jefe de departamento u homólogo, o equivalente al de los servidores públicos obligados a 
declarar en el Poder Ejecutivo Federal hasta el de Director General o equivalente; 

 
IV.- En la Procuraduría General de la República: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe 

de departamento u homólogo hasta el de Procurador General, incluyendo agentes del Ministerio 
Público, Peritos e integrantes de la Policía Judicial; 

 
V.- En el Poder Judicial de la Federación: Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Consejeros de la Judicatura Federal, Magistrados de Circuito, Magistrados Electorales, Jueces 
de Distrito, secretarios y actuarios de cualquier categoría o designación; 

 
VI.- En el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y en los tribunales de trabajo y agrarios: 

Magistrados, miembros de junta, Secretarios, Actuarios o sus equivalentes; 
 
VII.- En la Secretaría: Todos los servidores públicos de confianza; 
 
VIII.- En el Instituto Federal Electoral: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de 

departamento u homólogo hasta el de Consejero Presidente; 
 
IX.- En la Auditoría Superior de la Federación: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de 

departamento u homólogo hasta el de Auditor Superior de la Federación; 
 
X.- En la Comisión Nacional de los Derechos Humanos: Todos los servidores públicos desde el nivel 

de jefe de departamento u homólogo hasta el de Presidente de la Comisión; 
 
XI.- En los demás órganos jurisdiccionales e instituciones que determinen las leyes: Todos los 

servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u homólogo hasta el de los titulares 
de aquéllos; 
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XII.- Todos los servidores públicos que manejen o apliquen recursos económicos, valores y fondos de 

la Federación; realicen actividades de inspección o vigilancia; lleven a cabo funciones de 
calificación o determinación para la expedición de licencias, permisos o concesiones, y quienes 
intervengan en la adjudicación de pedidos o contratos; 

 
XIII.- En la Secretaría de Seguridad Pública: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de 

departamento u homólogo hasta el Secretario de Seguridad Pública, incluyendo a todos los 
miembros de la Policía Federal Preventiva, y 

 
XIV.- En el Banco de México: Todos los servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento u 

homólogo en la Administración Pública Federal Centralizada hasta el de Gobernador. 
 
 
 
 
 
 

Asimismo, deberán presentar las declaraciones a que se refiere este artículo, los demás servidores 
públicos de las dependencias, entidades y, de las autoridades a que se refieren las fracciones IV y V del 
artículo 3 de la Ley, que determine el Titular de la Secretaría, mediante disposiciones generales 
debidamente motivadas y fundadas. 

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 37.- La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:  
 
I.- Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión con 

motivo del: 
 
a) Ingreso al servicio público por primera vez; 
 
 
b) Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la conclusión de su 

último encargo; 
 
c) Cambio de dependencia o entidad, en cuyo caso no se presentará la de conclusión. 

 
II.- Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la 

conclusión, y 
 
III.- Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año. 
 
 
 
 
 
 

La Secretaría podrá solicitar a los servidores públicos una copia de la declaración del Impuesto Sobre 
la Renta del año que corresponda, si éstos estuvieren obligados a formularla o, en su caso, de la 
constancia de percepciones y descuentos que les hubieren emitido las dependencias o entidades, la cual 
deberá ser remitida en un plazo de tres días hábiles a partir de la fecha en que se reciba la solicitud. 

 
Si transcurrido el plazo a que hace referencia la fracción I, no se hubiese presentado la declaración 

correspondiente, sin causa justificada, se suspenderá al infractor de su empleo, cargo o comisión por un 
período de quince días naturales.  

 
En caso de que la omisión en la declaración continúe por un período de treinta días naturales 

siguientes a la fecha en que hubiere sido suspendido el servidor público, la Secretaría declarará que el 
nombramiento o contrato ha quedado sin efectos, debiendo notificar lo anterior al titular de la 
dependencia o entidad correspondiente para los fines procedentes. Lo mismo ocurrirá cuando se omita la 
declaración a que alude la fracción III.  

 
 
 
 
 
 

El incumplimiento a lo previsto en el párrafo anterior, por parte del titular de la dependencia o entidad, 
será causa de responsabilidad administrativa en los términos de Ley.  
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Para el caso de omisión, sin causa justificada, en la presentación de la declaración a que se refiere la 
fracción II, se inhabilitará al infractor por un año. 

 
 
 
 
 
 
 

En la imposición de las sanciones a que se refiere este artículo deberá sustanciarse el procedimiento 
administrativo previsto en el artículo 21 de la Ley. 

 
 
 
 
 
 

El servidor público que en su declaración de situación patrimonial deliberadamente faltare a la verdad 
en relación con lo que es obligatorio manifestar en términos de la Ley, previa sustanciación del 
procedimiento a que se refiere el artículo 21, será suspendido de su empleo, cargo o comisión por un 
período no menor de tres días ni mayor de tres meses, y cuando por su importancia lo amerite, destituido 
e inhabilitado de uno a cinco años, sin perjuicio de que la Secretaría formule la denuncia correspondiente 
ante el Ministerio Público para los efectos legales procedentes.  

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 38.- Las declaraciones de situación patrimonial podrán ser presentadas a través de 
formatos impresos; de medios magnéticos con formato impreso o de medios remotos de comunicación 
electrónica, empleándose en este último caso medios de identificación electrónica. 

 
La Secretaría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica 

que utilicen los servidores públicos, y llevará el control de dichos medios. 
 
Asimismo, la Secretaría expedirá las normas y los formatos impresos; de medios magnéticos y 

electrónicos, bajo los cuales los servidores públicos deberán presentar las declaraciones de situación 
patrimonial, así como los manuales e instructivos que indicarán lo que es obligatorio declarar. De igual 
modo, podrá determinar que la presentación de las declaraciones por medios remotos de comunicación 
electrónica, sea obligatoria para los servidores públicos o categorías que determine. 

 
Para los efectos de los procedimientos penales que se deriven de la aplicación de las disposiciones 

del presente Título, son documentos públicos aquellos que emita la Secretaría para ser presentados 
como medios de prueba, en los cuales se contenga la información que obre en sus archivos 
documentales y electrónicos sobre las declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 39.- En las declaraciones inicial y de conclusión del encargo se manifestarán los bienes 
inmuebles, con la fecha y valor de adquisición. 

 
 
 
 
 
 

En las declaraciones de modificación patrimonial se manifestarán sólo las modificaciones al 
patrimonio, con fecha y valor de adquisición. En todo caso se indicará el medio por el que se hizo la 
adquisición. 

 
 
 
 
 
 

Tratándose de bienes muebles, la Secretaría determinará las características que deba tener la 
declaración. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 40.- La Secretaría llevará un registro de servidores públicos, el cual tendrá el carácter de 
público. 

 
 
 
 
 
 

En el registro se inscribirán los datos curriculares de los servidores públicos obligados a presentar 
declaración de situación patrimonial, sus funciones, ingresos y reconocimientos con motivo de sus 
empleos, cargos o comisiones; la información relativa a su situación patrimonial, en lo referente a sus 
ingresos del último año, bienes muebles e inmuebles, inversiones financieras y adeudos, así como en su 
caso los procedimientos administrativos instaurados y las sanciones impuestas a aquéllos. 

 
 
 
 
 
 
 

La publicitación de la información relativa a la situación patrimonial, se hará siempre y cuando se 
cuente con la autorización previa y específica del servidor público de que se trate. 
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La Secretaría expedirá las normas para la operación del registro y las constancias de sanciones, en 

todo caso la de inhabilitación, así como de no existencia de estas sanciones, que acrediten la situación 
específica de las personas que, en su caso, las requieran. 

 
 
 
 
 
 
 

Las dependencias y entidades invariablemente obtendrán la constancia de no inhabilitación de 
quienes pretendan ingresar al servicio público, previo al nombramiento o contratación respectivos. Dichas 
constancias podrán obtenerse del sistema electrónico que establezca la Secretaría. 

 
 
 
 
 
 
 

La información relativa a la situación patrimonial estará disponible hasta por un plazo de tres años 
posteriores a que el servidor público concluya su empleo, cargo o comisión. 

 
 
 
 
 
 
 

La información relacionada con las declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos, 
tendrá valor probatorio cuando lo solicite a la Secretaría el Ministerio Público o la autoridad judicial, en el 
ejercicio de sus respectivas atribuciones, el servidor público interesado o bien cuando la propia Secretaría 
lo requiera con motivo de la sustanciación de procedimientos administrativos de responsabilidades. 

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 41.- La Secretaría podrá llevar a cabo investigaciones o auditorías para verificar la 
evolución del patrimonio de los servidores públicos. 

 
 
 
 
 
 

Cuando existan elementos o datos suficientes que hagan presumir que el patrimonio de un servidor 
público es notoriamente superior a los ingresos lícitos que pudiera tener, la Secretaría, fundando y 
motivando su acuerdo, podrá citarlo para que manifieste lo que a su derecho convenga, en los términos 
del artículo siguiente. 

 
 
ARTICULO 42.- Se citará personalmente al servidor público y se le harán saber los hechos que 

motiven la investigación, señalándole las incongruencias detectadas respecto de los bienes que integran 
su patrimonio, para que dentro del plazo de treinta días hábiles, contados a partir de la recepción del 
citatorio, formule a la Secretaría las aclaraciones pertinentes y ésta emita su resolución dentro de los 
quince días hábiles siguientes.  

 
Cuando no fuere posible entregar el citatorio, o cuando el servidor público o la persona con quien se 

entienda la notificación se negaren a firmar de recibido, el notificador hará constar dicha circunstancia en 
un acta que levantará ante dos testigos, sin que ello afecte el valor probatorio que en su caso posea este 
documento. 

 
Contra la práctica de la notificación respectiva, el servidor público podrá inconformarse ante la 

Secretaría, mediante escrito que deberá presentar dentro de los diez días hábiles siguientes a su 
realización, y dispondrá de un plazo igual para ofrecer las pruebas que a su derecho convenga. 

 
Una vez desahogadas las pruebas admitidas, si las hubiere, la Secretaría contará con un plazo de 

diez días hábiles para emitir su resolución. 
 
La facultad de la Secretaría para efectuar las investigaciones o auditorías a que se refiere el artículo 

anterior, subsistirá por todo el tiempo en que el servidor público desempeñe su empleo, cargo o comisión, 
y hasta tres años después de haberlo concluido. 

 
ARTICULO 43.- Las dependencias, entidades e instituciones públicas estarán obligadas a 

proporcionar a la Secretaría, la información fiscal, inmobiliaria o de cualquier otro tipo, relacionada con los 
servidores públicos, sus cónyuges, concubinas o concubinarios y dependientes económicos directos, con 
la finalidad de que la autoridad verifique la evolución del patrimonio de aquéllos. 
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Sólo el titular de la Secretaría o los Subsecretarios de la misma, en términos del párrafo anterior, 

podrán solicitar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la información bancaria.  
 
ARTICULO 44.- Para los efectos de la Ley y de la legislación penal, se computarán entre los bienes 

que adquieran los servidores públicos o con respecto de los cuales se conduzcan como dueños, los que 
reciban o de los que dispongan su cónyuge, concubina o concubinario y sus dependientes económicos 
directos, salvo que se acredite que éstos los obtuvieron por sí mismos y por motivos ajenos al servidor 
público.  

 
ARTICULO 45.- Cuando los servidores públicos reciban, de una misma persona, algún bien o 

donación en los términos de la fracción XII del artículo 8 de la Ley, cuyo valor acumulado durante un año 
exceda de diez veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal al momento de su 
recepción, deberán informarlo en un plazo no mayor a quince días hábiles a la autoridad que la 
Secretaría determine a fin de ponerlos a su disposición. La autoridad correspondiente llevará un registro 
de dichos bienes.  

 
ARTICULO 46.- La Secretaría hará declaratoria al Ministerio Público, en su caso, cuando el sujeto a la 

verificación de la evolución de su patrimonio no justifique la procedencia lícita del incremento sustancial 
de éste, representado por sus bienes, los de las personas a que se refiere el artículo 43 de la Ley, y 
aquéllos sobre los que se conduzca como dueño, durante el tiempo de su encargo o por motivos del 
mismo.  

 
Para los efectos de esta disposición, se considerará a la Secretaría coadyuvante del Ministerio Público 

en el procedimiento penal respectivo.  
 
ARTICULO 47.- En todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en los Títulos 

Segundo y Tercero de la Ley, así como en la apreciación de las pruebas, se observarán las disposiciones 
del Código Federal de Procedimientos Civiles.  

 
TITULO CUARTO 

 
CAPITULO UNICO 

De las acciones preventivas para garantizar el adecuado ejercicio del servicio público 
 
 

ARTICULO 48.- Para asegurar el cabal cumplimiento de los principios y obligaciones que la Ley 
impone a los servidores públicos, será responsabilidad de las dependencias y entidades, considerando 
las funciones que a cada una de ellas les corresponden y previo diagnóstico que al efecto realicen, 
establecer acciones permanentes para delimitar las conductas que en situaciones específicas deberán 
observar éstos en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dicho diagnóstico deberá 
actualizarse conforme a los resultados que arroje la evaluación a que se refiere el artículo 50 de la Ley. 

 
 
 
 
 
 

En el establecimiento de las acciones referidas las dependencias y entidades deberán atender los 
lineamientos generales que emita la Secretaría.  

 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 49.- La Secretaría, con sujeción a lo previsto en el artículo 48 de la Ley, emitirá un Código 
de Etica que contendrá reglas claras para que, en la actuación de los servidores públicos, impere 
invariablemente una conducta digna que responda a las necesidades de la sociedad y que oriente su 
desempeño en situaciones específicas que se les presenten, propiciando así una plena vocación de 
servicio público en beneficio de la colectividad. 

 
 
 
 
 
 
 

El Código de Etica a que se refiere el párrafo anterior, deberá hacerse del conocimiento de los 
servidores públicos de la dependencia o entidad de que se trate. 
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ARTICULO 50.- Las dependencias y entidades deberán evaluar anualmente el resultado de las 

acciones específicas que hayan establecido conforme a este Capítulo, y realizar, en su caso, las 
modificaciones que resulten procedentes, informando de ello a la Secretaría en los términos que ésta 
establezca. 

 
 
 
 
 
 

ARTICULO 51.- Las dependencias y entidades deberán promover la participación de los sectores 
social y privado, así como en su caso, de los gobiernos estatales y municipales correspondientes, en la 
elaboración del diagnóstico a que se refiere el artículo 48 de la Ley, así como en la evaluación de las 
acciones que las mismas determinen, a efecto de garantizar la prevención de conductas indebidas de los 
servidores públicos. 

 
 

TRANSITORIOS 
 

Artículo Primero.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

 
Artículo Segundo.- Se derogan los Títulos Primero, por lo que se refiere a la materia de 

responsabilidades administrativas, Tercero y Cuarto de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, únicamente por lo que respecta al ámbito federal. 

 
Las disposiciones de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos seguirán 

aplicándose en dicha materia a los servidores públicos de los órganos ejecutivo, legislativo y judicial de 
carácter local del Distrito Federal. 

 
Artículo Tercero.- Con la salvedad a que se refiere el transitorio que antecede, se derogan todas 

aquellas disposiciones federales que se opongan a lo establecido en el presente ordenamiento. 
 
Artículo Cuarto.- Las autoridades a que se refiere el artículo 3 de esta Ley, que no cuenten con los 

órganos y sistemas previstos en los artículos 11 y 35, dispondrán para su establecimiento de un plazo 
que no excederá de sesenta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor de este 
ordenamiento, para lo cual realizarán las adecuaciones procedentes a sus reglamentos interiores, 
manuales de organización o disposiciones equivalentes. 

 
Artículo Quinto.- Los servidores públicos que deban presentar declaraciones de situación patrimonial 

en los términos de este ordenamiento legal y que no hayan estado obligados a presentarlas conforme a la 
ley que se deroga, dispondrán por única vez de un plazo de sesenta días naturales para presentar la 
declaración a que se refiere la fracción I del artículo 37 de esta Ley, contados a partir del día siguiente a 
que concluya el plazo señalado en el transitorio que antecede. 

 
Artículo Sexto.- Los procedimientos seguidos a servidores públicos federales que se encuentren en 

trámite o pendientes de resolución a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, así como las resoluciones 
de fondo materia de los mismos, deberán sustanciarse y concluirse de conformidad con las disposiciones 
vigentes al momento en que se iniciaron tales procedimientos. 

 
 
 
 

Las disposiciones de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos vigentes hasta 
la entrada en vigor de la presente Ley seguirán aplicándose por los hechos realizados durante su 
vigencia. 

 
 
 
 

Artículo Séptimo.- Con el fin de actualizar la información patrimonial de los servidores públicos con 
que cuenta la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, en la declaración de modificación 
patrimonial a presentarse en el mes de mayo de 2002, por única vez, los servidores públicos deberán 
proporcionar la información que se indique en el formato que al efecto emita dicha Dependencia, el cual 
deberá ser dado a conocer de manera oportuna. 
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Artículo Octavo.- La Secretaría deberá emitir, en un plazo no mayor a ciento veinte días hábiles, 

contados a partir de la entrada en vigor de este ordenamiento, el Código de Etica, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 49 de la Ley. 

 
Artículo Noveno.- Las menciones que en otras leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas o 

administrativas de carácter federal se hagan de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos o en particular de alguno de sus preceptos, se entenderán referidas a esta Ley o a los artículos 
de este ordenamiento legal cuyo contenido coincida con los de la Ley que se deroga, con la salvedad que 
se establece en el transitorio segundo de esta Ley. 

 
ARTICULO SEGUNDO.- .......... 
 
ARTICULO TERCERO.- .......... 
 
 

TRANSITORIOS 
 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

 
Artículo Segundo.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a lo establecido en el 

presente ordenamiento.  
 
Artículo Tercero.- En relación con la reforma a que se refiere el ARTICULO TERCERO del presente 

Decreto, los asuntos relativos a las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que hubieren 
incurrido las autoridades locales o municipales, con motivo de la desviación de recursos federales 
recibidos y que se encuentren en trámite o pendientes de resolución, deberán sustanciarse de 
conformidad con las disposiciones vigentes al momento en que se cometió la irregularidad.  

 
 
México, D.F., a 15 de diciembre de 2001.- Dip. Beatriz Elena Paredes Rangel, Presidenta.- Sen. 

Diego Fernández de Cevallos Ramos, Presidente.- Dip. Adrián Rivera Pérez, Secretario.- Sen. María 
Lucero Saldaña Pérez, Secretaria.- Rúbricas". 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los doce días del mes 
de marzo de dos mil dos.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMA 
 
 
LEY Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado. 
 
 

Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 2004 
 
 

ARTÍCULO PRIMERO.- ......... 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan el artículo 33 y el último párrafo del artículo 34 de la Ley Federal 

de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, para quedar como sigue: 
 
.......... 
 
ARTÍCULO TERCERO.- .......... 
 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor el 1o. de enero del año 2005. 
 
SEGUNDO.- Los asuntos que se encuentren en trámite en los entes públicos federales, relacionados 

con la indemnización a los particulares derivada de las faltas administrativas en que hubieren incurrido los 
servidores públicos, se atenderán hasta su total terminación de acuerdo con las disposiciones aplicables 
a la fecha en que inició el procedimiento administrativo correspondiente. 

 
México, D.F., a 14 de diciembre de 2004.- Dip. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente.- Sen. 

Diego Fernández de Cevallos Ramos, Presidente.- Dip. Marcos Morales Torres, Secretario.- Sen. 
Sara I. Castellanos Cortés, Secretaria.- Rúbricas." 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los treinta días del 
mes de diciembre de dos mil cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Santiago Creel Miranda.- Rúbrica. 
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LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO 
A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL 
 
 

PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE JUNIO 
DE 2002 
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LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL 
 
 

Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2002 
 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 
 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 
 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 
 
 

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
GUBERNAMENTAL 

 
TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES COMUNES PARA LOS SUJETOS OBLIGADOS 
 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

 
Artículo 1. La presente Ley es de orden público. Tiene como finalidad proveer lo necesario para 

garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los 
órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, y cualquier otra entidad federal. 

 
Artículo 2. Toda la información gubernamental a que se refiere esta Ley es pública y los particulares 

tendrán acceso a la misma en los términos que ésta señala. 
 
Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
 
I. Comités: Los Comités de Información de cada una de las dependencias y entidades mencionados 

en el Artículo 29 de esta Ley o el titular de las referidas en el Artículo 31; 
 
II. Datos personales: La información concerniente a una persona física, identificada o identificable, 

entre otra, la relativa a su origen étnico o racial, o que esté referida a las características físicas, morales o 
emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones 
políticas, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, las 
preferencias sexuales, u otras análogas que afecten su intimidad; 

 
III. Documentos: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, 

acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, 
estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de 
los sujetos obligados y sus servidores públicos, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los 
documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, 
informático u holográfico; 
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IV. Dependencias y entidades: Las señaladas en la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, incluidas la Presidencia de la República, los órganos administrativos desconcentrados, así como 
la Procuraduría General de la República; 

 
V. Información: La contenida en los documentos que los sujetos obligados generen, obtengan, 

adquieran, transformen o conserven por cualquier título; 
 
VI. Información reservada: Aquella información que se encuentra temporalmente sujeta a alguna de 

las excepciones previstas en los Artículos 13 y 14 de esta Ley; 
 
 
 
 
 
 

VII. Instituto: El Instituto Federal de Acceso a la Información establecido en el Artículo 33 de esta Ley; 
 
 
 
 
 
 

VIII. Ley: La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; 
 
 
 
 
 
 
 

IX. Órganos constitucionales autónomos: El Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, el Banco de México, las universidades y las demás instituciones de educación 
superior a las que la ley otorgue autonomía y cualquier otro establecido en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 

 
X. Reglamento: El Reglamento respecto al Poder Ejecutivo Federal, de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; 
 
 
 
 
 
 

XI. Servidores públicos: Los mencionados en el párrafo primero del Artículo 108 Constitucional y 
todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos públicos federales; 

 
 
 
 
 
 

XII. Seguridad nacional: Acciones destinadas a proteger la integridad, estabilidad y permanencia del 
Estado Mexicano, la gobernabilidad democrática, la defensa exterior y la seguridad interior de la 
Federación, orientadas al bienestar general de la sociedad que permitan el cumplimiento de los fines del 
Estado constitucional; 

 
 
 
 
 
 
 

XIII. Sistema de datos personales: El conjunto ordenado de datos personales que estén en posesión 
de un sujeto obligado; 

 
XIV. Sujetos obligados: 
 

a) El Poder Ejecutivo Federal, la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la 
República; 
 
b) El Poder Legislativo Federal, integrado por la Cámara de Diputados, la Cámara de Senadores, 
la Comisión Permanente y cualquiera de sus órganos; 
 
c) El Poder Judicial de la Federación y el Consejo de la Judicatura Federal; 
 
d) Los órganos constitucionales autónomos; 
 
e) Los tribunales administrativos federales, y 
 
f) Cualquier otro órgano federal. 
 

XV. Unidades administrativas: Las que de acuerdo con la normatividad de cada uno de los sujetos 
obligados tengan la información de conformidad con las facultades que les correspondan. 
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Artículo 4. Son objetivos de esta Ley: 
 
 
 
 
 
 

I. Proveer lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información mediante 
procedimientos sencillos y expeditos; 

 
 
 
 
 
 

II. Transparentar la gestión pública mediante la difusión de la información que generan los sujetos 
obligados; 

 
 
 
 
 
 

III. Garantizar la protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados; 
 
 
 
 
 
 

IV. Favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos, de manera que puedan valorar el desempeño 
de los sujetos obligados; 

 
V. Mejorar la organización, clasificación y manejo de los documentos, y 
 
 
 
 
 
 

VI. Contribuir a la democratización de la sociedad mexicana y la plena vigencia del Estado de 
derecho. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 5. La presente Ley es de observancia obligatoria para los servidores públicos federales. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 6. En la interpretación de esta Ley se deberá favorecer el principio de publicidad de la 
información en posesión de los sujetos obligados. 

 
 
 
 
 
 
 
 

Capítulo II 
Obligaciones de transparencia 

 
Artículo 7. Con excepción de la información reservada o confidencial prevista en esta Ley, los sujetos 

obligados deberán poner a disposición del público y actualizar, en los términos del Reglamento y los 
lineamientos que expida el Instituto o la instancia equivalente a que se refiere el Artículo 61, entre otra, la 
información siguiente: 

 
I. Su estructura orgánica; 
 
II. Las facultades de cada unidad administrativa; 
 
III. El directorio de servidores públicos, desde el nivel de jefe de departamento o sus equivalentes; 
 
IV. La remuneración mensual por puesto, incluso el sistema de compensación, según lo establezcan 

las disposiciones correspondientes; 
 
V. El domicilio de la unidad de enlace, además de la dirección electrónica donde podrán recibirse las 

solicitudes para obtener la información; 
 
VI. Las metas y objetivos de las unidades administrativas de conformidad con sus programas 

operativos; 
 
VII. Los servicios que ofrecen; 
 
VIII. Los trámites, requisitos y formatos. En caso de que se encuentren inscritos en el Registro Federal 

de Trámites y Servicios o en el Registro que para la materia fiscal establezca la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, deberán publicarse tal y como se registraron; 
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IX. La información sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución, en los 

términos que establezca el Presupuesto de Egresos de la Federación. En el caso del Ejecutivo Federal, 
dicha información será proporcionada respecto de cada dependencia y entidad por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, la que además informará sobre la situación económica, las finanzas públicas 
y la deuda pública, en los términos que establezca el propio presupuesto; 

 
 
 
 
 
 

X. Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal de cada sujeto obligado que realicen, 
según corresponda, la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, las contralorías internas o la 
Auditoría Superior de la Federación y, en su caso, las aclaraciones que correspondan; 

 
 
 
 
 
 
 

XI. El diseño, ejecución, montos asignados y criterios de acceso a los programas de subsidio. Así 
como los padrones de beneficiarios de los programas sociales que establezca el Decreto del Presupuesto 
de Egresos de la Federación; 

 
 
 
 
 
 
 

XII. Las concesiones, permisos o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de aquéllos; 
 
 
 
 
 
 
 

XIII. Las contrataciones que se hayan celebrado en términos de la legislación aplicable detallando por 
cada contrato: 

 
a) Las obras públicas, los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contratados; en el caso de 
estudios o investigaciones deberá señalarse el tema específico; 
 
b) El monto; 
 
c) El nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con quienes se haya 
celebrado el contrato, y 
 
d) Los plazos de cumplimiento de los contratos; 
 
 
 
 
 
 

XIV. El marco normativo aplicable a cada sujeto obligado; 
 
 
 
 
 
 

XV. Los informes que, por disposición legal, generen los sujetos obligados; 
 
 
 
 
 
 

XVI. En su caso, los mecanismos de participación ciudadana, y 
 
 
 
 
 
 
 

XVII. Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante, además de la que con 
base a la información estadística, responda a las preguntas hechas con más frecuencia por el público. 

 
La información a que se refiere este Artículo deberá publicarse de tal forma que facilite su uso y 

comprensión por las personas, y que permita asegurar su calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad. 
Las dependencias y entidades deberán atender las recomendaciones que al respecto expida el Instituto. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 8. El Poder Judicial de la Federación deberá hacer públicas las sentencias que hayan 
causado estado o ejecutoria, las partes podrán oponerse a la publicación de sus datos personales. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 9. La información a que se refiere el Artículo 7 deberá estar a disposición del público, a 
través de medios remotos o locales de comunicación electrónica. Los sujetos obligados deberán tener a 
disposición de las personas interesadas equipo de cómputo, a fin de que éstas puedan obtener la 
información, de manera directa o mediante impresiones. Asimismo, éstos deberán proporcionar apoyo a 
los usuarios que lo requieran y proveer todo tipo de asistencia respecto de los trámites y servicios que 
presten. 
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Las dependencias y entidades deberán preparar la automatización, presentación y contenido de su 

información, como también su integración en línea, en los términos que disponga el Reglamento y los 
lineamientos que al respecto expida el Instituto. 

 
Artículo 10. Las dependencias y entidades deberán hacer públicas, directamente o a través de la 

Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal o de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria, en los 
términos que establezca el Reglamento, y por lo menos con 20 días hábiles de anticipación a la fecha en 
que se pretendan publicar o someter a firma del titular del Ejecutivo Federal, los anteproyectos de leyes y 
disposiciones administrativas de carácter general a que se refiere el Artículo 4 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, salvo que se determine a juicio de la Consejería o la Comisión Federal de 
Mejora Regulatoria, según sea el caso, que su publicación puede comprometer los efectos que se 
pretendan lograr con la disposición o se trate de situaciones de emergencia, de conformidad con esa Ley. 

 
Artículo 11. Los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales 

al Instituto Federal Electoral, así como las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de 
Fiscalización de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, deberán hacerse 
públicos al concluir el procedimiento de fiscalización respectivo. 

 
Cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral, la información relativa al uso de los 

recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales. 
 
Artículo 12. Los sujetos obligados deberán hacer pública toda aquella información relativa a los 

montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los 
informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos. 

 
 
 
 
 
 
 

Capítulo III 
Información reservada y confidencial 

 
Artículo 13. Como información reservada podrá clasificarse aquélla cuya difusión pueda: 
 
I. Comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 
 
II. Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las relaciones internacionales, incluida 

aquella información que otros estados u organismos internacionales entreguen con carácter de 
confidencial al Estado Mexicano; 

 
III. Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 
 
IV. Poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o 
 
V. Causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención 

o persecución de los delitos, la impartición de la justicia, la recaudación de las contribuciones, las 
operaciones de control migratorio, las estrategias procesales en procesos judiciales o administrativos 
mientras las resoluciones no causen estado. 

 
Artículo 14. También se considerará como información reservada: 
 
I. La que por disposición expresa de una Ley sea considerada confidencial, reservada, comercial 

reservada o gubernamental confidencial; 
 
II. Los secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro considerado como tal por una 

disposición legal; 
 
III. Las averiguaciones previas; 
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IV. Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio en 

tanto no hayan causado estado; 
 
V. Los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la 

resolución administrativa o la jurisdiccional definitiva, o 
 
VI. La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso 

deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual 
deberá estar documentada. 

 
Cuando concluya el periodo de reserva o las causas que hayan dado origen a la reserva de la 

información a que se refieren las fracciones III y IV de este Artículo, dicha información podrá ser pública, 
protegiendo la información confidencial que en ella se contenga. 

 
No podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la investigación de violaciones graves 

de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad. 
 
Artículo 15. La información clasificada como reservada según los artículos 13 y 14, podrá permanecer 

con tal carácter hasta por un periodo de doce años. Esta información podrá ser desclasificada cuando se 
extingan las causas que dieron origen a su clasificación o cuando haya transcurrido el periodo de reserva. 
La disponibilidad de esa información será sin perjuicio de lo que, al respecto, establezcan otras leyes. 

 
El Instituto, de conformidad con el Reglamento, o la instancia equivalente a que se refiere el Artículo 

61, establecerán los criterios para la clasificación y desclasificación de la información reservada. 
 
Excepcionalmente, los sujetos obligados podrán solicitar al Instituto o a la instancia establecida de 

conformidad con el Artículo 61, según corresponda, la ampliación del periodo de reserva, siempre y 
cuando justifiquen que subsisten las causas que dieron origen a su clasificación. 

 
Artículo 16. Los titulares de las unidades administrativas serán responsables de clasificar la 

información de conformidad con los criterios establecidos en esta Ley, su Reglamento y los lineamientos 
expedidos por el Instituto o por la instancia equivalente a que se refiere el Artículo 61, según 
corresponda. 

 
Artículo 17. Las unidades administrativas elaborarán semestralmente y por rubros temáticos, un 

índice de los expedientes clasificados como reservados. Dicho índice deberá indicar la unidad 
administrativa que generó la información, la fecha de la clasificación, su fundamento, el plazo de reserva 
y, en su caso, las partes de los documentos que se reservan. En ningún caso el índice será considerado 
como información reservada. 

 
El titular de cada dependencia o entidad deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar la 

custodia y conservación de los expedientes clasificados. 
 
En todo momento, el Instituto tendrá acceso a la información reservada o confidencial para determinar 

su debida clasificación, desclasificación o la procedencia de otorgar su acceso. 
 
Artículo 18. Como información confidencial se considerará: 
 
I. La entregada con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo 

establecido en el Artículo 19, y 
 
II. Los datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, 

distribución o comercialización en los términos de esta Ley. 
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No se considerará confidencial la información que se halle en los registros públicos o en fuentes de 

acceso público. 
 
Artículo 19. Cuando los particulares entreguen a los sujetos obligados la información a que se refiere 

la fracción I del artículo anterior, deberán señalar los documentos que contengan información 
confidencial, reservada o comercial reservada, siempre que tengan el derecho de reservarse la 
información, de conformidad con las disposiciones aplicables. En el caso de que exista una solicitud de 
acceso que incluya información confidencial, los sujetos obligados la comunicarán siempre y cuando 
medie el consentimiento expreso del particular titular de la información confidencial. 

 
 

Capítulo IV 
Protección de datos personales 

 
Artículo 20. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales y, en relación con 

éstos, deberán: 
 
I. Adoptar los procedimientos adecuados para recibir y responder las solicitudes de acceso y 

corrección de datos, así como capacitar a los servidores públicos y dar a conocer información sobre sus 
políticas en relación con la protección de tales datos, de conformidad con los lineamientos que al 
respecto establezca el Instituto o las instancias equivalentes previstas en el Artículo 61; 

 
II. Tratar datos personales sólo cuando éstos sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación 

con los propósitos para los cuales se hayan obtenido; 
 
III. Poner a disposición de los individuos, a partir del momento en el cual se recaben datos personales, 

el documento en el que se establezcan los propósitos para su tratamiento, en términos de los 
lineamientos que establezca el Instituto o la instancia equivalente a que se refiere el Artículo 61; 

 
IV. Procurar que los datos personales sean exactos y actualizados; 
 
V. Sustituir, rectificar o completar, de oficio, los datos personales que fueren inexactos, ya sea total o 

parcialmente, o incompletos, en el momento en que tengan conocimiento de esta situación, y 
 
VI. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 

alteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado. 
 
Artículo 21. Los sujetos obligados no podrán difundir, distribuir o comercializar los datos personales 

contenidos en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus funciones, salvo que haya 
mediado el consentimiento expreso, por escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos 
a que haga referencia la información. 

 
Artículo 22. No se requerirá el consentimiento de los individuos para proporcionar los datos 

personales en los siguientes casos: 
 
I. (Se deroga). 

Fracción derogada DOF 11-05-2004 
 
II. Los necesarios por razones estadísticas, científicas o de interés general previstas en ley, previo 

procedimiento por el cual no puedan asociarse los datos personales con el individuo a quien se refieran; 
 
III. Cuando se transmitan entre sujetos obligados o entre dependencias y entidades, siempre y cuando 

los datos se utilicen para el ejercicio de facultades propias de los mismos; 
 
IV. Cuando exista una orden judicial; 
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V. A terceros cuando se contrate la prestación de un servicio que requiera el tratamiento de datos 

personales. Dichos terceros no podrán utilizar los datos personales para propósitos distintos a aquéllos 
para los cuales se les hubieren transmitido, y 

 
VI. En los demás casos que establezcan las leyes. 
 
Artículo 23. Los sujetos obligados que posean, por cualquier título, sistemas de datos personales, 

deberán hacerlo del conocimiento del Instituto o de las instancias equivalentes previstas en el Artículo 61, 
quienes mantendrán un listado actualizado de los sistemas de datos personales. 

 
Artículo 24. Sin perjuicio de lo que dispongan otras leyes, sólo los interesados o sus representantes 

podrán solicitar a una unidad de enlace o su equivalente, previa acreditación, que les proporcione los 
datos personales que obren en un sistema de datos personales. Aquélla deberá entregarle, en un plazo 
de diez días hábiles contados desde la presentación de la solicitud, en formato comprensible para el 
solicitante, la información correspondiente, o bien, le comunicará por escrito que ese sistema de datos 
personales no contiene los referidos al solicitante. 

 
La entrega de los datos personales será gratuita, debiendo cubrir el individuo únicamente los gastos 

de envío de conformidad con las tarifas aplicables. No obstante, si la misma persona realiza una nueva 
solicitud respecto del mismo sistema de datos personales en un periodo menor a doce meses a partir de 
la última solicitud, los costos se determinarán de acuerdo con lo establecido en el Artículo 27. 

 
Artículo 25. Las personas interesadas o sus representantes podrán solicitar, previa acreditación, ante 

la unidad de enlace o su equivalente, que modifiquen sus datos que obren en cualquier sistema de datos 
personales. Con tal propósito, el interesado deberá entregar una solicitud de modificaciones a la unidad 
de enlace o su equivalente, que señale el sistema de datos personales, indique las modificaciones por 
realizarse y aporte la documentación que motive su petición. Aquélla deberá entregar al solicitante, en un 
plazo de 30 días hábiles desde la presentación de la solicitud, una comunicación que haga constar las 
modificaciones o bien, le informe de manera fundada y motivada, las razones por las cuales no 
procedieron las modificaciones. 

 
Artículo 26. Contra la negativa de entregar o corregir datos personales, procederá la interposición del 

recurso a que se refiere el Artículo 50. También procederá en el caso de falta de respuesta en los plazos 
a que se refieren los artículos 24 y 25. 

 
Capítulo V 

Cuotas de acceso 
 

Artículo 27. Los costos por obtener la información no podrán ser superiores a la suma de: 
 
I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información, y 
 
II. El costo de envío. 
 
Las cuotas de los derechos aplicables deberán estar establecidas en la Ley Federal de Derechos. 
 
Los sujetos obligados deberán esforzarse por reducir los costos de entrega de información. 
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TÍTULO SEGUNDO 
ACCESO A LA INFORMACIÓN EN EL PODER EJECUTIVO FEDERAL 

 
Capítulo I 

Unidades de enlace y comités de información 
 
 

Artículo 28. Los titulares de cada una de las dependencias y entidades designarán a la unidad de 
enlace que tendrá las funciones siguientes: 

 
I. Recabar y difundir la información a que se refiere el Artículo 7, además de propiciar que las 

unidades administrativas la actualicen periódicamente; 
 
II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información, referidas en los artículos 24, 25 y 

40; 
 
III. Auxiliar a los particulares en la elaboración de solicitudes y, en su caso, orientarlos sobre las 

dependencias o entidades u otro órgano que pudieran tener la información que solicitan; 
 
IV. Realizar los trámites internos de cada dependencia o entidad, necesarios para entregar la 

información solicitada, además de efectuar las notificaciones a los particulares; 
 
V. Proponer al Comité los procedimientos internos que aseguren la mayor eficiencia en la gestión de 

las solicitudes de acceso a la información; 
 
VI. Habilitar a los servidores públicos de la dependencia o entidad que sean necesarios, para recibir y 

dar trámite a las solicitudes de acceso a la información; 
 
VII. Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, sus resultados y costos, y 
 
VIII. Las demás necesarias para garantizar y agilizar el flujo de información entre la dependencia o 

entidad y los particulares. 
 
Artículo 29. En cada dependencia o entidad se integrará un Comité de Información que tendrá las 

funciones siguientes: 
 
I. Coordinar y supervisar las acciones de la dependencia o entidad tendientes a proporcionar la 

información prevista en esta Ley; 
 
II. Instituir, de conformidad con el Reglamento, los procedimientos para asegurar la mayor eficiencia 

en la gestión de las solicitudes de acceso a la información; 
 
III. Confirmar, modificar o revocar la clasificación de la información hecha por los titulares de las 

unidades administrativas de la dependencia o entidad; 
 
IV. Realizar a través de la unidad de enlace, las gestiones necesarias para localizar los documentos 

administrativos en los que conste la información solicitada; 
 
V. Establecer y supervisar la aplicación de los criterios específicos para la dependencia o entidad, en 

materia de clasificación y conservación de los documentos administrativos, así como la organización de 
archivos, de conformidad con los lineamientos expedidos por el Instituto y el Archivo General de la 
Nación, según corresponda; 
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VI. Elaborar un programa para facilitar la obtención de información de la dependencia o entidad, que 

deberá ser actualizado periódicamente y que incluya las medidas necesarias para la organización de los 
archivos, y 

 
VII. Elaborar y enviar al Instituto, de conformidad con los lineamientos que éste expida, los datos 

necesarios para la elaboración del informe anual a que se refiere el Artículo 39. 
 
Artículo 30. Cada Comité estará integrado por: 
 
I. Un servidor público designado por el titular de la dependencia o entidad; 
 
II. El titular de la unidad de enlace, y 
 
III. El titular del órgano interno de control de cada dependencia o entidad. 
 
El Comité adoptará sus decisiones por mayoría de votos. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 31. El Centro de Investigación y Seguridad Nacional; el Centro de Planeación para el Control 
de Drogas; la Dirección de Coordinación de Inteligencia de la Policía Federal Preventiva; la Unidad contra 
la Delincuencia Organizada; el Estado Mayor Presidencial, el Estado Mayor de la Defensa Nacional y el 
Estado Mayor General de la Armada o bien, las unidades administrativas que los sustituyan, no estarán 
sujetos a la autoridad de los Comités a que se refiere el Artículo 29, siendo sus funciones responsabilidad 
exclusiva del titular de la propia unidad administrativa. 

 
Artículo 32. Corresponderá al Archivo General de la Nación elaborar, en coordinación con el Instituto, 

los criterios para la catalogación, clasificación y conservación de los documentos administrativos, así 
como la organización de archivos de las dependencias y entidades. Dichos criterios tomarán en cuenta 
los estándares y mejores prácticas internacionales en la materia. 

 
Los titulares de las dependencias y entidades, de conformidad con las disposiciones aplicables, 

deberán asegurar el adecuado funcionamiento de los archivos. Asimismo, deberán elaborar y poner a 
disposición del público una guía simple de sus sistemas de clasificación y catalogación, así como de la 
organización del archivo. 

 
Capítulo II 

Instituto Federal de Acceso a la Información Pública 
 

Artículo 33. El Instituto Federal de Acceso a la Información Pública es un órgano de la Administración 
Pública Federal, con autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de promover y 
difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información; resolver sobre la negativa a las solicitudes de 
acceso a la información y proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidades. 

 
Artículo 34. El Instituto estará integrado por cinco comisionados, quienes serán nombrados por el 

Ejecutivo Federal. La Cámara de Senadores podrá objetar dichos nombramientos por mayoría, y cuando 
se encuentre en receso por la Comisión Permanente, con la misma votación. En todo caso, la instancia 
legislativa tendrá treinta días para resolver, vencido este plazo sin que se emita resolución al respecto, se 
entenderá como no objetado el nombramiento del Ejecutivo Federal. 

 
Los comisionados sólo podrán ser removidos de sus funciones cuando transgredan en forma grave o 

reiterada las disposiciones contenidas en la Constitución y esta Ley, cuando por actos u omisiones se 
afecten las atribuciones del Instituto, o cuando hayan sido sentenciados por un delito grave que merezca 
pena corporal. 
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Durarán en su encargo siete años, sin posibilidad de reelección, y durante el mismo no podrán tener 

ningún otro empleo, cargo o comisión, salvo en instituciones docentes, científicas o de beneficencia. 
 
El Instituto, para efectos de sus resoluciones, no estará subordinado a autoridad alguna, adoptará sus 

decisiones con plena independencia y contará con los recursos humanos y materiales necesarios para el 
desempeño de sus funciones. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 35. Para ser Comisionado se requiere: 
 
I. Ser ciudadano mexicano; 
 
II. No haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso; 
 
III. Tener cuando menos, treinta y cinco años de edad el día de su designación; 
 
IV. Haberse desempeñado destacadamente en actividades profesionales, de servicio público o 

académicas, relacionadas con la materia de esta Ley, y 
 
V. No haber sido Secretario de Estado, Jefe de departamento administrativo, Procurador General de la 

República, Senador, Diputado Federal o Local, dirigente de un partido o asociación política, Gobernador 
de algún Estado o Jefe de Gobierno del Distrito Federal, durante el año previo al día de su nombramiento. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 36. El Instituto será presidido por un Comisionado, quien tendrá la representación legal del 
mismo. Durará en su encargo un periodo de dos años, renovable por una ocasión, y será elegido por los 
comisionados. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 37. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Interpretar en el orden administrativo esta Ley, de conformidad con el Artículo 6; 
 
II. Conocer y resolver los recursos de revisión interpuestos por los solicitantes; 
 
III. Establecer y revisar los criterios de clasificación, desclasificación y custodia de la información 

reservada y confidencial; 
 
IV. Coadyuvar con el Archivo General de la Nación en la elaboración y aplicación de los criterios para 

la catalogación y conservación de los documentos, así como la organización de archivos de las 
dependencias y entidades; 

 
V. Vigilar y, en caso de incumplimiento, hacer las recomendaciones a las dependencias y entidades 

para que se dé cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 7; 
 
VI. Orientar y asesorar a los particulares acerca de las solicitudes de acceso a la información; 
 
VII. Proporcionar apoyo técnico a las dependencias y entidades en la elaboración y ejecución de sus 

programas de información establecidos en la fracción VI del Artículo 29; 
 
VIII. Elaborar los formatos de solicitudes de acceso a la información, así como los de acceso y 

corrección de datos personales; 
 
IX. Establecer los lineamientos y políticas generales para el manejo, mantenimiento, seguridad y 

protección de los datos personales, que estén en posesión de las dependencias y entidades; 
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X. Hacer del conocimiento del órgano interno de control de cada dependencia y entidad, de 

conformidad con el último párrafo del Artículo 56, las presuntas infracciones a esta Ley y su Reglamento. 
Las resoluciones finales que al respecto expidan los órganos internos de control y que hayan causado 
estado deberán ser notificadas al Instituto, quien deberá hacerlas públicas a través de su informe anual; 

 
XI. Elaborar la guía a que se refiere el Artículo 38; 
 
XII. Promover y, en su caso, ejecutar la capacitación de los servidores públicos en materia de acceso 

a la información y protección de datos personales; 
 
XIII. Difundir entre los servidores públicos y los particulares, los beneficios del manejo público de la 

información, como también sus responsabilidades en el buen uso y conservación de aquélla; 
 
XIV. Elaborar y publicar estudios e investigaciones para difundir y ampliar el conocimiento sobre la 

materia de esta Ley; 
 
XV. Cooperar respecto de la materia de esta Ley, con los demás sujetos obligados, las entidades 

federativas, los municipios, o sus órganos de acceso a la información, mediante la celebración de 
acuerdos o programas; 

 
XVI. Elaborar su Reglamento Interior y demás normas de operación; 
 
XVII. Designar a los servidores públicos a su cargo; 
 
XVIII. Preparar su proyecto de presupuesto anual, el cual será enviado a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público para que lo integre al Presupuesto de Egresos de la Federación, y 
 
XIX. Las demás que le confieran esta Ley, su Reglamento y cualquier otra disposición aplicable. 
 
Artículo 38. El Instituto elaborará una guía que describirá, de manera clara y sencilla, los 

procedimientos de acceso a la información de las dependencias y entidades. 
 
Artículo 39. El Instituto rendirá anualmente un informe público al H. Congreso de la Unión sobre el 

acceso a la información, con base en los datos que le rindan las dependencias y entidades según lo 
señala el Artículo 29 fracción VII, en el cual se incluirá, al menos, el número de solicitudes de acceso a la 
información presentadas ante cada dependencia y entidad así como su resultado; su tiempo de 
respuesta; el número y resultado de los asuntos atendidos por el Instituto; el estado que guardan las 
denuncias presentadas ante los órganos internos de control y las dificultades observadas en el 
cumplimiento de la Ley. Para este efecto, el Instituto expedirá los lineamientos que considere necesarios. 

 
 

Capítulo III 
Del procedimiento de acceso ante la dependencia o entidad 

 
Artículo 40. Cualquier persona o su representante podrá presentar, ante la unidad de enlace, una 

solicitud de acceso a la información mediante escrito libre o en los formatos que apruebe el Instituto. La 
solicitud deberá contener: 

 
I. El nombre del solicitante y domicilio u otro medio para recibir notificaciones, como el correo 

electrónico, así como los datos generales de su representante, en su caso; 
 
II. La descripción clara y precisa de los documentos que solicita; 
 
III. Cualquier otro dato que propicie su localización con objeto de facilitar su búsqueda, y 
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IV. Opcionalmente, la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual 

podrá ser verbalmente siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, copias 
simples, certificadas u otro tipo de medio. 

 
Si los detalles proporcionados por el solicitante no bastan para localizar los documentos o son 

erróneos, la unidad de enlace podrá requerir, por una vez y dentro de los diez días hábiles siguientes a la 
presentación de la solicitud, que indique otros elementos o corrija los datos. Este requerimiento 
interrumpirá el plazo establecido en el Artículo 44. 

 
Las unidades de enlace auxiliarán a los particulares en la elaboración de las solicitudes de acceso a la 

información, en particular en los casos en que el solicitante no sepa leer ni escribir. Cuando la 
información solicitada no sea competencia de la entidad o dependencia ante la cual se presente la 
solicitud de acceso, la unidad de enlace deberá orientar debidamente al particular sobre la entidad o 
dependencia competente. 

 
Si la solicitud es presentada ante una unidad administrativa distinta a la unidad de enlace, aquélla 

tendrá la obligación de indicar al particular la ubicación física de la unidad de enlace. 
 
En ningún caso la entrega de información estará condicionada a que se motive o justifique su 

utilización, ni se requerirá demostrar interés alguno. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 41. La unidad de enlace será el vínculo entre la dependencia o entidad y el solicitante, ya que 
es la responsable de hacer las notificaciones a que se refiere esta Ley. Además, deberá llevar a cabo 
todas las gestiones necesarias en la dependencia o entidad a fin de facilitar el acceso a la información. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 42. Las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar documentos que se 
encuentren en sus archivos. La obligación de acceso a la información se dará por cumplida cuando se 
pongan a disposición del solicitante para consulta los documentos en el sitio donde se encuentren; o 
bien, mediante la expedición de copias simples, certificadas o cualquier otro medio. 

 
El acceso se dará solamente en la forma en que lo permita el documento de que se trate, pero se 

entregará en su totalidad o parcialmente, a petición del solicitante. 
 
En el caso que la información solicitada por la persona ya esté disponible al público en medios 

impresos, tales como libros, compendios, trípticos, archivos públicos, en formatos electrónicos 
disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por escrito la fuente, el lugar y la forma 
en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 43. La unidad de enlace turnará la solicitud a la unidad administrativa que tenga o pueda 
tener la información, con objeto de que ésta la localice, verifique su clasificación y le comunique a la 
primera la procedencia del acceso y la manera en que se encuentra disponible, a efecto de que se 
determine el costo, en su caso. 

 
Las unidades administrativas podrán entregar documentos que contengan información clasificada 

como reservada o confidencial, siempre y cuando los documentos en que conste la información permitan 
eliminar las partes o secciones clasificadas. En tales casos, deberán señalarse las partes o secciones 
que fueron eliminadas. 

 
 
 
 
 

Artículo 44. La respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, 
que no podrá ser mayor de veinte días hábiles, contados desde la presentación de aquélla. Además, se 
precisará el costo y la modalidad en que será entregada la información, atendiendo en la mayor medida 
de lo posible a la solicitud del interesado. Excepcionalmente, este plazo podrá ampliarse hasta por un 
periodo igual cuando existan razones que lo motiven, siempre y cuando éstas se le notifiquen al 
solicitante. 
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La información deberá entregarse dentro de los diez días hábiles siguientes al que la unidad de enlace 

le haya notificado la disponibilidad de aquélla, siempre que el solicitante compruebe haber cubierto el 
pago de los derechos correspondientes. 

 
El Reglamento establecerá la manera y términos para el trámite interno de las solicitudes de acceso a 

la información. 
 
Artículo 45. En caso de que el titular de la unidad administrativa haya clasificado los documentos 

como reservados o confidenciales, deberá remitir de inmediato la solicitud, así como un oficio, con los 
elementos necesarios para fundar y motivar dicha clasificación, al Comité de la dependencia o entidad, 
mismo que deberá resolver si: 

 
I. Confirma o modifica la clasificación y niega el acceso a la información, o 
 
II. Revoca la clasificación y concede el acceso a la información. 
 
El Comité podrá tener acceso a los documentos que estén en la unidad administrativa. La resolución 

del Comité será notificada al interesado en el plazo que establece el Artículo 44. En caso de ser negativa, 
deberá fundar y motivar las razones de la clasificación de la información e indicar al solicitante el recurso 
que podrá interponer ante el Instituto. 

 
Artículo 46. Cuando los documentos no se encuentren en los archivos de la unidad administrativa, 

ésta deberá remitir al Comité de la dependencia o entidad la solicitud de acceso y el oficio en donde lo 
manifieste. El Comité analizará el caso y tomará las medidas pertinentes para localizar, en la 
dependencia o entidad, el documento solicitado y resolverá en consecuencia. En caso de no encontrarlo, 
expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento solicitado y notificará al solicitante, a 
través de la unidad de enlace, dentro del plazo establecido en el Artículo 44. 

 
Artículo 47. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en 

su caso, la información entregada, serán públicas. Asimismo, las dependencias y entidades deberán 
poner a disposición del público esta información, en la medida de lo posible a través de medios remotos o 
locales de comunicación electrónica. 

 
Artículo 48. Las unidades de enlace no estarán obligadas a dar trámite a solicitudes de acceso 

ofensivas; cuando hayan entregado información sustancialmente idéntica como respuesta a una solicitud 
de la misma persona, o cuando la información se encuentre disponible públicamente. En este caso, 
deberán indicar al solicitante el lugar donde se encuentra la información. 

 
Capítulo IV 

Del procedimiento ante el Instituto 
 

Artículo 49. El solicitante a quien se le haya notificado, mediante resolución de un Comité: la negativa 
de acceso a la información, o la inexistencia de los documentos solicitados, podrá interponer, por sí 
mismo o a través de su representante, el recurso de revisión ante el Instituto o ante la unidad de enlace 
que haya conocido el asunto, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de la notificación. La 
unidad de enlace deberá remitir el asunto al Instituto al día siguiente de haberlo recibido. 

 
Artículo 50. El recurso también procederá en los mismos términos cuando: 
 
I. La dependencia o entidad no entregue al solicitante los datos personales solicitados, o lo haga en un 

formato incomprensible; 
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II. La dependencia o entidad se niegue a efectuar modificaciones o correcciones a los datos 

personales; 
 
III. El solicitante no esté conforme con el tiempo, el costo o la modalidad de entrega, o 
 
IV. El solicitante considere que la información entregada es incompleta o no corresponda a la 

información requerida en la solicitud. 
 
Artículo 51. El recurso previsto en los artículos 49 y 50 procederá en lugar del recurso establecido en 

el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 
 
Artículo 52. El Instituto subsanará las deficiencias de los recursos interpuestos por los particulares. 
 
Artículo 53. La falta de respuesta a una solicitud de acceso, en el plazo señalado en el Artículo 44, se 

entenderá resuelta en sentido positivo, por lo que la dependencia o entidad quedará obligada a darle 
acceso a la información en un periodo de tiempo no mayor a los 10 días hábiles, cubriendo todos los 
costos generados por la reproducción del material informativo, salvo que el Instituto determine que los 
documentos en cuestión son reservados o confidenciales. 

 
A efecto de dar cabal cumplimiento a lo establecido en el párrafo primero de este Artículo, el 

Reglamento establecerá un procedimiento expedito para subsanar el incumplimiento de las dependencias 
y entidades de entregar la información. Para este efecto, los particulares podrán presentar la constancia a 
que se refiere el Artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo expedida por la unidad de 
enlace que corresponda, o bien bastará que presenten copia de la solicitud en la que conste la fecha de 
su presentación ante la dependencia o entidad. En este último caso, el procedimiento asegurará que 
éstas tengan la oportunidad de probar que respondieron en tiempo y forma al particular. 

 
Artículo 54. El escrito de interposición del recurso de revisión deberá contener: 
 
I. La dependencia o entidad ante la cual se presentó la solicitud; 
 
II. El nombre del recurrente y del tercero interesado si lo hay, así como el domicilio o medio que 

señale para recibir notificaciones; 
 
III. La fecha en que se le notificó o tuvo conocimiento del acto reclamado; 
 
IV. El acto que se recurre y los puntos petitorios; 
 
V. La copia de la resolución que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, y 
 
VI. Los demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto. 
 
Artículo 55. Salvo lo previsto en el Artículo 53, el Instituto sustanciará el recurso de revisión conforme 

a los lineamientos siguientes: 
 
I. Interpuesto el recurso, el Presidente del Instituto, lo turnará al Comisionado ponente, quien deberá, 

dentro de los treinta días hábiles siguientes a la interposición del recurso, integrar el expediente y 
presentar un proyecto de resolución al Pleno del Instituto; 

 
II. El Pleno del Instituto podrá determinar la celebración de audiencias con las partes; 
 
III. Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente y 

asegurarse de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y 
motiven sus pretensiones, así como formular sus alegatos; 
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IV. Mediante solicitud del interesado podrán recibirse, por vía electrónica, las promociones y escritos; 
 
V. El Pleno resolverá, en definitiva, dentro de los veinte días hábiles siguientes en que se presentó el 

proyecto de resolución, y 
 
VI. Las resoluciones del Pleno serán públicas. 
 
Cuando haya causa justificada, el Pleno del Instituto podrá ampliar, por una vez y hasta por un periodo 

igual, los plazos establecidos en las fracciones I y V de este Artículo. 
 
La información reservada o confidencial que, en su caso, sea solicitada por el Instituto por resultar 

indispensable para resolver el asunto, deberá ser mantenida con ese carácter y no estará disponible en el 
expediente. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 56. Las resoluciones del Instituto podrán: 
 
I. Desechar el recurso por improcedente o bien, sobreseerlo; 
 
II. Confirmar la decisión del Comité, o 
 
III. Revocar o modificar las decisiones del Comité y ordenar a la dependencia o entidad que permita al 

particular el acceso a la información solicitada o a los datos personales; que reclasifique la información o 
bien, que modifique tales datos. 

 
Las resoluciones, que deberán ser por escrito, establecerán los plazos para su cumplimiento y los 

procedimientos para asegurar la ejecución. 
 
Si el Instituto no resuelve en el plazo establecido en esta Ley, la resolución que se recurrió se 

entenderá confirmada. 
 
Cuando el Instituto determine durante la sustanciación del procedimiento que algún servidor público 

pudo haber incurrido en responsabilidad, deberá hacerlo del conocimiento del órgano interno de control 
de la dependencia o entidad responsable para que ésta inicie, en su caso, el procedimiento de 
responsabilidad que corresponda. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 57. El recurso será desechado por improcedente cuando: 
 
I. Sea presentado, una vez transcurrido el plazo señalado en el Artículo 49; 
 
II. El Instituto haya conocido anteriormente del recurso respectivo y resuelto en definitiva; 
 
III. Se recurra una resolución que no haya sido emitida por un Comité, o 
 
IV. Ante los tribunales del Poder Judicial Federal se esté tramitando algún recurso o medio de defensa 

interpuesto por el recurrente. 
 
Artículo 58. El recurso será sobreseído cuando: 
 
I. El recurrente se desista expresamente del recurso; 
 
II. El recurrente fallezca o, tratándose de personas morales, se disuelva; 
 
III. Cuando admitido el recurso de impugnación, aparezca alguna causal de improcedencia en los 

términos de la presente ley, o 
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IV. La dependencia o entidad responsable del acto o resolución impugnado lo modifique o revoque, de 

tal manera que el medio de impugnación quede sin efecto o materia. 
 
Artículo 59. Las resoluciones del Instituto serán definitivas para las dependencias y entidades. Los 

particulares podrán impugnarlas ante el Poder Judicial de la Federación. 
 
Los tribunales tendrán acceso a la información reservada o confidencial cuando resulte indispensable 

para resolver el asunto y hubiera sido ofrecida en juicio. Dicha información deberá ser mantenida con ese 
carácter y no estará disponible en el expediente judicial. 

 
Artículo 60. Transcurrido un año de que el Instituto expidió una resolución que confirme la decisión de 

un Comité, el particular afectado podrá solicitar ante el mismo Instituto que reconsidere la resolución. 
Dicha reconsideración deberá referirse a la misma solicitud y resolverse en un plazo máximo de 60 días 
hábiles. 

 
TÍTULO TERCERO 

ACCESO A LA INFORMACIÓN EN LOS DEMÁS SUJETOS OBLIGADOS 
 

Capítulo Único 
 

Artículo 61. El Poder Legislativo Federal, a través de la Cámara de Senadores, la Cámara de 
Diputados, la Comisión Permanente y la Auditoría Superior de la Federación; el Poder Judicial de la 
Federación a través de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Consejo de la Judicatura Federal y 
de la Comisión de Administración del Tribunal Federal Electoral; los órganos constitucionales autónomos 
y los tribunales administrativos, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán mediante 
reglamentos o acuerdos de carácter general, los órganos, criterios y procedimientos institucionales para 
proporcionar a los particulares el acceso a la información, de conformidad con los principios y plazos 
establecidos en esta Ley. 

 
Las disposiciones que se emitan señalarán, según corresponda: 
 
I. Las unidades administrativas responsables de publicar la información a que se refiere el Artículo 7; 
 
II. Las unidades de enlace o sus equivalentes; 
 
III. El Comité de información o su equivalente; 
 
IV. Los criterios y procedimientos de clasificación y conservación de la información reservada o 

confidencial; 
 
V. El procedimiento de acceso a la información, incluso un recurso de revisión, según los artículos 49 

y 50, y uno de reconsideración en los términos del Artículo 60; 
 
VI. Los procedimientos de acceso y rectificación de datos personales a los que se refieren los artículos 

24 y 25, y 
 
VII. Una instancia interna responsable de aplicar la Ley, resolver los recursos, y las demás facultades 

que le otorga este ordenamiento. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 62. Los sujetos obligados a que se refiere el artículo anterior elaborarán anualmente un 
informe público de las actividades realizadas para garantizar el acceso a la información, siguiendo los 
lineamientos establecidos en el Artículo 39, del cual deberán remitir una copia al Instituto. 
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TÍTULO CUARTO 
RESPONSABILIDADES Y SANCIONES 

 
Capítulo Único 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 63. Serán causas de responsabilidad administrativa de los servidores públicos por 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley las siguientes: 

 
I. Usar, sustraer, destruir, ocultar, inutilizar, divulgar o alterar, total o parcialmente y de manera 

indebida información que se encuentre bajo su custodia, a la cual tengan acceso o conocimiento con 
motivo de su empleo, cargo o comisión; 

 
II. Actuar con negligencia, dolo o mala fe en la sustanciación de las solicitudes de acceso a la 

información o en la difusión de la información a que están obligados conforme a esta Ley; 
 
III. Denegar intencionalmente información no clasificada como reservada o no considerada 

confidencial conforme a esta Ley; 
 
IV. Clasificar como reservada, con dolo, información que no cumple con las características señaladas 

en esta Ley. La sanción sólo procederá cuando exista una resolución previa respecto del criterio de 
clasificación de ese tipo de información del Comité, el Instituto, o las instancias equivalentes previstas en 
el Artículo 61; 

 
V. Entregar información considerada como reservada o confidencial conforme a lo dispuesto por esta 

Ley; 
 
VI. Entregar intencionalmente de manera incompleta información requerida en una solicitud de 

acceso, y 
 
VII. No proporcionar la información cuya entrega haya sido ordenada por los órganos a que se refiere 

la fracción IV anterior o el Poder Judicial de la Federación. 
 
La responsabilidad a que se refiere este Artículo o cualquiera otra derivada del incumplimiento de las 

obligaciones establecidas en esta Ley, será sancionada en los términos de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

 
La infracción prevista en la fracción VII o la reincidencia en las conductas previstas en las fracciones I 

a VI de este Artículo, serán consideradas como graves para efectos de su sanción administrativa. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 64. Las responsabilidades administrativas que se generen por el incumplimiento de las 
obligaciones a que se refiere el Artículo anterior, son independientes de las del orden civil o penal que 
procedan. 

 
 

TRANSITORIOS 
 

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación, con las modalidades que establecen los artículos siguientes. 

 
Segundo. La publicación de la información a que se refiere el Artículo 7 deberá completarse, a más 

tardar, un año después de la entrada en vigor de la Ley. 
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Tercero. Los titulares de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, deberán 

designar la unidad de enlace y a los miembros de los Comités referidos en esta Ley, a más tardar, seis 
meses después de la entrada en vigor de este ordenamiento, y en el mismo plazo deberán iniciar 
funciones. Asimismo, deberán notificarlo a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo que, a 
su vez, deberá publicar la lista de unidades en el Diario Oficial de la Federación. La conformación de 
las estructuras a que se refiere esta disposición deberá hacerse con los recursos humanos, materiales y 
presupuestarios asignados, por lo que no deberán implicar erogaciones adicionales. 

 
Cuarto. Los sujetos obligados a los que se refiere el Artículo 61 deberán publicar las disposiciones 

correspondientes a más tardar un año después de la entrada en vigor de la Ley. 
 
Quinto. La designación de los cinco primeros comisionados será realizada a más tardar tres meses 

después de la entrada en vigor de la Ley. En el primer periodo de ejercicio, tres comisionados concluirán 
su encargo en cuatro años, y podrán ser ratificados para un nuevo periodo de 7 años. El Ejecutivo 
indicará en su designación el periodo de ejercicio para cada Comisionado. 

 
Sexto. El Ejecutivo Federal expedirá el Reglamento de esta Ley dentro del año siguiente a su entrada 

en vigor. 
 
Séptimo. El Instituto expedirá su reglamento interior dentro del año siguiente a la entrada en vigor de 

la Ley. 
 
Octavo. Los particulares podrán presentar las solicitudes de acceso a la información o de acceso y 

corrección de datos personales un año después de la entrada en vigor de la Ley. 
 
Noveno. Salvo lo dispuesto en el Artículo 53, el Artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo no será aplicable a la presente Ley. 
 
Décimo. Los sujetos obligados deberán, a más tardar el 1 de enero de 2005, completar la 

organización y funcionamiento de sus archivos administrativos, así como la publicación de la guía a que 
se refiere el Artículo 32. 

 
Undécimo. El Presupuesto de Egresos de la Federación para el año 2003 deberá establecer la 

previsión presupuestal correspondiente para permitir la integración y funcionamiento adecuado del 
Instituto. 

 
México, D.F., a 30 de abril de 2002.- Dip. Beatriz Elena Paredes Rangel, Presidenta.- Sen. Diego 

Fernández de Cevallos Ramos, Presidente.- Dip. Adrián Rivera Pérez, Secretario.- Sen. Yolanda 
González Hernández, Secretaria.- Rúbricas". 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los diez días del mes 
de junio de dos mil dos.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago 
Creel Miranda.- Rúbrica. 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE DECRETOS DE REFORMA 
 
 

DECRETO POR EL QUE SE DEROGA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 22 DE LA LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL. 
 
 

Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de mayo de 2004 
 
 

ARTICULO UNICO.- Se deroga la fracción I del artículo 22 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

 
 

TRANSITORIO 
 

UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

 
México, D.F., a 23 de marzo de 2004.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Juan de 

Dios Castro Lozano, Presidente.- Sen. Rafael Melgoza Radillo, Secretario.- Dip. Ma. de Jesús Aguirre 
Maldonado, Secretaria.- Rúbricas.” 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los cuatro días del 
mes de mayo de dos mil cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Santiago Creel Miranda.- Rúbrica. 
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REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL 
 
 

PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE JUNIO 
DE 2003 
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REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL 
 
 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 
 
 
VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que 
me confiere la fracción I del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con 
fundamento en los artículos 13, 27, y 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 7, 9 y 
sexto transitorio de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
he tenido a bien expedir el siguiente 

 
 
 
 
 
 
 

REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL 

 
Capítulo I 

Disposiciones generales 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 1. Este ordenamiento tiene por objeto reglamentar las disposiciones de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental en lo relativo al Poder Ejecutivo 
Federal, sus dependencias y entidades y, en general, cualquier otro órgano que forme parte de la 
Administración Pública Federal. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 2. Además de las definiciones contenidas en el artículo 3 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental, para los efectos del presente Reglamento se 
entenderá por: 

 
 
 
 
 
 

I. Clasificación: el acto por el cual se determina que la información que posee una dependencia o 
entidad es reservada o confidencial; 

 
II. Expediente: Un conjunto de documentos; 
 
 
 
 
 
 

III. Lineamientos: los actos administrativos de carácter general expedidos por el Pleno del Instituto 
y de observancia obligatoria; 

 
 
 
 
 
 

IV. Publicación: la reproducción en medios electrónicos o impresos de información contenida en 
documentos para su conocimiento público; 

 
V. Recomendaciones: las opiniones, propuestas, sugerencias, comentarios, y otros actos que 

emite el Instituto; 
 
 
 
 
 
 

VI. Recursos públicos: los recursos humanos, financieros y materiales con que cuenta una 
dependencia, entidad o cualquier otro órgano federal, y que utiliza para alcanzar sus objetivos y 
producir los bienes o prestar los servicios que son de su competencia, y 

 
 
 
 
 
 

VII. Servidores públicos habilitados: los servidores públicos que pueden recibir y dar trámite a las 
solicitudes de acceso a la información, a los datos personales y a la corrección de éstos, en 
unidades administrativas distintas a la Unidad de Enlace de una dependencia o entidad. 
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Artículo 3. Los particulares podrán solicitar a las dependencias y entidades impresiones de la 

información que aquéllas pongan a disposición del público en medios electrónicos. Para esos efectos las 
dependencias y entidades observarán lo que dispone el artículo 9 de este Reglamento. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 4. Las nuevas dependencias y entidades contarán con un plazo de seis meses contados a 
partir de la fecha de su creación, conforme al instrumento jurídico que corresponda, para cumplir con las 
obligaciones establecidas en la Ley, este Reglamento y los lineamientos expedidos por el Instituto. En el 
caso de fusiones, la fusionante deberá cumplir con las obligaciones que correspondan a aquellas que 
resulten fusionadas. 

 
Artículo 5. Las dependencias y entidades podrán establecer mecanismos de colaboración entre sí o 

con el Instituto para cumplir con las obligaciones establecidas en la Ley, este Reglamento y los 
lineamientos expedidos por este último, particularmente en lo que se refiere a las obligaciones de 
transparencia, a los procedimientos de acceso a la información, a los datos personales y a la corrección 
de éstos, así como al establecimiento y operación de las Unidades de Enlace y los Comités. 

 
Artículo 6. El Instituto expedirá lineamientos y emitirá recomendaciones para asegurar y propiciar el 

cumplimiento de la Ley y el presente Reglamento. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 7. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo se aplicará supletoriamente en lo que no 
se oponga a la Ley. 

 
Capítulo II 

Obligaciones de transparencia 
 

Artículo 8. Las dependencias y entidades deberán poner a disposición del público la información a 
que se refiere el artículo 7 de la Ley de conformidad con lo siguiente: 

 
I. La Unidad de Enlace de cada dependencia y entidad será la responsable de poner a disposición 

del público dicha información; 
 
 
 
 
 
 

II. La información deberá estar contenida en un sitio de internet de acceso público y general, visible 
desde el portal principal del sitio de internet de la dependencia o entidad, indicando la fecha de su 
actualización, así como un vínculo al sitio de internet del Instituto; 

 
 
 
 
 
 
 

III. La información deberá presentarse de manera clara y completa, de forma tal que se asegure su 
calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad, y 

 
 
 
 
 
 
 

IV. El mismo sitio de internet deberá contener las direcciones electrónicas, los domicilios para recibir 
correspondencia y los números telefónicos de la Unidad de Enlace, de los servidores públicos 
habilitados y del responsable del sitio mencionado. 

 
 
 
 
 
 

La información a la que se refiere el artículo 7 de la Ley podrá ser clasificada en los términos de los 
artículos 26 y 27 de este Reglamento. 

 

Artículo 9. Las dependencias y entidades deberán adecuar un espacio físico y contar con personal 
para atender y orientar al público en materia de acceso a la información. En este mismo espacio deberán 
existir equipos informáticos con acceso a internet para que los particulares puedan consultar la 
información que se encuentre publicada en el sitio correspondiente de la dependencia o entidad, así 
como para presentar por medios electrónicos las solicitudes a que se refiere la Ley y este Reglamento. 
De igual forma deberá existir el equipo necesario para que los particulares puedan obtener impresiones 
de la información que se encuentre en el referido sitio de internet. 
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Artículo 10. Las dependencias y entidades deberán actualizar la información señalada en el artículo 7 

de la Ley al menos cada tres meses, salvo que este Reglamento y otras disposiciones legales 
establezcan otro plazo. 

 
 
 
 
 
 

Esta información deberá permanecer en el sitio de internet, al menos, durante el periodo de su 
vigencia. 

 
Los titulares de las unidades administrativas serán los responsables de proporcionar a las Unidades 

de Enlace de las dependencias y entidades las modificaciones que correspondan. 
 
Artículo 11. Los particulares podrán informar al Instituto sobre la negativa o prestación deficiente del 

servicio, así como la falta de actualización de un sitio de internet, a que se refieren los tres artículos 
anteriores. El Instituto podrá emitir recomendaciones para asegurar y mejorar dichos servicios, y 
propiciará que se informe al interesado lo conducente. 

 
Artículo 12. La información a que se refieren las fracciones I, II, V, VIII y XIV del artículo 7 de la Ley, 

deberá ser actualizada en un plazo no mayor a diez días hábiles a partir de que sufrió modificaciones. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 13. El directorio de servidores públicos que se menciona en la fracción III del artículo 7 de la 
Ley, incluirá el nombre, cargo, nivel del puesto en la estructura orgánica, número telefónico, domicilio 
para recibir correspondencia y, en caso de contar con ellos, el número de fax y la dirección electrónica. 

 
Artículo 14. En lo relativo a la información sobre las remuneraciones de los servidores públicos a que 

alude la fracción IV del artículo 7 de la Ley, las dependencias y entidades deberán publicar el tabulador y 
las compensaciones brutas y netas, así como las prestaciones correspondientes del personal de base, de 
confianza y del contratado por honorarios. Igualmente, las dependencias y entidades deberán publicar el 
número total de las plazas y del personal por honorarios, especificando las vacantes por cada unidad 
administrativa. 

 
Artículo 15. Las dependencias y entidades sujetas al título tercero A de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, deberán publicar sus trámites y formatos mediante un vínculo de su sitio de 
internet al del Registro Federal de Trámites y Servicios. Las que no se encuentren sujetas a dicho título 
deberán publicarlos en sus sitios de internet, para lo cual deberán incluir, cuando resulte procedente, 
elementos equivalentes a los señalados en el artículo 69-M de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

 
Los trámites y formatos fiscales deberán publicarse en el registro que para esta materia establezca la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
 
 
 
 
 

Los Institutos Mexicano del Seguro Social y del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, 
deberán publicar sus trámites y formatos fiscales en el Registro Federal de Trámites y Servicios o en sus 
sitios de internet. 

 
Artículo 16. La información relativa al presupuesto de las dependencias y entidades y los informes 

sobre su ejecución, a que se refiere la fracción IX del artículo 7 de la Ley, será publicada por la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público en su sitio de internet, para lo cual ésta podrá emitir disposiciones 
generales. 

 
La periodicidad con que se actualice la información que se publique no podrá ser menor a aquélla con 

la cual el Ejecutivo Federal deba informar al Congreso de la Unión en los términos del propio Presupuesto 
de Egresos de la Federación. 
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Las dependencias y entidades deberán incluir en sus sitios de internet un vínculo al sitio de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el cual se encuentre la información citada. 
 
Artículo 17. Para el cumplimiento de lo dispuesto en la fracción X del artículo 7 de la Ley, la 

Secretaría de la Función Pública y los órganos internos de control en las dependencias y entidades, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, deberán publicar la información siguiente: 

 
I. El número y tipo de auditorías a realizar en el ejercicio presupuestario  respectivo; 
 
II. Número total de observaciones determinadas en los resultados de auditoría por cada rubro sujeto 

a revisión, y 
 
III. Respecto del seguimiento de los resultados de auditorías, el total de las aclaraciones efectuadas 

por la dependencia o entidad. 
 
La información descrita deberá publicarse dentro de los treinta días posteriores a la conclusión de 

cada trimestre. 
 
La publicación de información relativa a las auditorías externas efectuadas a los órganos 

desconcentrados y a las entidades, será realizada por éstos en sus sitios de internet, conforme a lo 
dispuesto por este artículo. 

 
Artículo 18. Los órganos internos de control deberán incluir la información a que se refiere el artículo 

anterior en el sitio de internet de las dependencias o entidades. La Secretaría de la Función Pública 
mantendrá en su propio sitio de internet vínculos a dichos sitios. 

 
Los resultados de las auditorías, para efectos de su publicidad, no deberán contener información que 

pueda causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, que se 
relacionen con presuntas responsabilidades o de otra índole y en general aquella que tenga el carácter 
de reservada o confidencial en los términos de la Ley y este Reglamento. 

 
Las observaciones de auditorías que puedan dar lugar a procedimientos administrativos o 

jurisdiccionales, serán hechas públicas una vez que los procedimientos sean resueltos de manera 
definitiva y las resoluciones correspondientes hayan causado estado y no sean recurribles en forma 
alguna. 

 
Artículo 19. Las dependencias y entidades deberán publicar en sus sitios de internet a más tardar 

dentro de los primeros diez días hábiles del mes de julio de cada año, la información relativa a programas 
de estímulos, apoyos y subsidios. Dicha información deberá actualizarse cada tres meses y contener, por 
lo menos, los siguientes elementos: 

 
I. El nombre o denominación del programa; 
 
II. La unidad administrativa que lo otorgue o administre; 
 
III. La población objetivo o beneficiaria, así como el padrón respectivo con el nombre de las 

personas físicas o la razón o denominación social de las personas morales beneficiarias; 
 
IV. Los criterios de la unidad administrativa para otorgarlos; 
 
V. El periodo para el cual se otorgaron; 
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VI. Los montos, y 
 
VII. Los resultados periódicos o informes sobre el desarrollo de los programas. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 20. Las dependencias y entidades deberán publicar en sus sitios de internet, la información 
relativa a concesiones, autorizaciones y permisos que otorguen. Dicha información deberá contener como 
mínimo: 

 
 
 
 
 

I. La unidad administrativa que los otorgue; 
 
II. El nombre de la persona física o la razón o denominación social de la persona moral 

concesionaria, autorizada o permisionaria; 
 
III. El objeto y vigencia de la concesión, autorización o permiso, y 
 
IV. El procedimiento que se siguió para su otorgamiento en caso de concesiones. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 21. Las dependencias y entidades deberán publicar en sus sitios de internet, la información 
relativa a los contratos que hayan celebrado en materia de adquisiciones, arrendamientos, servicios, 
obras públicas y los servicios relacionados con éstas, detallando en cada caso: 

 
 
 
 
 
 
 

I. La unidad administrativa que celebró el contrato; 
 
II. El procedimiento de contratación; 
 
III. El nombre de la persona física o la denominación o razón social de la persona  moral a la cual se 

asigne el contrato; 
 
IV. La fecha, objeto, monto y plazos de cumplimiento del contrato, y 
 
V. Los convenios de modificación a los contratos, en su caso, precisando los elementos a que se 

refieren las fracciones anteriores. 
 
Artículo 22. Las dependencias y entidades, cuando transfieran recursos públicos a los estados o 

municipios, deberán hacer pública la información relativa a los montos que entreguen, así como los 
informes a que hace referencia el artículo 12 de la Ley. 

 
Artículo 23. La información a que se refiere la fracción XIV del artículo 7 de la Ley incluirá el marco 

normativo aplicable a la gestión de las dependencias o entidades, incluyendo las disposiciones que 
regulan el ejercicio y control del gasto. 

 

 

Capítulo III 
Publicación de proyectos de leyes y disposiciones administrativas de carácter general 

 
 
 
 
 
 

Artículo 24. Las dependencias y entidades deberán hacer públicos a través de sus sitios de internet y 
por lo menos con veinte días hábiles de anticipación a la fecha en que se pretendan publicar o someter a 
firma del Ejecutivo Federal, los anteproyectos de leyes o actos administrativos de carácter general tales 
como reglamentos, decretos, acuerdos, normas oficiales mexicanas, circulares, formatos, lineamientos, 
criterios, metodologías, instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que tengan por objeto 
establecer obligaciones específicas cuando no existan condiciones de competencia, y cualesquiera otra 
de naturaleza análoga a los actos anteriores y sin exclusión de materia alguna. 
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Artículo 25. Los anteproyectos a que se refiere el artículo anterior y que estén sujetos al título tercero 

A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, podrán hacerse públicos a través del sitio de 
internet de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria. En este caso la Comisión citada expedirá 
constancia del cumplimiento de esta obligación. Las dependencias y entidades podrán solicitar el 
tratamiento a que se refiere el artículo 10 de la Ley a la Comisión Federal de Mejora Regulatoria, en los 
términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

 
Los anteproyectos de leyes o actos que no estén sujetos al título tercero A de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, deberán publicarse en los sitios de internet de las dependencias o 
entidades; en el caso de que éstas no lo hagan y se trate de anteproyectos de leyes o actos que se 
pretendan someter a firma del Ejecutivo Federal, la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal podrá 
publicarlos en los términos del artículo anterior. 

 
Las dependencias y entidades podrán solicitar el tratamiento del artículo 10 de la Ley a la Consejería 

Jurídica del Ejecutivo Federal. Tratándose de anteproyectos de leyes, esta última tomará en 
consideración los plazos constitucionales y legales, así como los periodos de sesiones del Congreso de 
la Unión. 

 
En las solicitudes del tratamiento a que se refiere este artículo, las dependencias y entidades deberán 

motivar las razones que justifiquen la emergencia, o aquellas que demuestren que la publicación previa 
puede comprometer los efectos que se pretenden lograr con la disposición de que se trate. 

Los actos administrativos de carácter general que se deriven de los procedimientos administrativos en 
materia de prácticas desleales de comercio internacional establecidos en la Ley de Comercio Exterior 
están exentos de la prepublicación por considerarse que ésta comprometería los efectos que se 
pretenden lograr. 

 
Capítulo IV 

Clasificación de información 
 
Artículo 26. Los titulares de las unidades administrativas de las dependencias y entidades llevarán a 

cabo la clasificación de la información en el momento en que: 
 
I. Se genere, obtenga, adquiera o transforme la información, o 
 
II. Se reciba una solicitud de acceso a la información, en el caso de documentos que no se hubieran 

clasificado previamente. 
 
La clasificación podrá referirse a un expediente o a un documento. 
 
Artículo 27. Al clasificar expedientes y documentos como reservados o confidenciales, los titulares de 

las unidades administrativas deberán tomar en consideración el daño que causaría su difusión a los 
intereses tutelados en los artículos 13, 14 y 18 de la Ley. 

 
Artículo 28. El Instituto establecerá los lineamientos que contengan los criterios para la clasificación, 

desclasificación y custodia de la información reservada y confidencial. Los Comités podrán establecer 
criterios específicos cuando la naturaleza o especialidad de la información o de la unidad administrativa lo 
requieran, siempre que se justifique y no se contravengan los lineamientos expedidos por el Instituto. 
Dichos criterios y su justificación deberán publicarse en el sitio de internet de las dependencias y 
entidades, dentro de los diez días hábiles siguientes a que se emitan o modifiquen. 

 
Artículo 29. Sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del artículo 17 de la Ley, el Instituto 

podrá solicitar a la dependencia o entidad un informe sobre el contenido de la información reservada o 
confidencial. En caso de que éste sea insuficiente, el Instituto podrá citar a la dependencia o entidad para 
que aporte los elementos que permitan determinar la clasificación correspondiente. 
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Capítulo V 

Información reservada 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 30. Los expedientes y documentos clasificados como reservados deberán llevar una leyenda 
que indique su carácter de reservado, la fecha de la clasificación, su fundamento legal, el periodo de 
reserva y la rúbrica del titular de la unidad administrativa. 

 
 
 
 
 

Cuando un expediente contenga documentos públicos y reservados, se deberán entregar aquellos 
que no estén clasificados. Tratándose de un documento que contenga partes o secciones reservadas, se 
deberá entregar una versión en el que se omitan estas últimas. Las reproducciones de los expedientes o 
documentos que se entreguen constituirán las versiones públicas correspondientes. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 31. Los titulares de las unidades administrativas elaborarán, de conformidad con los 
requisitos establecidos en el artículo 17 de la Ley, un índice de los expedientes clasificados como 
reservados. 

 
A efecto de mantener dicho índice actualizado, la unidad administrativa lo enviará al Comité, dentro de 

los primeros diez días hábiles de los meses de enero y julio de cada año, según corresponda. El Comité 
tendrá un plazo de diez días hábiles para su aprobación; transcurrido dicho plazo sin que exista 
determinación alguna por parte del Comité, se entenderá aprobado. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 32. Los índices de expedientes clasificados como reservados serán información pública, 
sujeta a las obligaciones de disponibilidad y acceso establecidas por la Ley y este Reglamento. Estos 
índices deberán contener: 

 
 
 
 
 
 
 

I. El rubro temático, 
 
II. La unidad administrativa que generó, obtuvo, adquirió, transformó o conserva la información; 
 
III. La fecha de la clasificación; 
 
IV. El fundamento legal; 
 
V. El plazo de reserva, y 
 
VI. Las partes de los expedientes o documentos que se reservan, en su caso. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 33. Los expedientes y documentos clasificados como reservados, serán debidamente 
custodiados y conservados conforme a los lineamientos que expida el Instituto y, en su caso, los criterios 
específicos que emitan los Comités. Los titulares de las dependencias y entidades deberán conocer estos 
últimos y asegurarse de que son adecuados para los propósitos citados. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 34. La información clasificada como reservada podrá ser desclasificada: 
 
 
 
 
 
 
 

I. A partir del vencimiento del periodo de reserva; 
 
II. Cuando desaparezcan las causas que dieron origen a la clasificación; 
 
III. Cuando así lo determine el Comité en los términos del artículo 45 de la Ley, o 
 
IV. Cuando así lo determine el Instituto de conformidad con los artículos 17 y 56 fracción III de la 

Ley. 
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Artículo 35. Cuando a juicio de una dependencia o entidad, sea necesario ampliar el plazo de reserva 

de un expediente o documento, el Comité respectivo deberá hacer la solicitud correspondiente al Instituto, 
debidamente fundada y motivada, por lo menos con tres meses de anticipación al vencimiento del periodo 
de reserva. 

 
La falta de respuesta del Instituto dentro de los dos meses posteriores a la recepción de la solicitud de 

ampliación del plazo de reserva, será considerada como una afirmativa ficta, y el documento conservará 
el carácter de reservado por el periodo solicitado. 

 
Artículo 36. Para los efectos del artículo 14 de la Ley, se considerarán como violaciones graves de 

derechos fundamentales y delitos de lesa humanidad los que se establezcan como tales en los tratados 
ratificados por el Senado de la República o en las resoluciones emitidas por organismos internacionales 
cuya competencia sea reconocida por el Estado Mexicano, así como en las disposiciones legales 
aplicables. 

 
 
 
 
 

Capítulo VI 
Información confidencial 

 
Artículo 37. La información confidencial no estará sujeta a plazos de vencimiento y tendrá ese 

carácter de manera indefinida, salvo que medie el consentimiento expreso del titular de la información o 
mandamiento escrito emitido por autoridad competente. 

 
Artículo 38. Los particulares que entreguen a las dependencias y entidades información confidencial 

de conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la Ley, deberán señalar los documentos o las 
secciones de éstos que la contengan, así como el fundamento por el cual consideran que tenga ese 
carácter. 

 
Artículo 39. Para efectos de la fracción I del artículo 22 de la Ley se entenderá que no se requiere el 

consentimiento expreso del titular de la información, cuando esté en serio peligro la vida o salud de la 
persona de que se trate. 

 
Artículo 40. Para que las dependencias o entidades puedan permitir el acceso a información 

confidencial requieren obtener el consentimiento expreso de los particulares titulares de la información, 
por escrito o medio de autentificación equivalente. 

 
Artículo 41. Cuando una dependencia o entidad reciba una solicitud de acceso a un expediente o 

documentos que contengan información confidencial y el Comité lo considere pertinente, podrá requerir al 
particular titular de la información su autorización para entregarla, quien tendrá diez días hábiles para 
responder a partir de la notificación correspondiente. El silencio del particular será considerado como una 
negativa. 

 
El Comité deberá dar acceso a las versiones públicas de los expedientes o documentos a que se 

refiere el párrafo que antecede, en las que se omitan los documentos o las partes o secciones de éstos 
que contengan información confidencial, aun en los casos en que no se haya requerido al particular titular 
de la información para que otorgue su consentimiento, o bien se obtenga una negativa expresa o tácita 
del mismo. 
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Capítulo VII 

Organización de archivos 
 
Artículo 42. El Archivo General de la Nación, en coordinación con el Instituto, expedirá los 

lineamientos que contengan los criterios para la organización, conservación y adecuado funcionamiento 
de los archivos de las dependencias y entidades. 

 
Artículo 43. Cuando la especialidad de la información o de la unidad administrativa lo requieran, los 

Comités establecerán criterios específicos para la organización y conservación de los archivos de las 
dependencias y entidades, siempre que no se contravengan los lineamientos expedidos conforme al 
artículo anterior. Dichos criterios y su justificación deberán publicarse en el sitio de internet de las 
dependencias y entidades, dentro de los diez días hábiles siguientes a que se emitan o modifiquen. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 44. Todo documento en posesión de las dependencias y entidades formará parte de un 
sistema de archivos de conformidad con los lineamientos y criterios a que se refiere este capítulo; dicho 
sistema incluirá al menos, los procesos para el registro o captura, la descripción desde el grupo general, 
subgrupo y expediente, archivo, preservación, uso y disposición final, entre otros que resulten relevantes. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 45. Los actos y procedimientos que se encuentren en trámite ante las unidades 
administrativas de las dependencias y entidades, así como las resoluciones definitivas que se adopten 
por éstas, deberán contar con la documentación que los sustente. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 46. De conformidad con los lineamientos a que se refiere el artículo 42 de este Reglamento, 
los Comités elaborarán un programa que contendrá una guía simple de la organización de los archivos de 
la dependencia o entidad, con el objeto de facilitar la obtención y acceso a la información pública. Dicha 
guía se actualizará anualmente y deberá incluir las medidas necesarias para custodia y conservación de 
los archivos. Asimismo, los Comités supervisarán la aplicación de los lineamientos o criterios a que se 
refiere este capítulo. 

 
 

Capítulo VIII 
Protección de datos personales 

 
Artículo 47. Los procedimientos para acceder a los datos personales que estén en posesión de las 

dependencias y entidades garantizarán la protección de los derechos de los individuos, en particular, a la 
vida privada y a la intimidad, así como al acceso y corrección de sus datos personales, de conformidad 
con los lineamientos que expida el Instituto y demás disposiciones aplicables para el manejo, 
mantenimiento, seguridad y protección de los datos personales. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 48. Las dependencias y entidades que cuenten con sistemas de datos personales deberán 
hacer del conocimiento del Instituto y del público en general a través de sus sitios de internet, el listado de 
dichos sistemas, en el cual indicarán el objeto del sistema, el tipo de datos que contiene, el uso que se 
les da, la unidad administrativa que lo administra y el nombre del responsable. El Instituto mantendrá un 
listado público actualizado de los sistemas de datos personales que sean hechos de su conocimiento. 

 
 

Capítulo IX 
Costos por reproducción y envío de la información 

 
 
 
 
 
 

Artículo 49. Para los efectos del artículo 27 de la Ley, se entenderá por cuotas de acceso, los costos 
de reproducción y envío de la información solicitada. 
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Artículo 50. En caso de que las dependencias y entidades posean una versión electrónica de la 

información solicitada, podrán enviarla al particular sin costo alguno o ponerla a su disposición en un sitio 
de internet y comunicar a éste los datos que le permitan acceder a la misma. 

 
Artículo 51. Las dependencias y entidades podrán reproducir la información solicitada en copias 

simples o certificadas, medios magnéticos, ópticos, sonoros, visuales, holográficos u otros medios. En 
esos casos se cobrarán a los particulares derechos, aprovechamientos o productos, según corresponda, 
y el pago respectivo deberá hacerse previamente a la reproducción de la información. 

 
Salvo en el caso de las copias certificadas, los costos referidos en el párrafo anterior no podrán 

rebasar el de los materiales utilizados para la reproducción de la información. Estos costos deberán 
publicarse en los sitios de internet de las dependencias y entidades. 

 
Los costos de las copias certificadas se determinarán conforme a la legislación aplicable y, en el caso 

de las entidades, no podrán ser superiores a los establecidos para las dependencias. 
 
Artículo 52. Las dependencias y entidades que provean servicios de información con valor comercial 

podrán cobrar dichos servicios en los términos de los ordenamientos jurídicos aplicables. 
 
En la consulta, adquisición o reproducción de las bases de datos de las dependencias y entidades que 

no tengan información reservada o confidencial se tomará en cuenta su valor comercial y se respetará la 
titularidad de los derechos correspondientes. 

 
Artículo 53. Con excepción de las copias certificadas y lo que dispone el segundo párrafo del artículo 

24 de la Ley, será gratuita la reproducción de la información que se genere con motivo de la respuesta a 
una solicitud de acceso a datos personales o a la corrección de éstos. 

 
Artículo 54. Salvo que exista impedimento justificado para hacerlo, las dependencias y entidades 

deberán atender la solicitud de los particulares respecto de la forma de envío de la información solicitada, 
la cual podrá realizarse por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, siempre y cuando los 
solicitantes hayan cubierto o cubran el servicio respectivo. 

 
Artículo 55. El Instituto y las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública, se 

coordinarán para establecer y mejorar de manera continua, un sistema que permita facilitar el envío de la 
información, reducir sus costos y facilitar su pago evitando el traslado físico de los particulares a las 
dependencias y entidades, así como a sus oficinas, representaciones y delegaciones. 

 
El Instituto podrá ser coadyuvante de la Tesorería de la Federación en el cobro de los costos de 

reproducción y envío de la información previstos en la Ley y este Reglamento. 
 
 

Capítulo X 
De las Unidades de Enlace y los Comités 

 
Artículo 56. Los titulares de las Unidades de Enlace designarán a los servidores públicos habilitados 

en las oficinas, representaciones y delegaciones de la dependencia o entidad de que se trate, el cual 
auxiliará a los particulares en la elaboración de sus solicitudes y, en su caso, los orientará sobre la 
dependencia, entidad u otro órgano que pudiera tener la información que solicitan. 

 
Artículo 57. Los Comités estarán integrados por el titular del órgano interno de control, el titular de la 

Unidad de Enlace y un servidor público designado por el titular de la dependencia o entidad. Los 
miembros de los Comités sólo podrán ser suplidos en sus funciones por servidores públicos designados 
específicamente por los miembros titulares de aquéllos, quienes deberán tener el rango inmediato 
inferior. Las decisiones deberán tomarse por mayoría de votos. 
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Cuando una entidad no cuente con órgano interno de control, la Secretaría de la Función Pública 

designará al servidor público que integre el Comité. 
 
Los Comités podrán integrar a los servidores públicos que consideren necesarios para asesorarlos o 

apoyarlos en sus funciones, quienes asistirán a las sesiones con voz pero sin voto. 
 
Cada Comité establecerá los criterios para su funcionamiento, los cuales deberán prever al menos la 

periodicidad con que sesionará, el servidor público que lo presidirá y la forma de dar seguimiento a sus 
acuerdos. 

 
Artículo 58. Los órganos administrativos desconcentrados que cuenten con un órgano interno de 

control deberán establecer su Unidad de Enlace y Comité. 
 
 
 
 
 
 
 

Cuando no cuenten con órgano interno de control, el titular del órgano administrativo desconcentrado 
y el Comité de la dependencia a la cual el órgano se encuentre adscrito, determinarán de común acuerdo 
si se requiere una Unidad de Enlace y un Comité propios, atendiendo a la estructura orgánica, así como 
al tipo y cantidad de información que se maneje. Si la determinación es negativa, la Unidad de Enlace y el 
Comité de la dependencia, lo serán también del órgano administrativo desconcentrado. 

 
 
 
 
 
 

Cuando un órgano administrativo desconcentrado no cuente con un órgano interno de control y se 
determine la necesidad de crear una Unidad de Enlace y un Comité propios, el titular del órgano interno 
de control de la dependencia formará parte del Comité correspondiente. 

 
Las Comisiones Intersecretariales y los Consejos Consultivos cumplirán las obligaciones previstas en 

la Ley, este Reglamento y demás disposiciones aplicables a través de la Unidad de Enlace y el Comité de 
la dependencia o entidad que ejerza las funciones de secretaría técnica o su equivalente. En su caso, la 
clasificación de la información corresponderá al secretario técnico o su equivalente. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 59. Los cambios que realicen las dependencias o entidades respecto a los servidores 
públicos integrantes de las Unidades de Enlace o de los Comités, deberán publicarse en su sitio de 
internet dentro de los diez días hábiles siguientes a que se efectúen. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 60. Las resoluciones y los criterios que expidan los Comités serán públicos y se darán a 
conocer en el sitio de internet de la dependencia o entidad de que se trate dentro de los diez días hábiles 
siguientes a que se expidan, sin perjuicio de que se hagan del conocimiento público a través de un 
sistema único que para esos efectos determine el Instituto. 

 
Artículo 61. Los Comités deberán enviar al Instituto mediante los sistemas que para tal efecto 

establezca éste, dentro de los primeros veinte días hábiles del mes de enero de cada año, toda la 
información que posean relativa a: 

 
 
 
 
 
 

I. El número y tipo de solicitudes de información presentadas y sus resultados, incluidas aquéllas 
en las que no fue posible localizar la información en los archivos; 

 
II. Los tiempos de respuesta a las diferentes solicitudes; 
 
III. El estado en que se encuentran las denuncias presentadas por el Instituto ante los órganos 

internos de control, y 
 
IV. Las dificultades observadas en el cumplimiento de la Ley, este Reglamento y demás 

disposiciones aplicables. 
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Capítulo XI 

Instituto Federal de Acceso a la Información Pública 
 
 
 
 
 
 

Artículo 62. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 37 de la Ley, el Instituto podrá: 
 
I. Diseñar procedimientos y establecer sistemas para que las dependencias y entidades reciban, 

procesen, tramiten y resuelvan las solicitudes de acceso a la información, así como a los datos 
personales y su corrección; 

 
 
II. Establecer sistemas para que las dependencias y entidades puedan enviar al Instituto 

resoluciones, criterios, solicitudes, consultas, informes y cualquier otra comunicación a través de 
medios electrónicos, cuya transmisión garantice en  su caso la seguridad, integridad, 
autenticidad, reserva y confidencialidad de la información y genere registros electrónicos del 
envío y recepción correspondiente; 

 
III. Realizar visitas o requerir a las dependencias y entidades para asegurar la debida clasificación 

de la información, su desclasificación o la procedencia de otorgar acceso a la misma, y 
 
IV. Las demás que le confieran las leyes, este Reglamento y demás disposiciones  aplicables. 
 
Artículo 63. El Pleno del Instituto designará una Unidad de Enlace e integrará el Comité en los 

términos de la Ley. 
 
Artículo 64. El Instituto publicará en el Diario Oficial de la Federación los lineamientos y demás 

actos administrativos de carácter general que expida. 
 
El Instituto publicará en su sitio de internet los extractos de sus acuerdos, incluidas las resoluciones de 

los recursos de revisión, y cualquier otra información que considere de interés. 
 
Artículo 65. La Unidad de Enlace y el Comité del Instituto no tendrán acceso a la siguiente 

información: 
 
I. La recibida de las dependencias y entidades para que el Instituto la conozca, verifique u ordene 

su clasificación o desclasificación de acuerdo a lo dispuesto por la Ley, este Reglamento y demás 
disposiciones aplicables, y 

 
II. La contenida en los expedientes de los recursos de revisión mientras no hayan causado estado. 

 
 
 
 
 
 
 
 

Capítulo XII 
Del procedimiento de acceso a la información 

 
Artículo 66. Para los efectos del artículo 40 de la Ley, las solicitudes de acceso a la información 

podrán presentarse en escrito libre, en los formatos que para tal efecto determine el Instituto o a través 
del sistema que éste establezca. Tanto los formatos como el sistema deberán estar disponibles en las 
Unidades de Enlace, las oficinas, representaciones y delegaciones que cuenten con servidores públicos 
habilitados, así como en los sitios de internet de las dependencias, entidades y del propio Instituto. 
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En la solicitud de acceso a la información, el interesado podrá señalar la persona o personas 

autorizadas para interponer, en su caso, el recurso de revisión a que se refieren los artículos 49 y 50 de 
la Ley. 

 
La presentación de las solicitudes de acceso a la información podrá hacerse personalmente o a través 

de representante en el domicilio de la Unidad de Enlace de la dependencia o entidad que corresponda, o 
en el de las oficinas, representaciones y delegaciones de éstas que cuenten con servidores públicos 
habilitados. Asimismo, dicha solicitud podrá presentarse por correo certificado o mensajería, con acuse 
de recibo, y medios electrónicos a través del sistema que establezca el Instituto para este fin. En todo 
caso se entregará, confirmará o remitirá al particular un acuse de recibo en el cual conste de manera 
fehaciente la fecha de presentación respectiva. 

 
Artículo 67. La representación a que se refiere el artículo 40 de la Ley, podrá recaer en un tercero 

autorizado mediante una carta poder firmada ante dos testigos, sin necesidad de ratificación previa de 
firmas ni formalidad alguna. No se admitirá la representación cuando la solicitud de acceso se haga por 
medios electrónicos. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 68. Los particulares que presenten solicitudes de acceso a la información deberán señalar el 
mecanismo por el cual desean les sea notificada la resolución que corresponda conforme al artículo 44 
de la Ley. Dicha notificación podrá ser: 

 
 
 
 
 
 
 

I. Personalmente o a través de un representante, en el domicilio de la Unidad de  Enlace, o en el de 
las oficinas, representaciones y delegaciones de éstas que cuenten con servidores públicos 
habilitados; 

 
 
 
 
 
 

II. Por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, siempre que en este último caso el 
particular, al presentar su solicitud, haya cubierto o cubra el pago del servicio respectivo, y 

 
 
 
 
 
 
 

III. Por medios electrónicos, a través del sistema que establezca el Instituto, en cuyo caso dicho 
particular deberá indicar que acepta los mismos como medio para recibir la notificación. La 
dependencia o entidad deberá proporcionar en este caso al particular la clave que le permita 
acceder al sistema. 

 
 
 
 
 
 
 

Cuando el particular presente su solicitud por medios electrónicos a través del sistema que establezca 
el Instituto, se entenderá que acepta que las notificaciones le sean efectuadas por dicho sistema, salvo 
que señale un medio distinto para efectos de las notificaciones. 

 
 
 
 
 
 
 
 

En caso de que el particular no precise la forma en que se le debe notificar la resolución, o no cubra el 
pago del servicio de mensajería que se menciona en la fracción II de este artículo, la notificación se 
realizará por correo certificado, o por estrados cuando no se haya proporcionado el domicilio. 

 
 
 
 
 
 
 
 

Este artículo será aplicable en el caso de notificaciones de ampliación del plazo a que se refiere el 
primer párrafo del artículo 44 de la Ley. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 69. Las Unidades de Enlace que reciban una solicitud de acceso a la información que no 
posea la dependencia o entidad de que se trate, deberán auxiliar y orientar a los particulares, a través del 
medio que éstos señalaron en su solicitud y dentro de los cinco días hábiles siguientes, sobre las 
dependencias o entidades que pudiesen poseerla. En esos casos, la petición del particular no tendrá el 
carácter de solicitud de acceso conforme a la Ley y este Reglamento. 
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Artículo 70. Los Comités de cada dependencia o entidad podrán establecer los plazos y 
procedimientos internos para dar trámite a las solicitudes de acceso, el cual deberá desahogarse en el 
plazo máximo de veinte días hábiles a que se refiere el primer párrafo del artículo 44 de la Ley, incluida la 
notificación al particular a través de la Unidad de Enlace. En caso de no hacerlo, dicho procedimiento se 
ajustará a lo siguiente: 

 
 
 
 
 
 
 

I. Recibida la solicitud, la Unidad de Enlace deberá turnarla a la o las unidades administrativas que 
puedan tener la información dentro de los dos días hábiles siguientes a aquel en que se haya 
recibido la solicitud; 

 
 
II. En caso de contar con la información y que ésta sea pública, la unidad administrativa deberá 

notificarlo a la Unidad de Enlace dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que se 
haya recibido la solicitud por parte de dicha Unidad, precisando, en su caso, los costos de 
reproducción y envío de acuerdo con las diversas modalidades que contemplan los artículos 51 y 
54 de este Reglamento, o bien la fuente, lugar y forma en que se puede consultar, reproducir o 
adquirir, así como sus costos, si se tratara del supuesto a que se refieren los artículos 42, tercer 
párrafo de la Ley, 50 y 52 del Reglamento; 

 
 
 
 
 
 

III. En el caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada es reservada o 
confidencial, deberá remitir al Comité, tanto la solicitud de acceso como una comunicación en la 
que funde y motive la clasificación correspondiente, dentro de los ocho días hábiles siguientes a 
aquel en que se haya recibido la solicitud. El Comité podrá confirmar, modificar o revocar la 
clasificación mencionada, para lo cual podrá tener acceso a los expedientes o documentos 
clasificados. En todo caso emitirá una resolución fundada y motivada; 

 
 
 
 
 
 
 

IV. En el caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada contiene 
documentos reservados o confidenciales, o un documento que contenga partes o secciones 
reservadas con este tipo de información, deberá remitir al Comité, la solicitud de acceso y una 
comunicación en la que funde y motive la clasificación correspondiente en el mismo plazo a que 
se refiere la fracción anterior, así como la reproducción de una versión pública de los documentos 
que no estén clasificados o en los que se hayan omitido las partes o secciones que contengan 
información reservada o confidencial. El Comité podrá confirmar, modificar o revocar la 
clasificación mencionada, para lo cual podrá tener acceso a los expedientes o documentos 
clasificados. En su caso, el Comité procederá conforme lo establece el artículo 41 de este 
Reglamento y emitirá una resolución fundada y motivada, y 

 
 
 
 
 
 
 

V. En el caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada no se 
encuentra en sus archivos, deberá enviar al Comité dentro de los cinco días hábiles siguientes a 
aquél en que se haya recibido la solicitud de la Unidad de Enlace, un informe en el que exponga 
este hecho y oriente sobre la posible ubicación de la información solicitada. El Comité procederá 
de acuerdo a lo que se prevé en el artículo 46 de la Ley. 

 
 
 
 
 

Los Comités deberán emitir las resoluciones a que se refieren los artículos 45 y 46 de la Ley con la 
mayor rapidez posible. 

 
 
 
 
 

Artículo 71. Los Comités podrán determinar la ampliación del plazo de respuesta a una solicitud de 
acceso a la información de conformidad con el primer párrafo del artículo 44 de la Ley. En la notificación 
que se haga al solicitante se deberán explicar de manera fundada y motivada las causas que justifican 
dicha ampliación. No podrán invocarse como causales de ampliación del plazo motivos que supongan 
negligencia o descuido de la dependencia o entidad en el desahogo de la solicitud. 

 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

155 

 
 
 
 

 
Artículo 72. En las resoluciones de los Comités que nieguen el acceso a la información o determinen 

que los expedientes o documentos contienen partes o secciones reservadas o confidenciales, se deberá 
fundar y motivar la clasificación correspondiente e indicarle al solicitante que puede interponer el recurso 
de revisión ante el Instituto, así como proporcionarle el formato respectivo, el sitio de internet donde 
puede obtenerlo e interponerlo a través del sistema que establezca el Instituto, o bien darle acceso a 
dicho sistema si así lo solicita. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 73. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 de este Reglamento, en la resolución a la 
solicitud de acceso, se indicarán los costos y las modalidades en que puede ser reproducida la 
información de conformidad con lo que establecen los artículos 51 y 52 del mismo ordenamiento, 
atendiendo cuando resulte procedente la solicitud del particular. 

 
En su caso, la información podrá ser puesta a disposición del solicitante mediante consulta física en la 

dependencia o entidad, debiendo realizarse, en la medida de lo posible, en el domicilio de la Unidad de 
Enlace. Si no fuere posible, la Unidad de Enlace deberá asegurarse que la consulta se realice en 
instalaciones apropiadas para ello. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 74. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación que se haga sobre su 
disponibilidad, la información solicitada deberá ponerse a disposición del particular o su representante en 
el domicilio de la Unidad de Enlace, o en el de las oficinas, representaciones y delegaciones de éstas que 
cuenten con servidores públicos habilitados, o bien en un sitio de internet o enviárseles de conformidad 
con lo que establecen los artículos 50 y 54 de este Reglamento, según corresponda. 

 
Cuando se requiera reproducir o enviar la información en los términos de este artículo, el plazo de diez 

días hábiles comenzará a correr a partir del día hábil siguiente a aquel en que el particular cubra los 
costos correspondientes. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 75. Los solicitantes tendrán un plazo de tres meses después de que se les notifique la 
resolución de acceso a la información para disponer de ella. Para ello deberán iniciar la consulta en el 
lugar donde se les indique o cubrir los costos vigentes para su reproducción y, en su caso, el envío de la 
misma. Transcurrido el plazo referido, los particulares deberán realizar una nueva solicitud de acceso a la 
información, sin responsabilidad alguna para la dependencia o entidad. 

 
 

Capítulo XIII 
De los procedimientos de acceso y corrección de datos personales 

 
 
 
 
 
 

Artículo 76. En las solicitudes de acceso a datos personales y de corrección de éstos serán 
aplicables los artículos 66 y 68 de este Reglamento con las variantes a que se refiere el presente artículo. 

 
Al promover sus solicitudes, los particulares titulares de los datos personales o sus representantes 

deberán acreditar previamente su personalidad. La representación deberá tener carácter legal en los 
términos de las disposiciones que correspondan. Lo anterior será aplicable en los casos de las 
notificaciones de resoluciones conforme a las fracciones I y II del artículo 68 de este Reglamento, así 
como el segundo párrafo del mismo. 

 
El uso de medios electrónicos para promover solicitudes y recibir las notificaciones de las resoluciones 

se limitará a los casos en que el particular cuente con la certificación del medio de identificación 
electrónica a que se refiere el artículo 69-C de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

 
Los plazos a que se refieren los artículos 24 y 25 de la Ley no serán prorrogables, ni procederá lo 

dispuesto por el segundo párrafo del artículo 66 del presente Reglamento. 
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Artículo 77. En el caso de que los plazos y procedimientos aplicables a las solicitudes de acceso y 

corrección de datos personales, se precisen como servicios o trámites de conformidad con las fracciones 
VII y VIII del artículo 7 de la Ley, los particulares titulares de los datos personales deberán presentar sus 
solicitudes conforme a lo que ahí se establezca. 

 
Artículo 78. Los Comités de cada dependencia o entidad podrán establecer los plazos y el 

procedimiento interno para dar trámite a las solicitudes de acceso a datos personales, el cual se 
desahogará en el plazo máximo de diez días hábiles a que se refiere el primer párrafo del artículo 24 de 
la Ley, incluida la notificación al solicitante a través de la Unidad de Enlace, y se ajustará a lo siguiente: 

 
I. Recibida la solicitud, la Unidad de Enlace deberá turnar la solicitud de acceso a los datos 

personales a la o las unidades administrativas que puedan tener la información correspondiente; 
 
 
II. En caso de contar con la información sobre los datos personales del particular, la unidad 

administrativa deberá remitirla en formato comprensible a la Unidad de Enlace, precisando en su 
caso la gratuidad de la reproducción respectiva y el costo del envío de la información, conforme 
al artículo 54 de este Reglamento, a menos que se trate de copias certificadas o de lo que 
dispone el segundo párrafo del artículo 24 de la Ley, para lo cual se precisará lo conducente, y 

 
 
 
 
 
 

III. En caso de que la unidad administrativa determine que la información solicitada no se encuentra 
en su sistema de datos personales, deberá enviar un informe en el que exponga este hecho al 
Comité, el cual analizará el caso y tomará las medidas pertinentes para localizar la información 
solicitada. En caso de no encontrarse la información solicitada, el Comité expedirá una resolución 
que comunique al solicitante la inexistencia de sus datos personales en el sistema de que se 
trate. 

 
Artículo 79. Los Comités de cada dependencia o entidad podrán establecer los plazos y el 

procedimiento interno para dar trámite a las solicitudes de corrección de datos personales, las cuales se 
desahogarán en el plazo máximo de treinta días hábiles a que se refiere el artículo 25 de la Ley, incluida 
la notificación al solicitante a través de la Unidad de Enlace, y se ajustará a lo siguiente: 

 
 
 
 
 
 

I. Recibida la solicitud, la Unidad de Enlace deberá turnarla a la o las unidades administrativas que 
puedan tener la información correspondiente; 

 
 
 
 
 

II. En caso de ser procedente la corrección de los datos personales del particular, la unidad 
administrativa deberá remitir a la Unidad de Enlace una comunicación en la que haga constar las 
modificaciones, precisando en su caso la gratuidad de esta última y el costo del envío de la 
información, conforme al artículo 54 de este Reglamento, a menos que se trate de copias 
certificadas o de lo que dispone el segundo párrafo del artículo 24 de la Ley, para lo cual se 
precisará lo conducente, y 

 
 
 
 

III. En caso de que la unidad administrativa determine que la corrección de los datos personales 
solicitada no resulta procedente, deberá remitir al Comité una comunicación en la que funde y 
motive las razones por las que no procedieron las modificaciones. El Comité determinará la 
procedencia de las modificaciones conforme a la fracción anterior, o bien emitirá una resolución 
fundada y motivada que determine la improcedencia total o parcial de las correcciones. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 80. Las resoluciones de los Comités que determinen la inexistencia de datos personales, o la 
improcedencia total o parcial de sus modificaciones, deberán estar fundadas y motivadas e indicar al 
solicitante que puede interponer el recurso de revisión ante el Instituto, así como proporcionarle el 
formato respectivo, el sitio de internet donde puede obtenerlo e interponerlo a través del sistema que 
establezca el Instituto, o bien darle acceso a dicho sistema si así lo solicita. 
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Artículo 81. Cuando el particular haya solicitado la reproducción de la información de sus datos 

personales o de la corrección de éstos en copias certificadas, los plazos de resolución comenzarán a 
correr a partir del día hábil siguiente a aquel en que compruebe haber cubierto los costos 
correspondientes. 

 
 
 
 
 
 

Capítulo XIV 
De los procedimientos ante el Instituto 

 
 
 
 
 
 

Artículo 82. De conformidad con lo previsto en el artículo 51 de la Ley, procede el recurso de revisión 
establecido en los artículos 49 y 50 de dicho ordenamiento. Este recurso se sustanciará conforme a lo 
que se establece en la Ley, este Reglamento y, en lo no previsto, a lo que dispone la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

 
Artículo 83. Para los efectos de los artículos 26, 49 y 50 de la Ley, los recursos de revisión podrán 

presentarse en escrito libre, en los formatos que para tal efecto determine el Instituto, o a través del 
sistema que éste establezca. Tanto el formato como el sistema deberán estar disponibles en las 
Unidades de Enlace, las oficinas, representaciones y delegaciones que cuenten con servidores públicos 
habilitados, así como en los sitios de internet de las dependencias, entidades y del propio Instituto. 

 
 
 
 
 
 

La presentación del recurso de revisión en lo que respecta al procedimiento de acceso a la 
información podrá hacerse personalmente o a través de representante en el domicilio del Instituto, o bien 
en el lugar que este último autorice, así como en el de la Unidad de Enlace de la dependencia o entidad 
que corresponda. 

 
 
 
 
 
 

Dicho recurso podrá efectuarse por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, y medios 
electrónicos a través del sistema que establezca el Instituto; en todo caso se entregará, confirmará o 
remitirá al particular un acuse de recibo en el cual conste de manera fehaciente la fecha de presentación 
respectiva. 

 
 
 
 
 

En los recursos de revisión de solicitudes de acceso a la información, no se requerirá acreditar la 
identidad del interesado y la representación podrá hacerse en los términos establecidos por el artículo 84 
del presente Reglamento. La presentación del recurso por medios electrónicos deberá realizarse por el 
interesado; en este caso no procederá la representación. 

 
 
 
 
 
 

En lo que respecta a datos personales la presentación del recurso de revisión deberá hacerse por el 
particular titular de los datos personales o su representante legal. Asimismo, la presentación de dicho 
recurso podrá ser remitida por medios electrónicos, siempre que el particular cuente con la certificación 
del medio de identificación electrónica a que se refiere el artículo 69-C de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

 
 
 
 
 

El plazo a que se refiere el artículo 55 de la Ley comenzará a correr al día hábil siguiente a aquel en 
que el Instituto reciba el recurso. 

 
 
 
 
 

Artículo 84. La representación a que se refiere el artículo 49 de la Ley deberá acreditarse mediante 
carta poder firmada ante dos testigos, sin necesidad de ratificación previa de firmas ni formalidad alguna. 

 
 
 
 
 

La representación también podrá acreditarse mediante la presentación de la solicitud de acceso a la 
información que dio origen a la resolución impugnada, en la cual se hubiere autorizado expresamente a la 
persona que podrá interponer los medios de defensa que procedan. 

 
 
 
 

Artículo 85. De conformidad con la fracción IV del artículo 55 de la Ley, cuando el recurso se 
presente a través de medios electrónicos se deberá anexar por la misma vía copia electrónica de la 
resolución impugnada y, en su caso, copia de la notificación correspondiente. Opcionalmente dichos 
documentos podrán reproducirse en medios impresos y enviarse al Instituto. 
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Artículo 86. Los particulares que presenten recursos deberán señalar cómo desean que les sea 

notificada la resolución que corresponda conforme al artículo 56 de la Ley. Dicha notificación podrá ser: 
 
 
 
 
 
 
 

I. Personalmente o a través de un representante, en el domicilio del Instituto; 
 
II. Por correo certificado o mensajería, con acuse de recibo, siempre que en este último caso el 

particular, al presentar el recurso, haya cubierto o cubra el pago del servicio respectivo, y 
 
III. Por medios electrónicos, a través del sistema que establezca el Instituto en cuyo caso dicho 

particular deberá indicar que acepta los mismos como medio para recibir las notificaciones, 
siempre que se le proporcionen los elementos que le permitan acceder a la misma. 

 
Cuando el particular presente el recurso de revisión por medios electrónicos a través del sistema que 

establezca el Instituto, se entenderá que acepta que las notificaciones le sean efectuadas por dicho 
sistema, salvo que señale un medio distinto para efectos de las notificaciones. 

 
En caso de que el particular no precise la forma en que se le debe notificar la resolución, o no cubra el 

pago del servicio de mensajería que se menciona en la fracción II de este artículo, la notificación se 
realizará por correo certificado, independientemente que se haga a través del sistema que establezca el 
Instituto. 

 
En caso de que el particular no señale domicilio para recibir notificaciones, éstas se realizarán por 

estrados. 
 
Este artículo será aplicable en el caso de notificaciones de ampliaciones de plazos a que se refiere el 

penúltimo párrafo del artículo 55 de la Ley. 
 
En los casos de las fracciones I y II de este artículo, la notificación de resoluciones sobre recursos 

interpuestos en materia de acceso a datos personales o de corrección de éstos, podrá hacerse 
únicamente al particular titular de los datos personales o a su representante legal, previa acreditación de 
su personalidad. Asimismo, dicha notificación podrá ser remitida por medios electrónicos, siempre que el 
particular cuente con la certificación del medio de identificación electrónica a que se refiere el artículo 69-
C de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

 
Artículo 87. En caso de que el recurso de revisión no satisfaga alguno de los requisitos a que se 

refiere el artículo 54 de la Ley, y el Instituto no cuente con elementos para subsanarlos, se prevendrá al 
recurrente, por una sola ocasión, y a través del medio que haya elegido de conformidad con el artículo 
que antecede, para que subsane las omisiones dentro de un plazo de cinco días hábiles. Transcurrido el 
plazo correspondiente sin desahogar la prevención se tendrá por no presentado el recurso. 

 
 
 
 
 
 

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tiene el Instituto para resolver el recurso. 
 
 
 
 
 
 

Artículo 88. Cuando el recurso satisfaga todos los requisitos a que se refiere el artículo 54 de la Ley, 
el Instituto decretará su admisión y correrá traslado al Comité que emitió la resolución impugnada para 
que un plazo de siete días hábiles manifieste lo que a su derecho convenga. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 89. En la sustanciación de los recursos de revisión a que se refiere el artículo 55 de la Ley, el 
Instituto, a través del Comisionado Ponente dará trámite, resolverá los recursos y, en su caso, subsanará 
las deficiencias de derecho que correspondan sin cambiar los hechos expuestos en los mismos. 
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Para tal efecto, se admitirán toda clase de pruebas, excepto la confesional de las autoridades. No se 

considerará comprendida en esta prohibición la petición de informes a las autoridades administrativas, 
respecto de hechos que consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 90. Para los efectos de la fracción II del artículo 55 de la Ley, el Pleno del Instituto 
determinará, en su caso, el lugar, fecha y hora para la celebración de la audiencia, señalando que dentro 
de los 5 días hábiles previos a su celebración se podrán ofrecer pruebas las que, en su caso, se 
admitirán y desahogarán en dicha audiencia, la cual no podrá posponerse y se celebrará 
independientemente de que se presenten o no las partes. Asimismo, el Instituto podrá designar a un 
representante para ese propósito, y determinará, de conformidad con el tipo de asunto, las audiencias 
que deban ser públicas o privadas. 

 
En caso de que se celebre la audiencia, las partes podrán presentar sus alegatos por escrito o, en su 

caso, se les otorgará un plazo razonable para que los expresen. Se levantará una constancia de la 
celebración de la audiencia. 

 
Artículo 91. Las resoluciones a que se refiere la fracción III del artículo 56 de la Ley, deberán ser 

implementadas por las dependencias y entidades en un plazo no mayor a diez días hábiles, contados a 
partir del día hábil siguiente a aquel en que se haya notificado la resolución al Comité. 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 92. En los términos del artículo 56 de la Ley, si alguna dependencia o entidad se niega a 
entregar información relacionada con la resolución de un recurso de revisión, lo haga de manera parcial, 
o a cumplir con una resolución o instrucción, el Instituto podrá: 

 
 
 
 
 
 

I. Comunicarlo al órgano interno de control que corresponda para su inmediata intervención; 
 
 
 
 
 
 

II. Recurrir al superior jerárquico del titular de la unidad administrativa de que se trate, para su 
inmediata intervención, o 

 
 
 
 
 
 

III.  Hacer del conocimiento público dicha circunstancia. 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 93. Para los efectos del artículo 53 de la Ley, los particulares podrán solicitar ante el Instituto, 
a través de los medios que establece el artículo 83 de este Reglamento, su intervención para que 
verifique la falta de respuesta por parte de una dependencia o entidad, a una solicitud de acceso en el 
plazo establecido por el artículo 44 de la Ley. 

 
El Instituto requerirá a la dependencia o entidad de que se trate para que en el plazo de cinco días 

hábiles compruebe que respondió en tiempo y forma al particular. Comprobado este hecho a juicio del 
Instituto, éste procederá a informarlo al particular a través de una resolución que será emitida dentro de 
los veinte días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud para que interviniera y verificara la falta 
de respuesta. En caso contrario, emitirá una resolución donde conste la instrucción a la dependencia o 
entidad para que entregue la información solicitada dentro de los diez días hábiles siguientes a la 
notificación que para esos efectos se lleve a cabo. 

 
 
 
 
 
 

Artículo 94. En caso de que la dependencia o entidad no pueda comprobar que respondió en tiempo 
y forma al particular, y considere que se trata de información reservada o confidencial, deberá remitir al 
Instituto un informe en el que funde y motive la clasificación correspondiente en el plazo de cinco días 
hábiles a que se refiere el artículo anterior. 
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En caso de que el informe sea insuficiente para determinar la clasificación correspondiente, el Instituto 

podrá citar a la dependencia o entidad para que en un plazo de cinco días hábiles aporte los elementos 
que permitan resolver lo conducente, incluida la información reservada o confidencial. 

 
El Instituto valorará la clasificación hecha conforme a los párrafos que anteceden y, en su caso, 

emitirá dentro de los veinte días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud para que interviniera y 
verificara la falta de respuesta, una resolución donde conste la instrucción a la dependencia o entidad 
para que le entregue la información solicitada, o bien en la que determine que los documentos en 
cuestión son reservados o confidenciales, en cuyo caso la resolución instruirá a la dependencia o entidad 
para que resuelva de manera fundada y motivada la negativa correspondiente. En ambos casos la 
instrucción deberá acatarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación que para esos 
efectos se lleve a cabo. 

 
Artículo 95. Para los efectos del artículo 60 de la Ley, los particulares podrán solicitar la 

reconsideración correspondiente ante el Instituto, mediante un escrito que reúna, en lo conducente, los 
requisitos previstos en el artículo 54 de la Ley. El Instituto deberá determinar si subsisten las causas que 
dieron origen a su resolución o bien, si procede la reconsideración, en un plazo no mayor al establecido 
en el artículo 55 de la Ley para la resolución del recurso de revisión. 

 
 

TRANSITORIOS 
 
PRIMERO. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 
 
 
 
 
 
 

SEGUNDO. El Archivo General de la Nación, en coordinación con el Instituto, expedirá los 
lineamientos que contengan los criterios a que se refiere el artículo 42 del presente Reglamento, de 
acuerdo con el calendario que elaboren ambas instancias. 

 
 
 
 
 
 

TERCERO. Los registros de trámites y formatos fiscales a que se refiere la Ley y este Reglamento, 
deberán estar a disposición del público en internet, a más tardar seis meses después de la entrada en 
vigor de este Reglamento. 

 
 
 

CUARTO. Las dependencias y entidades deberán adecuar la información a que se refiere el artículo 7 
de la Ley en los términos de lo dispuesto por el capítulo II de este Reglamento, dentro de los tres meses 
siguientes a su entrada en vigor. 

 
 
 
 

QUINTO. En el caso del artículo 20 de este Reglamento, las dependencias y entidades podrán optar 
por publicar copias en medios electrónicos de los permisos, autorizaciones o títulos de concesión, cuando 
se trate de información anterior a la fecha de entrada en vigor del presente Reglamento. En todo caso, las 
dependencias y entidades deberán tener un programa para asegurar que la información esté disponible 
en los formatos correspondientes dentro de los tres años siguientes a la entrada en vigor de este 
Reglamento. 

 

SEXTO. Para los efectos del artículo 23 de la Ley, las dependencias y entidades deberán notificar al 
Instituto el listado de los sistemas de datos personales que posean y publicarlo en sus sitios de internet, a 
más tardar dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigor de este Reglamento. 

 
 
 
 
 

SÉPTIMO. A la información existente en las dependencias y entidades con anterioridad a la entrada 
en vigor del presente Reglamento le será aplicable el régimen establecido por la Ley y el propio 
Reglamento. Dicha información será pública y sólo podrá clasificarse como reservada o confidencial en 
los supuestos previstos por los ordenamientos mencionados. 
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OCTAVO. La elaboración de los índices a que se refiere el artículo 32 del Reglamento deberá 
completarse dentro de los primeros veinte días hábiles de enero de 2004. 

 
 
 
 
 
 

NOVENO. Las disposiciones administrativas que otorguen a las dependencias y entidades 
atribuciones en materia de transparencia y acceso a la información pública gubernamental, se derogan en 
lo que se opongan a lo dispuesto por la Ley y el presente Reglamento. 

 
 
 
 
 
 

DÉCIMO. El Instituto deberá cumplir con las obligaciones establecidas en los capítulos II y XI de este 
Reglamento respecto a la información que debe poner en su sitio de internet, a más tardar dentro de los 
tres meses siguientes a su entrada en vigor. 

 
 
 
 
 
 

DÉCIMO PRIMERO. En tanto se aprueban por el Congreso de la Unión los derechos aplicables a las 
cuotas de acceso a que se refiere el artículo 27 de la Ley, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
establecerá a más tardar, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la entrada en vigor de este 
Reglamento, un procedimiento sencillo y expedito para que las dependencias y entidades puedan cobrar 
los costos de reproducción de la información. 

 
El procedimiento precisará los montos máximos que las dependencias y entidades podrán cobrar y 

tenderá a cumplir con los objetivos planteados en el artículo 55 del Reglamento. Las modalidades de 
reproducción por las que se podrán cobrar las cuotas de acceso, serán las referidas en los artículos 51 y 
52 de este Reglamento. 

 
Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 

diez días del mes de junio de dos mil tres.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de 
Gobernación, Santiago Creel Miranda.- Rúbrica.- El Secretario de la Función Pública, Eduardo Romero 
Ramos.- Rúbrica. 
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JURISPRUDENCIA Y EJECUTORIAS RELACIONADAS CON LA REVISIÓN Y 

FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA FEDERAL 
 
 
Con el propósito de simplificar la interpretación y aplicación de las disposiciones constitucionales y 
legales relacionadas con la revisión y fiscalización de la Cuenta Pública, en esta parte de la Compilación 
ofrecemos una selección de las tesis que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha pronunciado 
sobre esta materia, las cuales abarcan el régimen anterior a la reforma constitucional publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 30 de julio de 1999, así como la normatividad actual.  
 
Las ejecutorias y jurisprudencias, que a continuación se enlistan, son el resultado de una búsqueda en 
las diferentes Épocas del Semanario Judicial de la Federación (Quinta, Sexta, Séptima, Octava y 
Novena). En su mayoría, son consecuencia de los criterios sustentados por nuestro máximo tribunal en la 
resolución de cuatro importantes controversias constitucionales, a saber: 26/99, 36/2003, 91/2003 y 
61/2004.  
 
 
Localización:  
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXII, Agosto de 2005 
Página: 889 
Tesis: P.XXX/2005  
Tesis Aislada 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
 
AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. SUS FACULTADES DE FISCALIZACIÓN EN 
PROCEDIMIENTOS ORDINARIOS SE RIGEN POR EL PRINCIPIO DE ANUALIDAD. Los artículos 74, 
fracción IV, y 79 de la Constitución Federal, en relación con el articulo 20 de la Ley de Fiscalización 
Superior de la Federación, establece en el principio constitucional de anualidad, que como expresión del 
principio de seguridad jurídica, obliga a dicha autoridad a que se circunscriba el objeto de la revisión del 
resultado de la cuenta de la hacienda pública federal a las actuaciones verificadas en el ejercicio anual 
auditado, sin perjuicio de las excepciones autorizadas constitucional o legalmente. 
 
Controversia constitucional 61/2004. Poder Ejecutivo Federal. 12 de abril de 2005. Mayoría de seis votos. 
Disidentes: José Ramón Cossio Díaz, Genaro David Góngora Pimentel, Sergio A. Valls Hernández, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: 
Maura Angélica Sanabria Martínez. El Tribunal Pleno en su sesión privada  celebrada hoy, aprobó, con el 
numero XXX/2005, la tesis aislada que antecede; determinó que la votación no es idónea par integrar 
tesis jurisprudencial.  
 
 
Localización:  
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXII, Julio de 2005 
Página: 799 
Tesis: P.XXVII/2005  
Tesis Aislada 
Materia(s): Constitucional. 
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AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. SUS FACULTADES ORDINARIAS DE 
FISCALIZACIÓN SE ENCUENTRAN LIMITADAS A LA GESTIÓN FINANCIERA DEL ENTE 
FISCALIZADO. Las facultades de la Auditoría Superior de la Federación se encuentran acotadas a la 
gestión financiera del ente fiscalizado, en términos de los artículos  74 y 79 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto disponen que dicho órgano apoya a la Cámara de Diputados 
en sus atribuciones de coordinar y evaluar la cuenta pública, para lo cual se le otorga autonomía técnica y 
de gestión. Ahora bien, como la revisión de al cuenta pública tiene por objeto conocer los resultados de la 
gestión financiera de todos los entes que manejan fondos federales, corresponde a dicha Auditoría 
comprobar si el auditado se ha ajustado a los criterios señalados en el presupuesto y si cumplió con los 
objetivos contenidos en los programas, de modo que si del examen realizado aparecieren discrepancias 
entre las cantidades correspondientes a los ingresos y a los egresos, con relación a los conceptos y 
partidas respectivas, o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos 
realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo a la ley. De ahí se infiere que la facultad de 
revisión de la cuenta pública se limita a aspectos financieros como son el manejo de ingresos y egresos, 
a su aplicación conforme a los daños y perjuicios que afecten la Hacienda Pública o el patrimonio de los 
entes públicos federales, sin que sea óbice el hecho de que el artículo 14, fracción VII, de la Ley de 
Fiscalización  Superior de la Federación establezca que la revisión y fiscalización superior de la cuenta 
pública tienen por objeto determinar, entre otros objetivos, si la recaudación, administración, manejo y 
aplicación de recursos federales, y los actos, contratos, convenios, concesiones u operaciones que las 
entidades fiscalizadas celebren o realicen, se ajustan a la legalidad y si no han causado daños o 
perjuicios en contra del Estado en su Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos 
federales, pues dicha disposición se encuentra relacionada con la propia gestión financiera que se 
encuentra definida en el artículo 2º., fracción VII, del citado ordenamiento, esto es, en cuanto implican el 
manejo de recursos públicos, pues pretender un alcance contrario rebasaría lo dispuesto en los artículos 
74 y 79 de la Constitución Federal. 
 
Controversia constitucional  61/2004: Poder Ejecutivo Federal. 12 de abril de 2005. Mayoría de seis 
votos. Disidentes: José Ramón Cossio Díaz, Genaro David Góngora Pimentel, Sergio A. Valls 
Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza. Secretaria: Maura Angélica 
Sanabria Martínez. El Tribunal Pleno, e cinco de julio aprobó, con el numero  XXVII/2005, la tesis aislada 
que antecede; determinó que la votación no es idónea par integrar tesis jurisprudencial. 
 
 
 
Registro No. 181990 
Localización:  
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XIX, Marzo de 2004 
Página: 1297 
Tesis: P./J. 19/2004 
Jurisprudencia 
Materia(s): Constitucional 
 
 
CUENTA PÚBLICA. EL HECHO DE QUE EL INFORME TÉCNICO QUE RINDA LA ENTIDAD DE 
FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO DE ZACATECAS NO OBLIGUE A LA LEGISLATURA A 
APROBAR O RECHAZAR EN SUS TÉRMINOS AQUÉLLA, NO LA EXIME DE ACATAR EL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Conforme a lo 
dispuesto por el artículo 115, fracción IV, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, o exime a este último de acatar lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución 
Federal, en el sentido de que los actos que emita en ejercicio de esa facultad se ajusten al marco 
constitucionase confiere en exclusiva a las Legislaturas Estatales la facultad de revisión y, en su caso, 
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aprobación o no de la cuenta pública de los Municipios. Ahora bien, de lo dispuesto en la Constitución y 
legislación del Estado de Zacatecas se advierte que el Congreso Local, para ese fin, se auxilia por la 
Entidad de Fiscalización Superior Estatal, la cual tiene la obligación de elaborar y rendir, por conducto de 
las Comisiones de Vigilancia, Primera y Segunda de Hacienda, los dictámenes e informes técnicos sobre 
los resultados de la revisión de las cuentas públicas para su calificación y aprobación definitiva por el 
citado órgano legislativo. En congruencia con lo antes expuesto, se concluye que el hecho de que el 
órgano de fiscalización sea sólo un auxiliar y apoyo técnico del Poder Legislativo de la entidad para 
realizar dicha revisión y que el informe que rinda no obligue a la legislatura a aprobar o rechazar la cuenta 
pública revisada, al ser una facultad materialmente administrativa que le corresponde a ese poder en 
forma exclusiva, nl y legal estatal que regula la revisión, valorando para ello las actuaciones del órgano 
de fiscalización y determinando, motivadamente, la aprobación o no de la cuenta pública. Lo anterior es 
así, porque la fiscalización de las cuentas públicas de los Ayuntamientos es un acto en el que está 
interesada la sociedad y que debe realizarse con transparencia y apego al principio de legalidad. 
Además, las reformas constitucionales a los artículos 115, fracción IV, y 74, ambos de la Carta Magna, 
han transformado una decisión, en principio política, en una actividad técnica que tiene como finalidad 
revelar el estado de dichas finanzas, asegurar la transparencia en la utilización de los recursos públicos 
municipales en los planes y programas aprobados y, en su caso, el fincamiento de las responsabilidades 
correspondientes. Es decir, la sujeción al principio de legalidad del acto de aprobación de la cuenta 
pública, aleja la posibilidad de que una decisión de carácter eminentemente técnico se torne en una 
decisión política guiada por la afinidad política del Ayuntamiento auditado y de la mayoría de la 
Legislatura Local, o en una cuestión sujeta a negociación política, vicios que afectan la credibilidad de la 
actividad estatal y que pueden poner en riesgo la gobernabilidad. 

Controversia constitucional 12/2003. Municipio de Río Grande, Estado de Zacatecas. 20 de enero de 
2004. Mayoría de ocho votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Disidente: Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Alberto Nava Malagón y Laura García 
Velasco. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy ocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
19/2004, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a ocho de marzo de dos mil 
cuatro. 
 
Ejecutoria:  
Registro No.  17946 
Asunto: CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 12/2003.  
Promovente: MUNICIPIO DE RÍO GRANDE, ESTADO DE ZACATECAS. 
Localización: 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; XIX, Febrero de 2004; Pág. 697;  
 
 
 
Localización:  
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XVIII, Noviembre de 2003 
Página: 367 
Tesis: P./J. 60/2003 
Jurisprudencia 
Materia(s): Constitucional 
 
 
AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. NO TIENE FACULTADES CONSTITUCIONALES 
PARA ORDENAR LA REALIZACIÓN DE CONDUCTAS ESPECÍFICAS A LOS AUDITADOS EN 
RELACIÓN CON LAS IRREGULARIDADES QUE DETECTE (RÉGIMEN CONSTITUCIONAL 
TRANSITORIO APLICABLE A LA CUENTA PÚBLICA DE DOS MIL). Del análisis histórico, 
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constitucional y legislativo de la facultad de revisión de la cuenta pública, realizado a partir del texto 
original de la Constitución de mil novecientos diecisiete hasta antes de la reforma de mil novecientos 
noventa y nueve, se advierte que la facultad de auditar fue en un primer momento atribuida al Congreso 
de la Unión en sus dos Cámaras, las que se auxiliaban para tal efecto de la Contaduría Mayor de 
Hacienda y, a partir de mil novecientos setenta y siete, pasó a ser una facultad exclusiva de la Cámara de 
Diputados, la que igualmente se auxiliaba de la contaduría referida. Asimismo, se advierte que a pesar de 
los diversos matices que fue tomando dicha atribución a lo largo de esos años, en lo esencial, el objeto 
de la revisión de la cuenta pública no varió, consistiendo éste, en resumen, en determinar o evaluar: a) 
que los gastos estuvieran de acuerdo con las partidas respectivas del presupuesto de egresos; b) la 
exactitud en los gastos hechos; c) su justificación; y d) promover, en su caso, el fincamiento de las 
responsabilidades a que hubiera lugar; objetivo cuya realización impone a los sujetos revisados deberes, 
como el de informar, el de brindar la colaboración necesaria para que se efectúe la revisión y el de 
permitir la práctica de visitas e inspecciones. El marco constitucional inherente a la revisión de la cuenta 
pública fue modificado por reforma constitucional en mil novecientos noventa y nueve; sin embargo, por 
disponerlo así el artículo segundo transitorio de la misma, las cuentas públicas correspondientes a las 
anualidades de mil novecientos noventa y ocho, mil novecientos noventa y nueve y dos mil, habrían de 
regirse por el anterior régimen, pero en lugar de realizarse por la extinta Contaduría Mayor de Hacienda, 
se harían por la nueva entidad de fiscalización superior de la Federación, Auditoría Superior de la 
Federación; motivo por el cual, tratándose de una controversia derivada de acciones emprendidas a 
propósito de la cuenta pública de dos mil, la normatividad aplicable es la previa a la última reforma. En 
esta virtud y considerando la finalidad de la revisión de la cuenta pública antes precisada, debe concluirse 
que la extinta Contaduría Mayor de Hacienda, en cuya figura se sustituye hoy la Auditoría Superior de la 
Federación para efectos de las cuentas públicas de los años referidos, no tenía facultades de índole 
imperativo en relación con los auditados para ordenarles o conminarlos a la realización de actos 
específicos, precisos y concretos tendentes a superar lo que a juicio de dicho órgano técnico constituían 
irregularidades, situación que es perfectamente acorde con su calidad de órgano auditor. De lo contrario, 
esto es, de reconocer en el auditor, en su carácter de autoridad sustituta de la Contaduría Mayor de 
Hacienda, facultades imperativas en relación con los auditados, que no sean las inherentes a que éste 
pueda realizar su labor fiscalizadora, se desnaturalizaría su función, pues lo convertiría en ejecutor o 
administrador directo de los recursos públicos y eso es contrario a su naturaleza de fiscalizador y haría de 
él un órgano con ascendencia jerárquica sobre los propios auditados, siendo que imperio y coerción eran 
elementos ajenos a las funciones de un contralor; como auditor, su función era constatar cómo se ejerció 
el gasto público, con todas o cualquiera de las aristas que el régimen jurídico exija y, en caso de advertir 
irregularidades, promover ante las autoridades competentes el fincamiento de las responsabilidades 
conducentes. 
 
 
 
 
 
 

Controversia constitucional 36/2003. María Teresa Herrera Tello, en su carácter de Consejera Jurídica del 
Ejecutivo Federal, contra la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 4 de noviembre de 2003. 
Mayoría de ocho votos. Ausentes: Genaro David Góngora Pimentel y Humberto Román Palacios. 
Disidente: Juventino V. Castro y Castro. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María 
Amparo Hernández Chong Cuy. 
 
 
 
 
 
 
 

El Tribunal Pleno, en su sesión pública celebrada el cuatro de noviembre en curso, aprobó, con el número 
60/2003, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a cinco de noviembre de dos mil 
tres. 
 
Ejecutoria:  
Registro No. 17810 
Asunto: CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 36/2003.  
Promovente: MARÍA TERESA HERRERA TELLO, EN SU CARÁCTER DE CONSEJERA JURÍDICA DEL 
EJECUTIVO FEDERAL, CONTRA LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL Localización: 9a. Época; Pleno; 
S.J.F. y su Gaceta; XVIII, Noviembre de 2003; Pág. 368; CONGRESO DE LA UNIÓN. 
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Localización:  
Novena Época 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XVI, Octubre de 2002 
Página: 396 
Tesis: 2a. CXXI/2002 
Tesis Aislada 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
 
 
AUTONOMÍA UNIVERSITARIA. NO SE VIOLA POR LA VERIFICACIÓN QUE HAGA LA ENTIDAD DE 
FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN (ANTES CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA) 
DE LOS SUBSIDIOS FEDERALES QUE SE OTORGAN A LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS. El 
artículo 3o., fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el 
principio de autonomía universitaria como la facultad y la responsabilidad de las universidades de 
gobernarse a sí mismas, de realizar sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo con 
los principios consignados en el propio precepto, con libertad de cátedra e investigación y de examen y 
discusión de las ideas, de formular sus planes de estudio y de adoptar sus programas, así como de fijar 
los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico y de administración de su 
patrimonio, pero dicho principio no impide la fiscalización, por parte de dicha entidad, de los subsidios 
federales que se otorguen a las universidades públicas para su funcionamiento y el cumplimiento de sus 
fines, porque tal revisión no significa intromisión a su libertad de autogobierno y autoadministración sino 
que la verificación de que efectivamente las aportaciones económicas que reciben del pueblo se 
destinaron para los fines a que fueron otorgadas y sin que se hubiera hecho un uso inadecuado o 
incurrido en desvío de los fondos relativos. La anterior conclusión deriva, por una parte, de la voluntad del 
Órgano Reformador expresada en el proceso legislativo que dio origen a la consagración, a nivel 
constitucional, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el nueve de junio de mil 
novecientos ochenta, tanto del principio de autonomía universitaria, como de la responsabilidad de las 
universidades en el cumplimiento de sus fines ante sus comunidades y el Estado, su ejecución a la ley y 
la obligación de rendir cuentas al pueblo y justificar el uso correcto de los subsidios que se les otorgan. 
Amparo en revisión 317/2001. Universidad Autónoma de Tamaulipas. 30 de agosto de 2002. Cinco votos. 
Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot 
 
Ejecutoria:  
Registro No. 17253 
Asunto: AMPARO EN REVISIÓN 317/2001. 
Promovente: UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE TAMAULIPAS. 
Localización: 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XVI, Octubre de 2002; Pág. 397 
 
 
 
Registro No. 191088 
Localización:  
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XII, Septiembre de 2000 
Página: 28 
Tesis: P. CLIX/2000 
Tesis Aislada 
Materia(s): Constitucional 
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INFORMES ENTRE PODERES. SÓLO PROCEDEN CUANDO, DE MANERA EXPLÍCITA O IMPLÍCITA, 
ESTÉN CONSIGNADOS EN LA CONSTITUCIÓN. Tomando en consideración que el Poder 
Constituyente estableció en el artículo 49 de la Constitución, el principio de división de poderes y el 
complementario de autonomía de los mismos, imprescindible para lograr el necesario equilibrio entre 
ellos, debe inferirse que la obligación de rendir informes de uno a otro poder debe estar consignada en la 
Constitución, como sucede expresamente respecto del deber que señala el artículo 69 al presidente de la 
República de asistir a la apertura de sesiones ordinarias del primer periodo de sesiones del Congreso y 
de presentar informe por escrito en el que manifieste el estado que guarde la administración pública del 
país. También se previenen las obligaciones de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, de informar en 
asuntos específicos, a los órganos correspondientes del Poder Judicial de la Federación en juicios de 
amparo, controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, lo que deriva implícitamente 
de los artículos 103, 105 y 107 de la propia Constitución. También, de la misma Carta Fundamental, se 
desprende que los tres Poderes de la Unión deben informar a la entidad de fiscalización superior de la 
Federación, en tanto que el artículo 79 de ese ordenamiento, en su fracción I, establece: "Fiscalizar en 
forma posterior los ingresos y egresos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los 
Poderes de la Unión ...", y, en su penúltimo párrafo, previene que: "Los Poderes de la Unión facilitarán los 
auxilios que requiera la entidad de fiscalización superior de la Federación para el ejercicio de sus 
funciones.". Finalmente, de los artículos 73, 74 y 76 relativos a las facultades del Congreso de la Unión y 
de las exclusivas de las Cámaras de Diputados y de Senadores, se infieren implícitamente obligaciones 
de informar a esos cuerpos legislativos respecto de cuestiones relacionadas con esas atribuciones que 
sólo podrían cumplirse debidamente mediante los informes requeridos, como ocurre con la aprobación de 
la cuenta pública (artículo 74, fracción IV), y las cuestiones relacionadas con empréstitos y deuda 
nacional (fracción VIII del artículo 73), o del presupuesto de egresos (fracción IV del artículo 74). 
Varios 698/2000-PL. Ministro Genaro David Góngora Pimentel, en su carácter de Presidente del Consejo 
de la Judicatura Federal. 25 de septiembre de 2000. Unanimidad de nueve votos. El señor Ministro Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano formuló salvedades respecto de algunas consideraciones. Ausentes: Genaro 
David Góngora Pimentel y José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
 
 
 
 
 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veinticinco de septiembre en 
curso, aprobó, con el número CLIX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que 

la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a 
veinticinco de septiembre de dos mil. 

 
 
 
 
 
 

Ejecutoria:  
Registro No. 6722 
Asunto: VARIOS 698/2000-PL. Promovente: MINISTRO GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL, EN 
SU CARÁCTER DE PRESIDENTE DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL.  
Localización: 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; XII, Octubre de 2000; Pág. 382;  
 
 
 
No. Registro: 191,291  
Localización:  
Jurisprudencia 
Materia(s):Constitucional 
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XII, Agosto de 2000 
Tesis: P./J. 87/2000 
Página: 980 
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SECRETO FIDUCIARIO. CASO EN EL QUE NO ES OPONIBLE A LAS FACULTADES 
CONSTITUCIONALES QUE POSEE LA CÁMARA DE DIPUTADOS EN RELACIÓN A REVISIÓN DE 
CUENTA PÚBLICA Y RECONOCIMIENTO DE DEUDA PÚBLICA. Conforme a los artículos 117 y 118 
de la Ley de Instituciones de Crédito que establecen y regulan los denominados secretos bancario y 
fiduciario, las instituciones bancarias deben guardar la más absoluta reserva sobre los negocios jurídicos 
con sus clientes y tomar las medidas necesarias para evitar que se les puedan causar daños por 
violación a este sigilo. No obstante lo anterior, existen ciertos casos en que dichos secretos no deben ser 
obstáculo, para la persecución de actos ilícitos o la supervisión de las entidades financieras, por lo que 
se han establecido en la ley diversas excepciones, entre otras, las previstas en los artículos 97 y 113 de 
la Ley de Instituciones de Crédito; 180 del Código Federal de Procedimientos Penales; 108 y 109 de la 
Ley del Servicio de Tesorería de la Federación; 32-B, fracción IV y 84-A del Código Fiscal de la 
Federación y 43 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, que permiten a ciertas autoridades recabar 
directamente de las instituciones de crédito, informes sobre asuntos amparados por el sigilo fiduciario, es 
decir, esta reserva no es absoluta, pues aun dentro de la misma legislación ordinaria se reconoce que no 
debe ser obstáculo para la procuración e impartición de justicia. Dentro del orden constitucional de los 
artículos 74, fracción IV y 73, fracción VIII, de la Norma Fundamental se desprende que las cuestiones 
de revisión de cuenta pública, por regla general, no interfieren directamente derechos de particulares; sin 
embargo, cuando excepcionalmente así acontezca debe concluirse que el interés resguardado por el 
secreto fiduciario no es oponible a dichas facultades, tal y como acontece cuando deudas privadas se 
convierten en deuda pública. 
 
Controversia constitucional 26/99. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 24 de agosto de 
2000. Once votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Pedro Alberto Nava 
Malagón. 
 
El Tribunal Pleno, en su sesión pública celebrada hoy veinticuatro de agosto en curso, aprobó, con el 
número 87/2000, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veinticuatro de agosto 
de dos mil. 
 
 
 
Registro No. 215591 
Localización:  
Octava Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
XII, Agosto de 1993 
Página: 519 
Tesis Aislada 
Materia(s): Administrativa 
 
 
PRESCRIPCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
DETERMINADA AL TRAVÉS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE REVISIÓN DE LA 
CUENTA PÚBLICA. LE SON APLICABLES LAS REGLAS ESTABLECIDAS EN LA LEY ORGÁNICA 
DE LA CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA. El artículo 5o. de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal establece que "Las relaciones entre el Ejecutivo Federal y las entidades paraestatales, 
para fines de congruencia global de la administración pública paraestatal, con el sistema nacional de 
planeación y con los lineamientos generales en materia de gasto, financiamiento, control y evaluación, se 
llevarán a cabo en la forma y términos que dispongan las leyes por conducto de las Secretarías de 
Hacienda y Crédito Público, de Programación y Presupuesto (ahora extinta) y de la Contraloría General 
de la Federación". De ahí que resulte innegable que en atención a la congruencia global de que debe 
imperar en la administración pública, han de tomarse en su conjunto las normas que rigen en materia de 
gasto, financiamiento, evaluación y control. Por tanto, si una de las formas de tal control tiene lugar al 
través del procedimiento administrativo de determinación de responsabilidades de un servidor público, el 
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cual se inicia mediante las facultades de verificación del contador mayor de Hacienda y, de advertir 
alguna discrepancia entre las cantidades gastadas y las partidas del presupuesto o que no hay exactitud 
o justificación en los gastos de las entidades enumeradas en el artículo 2o. de la Ley de Presupuesto, 
Contabilidad y Gasto Público Federal, emite los pliegos de observaciones respectivos de conformidad con 
las facultades que al efecto le fueron conferidas por la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor y, tal 
procedimiento culmina con los pliegos de responsabilidades que formule la Secretaría de la Contraloría 
respectiva en los términos de lo dispuesto por los artículos 45 a 58 de la Ley de Presupuesto, 
Contabilidad y Gasto Público Federal; es indudable que tanto el procedimiento de determinación de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos, como la actualización de la figura de la 
prescripción, se rigen por estos dos últimos ordenamientos de manera armónica. Lo anterior significa que 
aun cuando el artículo 47 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal establece que 
las responsabilidades que se constituyan tendrán por objeto indemnizar los daños y perjuicios 
ocasionados a la Hacienda Pública Federal, a las del Departamento del Distrito Federal o a las entidades 
de la Administración Pública Paraestatal, otorgándoles el carácter de créditos fiscales, tal circunstancia 
no es motivo para concluir que la prescripción de la responsabilidad administrativa del servidor público 
determinada al través del procedimiento de revisión de la cuenta pública por el contador mayor de 
Hacienda, se rige necesariamente por los lineamientos de la prescripción fiscal establecida en el artículo 
146 del código tributario federal, en razón de que, en primer término, el artículo 37 de la Ley Orgánica de 
la Contaduría Mayor de Hacienda de manera específica regula la figura de la prescripción administrativa, 
señalando que "Las responsabilidades de carácter civil o administrativo, prescribirán al fin de los cinco 
años posteriores a aquél en que se haya originado la responsabilidad", lo que implica la existencia de una 
regla específica sobre cualquier otra general; en segundo, aun cuando este último precepto se encuentre 
entre las normas que rigen tan sólo una parte del procedimiento administrativo de la determinación de 
responsabilidad administrativa, esto es, hasta el fincamiento del pliego de observaciones por parte del 
contador mayor de Hacienda, no puede desvincularse de los preceptos que rigen todo el procedimiento 
aun cuando una fase diversa de aquél se halle regulada por un ordenamiento diverso, como lo es la Ley 
de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, comprendiendo desde luego a la figura de la 
prescripción, ya que de lo contrario, no sería congruente que no obstante tratarse de una misma 
responsabilidad, la administrativa derivada de un conjunto concatenado de actos en un procedimiento 
iniciado con el ejercicio de las facultades de verificación o auditoría del contador mayor de Hacienda que 
culmina con los pliegos de responsabilidades definitivos emitidos por la Secretaría de Contraloría 
respectiva, por lo que hace la primera fase del procedimiento tuviera lugar la prescripción de tal 
responsabilidad empero una vez iniciada la segunda, ya no, de donde se advierte la congruencia que 
debe imperar en las normas que rigen tanto el procedimiento, como la figura de la prescripción de la 
responsabilidad administrativa; y, finalmente, también ha de tomarse en cuenta que del propio artículo 47 
de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, se desprende que el carácter fiscal de 
los créditos derivados de responsabilidades se debe a que las autoridades fiscales puedan hacerlos 
efectivos mediante el procedimiento de ejecución respectivo 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Revisión fiscal 543/92. Jesús Chavarría García. 5 de agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Lanz Cárdenas. Secretaria: María Antonieta Torpey Cervantes. 
 
 
 
Registro No. 223734 
Localización:  
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CÁMARA DE DIPUTADOS, CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA DE LA. FACULTADES. Si bien es 
cierto que la Contaduría Mayor de Hacienda es el órgano técnico de la Cámara de Diputados que tiene a 
su cargo la revisión de la cuenta pública del Gobierno Federal y la del Departamento del Distrito Federal, 
y que como tal, ejerce funciones de contraloría para verificar que el presupuesto del gasto público así 
como el ingreso, se ejerza con apego a la ley, también cierto resulta, que esas atribuciones sólo son 
relacionadas con las entidades que enuncia el artículo 2o. de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y 
Gasto Público: Poder Legislativo, Poder Judicial, Presidencia de la República, Secretarías de Estado, 
Departamentos Administrativos, Procuraduría General de la República, Departamento del Distrito 
Federal, Organismos Descentralizados, Empresas de Participación Estatal Mayoritaria y los Fideicomisos 
en los que el fideicomitente sea el Gobierno Federal, el Departamento del Distrito Federal o alguna de las 
entidades mencionadas en las fracciones VI y VII (Organismos Descentralizados y Empresas de 
Participación Estatal Mayoritaria). 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 1454/90. Abastecedora para Talleres y Tiendas especializadas en Electrónica, S. A. de C. 
V. 6 de diciembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: 
Fernando A. Ortiz Cruz. 
 
 
 
Registro No. 800483 
Localización:  
Octava Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
II, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1988 
Página: 20 
Tesis Aislada 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
 
 
IMPUESTOS. PRINCIPIO DE ANUALIDAD DE LOS MISMOS. Ni del texto del artículo 74, fracción IV, 
constitucional, ni de ningún otro, se puede desprender que las Leyes de Ingresos no puedan ser 
modificadas sino de año en año. Luego entonces, esto no es posible obtenerse de una interpretación 
literal del precepto. Ahora bien, en un afán teleológico de interpretación, debe decirse que la finalidad que 
tuvo el legislador al establecer una disposición de esta naturaleza, consiste en la necesidad de controlar, 
evaluar y vigilar el ejercicio del gasto público por parte de la Soberanía Popular, de los Representantes 
Populares, de la Cámara de Diputados, derivada de la circunstancia de que es al pueblo, a través de sus 
representantes, a quien corresponde decidir, a propuesta del Ejecutivo, a qué renglones deben aplicarse 
los recursos aportados por el propio pueblo para sufragar el gasto público, lo cual hace al aprobar el 
Presupuesto de Egresos, así como vigilar el que dichos recursos se apliquen precisamente a los fines 
autorizados por la Representación Popular al aprobar ese Presupuesto de Egresos, lo cual realiza 
cuando en el año siguiente revisa la Cuenta Pública del ejercicio anterior, a raíz de la cual conocerá los 
resultados de la gestión financiera, comprobará si el Ejecutivo se ajustó a los criterios señalados en el 
presupuesto y si se dio cumplimiento a los objetivos contenidos en los programas. Hasta aquí se ha 
hablado de gasto público, de autorización de Presupuesto de Egresos, de control, de evaluación, de 
vigilancia de ese gasto público, actividades y facultades que corresponden a la Representación Popular 
de manera exclusiva, sin intervención de la otra Cámara y que constituyen actos que sólo son 
formalmente legislativos, a diferencia de las Leyes de Ingresos, actos que son formal y materialmente 
legislativos, y que no son facultad exclusiva de la Cámara de Diputados, sino del Congreso de la Unión, 
del que ésta sólo es una parte, por más que en tratándose de leyes tributarias tenga forzosamente que 
funcionar como Cámara de Origen y su colegisladora, la de Senadores, como Cámara Revisora. Luego 
entonces, puede decirse que no se advierte razón jurídica alguna para regular, entre facultades 
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exclusivas de la Cámara de Diputados, una que no lo es (la de discutir primero las contribuciones 
necesarias para cubrir el presupuesto), y mucho menos que se pretenda hacerle partícipe de principios 
que por tratarse de un acto diferente no le corresponden. El Presupuesto de Egresos tiene vigencia 
anual, porque el ejercicio fiscal, por razones de política tributaria, comprende un período de un año. La 
disposición contenida en el artículo 74, fracción IV, constitucional, representa un esfuerzo en materia de 
planeación del gasto público, implica la programación de actividades y cumplimientos de programas, al 
menos durante ese corto plazo de un año. Sin embargo, la propia Constitución acepta que ese 
Presupuesto de Egresos no debe ser estricto, no debe ser inflexible, ni imposible de modificar, pues 
prevé la posibilidad de que haya variación cuando en su artículo 126 establece que no podrá hacerse 
pago alguno que no esté comprendido en el presupuesto o determinado por la ley posterior. Ahora bien, 
las Leyes de Ingresos tendrán vigencia anual, a lo sumo, porque de acuerdo con esa fracción IV del 
artículo 74, el Ejecutivo Federal tiene la obligación de enviar cada año, antes del 15 de noviembre, o 
excepcionalmente el 15 de diciembre en el caso señalado por la propia Carta Magna, una iniciativa de 
Ley de Ingresos, en la que se contemplen las contribuciones a cobrarse en el año siguiente para cubrir el 
Presupuesto de Egresos; entonces, su vigencia, cuando mucho será de un año, es más, su vigencia 
normal será de un año, pero eso no implica que el Ejecutivo no puede presentar otra iniciativa tendiente a 
modificarla antes de transcurrido ese año, o que dicha ley no pueda ser modificada, reformada o 
adicionada en el transcurso de ese año, cuando las circunstancias socioeconómicas así lo requieran y el 
legislador estime conveniente atenderlas, pues no existe ninguna limitación temporal para que el 
Congreso de la Unión expida leyes en las que imponga las contribuciones necesarias para cubrir el 
presupuesto, mucho menos para introducir, como en el caso, sólo una modificación a propósito de la 
periodicidad de los pagos provisionales. El Ejecutivo Federal tiene la obligación de presentar, cada año, 
esa iniciativa de Ley de Ingresos, y la Cámara de Diputados tiene la obligación de discutir esos ingresos y 
de aprobarlos, en su caso, como Cámara de Origen, pero ni el uno ni la otra tienen la prohibición para 
presentar o para estudiar, respectivamente, antes de transcurrido el año, alguna iniciativa de ley que a 
aquélla modifique. De estimar que no existe la posibilidad jurídica de modificar, adicionar o reformar las 
Leyes de Ingresos y partiendo de una identificación o correspondencia exacta entre ingresos y egresos, 
no se podría atender la excepción al principio de anualidad a propósito de los egresos , contenida en el 
artículo 126 constitucional, pues en relación con los ingresos no existe una excepción expresa que hiciere 
posible fijar nuevos ingresos o incrementar los existentes para cubrir esos egresos no presupuestados 
originalmente. Por otra parte, si se considera que ni las disposiciones que integran esas Leyes de 
Ingresos deben tener forzosamente vigencia anual, sino que pueden ser modificadas antes del término de 
un año, con mucha razón puede sostenerse que no hay impedimento legal alguno para que el Congreso 
de la Unión, en cualquier tiempo, reforme, adicione, modifique o derogue disposiciones en materia 
tributaria, siempre que en dichas leyes se respeten esos principios de legalidad, proporcionalidad y 
equidad que para todo impuesto derivan de la fracción IV del artículo 31 constitucional. 

Amparo en revisión 6003/87. Impulsora de Lubricantes Automotrices e Industriales, S.A. de C.V. y otras. 
10 de noviembre de 1988. Unanimidad de 16 votos de los señores Ministros: de Silva Nava, Rocha Díaz, 
Alba Leyva, Azuela Güitrón, Díaz Infante, Fernández Doblado, Villagordoa Lozano, Moreno Flores, 
Suárez Torres, Chapital Gutiérrez, Díaz Romero, Schmill Ordóñez y presidente del Río Rodríguez. El 
señor Ministro González Martínez se retiró de la sesión. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: 
Filiberto Méndez Gutiérrez. 

Genealogía:  
Informe 1988, Primera Parte, Pleno, tesis 36, pág. 834.  
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CUENTA PÚBLICA, NATURALEZA DEL ACTO DE LA REVISIÓN DE LA. EVOLUCIÓN DOCTRINAL Y 
LEGISLATIVA. Si la Constitución de los Estados Unidos de América, del diecisiete de septiembre de mil 
setecientos ochenta y siete, determinó, en la sección novena de su artículo 1o., que "periódicamente se 
publicará una manifestación y cuenta de los ingresos y egresos del tesoro público", las Constituciones del 
siglo pasado y la de este siglo, de México, han superado la cláusula en cuestión de la Ley Fundamental 
Norteamericana, al haber continuamente decidido que la cuenta pública del Poder Ejecutivo de la Unión 
queda sujeta al aprobación del Poder Legislativo de los Estados Unidos Mexicanos, como el órgano de 
representación inmediata y directa del pueblo en el régimen constitucional instituido para la República. Es 
posición trascendental del Estado moderno, particularmente del Estado democrático actual, someter la 
cuenta del gasto público de la nación a la revisión, aprobación y glosa del órgano legislativo a quien la 
norma constitucional atribuya esa función controladora. Ni el Estado del medievo, tampoco el del 
renacimiento, elaboraron normas fundamentales para el control del gasto público de un país, por el 
Parlamento o la Asamblea Legislativa, porque, como empresa certeramente Fasiani, en su obra 
Principios de Ciencia de la Hacienda, "durante siglos enteros la oscuridad absoluta pudo ser conservada, 
por la falta total de una distinción entre la caja del Estado y la del príncipe". En realidad: el Estado 
monárquico absolutista fue reacio a que la cuenta del gasto público fuera revisada por el órgano 
legislativo, y, en muchas ocasiones, las exigencias del poder en cita para glosar y aprobar la cuenta 
pública de la monarquía, provocó su disolución, por partirse del principio de que "el poder real es 
considerado como propietario feudal de los impuestos", de los que dispone a su capricho y voluntad, con 
la consecuencia, par quien materialmente los administra, de tener que cumplir con la "obligación del 
secreto de la caja del Estado". Puede afirmar, de inmediato, que los Estados de la democracia 
constitucional son los primeros en establecer, en sus leyes fundamentales, la facultad de sus pueblos de 
participar en las decisiones acerca del gasto público, perteneciéndoles la atribución de aprobar y controlar 
la cuenta pública de una nación, mediante una resolución que en su esencia más pura es un acto 
exclusivamente político, ayuno de las características materiales de una ley, por no crear, el acuerdo 
legislativo del caso, una situación jurídica general, impersonal y permanente, sino estarse frente a una 
determinación individual, de naturaleza política, que nunca disfruta de la generalidad intrínseca a toda 
norma legal. La teoría de la Constitución en México jamás ha sido ajena a estas ideas, como podrá 
observarse de las disposiciones supremas contenidas en las diversas Leyes Fundamentales que han 
regido esta materia. Las fracciones XII, XIII y XVI del artículo 131 de la Constitución de Cádiz del 19 de 
diciembre de 1812, observada en México durante la década 1812-1822, otorgó a las Cortes la facultad de 
fijar los gastos de la administración pública, de establecer las contribuciones e impuestos para 
satisfacerlos y de "examinar y aprobar las cuentas de la inversión de los caudales públicos". La Norma 
Fundamental anterior, primera, en orden cronológico, del régimen constitucional de la nación, fue acogida 
por el artículo 114 del Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, sancionado, en 
Apatzingán, el 22 de octubre de 1814, al reconocerle al Supremo Congreso Legislativo la atribución "de 
examinar y aprobar las cuentas de recaudación e inversión de la Hacienda Pública", instituto que no 
escapa al primer documento constitutivo de la Federación Mexicana, por ser obvio que el Acta 
Constitutiva de esa Federación, la del 31 de enero de 1824, lo contempla en la fracción IX de su artículo 
13, cuando dispone que es de la competencia exclusiva del Congreso General "establecer las 
contribuciones necesarias a cubrir los gastos de la República, determinar su inversión y tomar cuenta, de 
ella, al Poder Ejecutivo". Esta última norma, esto es, la del Acta Constitutiva en referencia, es reproducida 
meses después por la primera Constitución Federal de Estado Mexicano, la expedida el 4 de octubre de 
1824, que en la fracción VIII de su artículo 49 ordena al Congreso General "fijar los gastos generales, 
establecer las contribuciones necesarias para cubrirlos, arreglar su recaudación, determinar su inversión 
y tomar, anualmente, cuentas al Gobierno". El régimen unitario imperante en la República, en los años de 
1836 al de 1847, tuvo el cuidado de respetar estas normas federativas democráticas, lo mismo en la 
fracción IV del artículo 44 de la Ley Tercera de las Siete Leyes Constitucionales del 30 de diciembre de 
1836, que en la fracción III del artículo 65 de las Bases de Organización Política de la Nación Mexicana, 
del 12 de junio de 1843. Y si para el primero de esos documentos, es el Congreso General quien 
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examinará y aprobará cada año la cuenta general de inversión de caudales respectiva al año penúltimo, 
que deberá haber presentado el Ministerio de Hacienda en el año último, previa la glosa y examen que 
detallará una ley secundaria (artículo 44, fracción IV), el segundo de los propios documentos, esto es, las 
Bases de Organización Política determina, en forma más concreta, que al Congreso incumbe la atribución 
de "examinar y aprobar cada año la cuenta general que debe presentar el ministerio de Hacienda por lo 
respectivo al año anterior" (artículo 65, fracción III). Restablecido el régimen federal, por el Acta de 
Reformas del 18 de mayo de 1847, es el Proyecto de Constitución del 16 de junio de 1856, redactado por 
la comisión integrada por Ponciano Arriaga, Mariano Yáñez, León Guzmán, Pedro Escudero y Echánove, 
José María del Castillo Velasco, José M. Cortés y Esparza y José María Mata, el que introduce en México 
el sistema unicamarista y a la par que lo hace la Constitución del 5 de febrero de 1857, prescribe en sus 
artículos 74 y 75 que, en su segundo período de sesiones, la Asamblea Legislativa se dedicará, 
"exclusivamente, al examen y votación de los presupuestos del año fiscal siguiente, a decretar las 
contribuciones para cubrirlos y a la revisión de la cuenta del año anterior que presente el Ejecutivo", lo 
que se hará el día penúltimo de su primer período de sesiones, en unión del "proyecto de presupuesto del 
año próximo venidero". Los artículos 74 y 75 del Proyecto de Constitución de 1856 pasaron a ser, sin 
modificaciones substanciales, los artículos 68 y 69 de la Constitución promulgada el 5 de febrero de 1857 
que, en su artículo 72, fracción XXIX creó, como órgano del Poder Legislativo de la Federación, para 
glosar y revisar la cuenta pública, la Contaduría Mayor, a propuesta del diputado Marcelino Castañeda, 
proposición que fue apoyada por don José Antonio Gamboa y por don Guillermo Prieto, quien, como dice 
Zarco, "demostró la necesidad de que la Oficina de Glosa y de su presupuesto dependa del cuerpo 
legislativo" (Historia del Congreso Constituyente de 1857, edición acordada en Veracruz, por don 
Venustiano Carranza, año de 1916, página 693). El 14 de agosto de 1867 el presidente Juárez expidió la 
famosa convocatoria para la elección de los miembros de los supremos poderes de la Federación y para 
la reforma de diversos artículos de la Ley Fundamental de 1857. El artículo 9o. de esa  convocatoria 
consigna que "en el acto de votar los ciudadanos expresarán, además, su voluntad, acerca de si el 
próximo Congreso de la Unión, sin necesidad de observar los requisitos establecidos en el artículo 127 de 
la Constitución Federal, podrá reformarla o adicionarla sobre los puntos siguientes": "Primero.  Que el 
Poder Legislativo de la Federación se deposite en dos cámaras, fijándose y distribuyéndose entre ellas 
las atribuciones del Poder Legislativo". El 13 de diciembre de 1867, don Sebastián Lerdo de Tejada, 
secretario de Gobernación en ese entonces del presidente Juárez, remitió al Congreso de la Unión la 
iniciativa de reformas constitucionales anunciada en la convocatoria de cuenta, explicando, en ella, que 
en cumplimiento de los manifestado por el señor presidente de la República en el acto solemne de la 
apertura de sesiones de aquel soberano Congreso, debería reestructurarse el Poder Legislativo de la 
Federación, restableciéndose el sistema bicamarista que privó durante la vigencia de la Constitución 
Federal del 4 de octubre de 1824, y fijarse y distribuirse, entre aquel Poder y sus dos Cámaras, las 
atribuciones que la Carta Política de 1857 había reservado para la Asamblea Legislativa unicamarista. 
Cabe señalar que al distribuirse las facultades de la Asamblea Legislativa unicamarista, entre el 
Congreso de la Unión, la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores, se otorgó, a la representación 
nacional, es decir, a la Cámara de Diputados, la facultad exclusiva de vigilar, por medio de una Comisión 
Inspectora de su seno, el exacto desempeño de las funciones de la Contaduría Mayor, 
correspondiéndole, e iguales términos, examinar la cuenta que anualmente deba presentarle el Ejecutivo, 
aprobar el presupuesto anual de gastos e iniciar las contribuciones que, a su juicio, deban decretarse 
para cubrirlo, como podrá observarse de la consulta del artículo 72 A, fracciones III y VI, del decreto de 
reformas al a Constitución Federal de 1857, promulgado, por el presidente de la República, el 13 de 
noviembre 1874. La reforma constitucional en comento dio lugar a que desde el año de 1874 hasta la 
vigencia de la Constitución de 1917, la Cámara de Diputados disfrutara de la facultad exclusiva de 
examinar la cuenta que anualmente debería presentarle el Ejecutivo de la Unión, pues en todas las otras 
Constituciones de México del siglo XIX, como en la nombrada Constitución de 1917, siempre se instituyó 
que la aprobación de la cuenta pública del Poder Ejecutivo Federal, es atribución que corresponde al 
Congreso de la Unión y no a una de las dos Cámaras que lo integran. Resulta importante conocer, para 
la cuestión que decidirá esta ejecutoria, que las reformas iniciadas por el presidente Juárez, en cuanto a 
la nueva estructura del Poder Legislativo Federal, llevó a la Comisión de puntos constitucionales a emitir 
el dictamen del 24 de diciembre de 1869, firmado por los diputados Montes, Dondé y Alcalde, que se 
ocupa de clarificar la diferencia a hacer entre ley, decreto y acuerdo económico, proponiendo esa 
comisión, después de escuchar las opiniones de los diputados Moreno y Guzmán, que "toda resolución 
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del Congreso tendrá el carácter de ley o de decreto". Agapito Pizá en su Historia Parlamentaria de la 
Cámara de Senadores, Tomo I, año 1882, páginas 23 y 24, transcribe textualmente, el dictamen de la 
nombrada Comisión de puntos constitucionales, en la materia referida, en los términos que siguen: "El 64 
dice: "Toda resolución del Congreso no tendrá otro carácter que el de ley o acuerdo económico".  Al 
discutirse este artículo, el Sr. Moreno creyó conveniente que las resoluciones del Congreso tuvieran el 
carácter de ley o decreto, y estableció la distinción de que la ley se refiere a un objeto general, y el 
decreto a un objeto particular. "El Sr. Guzmán dijo, que la comisión tuvo presentes las observaciones del 
señor preopinante: pero temió que las distinciones dieran lugar a abusos, y creyó que toda resolución 
legislativa del Congreso General, no puede tener más carácter que el de ley".  He aquí  la única razón 
que aparece en la historia del Congreso Constituyente para haber abandonado una distinción fundada en 
los principios de la ciencia del derecho.  La ley por su propia esencia tiene un carácter de generalidad; 
uno de los jurisconsultos más célebres por su talento y por su inflexible honradez, define la ley en estos 
términos:  "La ley es un precepto común, una resolución de los varones prudentes: el castigo de los 
delitos que se cometen espontáneamente o por ignorancia: la garantía común del a República".   Y el 
orador griego Demóstenes dijo: "todos los que residen en una república debe arreglar su vida conforme a 
la prescripción de la ley".  ¿Qué tienen que hacer, en efecto, los vecinos de los Estados con una 
resolución legislativa que afecte a los habitantes del Distrito Federal, o a los del Territorio de la Baja 
California?. La Comisión opina que debe reformarse el artículo 64, estableciendo la distinción entre ley, 
decreto y acuerdo económico; y así lo propone al Congreso". Aunque en su redacción definitiva el artículo 
64, reformado, de la Constitución Federal de 1857 dispuso, de acuerdo con la Comisión de estilo, que 
"toda resolución del Congreso General tendrá el carácter de ley o decreto", no existe duda alguna 
constitucional sobre los términos de esa reforma en torno a que la ley siempre regula una situación 
jurídica general, permanente e impersonal, en contraste con el decreto que puede ocuparse también de 
un "objeto particular", teniendo este carácter el que examina la cuenta pública del Gobierno de la nación. 
El 30 de mayo de 1881 el presidente Manuel González promulgó la Ley sobre el Presupuesto y la Cuenta 
Pública de la Nación, que en sus artículos 3o., 7o., 18, 19 y 27 trata lo relativo a la misma cuenta pública, 
puesto que consagra que le Ejecutivo de la Unión tiene facultad para presentar, a la Cámara de 
Diputados, "los resultados de la cuenta del Erario Federal, a fin de que la examine"  dicha Cámara, 
mediante la concentración de las operaciones de sus libros y del estado comparativo que  resumirá, 
comparándolos específicamente, los datos que constituyan la totalidad del movimiento del año y las 
obligaciones que resulten a cargo del mencionado erario (artículos 3o. y 7o.). La misma ley, en sus 
artículos 18 y 19, ordena que la Contaduría Mayor de la Cámara de Diputados glosará la cuenta  de la 
Tesorería que contendrá, en un sólo resumen, "las cuentas transitorias que por cualquier circunstancia no 
estuvieren saldadas, a fin de que tanto la Cámara de Diputados como la Contaduría Mayor tengan 
conocimiento del importe de las responsabilidades por manejo de fondos federales" y se haga el ajuste 
definitivo de las cuentas de los años anteriores, llamadas también cuentas transitorias. Finalmente: el 
artículo 27 de la ley en cita fija los límites y alcances del examen, por la Cámara de Diputados, de la 
cuenta anual de la Federación, estableciendo que dicho examen contendrá la determinación de "si en las 
partidas de ingresos están considerados todos los ramos que forma la Hacienda Pública, o si ha exigido 
prestaciones ilegales"; "si las sumas de los gastos hechos y responsabilidad contraidas están dentro de 
los límites fijados en el Presupuesto de Egreso y leyes posteriores para cada ramo y para cada partida", 
y, por último,  "si hay exactitud en los valores parciales y generales de la cuenta pública". Manifiesto es 
que durante el régimen constitucional instituido por la Constitución de 1857 y sus leyes reglamentarias (la 
del 30 de mayo de 1881), el Decreto que aprueba la cuenta pública del Erario Federal no constituye una 
ley y el examen de esa cuenta pública es una revisión formalmente legislativa entre el ingreso obtenido 
por la nación en un ejercicio fiscal y el egreso realizado durante el propio ejercicio, sin que implique, el 
decreto de aprobación de dicha cuenta, aprobación alguna a las relaciones directas fiscales que se 
motiven entre el  causante de un impuesto de una contribución y la Hacienda Pública Federal o el Fisco 
de la Federación, a propósito del a satisfacción de obligaciones impositivas. El 14 de enero del año de 
1917 el Congreso Constituyente conoció, en sesión pública, el dictamen acerca del artículo 65 del 
proyecto de Constitución, disposición que propone que le primero de septiembre de cada año se reunirá 
el Congreso de la Unión para celebrar sesiones ordinarias, en las cuales se ocupará de revisar la cuenta 
pública del año anterior, la que será presentada a la Cámara de Diputados dentro de los diez primeros 
días del apertura de esas sesiones, sin que la revisión se limite a investigar si las cantidades gastadas 
están o no de acuerdo con las partidas respectivas del presupuesto, sino que se extenderá al examen de 
la exactitud y justificación de los gastos hechos y a las responsabilidades a que hubiere lugar, no 
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pudiendo haber otras partidas secretas que las que se consideren necesarias con ese carácter en el 
mismo presupuesto, cuyo ejercicio por los secretarios está sujeto a acuerdo escrito del presidente de la 
República (Diario de los Debates del Congreso Constituyente, Tomo II, página 277). Por unanimidad de 
ciento cincuenta votos se aprobó el proyecto de artículo 65, que conservó igual número en la Constitución 
de 1917, sin que, hasta la fecha, haya sufrido modificación alguna ni en su forma, ni en el fondo.  Es 
irrefragable, desde luego, que el artículo 65 de la Constitución de 1917 reintegró, al Congreso de la 
Unión, la atribución de revisar la cuenta pública de la Nación, dejando, así, de ser una facultad exclusiva 
del a Cámara de Diputados, y señaló, sobre todo, que la revisión de la misma cuenta pública no sólo se 
concretará a la investigación de si las cantidades gastadas están o no de acuerdo con las partidas 
respectivas de presupuesto, sino que comprenderá, también, el examen del a exactitud y justificación de 
los gastos hechos, con la fijación de las responsabilidades consiguientes, de no comprobarse 
debidamente dichos gastos. El citado Congreso Constituyente de 1917 estableció en la fracción XXX de 
su artículo 73, ahora XXVIII, a virtud de la reforma sufrida mediante decreto publicado el en el Diario 
Oficial de la Federación del 290 de agosto de 1928, que era de la competencia del Congreso de la Unión 
el examen de la cuenta que anualmente debe presentarle el Poder Ejecutivo, con la apreciación de que la 
antigua fracción XXX del mencionado artículo 73 fue aprobada por el mismo Congreso Constituyente de 
1916-1917, en su sesión pública del 15 de enero de 1917, por unanimidad de ciento sesenta y nueve 
votos, sin que su redacción y conceptuación original haya surgido, hasta ahora, ninguna modificación, 
salvo la ya anotada, esto es, que dejó de ser, a partir de 1928, la fracción XXX, para constituirse en la 
fracción XXVIII. Es congruente al pensamiento de la Asamblea Constituyente de 1916-1917, que la 
cuenta pública anula del Poder Ejecutivo sea revisada por el Congreso de la Unión y que los términos 
constitucionales de esa revisión estriban, precisamente, en el examen de la exactitud y de la justificación 
de los gastos hechos, a fin de poder fijar las responsabilidades, no pudiendo haber otras partidas 
secretas que las señaladas con ese carácter en el presupuesto de egresos, que emplearán los 
secretarios de Estado mediante acuerdo escrito del presidente de la República. 
 
Amparo en revisión 2241/57. Espectáculos Deportivos Frontón México, S. A. 17 de noviembre de 1970. 
Fallado por mayoría de cuatro votos de los Ministros Castellano Jiménez, Canudas Orezza, Palacios 
Vargas y López Aparicio, contra el voto del señor Ministro Caponni Guerrero. Ponente: Luis Felipe 
Canudas Orezza. 
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CUENTA PÚBLICA, LA APROBACIÓN DE LA, NO IMPLICA EL RECONOCIMIENTO DE LA 
LEGALIDAD DEL ACTO HABIDO ENTRE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y UNA PERSONA, NI LA 
APROBACIÓN DE ACTOS ENTRE LA HACIENDA PÚBLICA Y LOS CAUSANTES. El contenido de los 
artículos 65, fracción I y 73, fracciones XXIV y XXVIII, de la Constitución General de la República y de la 
Ley Orgánica de la Contaduría de la Federación, acerca del régimen constitucional y legal de la cuenta 
pública, permite hacer estas apreciaciones: 1) Ha sido norma invariable en la estructuración del Estado 
constitucional mexicano, sujetar la aprobación de la cuenta pública del Poder Ejecutivo, al Poder 
Legislativo; 2) La aprobación de la cuenta pública del Ejecutivo de la Unión, por el Poder Legislativo 
Federal, es una acto esencialmente político, realizado mediante un decreto que no reúne las 
características materiales de una ley, por no crear, ese acto legislativo, una situación jurídica general, 
impersonal y permanente; 3) La revisión, por el Poder Legislativo Federal, de la cuenta pública que debe 
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presentarle cada año el Poder Ejecutivo de la Nación, sólo es, en los términos de la fracción I del artículo 
65 de la Constitución General de la República, una investigación sobre si las cantidades gastadas están o 
no de acuerdo con las partidas respectivas del presupuesto y sobre el examen que deberá hacerse de la 
exactitud y justificación de los gastos hechos, a fin de fijar las responsabilidades a que hubiere lugar; 4) 
La fracción IV del artículo 60 de la vigente Ley Orgánica de la Contaduría de la Federación expresamente 
establece la posibilidad de introducir rectificaciones al balance de la Hacienda Pública y a la cuenta 
pública de la Nación que haya sido aprobada mediante decreto del Poder Legislativo Federal, cuando, a 
virtud de la ejecución de las leyes de ingresos o de ejercicio de los presupuestos de egresos de años 
pasados, se realiza un ingreso con posterioridad al año de su causación o se efectúa una erogación; y 5) 
La aprobación de la misma cuenta pública del Poder Ejecutivo de la Unión, por el órgano legislativo 
constitucionalmente competente para hacer su revisión, no implica el reconocimiento de la legalidad del 
acto habido entre la administración pública y una persona física o moral, generador del ingreso obtenido o 
del egreso efectuado, como tampoco significa una aprobación a los actos verificados ente la Hacienda 
Publica Federal y un causante, sino únicamente que hay exactitud y están justificados los gastos 
realizados por el mismo Poder Ejecutivo de la Federación. 
Amparo en revisión 2241/57. Espectáculos Deportivos Frontón México, S. A. 17 de noviembre de 1970. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Castellano Jiménez, Canudas Orezza, Palacios Vargas y López 
Aparicio, contra el voto del Ministro Capponi Guerrero. Ponente: Luis Felipe Canudas Orezza. 
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CUENTA PUBLICA, NATURALEZA DEL ACTO DE LA REVISION DE LA. ACTO NO 
MATERIALMENTE LEGISLATIVO. La revisión de la cuenta pública del Poder Ejecutivo de la Unión, por 
el Poder Legislativo de los Estados Unidos Mexicanos, no tiene las características de un acto legislativo 
en sentido material, o sea: no constituye una ley, por no estarse frente a una situación jurídica general, 
impersonal y permanente, sino ante un decreto cuyo contenido se individualiza en la confrontación y 
determinación del uso legal que haya hecho el Ejecutivo Federal, de los ingresos obtenidos por la nación, 
durante cada año fiscal, mediante el examen de la exactitud y justificación de los gastos realizados por la 
administración pública. 
Amparo en revisión 2241/57. Espectáculos Deportivos Frontón México, S. A. 17 de noviembre de 1970. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Castellano Jiménez, Canudas Orezza, Palacios Vargas y López 
Aparicio, contra el voto del Ministro Capponi Guerrero. Ponente: Luis Felipe Canudas Orezza. 
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